- 2 -
- 28 -

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

ASAMBLEA GENERAL

[image: image1.png]as gente

Mas derechos para m




CUADRAGÉSIMO OCTAVO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES

Washington, D.C., Estados Unidos de América

Del 4 al 5 de junio de 2018

ACTAS Y DOCUMENTOS

VOLUMEN I
AG/DEC. 96 (XLVIII-O/18) a AG/DEC. 97 (XLVIII-O/18)

AG/RES. 2915 (XLVIII-O/18) a AG/RES. 2929 (XLVIII-O/18)

TEXTOS CERTIFICADOS DE LAS DECLARACIONES Y RESOLUCIONES


	
	SECRETARÍA GENERAL

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

WASHINGTON, D.C. 20006
	


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

ASAMBLEA GENERAL
[image: image2.png]as gente

Mas derechos para m













OEA/Ser.P/XLVIII-O.2










16 Noviembre 2018










Volumen 1

CUADRAGÉSIMO OCTAVO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES

Washington, D.C., Estados Unidos de América

Del 4 al 5 de junio de 2018

ACTAS Y DOCUMENTOS

VOLUMEN I
AG/DEC. 96 (XLVIII-O/18) a AG/DEC. 97 (XLVIII-O/18)

AG/RES. 2915 (XLVIII-O/18) a AG/RES. 2929 (XLVIII-O/18)

TEXTOS CERTIFICADOS DE LAS DECLARACIONES Y RESOLUCIONES

	
	SECRETARÍA GENERAL

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

WASHINGTON, D.C. 20006
	


[image: image3.jpg]CERTIFICO que en el presente volumen se reproducen los textos
oficiales de las declaraciones y resoluciones aprobadas por la Asamblea
General de la Organizacion de los Estados Americanos en su cuadragésimo
octavo periodo ordinario de sesiones, celebrado en Washington, D.C., Estados

Unidos de América, del 4 al 5 de junio de 2018.

Luig Almagro
Secretario General
Organizacion de los Estados Americanos




ÍNDICE
Página


1AG/DEC. 96 (XLVIII-O/18)
Declaración sobre “La Cuestión de las Islas Malvinas”


3AG/DEC. 97 (XLVIII-O/18)
Declaración de apoyo al pueblo de Nicaragua


5AG/RES. 2915 (XLVIII-O/18)
Coordinación del voluntariado en el Hemisferio para la respuesta a los desastres y la lucha contra el hambre y la pobreza – Iniciativa Cascos Blancos


9AG/RES. 2916 (XLVIII-O/18)
Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral


23AG/RES. 2917 (XLVIII-O/18)
Papel prioritario de la Organización de los Estados Americanos en el desarrollo de las telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación a través de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones


77AG/RES. 2918 (XLVIII-O/18)
Reforma del Convenio Interamericano sobre el Permiso Internacional de Radioaficionado


87AG/RES. 2919 (XLVIII-O/18)
Fortalecimiento de las respuestas multisectoriales a la crisis de las enfermedades no transmisibles en las Américas


91AG/RES. 2920 (XLVIII-O/18)
Apoyo y seguimiento del proceso de Cumbres de las Américas


95AG/RES. 2921 (XLVIII-O/18)
Incorporación de criterios multidimensionales para la medición de la pobreza y el desarrollo


99AG/RES. 2922 (XLVIII-O/18)
Fortalecimiento de órganos, organismos, entidades, iniciativas y mecanismos de la OEA


101AG/RES. 2923 (XLVIII-O/18)
Avance en la rendición de cuentas, la eficiencia y la eficacia y los resultados en la Secretaría General de la OEA


111AG/RES. 2924 (XLVIII-O/18)
Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas


115AG/RES. 2925 (XLVIII-O/18)

Promoción de la seguridad hemisférica: un enfoque multidimensional


143AG/RES. 2926 (XLVIII-O/18)
Derecho internacional


147AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18)
Fortalecimiento de la democracia


161AG/RES. 2928 (XLVIII-O/18)
Promoción y protección de derechos humanos


213AG/RES. 2929 (XLVIII-O/18)
Resolución sobre la situación en Venezuela


219Decisión de la Asamblea General
sobre la reforma al Estatuto del Tribunal Administrativo de la OEA






AG/DEC. 96 (XLVIII-O/18)

DECLARACIÓN SOBRE “LA CUESTIÓN DE LAS ISLAS MALVINAS”

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)

LA ASAMBLEA GENERAL,


CONSIDERANDO que en reiteradas oportunidades ha declarado que la Cuestión de las Islas Malvinas constituye un tema de permanente interés hemisférico;


RECORDANDO su resolución AG/RES. 928 (XVIII-O/88), aprobada por consenso el 19 de noviembre de 1988, que pide a los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte que reanuden las negociaciones a fin de encontrar, a la brevedad posible, una solución pacífica a la disputa de soberanía;


TENIENDO EN CUENTA que en su resolución AG/RES. 1049 (XX-O/90) manifestó su satisfacción por la reanudación de las relaciones diplomáticas entre ambos países;


RECONOCIENDO que la incorporación del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte a la Organización de los Estados Americanos en calidad de Observador Permanente, mediante la resolución CP/RES. 655 (1041/95), refleja principios y valores compartidos entre ese país y los Estados Miembros de la Organización que permiten un mayor entendimiento mutuo;


CONSTATANDO con beneplácito que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte mantienen importantes vínculos comerciales, culturales y políticos, comparten valores comunes y desarrollan además una estrecha cooperación tanto bilateral como en los foros internacionales;


TENIENDO EN CUENTA que, a pesar de dichos vínculos y valores comunes, no ha sido posible aún reanudar las negociaciones tendientes a resolver la disputa de soberanía entre los dos países sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos circundantes en el marco de las resoluciones 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/49, 37/9, 38/12, 39/6, 40/21, 41/40, 42/19 y 43/25 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, las decisiones adoptadas por el mismo órgano sobre el mismo tema originadas en el Comité Especial sobre Descolonización, y las reiteradas resoluciones y declaraciones aprobadas en esta Asamblea General; y

HABIENDO ESCUCHADO la exposición del Jefe de la Delegación de la República Argentina,


EXPRESA su satisfacción por la reafirmación de la voluntad del Gobierno argentino de continuar explorando todas las vías posibles para la solución pacífica de la controversia y por su actitud constructiva en favor de los habitantes de las Islas Malvinas.


REAFIRMA la necesidad de que los Gobiernos de la República Argentina y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte reanuden, cuanto antes, las negociaciones sobre la disputa de soberanía, con el objeto de encontrar una solución pacífica a esta prolongada controversia.


DECIDE continuar examinando la Cuestión de las Islas Malvinas en los sucesivos períodos de sesiones de la Asamblea General, hasta su solución definitiva.
AG/DEC. 97 (XLVIII-O/18)

DECLARACIÓN DE APOYO AL PUEBLO DE NICARAGUA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)


LA ASAMBLEA GENERAL,


PREOCUPADA por los informes en curso de disturbios sociales y violencia en las últimas semanas en Nicaragua;


TOMANDO NOTA de las declaraciones emitidas por varios Estados Miembros, el Secretario General Luis Almagro y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) expresando preocupación y deplorando los actos de violencia que han tenido lugar en Nicaragua y que han causado docenas de muertos y heridos;


REAFIRMANDO los principios y propósitos consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos que incluyen la promoción y consolidación de la democracia representativa, con el debido respeto al principio de no intervención, y reafirmando también que el ejercicio de la democracia representativa es la base del Estado de derecho tal como se refleja en la Carta Democrática Interamericana;


RECONOCIENDO que la función principal de la CIDH, tal como lo establecen la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es promover la observancia y defensa de los derechos humanos y servir como órgano consultivo de la OEA en estos asuntos;


TOMANDO NOTA de los esfuerzos liderados por la Conferencia Episcopal de Nicaragua para buscar una solución pacífica de los conflictos y el respeto de los derechos humanos de los nicaragüenses, y la oportunidad de vivir en democracia; y


ACOGIENDO CON SATISFACCIÓN la aceptación por parte del Gobierno de Nicaragua de la visita de trabajo de la CIDH del 17 al 21 de mayo de 2018 a Nicaragua para observar la situación de los derechos humanos en el país en el contexto de los acontecimientos ocurridos desde el 18 de abril de 2018, así como el consentimiento del Gobierno para crear un Grupo Interdisciplinario Internacional de Expertos Independientes (GIEI) para investigar esos eventos basados en las observaciones preliminares de la CIDH después de su visita,

DECLARA:

1. Su condena y exige el cese inmediato de los actos de violencia, intimidación y amenazas dirigidos contra el público en general; y sus condolencias a las víctimas de la violencia reciente y a sus familias, así como su solidaridad y apoyo al pueblo de Nicaragua.

2. Su llamamiento a todos los actores políticos y sociales para que se abstengan de destruir la propiedad.
3. Su preocupación por el rompimiento del reciente proceso de diálogo.

4. Su llamamiento al Gobierno de Nicaragua y otros actores sociales para que demuestren compromiso y participen constructivamente en negociaciones pacíficas con resultados claros que aborden los desafíos fundamentales del país, incluido el fortalecimiento de las instituciones democráticas y la celebración de elecciones libres, justas y oportunas, celebradas en un ambiente libre de miedo a la intimidación, las amenazas o la violencia.

5. Afirmar, de conformidad con el principio de no intervención, la intención y la disposición de la Organización de los Estados Americanos de brindar apoyo y asistencia en: la implementación de un proceso de diálogo inclusivo, estableciendo el Grupo Interdisciplinario Internacional de Expertos Independientes (GIEI), desplegando una misión de observación electoral antes de las elecciones y el fortalecimiento de las instituciones democráticas en Nicaragua.

6. Su invitación a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para que informe al Consejo Permanente tan pronto como sea posible sobre los resultados y conclusiones de la visita de trabajo, y su intención de que el Consejo Permanente siga ocupándose de la evolución de la situación.
AG/RES. 2915 (XLVIII-O/18)

COORDINACIÓN DEL VOLUNTARIADO EN EL HEMISFERIO PARA LA RESPUESTA
A LOS DESASTRES Y LA LUCHA CONTRA EL HAMBRE Y LA POBREZA – 
INICIATIVA CASCOS BLANCOS

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)


LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTOS los informes de la Secretaría General sobre la Iniciativa Cascos Blancos, las resoluciones AG/RES. 1351 (XXV-O/95), AG/RES. 1403 (XXVI-O/96), AG/RES. 1463 (XXVII-O/97), AG/RES. 2018 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2165 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2372 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2558 (XL-O/10), AG/RES. 2704 (XLII-O/12), AG/RES. 2827 (XLIV-O/14), AG/RES. 2881 (XLVI-O/16), AG/RES. 2904 (XLVII-O/17) y CIDI/RES. 322 (LXXIII-O/17) y las declaraciones AG/DEC. 45 (XXXV-O/05) y AG/DEC. 55 (XXXVII-O/07);

REAFIRMANDO los principios rectores de la asistencia humanitaria internacional de humanidad, neutralidad, imparcialidad e independencia operativa y la responsabilidad primordial y principal del Estado de prevenir y reducir el riesgo de desastres, así como atender y proteger a las víctimas de los mismos;

TENIENDO EN CUENTA que el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, aprobado en la Tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Reducción del Riesgo de Desastres celebrada en marzo de 2015 en la ciudad de Sendai, Japón, reconoce la necesidad de contar con un enfoque preventivo del riesgo de desastres, amplio y centrado en las personas, y que la gestión del riesgo de desastres contribuye al desarrollo sostenible;

TENIENDO PRESENTE el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (PIDS) 2016-2021, adoptado mediante la resolución AG/RES. 2882 (XLVI-O/16) y el Plan Interamericano para la Prevención, la Atención de los Desastres y la Coordinación de la Asistencia Humanitaria, aprobado mediante la resolución AG/RES. 2750 (XLII-O/12);

TOMANDO NOTA de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, adoptada en la Asamblea General de las Naciones Unidas en septiembre de 2015 y de los resultados de la Cumbre Mundial Humanitaria, celebrada en Estambul, en mayo de 2016;
RECORDANDO la realización de las Plataformas Regional y Global para la Reducción del Riesgo de Desastres, llevadas a cabo en marzo y en mayo de 2017 en Montreal, Canadá y Cancún, México, respectivamente;


RESALTANDO los progresos realizados por los Estados Miembros, el sistema interamericano, las agencias internacionales, organismos y organizaciones internacionales en cuanto a la gestión de riesgos y la coordinación de la asistencia humanitaria;


RECONOCIENDO los avances llevados a cabo por los mecanismos subregionales: Agencia Caribeña para la Gestión de Actividades Relacionadas con Emergencias (CDEMA), Centro de Coordinación para la Prevención de Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres (CAPRADE), la Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Gestión Integral de Riesgos de Desastres del Mercado Común del Sur (RMAGIR/MERCOSUR) y el Grupo de Trabajo de Alto Nivel para la Gestión Integral del Riesgo de Desastres de la Unión de Naciones Suramericanas (GTANGRD/UNASUR) y la coordinación entre ellos;

ENFATIZANDO la importancia de promover el fortalecimiento de las capacidades regionales, nacionales y locales en materia de ambiente y su vinculación con la reducción del riesgo de desastres y la resiliencia;

CONFIRMANDO la importancia de seguir promoviendo medidas regionales, nacionales y locales para la prevención y respuesta a los desastres, teniendo como prioridad los grupos en situación de vulnerabilidad, tales como mujeres, niños, adultos mayores y personas con discapacidad, entre otros;

REITERANDO la necesidad de continuar realizando acciones de reducción del riesgo de desastres, procurando prevenir la duplicidad de esfuerzos, fomentando la optimización de recursos mediante la utilización de herramientas de coordinación existentes y permitiendo la sinergia de esfuerzos humanitarios en la región;


RECORDANDO NUEVAMENTE que la Iniciativa Cascos Blancos desarrolla sus actividades a través de un modelo de trabajo basado en la cooperación, la solidaridad y la participación comunitaria; que es enteramente civil y se apoya en un cuerpo de voluntarios; que esta Iniciativa actúa a petición del país afectado o en el marco de un llamamiento de asistencia humanitaria internacional y que brinda su apoyo en contextos de respuesta inmediata a los desastres, así como en tareas de rehabilitación, reconstrucción y desarrollo. Además, promueve la prevención, la gestión de riesgos de desastres y las comunidades resilientes;


CELEBRANDO el Acuerdo Marco entre la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y la Comisión Cascos Blancos del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la República Argentina sobre Gestión de Riesgo de Desastres, Aumento de la Resiliencia y Asistencia Humanitaria Internacional, firmado el 28 de septiembre de 2017 y cuyo objetivo es la colaboración y apoyo a los Estados Miembros en la implementación de los marcos internacionales y hemisféricos, en la formación de sistemas nacionales de voluntariado y en la coordinación de la asistencia humanitaria internacional;


DESTACANDO los acuerdos y memorandos de entendimiento que Cascos Blancos ha suscrito entre 2016 y 2018 con la Organización Panamericana de la Salud (OPS), con la Fundación Panamericana para el Desarrollo (FUPAD), con el Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC), con el CDEMA, con el Ministerio de Gobernación y Desarrollo Territorial de la República de El Salvador, con el Sistema Nacional para la Prevención, Mitigación y Atención de Desastres (SINAPRED) de la República de Nicaragua, con el Ministerio de Relaciones Exteriores de la República de Panamá en apoyo al Centro Logístico Regional de Asistencia Humanitaria (CLRAH), entre otros;


SUBRAYANDO la aprobación de la resolución CIDI/RES. 322 (LXXIII-O/17) en la que se designa al Fondo Especial Cascos Blancos como “Fondo Humanitario”, lo que permitirá que los recursos destinados a éste se apliquen en su totalidad al desarrollo de acciones de asistencia humanitaria en el Continente;


EXPRESANDO SU SATISFACCIÓN por la asistencia humanitaria brindada por la Iniciativa Cascos Blancos a través de misiones de envío de voluntarios y/o suministros humanitarios a Bahamas, Belize, Brasil, Bolivia, Chile, Dominica, Ecuador, Haití, México, Panamá, Paraguay y Perú, en virtud de los incendios, huracanes, inundaciones, sequías y terremotos ocurridos entre 2014 y 2017;


RESALTANDO los proyectos y talleres de capacitación de voluntarios locales y fortalecimiento de las comunidades llevados a cabo por la Iniciativa Cascos Blancos en Jamaica, Dominica, Nicaragua, Guatemala y El Salvador; y

RECONOCIENDO que las acciones desarrolladas por la Iniciativa Cascos Blancos se ajustan a los principios de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, se llevan a cabo a solicitud del Estado afectado y en estrecha colaboración con las autoridades nacionales pertinentes y se rigen de acuerdo con los principios de la asistencia humanitaria,

RESUELVE:

1. Reiterar su apoyo a la Iniciativa Cascos Blancos como uno de los mecanismos valiosos en el Hemisferio para la prevención, reducción y la respuesta en casos de desastre y en la lucha contra el hambre y la pobreza.

2. Alentar a la Iniciativa Cascos Blancos a que continúe fomentando la creciente colaboración humanitaria regional y, en ese contexto, que prosiga compartiendo su experiencia y mejores prácticas en prevención, preparación y respuesta ante desastres.

3. Alentar a la Secretaría General a que continúe fortaleciendo y coordinando las acciones entre la Iniciativa Cascos Blancos y la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, así como en otros órganos y mecanismos de la Organización de los Estados Americanos, facilitando que otros organismos e instituciones de la región establezcan alianzas y acuerdos de trabajo con la Iniciativa Cascos Blancos, de acuerdo con y sujeto a lo establecido en las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, siempre preservando el alcance, principios y responsabilidades en las diferentes modalidades de relacionamiento que se generen. 

4. Encomendar a la Secretaría General y a la Iniciativa Cascos Blancos que continúen explorando actividades conjuntas de asistencia humanitaria en los Estados Miembros que así lo soliciten, conforme a las necesidades identificadas, partiendo de la positiva experiencia de la Misión OEA-CB enviada a Dominica para apoyar la resiliencia de los sistemas hídricos que fueron afectados por el paso del huracán María.

5. Reiterar la invitación a los Estados Miembros, que así lo consideren, para que realicen aportes al Fondo Humanitario OEA-Cascos Blancos con el objetivo de permitir que se continúen celebrando seminarios y talleres de capacitación en reducción de riesgo de desastres y el desarrollo de proyectos de fortalecimiento de las capacidades, en temáticas vinculadas con la resiliencia, la prevención y mitigación del riesgo de desastres y la asistencia humanitaria internacional.

6. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su quincuagésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2916 (XLVIII-O/18)

IMPULSANDO INICIATIVAS HEMISFÉRICAS EN MATERIA DE
DESARROLLO INTEGRAL

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)


LA ASAMBLEA GENERAL, 

TENIENDO EN CUENTA la importancia de fomentar el desarrollo integral como uno de los propósitos esenciales de la Organización contenidos en los instrumentos del sistema interamericano, tales como la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta Democrática Interamericana y la Carta Social de las Américas, así como los mandatos acordados y las iniciativas emanadas de las Cumbres de las Américas
/
/; 

REITERANDO que la labor de la Organización de los Estados Americanos en el pilar de desarrollo se rige por el Plan Estratégico Integral de la Organización para el período 2016-2020 [AG/RES. 1 (LI-E/16)], el cual está alineado y contribuye a la implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), como marco general de su actuación; 

ACOGIENDO los resultados de las reuniones de ministros y altas autoridades en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) en las áreas de desarrollo sostenible, desarrollo social, cultura, cooperación, educación, ciencia y tecnología, trabajo y turismo, así como los procesos sectoriales sobre puertos, competitividad, micro-, pequeñas y medianas empresas, y energía sostenible; 

DANDO CONTINUIDAD a lo dispuesto en la anterior resolución “Impulsando iniciativas hemisféricas en materia de desarrollo integral” [AG/RES. 2904 (XLVII-O/17)] de la cuadragésima séptima Asamblea General; 

TENIENDO EN CUENTA el Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias; la resolución AG/RES. 2910 (XLVII-O/17), “Migración en las Américas” y el documento “Marco de acción de la CAM a futuro” (CIDI/CAM/doc.11/14 rev. 4); y

RECONOCIENDO los avances alcanzados por la Secretaría en el marco del Plan Estratégico Integral de la Organización para el período 2016- 2020 [AG/RES. 1 (LI-E/16)] según sus siete líneas estratégicas y sus objetivos para el pilar de desarrollo integral y de acuerdo con el Informe Anual de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (CIDI/doc.250/18 rev. 2), 

RESUELVE:

I. 
CON RESPECTO A LA LÍNEA ESTRATÉGICA “PROMOVER ECONOMÍAS INCLUYENTES Y COMPETITIVAS”

1. Agradecer a los Gobiernos de los siguientes Estados Miembros que sirvieron de sede de eventos de alto nivel en apoyo a esta línea estratégica desde el cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, así como por su hospitalidad, liderazgo y compromiso: 

· México, por el V Diálogo Interamericano de Altas Autoridades de las micro-, pequeñas y medianas empresas (mipymes), celebrado en Puerto Vallarta del 15 al 17 de mayo de 2017, y por la reunión de Ministros y Altas Autoridades de la Red Interamericana de Competitividad (RIAC) celebrada en la Ciudad de México del 13 al 15 de septiembre de 2017;

· Colombia, por la Quinta Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI, celebrada en Medellín, los días 2 y 3 de noviembre de 2017; 
· Guyana, por el XXIV Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo celebrado en Georgetown, los días 21 y 22 de marzo de 2018, y
· Estados Unidos, por el VII y VIII Intercambio para la Competitividad de las Américas realizados en Texas, del 2 al 7 de abril de 2017, y en la Florida. del 3 al 9 de diciembre de 2017. 
2. Aceptar con satisfacción los amables ofrecimientos de los siguientes Estados Miembros para servir de sede de reuniones de alto nivel durante el siguiente año, e instar a las autoridades de todos los Estados Miembros a que participen en estas reuniones:

· México, por la XI reunión ordinaria de la Comisión Interamericana de Puertos (CIP), a celebrarse en Ciudad de México del 1 al 3 de agosto de 2018; 

· Barbados, por la Octava Reunión de Ministros y Máximas Autoridades de Cultura en el ámbito del CIDI; 

· Argentina, por su ofrecimiento para fungir como Presidencia pro témpore de la RIAC y sede del XI Foro de Competitividad de las Américas en 2019; 

· El Salvador, por el VI Diálogo Interamericano de Altas Autoridades de las mipymes en 2019; y 
· Estados Unidos, por el X Intercambio para la Competitividad de las Américas, en California, en octubre de 2018. 

3. Hacer suya la Declaración de Medellín “La ciencia, la tecnología y la innovación como pilares de la transformación en las Américas” (CIDI/REMCYT-V/DEC.1/17 rev. 1) aprobada en la Quinta Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI, celebrada en Medellín, Colombia. Esta declaración recomienda la incorporación de las tecnologías transformadoras en el desarrollo de políticas innovadoras y programas de colaboración regional que contribuyan a la generación de conocimientos, habilidades creativas y capacidades de resolución de problemas requeridos para los trabajos del futuro y de la Industria 4.0. Asimismo, la declaración refleja la voluntad de colaboración para promover nuevas habilidades enfocadas en los aspectos prácticos de la ciencia, la tecnología, la ingeniería y las matemáticas, y para generar espacios que aumenten las interacciones entre la investigación, el sector privado y la sociedad. También se destaca la necesidad de apoyar activamente la inclusión de mujeres y niñas y grupos en situación de vulnerabilidad en las áreas de ciencia, tecnología e innovación, para mejorar sus oportunidades de aprendizaje y acceso a posiciones de liderazgo y toma de decisiones. 

4. Tomar nota del Plan de Trabajo 2017-2019, “Promover economías inclusivas y competitivas”, adoptado en el V Diálogo Interamericano de Altas Autoridades de las micro-, pequeñas y medianas empresas (mipymes), en el cual se decidió concentrar los esfuerzos para el fortalecimiento del sector mipymes en las Américas, en el diálogo político, la cooperación y el fortalecimiento de capacidades. El Grupo de Trabajo de Altas Autoridades de mipymes acordó reunirse regularmente mediante la realización de foros y reuniones virtuales para fomentar el diálogo regional sobre políticas públicas y el intercambio de experiencias. Además, se decidió crear una base de datos en línea para brindar información sobre políticas, programas y prácticas de apoyo al sector mipymes exitosas. 
5. Encomendar a la Secretaría General que continúe promoviendo, en la medida que los recursos lo permitan, la iniciativa sobre Centros de Desarrollo de Pequeños Negocios en todo el Hemisferio, que apoyan y fortalecen la competitividad, la innovación y la internacionalización de las mipymes y mejoren su capacidad de responder a las necesidades de la economía local. 

6. Tomar nota del Plan de Acción 2017-2019 de la Red Interamericana de Competitividad (RIAC) que se enfoca en promover servicios de alto valor agregado, “servificación” y transformación productiva. El plan también busca fomentar la colaboración regional para aprovechar las oportunidades derivadas de la diversificación de la estructura productiva y el fortalecimiento de la competitividad de los sectores tradicionales que contribuyen a la creación de empleos de calidad en las Américas. 

7. Encomendar a la Secretaría General que continúe promoviendo, en la medida que los recursos lo permitan, los Intercambios para la Competitividad de las Américas como una iniciativa práctica para fortalecer la cooperación e intercambiar mejores prácticas en competitividad e innovación entre los Estados Miembros. 
8. Hacer suya la Declaración de Georgetown “Conectando a las Américas a través del Turismo Sostenible” (CIDI/TUR-XXIV/DEC.1/18), aprobada en el XXIV Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo que se celebró en la ciudad de Georgetown, Guyana. Esta Declaración reconoce la importancia de continuar trabajando para ampliar la conectividad y aumentar el turismo sostenible en la región, incluso a través de alianzas en los sectores públicos y privados. Asimismo, alienta a las autoridades competentes de otros sectores relacionados con el turismo a analizar e implementar políticas coordinadas para alcanzar un desarrollo óptimo en conectividad y ampliar los beneficios del turismo sostenible; alienta a las autoridades competentes a adoptar políticas de transporte aéreo que mejoren la conectividad; llama al intercambio de experiencias y buenas prácticas; resalta la importancia de la resiliencia del sector turístico a los desastres naturales, y solicita la presentación de un plan de trabajo para la implementación de los mandatos. 
II.
CON RESPECTO A LA LÍNEA ESTRATÉGICA “FORTALECER LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE DE CONFORMIDAD CON EL PROGRAMA INTERAMERICANO PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE (PIDS) 2016-2021

9. Agradecer al Gobierno de Chile por servir de sede de la Tercera Reunión Ministerial de la Alianza de Energía y Clima de las Américas (ECPA), celebrada en Viña del Mar, los días 7 y 8 de septiembre de 2017, y por su hospitalidad, liderazgo y compromiso con este proceso. 

10. Tomar nota de los Principios Rectores y el Plan de Acción de la ECPA 2018-2019, adoptados en la Tercera Reunión Ministerial de la ECPA que impulsan la transición energética hacia sistemas más limpios, eficientes, seguros y sostenibles, y contribuyen a promover la seguridad energética, la eficiencia energética, la energía renovable, el uso más eficiente y menos contaminante de combustibles fósiles, el desarrollo de la infraestructura energética, la integración energética regional, la investigación e innovación energética y la lucha contra pobreza energética. 

11. Aceptar con satisfacción el ofrecimiento del Gobierno de Jamaica para servir de sede de la Cuarta Reunión Ministerial de la ECPA en 2019. 
12. Encomendar a la Secretaría General que continúe, en la medida que los recursos lo permitan, coordinando esfuerzos en materia de reducción de riesgo de desastres y resiliencia, incluso las reuniones del Comité Interamericano para la Reducción de los Desastres Naturales. 

13. Instruir a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) que presente, para la consideración del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), una propuesta para facilitar, en la medida que los recursos lo permitan, la respuesta a desastres y fortalecer la colaboración de asistencia que los Estados Miembros, los observadores permanentes y otras entidades brindan a los Estados Miembros afectados por desastres, con miras a alinear y optimizar el uso de todos los instrumentos y mecanismos existentes en la OEA; fortalecer la coordinación y la colaboración en el marco de los instrumentos y entidades del sistema interamericano y los mecanismos subregionales, y trabajar de manera coordinada con los mecanismos y organismos existentes del sistema de las Naciones Unidas y otras entidades internacionales. 

14. Recordar a los Estados Miembros la importancia de articular sus políticas, estrategias y planes nacionales de educación ambiental, los cuales podrán contribuir a estrechar los lazos de cooperación entre los países de la región para fortalecer las acciones encaminadas a la protección del medio ambiente y a la promoción de la armonía con la naturaleza y la madre tierra
/, que es una expresión comúnmente utilizada para referirse al planeta Tierra en diversos países y regiones. 
15. Destacar la necesidad de fomentar el intercambio de experiencias en gestión del conocimiento ambiental con el fin de enfrentar desafíos comunes en la región interamericana, incluso como parte de los esfuerzos para implementar la Agenda 2030, teniendo presentes las tres dimensiones del desarrollo sostenible. 
16. Solicitar a la SEDI que, en el marco del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible, continúe promoviendo espacios de cooperación y diálogo sobre la gestión sostenible de los ecosistemas.

III. 
CON RESPECTO A LA LÍNEA ESTRATÉGICA “PROMOVER LA EDUCACIÓN Y EL DESARROLLO HUMANO EN LAS AMÉRICAS”

17. Aceptar con satisfacción el amable ofrecimiento del Gobierno de Antigua y Barbuda para servir de sede de la Décima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI en 2019, e instar a las autoridades de los Estados Miembros a que participen. 

18. Tomar nota del Plan de Trabajo 2017-2019 de la Comisión Interamericana de Educación (CIE) e instar a la CIE a que tome en cuenta el mandato emanado del Compromiso de Lima
/
/ de promover una iniciativa para coordinar en su labor la acción hemisférica que se realiza en el ámbito de la educación cívica en el marco de la Agenda Educativa Interamericana (AEI). Tomar nota, asimismo, de los avances alcanzados en la implementación de la AEI, en particular la promoción de proyectos nacionales de educación en 18 Estados Miembros con $1,5 millones en financiamiento del Fondo de Cooperación para el Desarrollo, el proyecto Aulas Digitales en el Caribe de la Fundación Profuturo para promover una educación incluyente, y la labor de la Red Interamericana de Educación Docente (RIED) encaminada a fortalecer la profesión docente, incluso su seminario regional para docentes y encargados de la formulación de políticas en materia de educación, celebrado en Panamá, en abril de 2018, con el tema “Fortaleciendo la profesión docente: políticas, alianzas y cooperación para apoyar la Agenda Educativa en las Américas”. 

19. Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a la CIE y a los Estados Miembros en la implementación de la AEI, incluso con la dotación de personal suficiente para la Secretaría Técnica de la CIE, en la medida en que los recursos lo permitan.

20. Instar a la CIE a que siga promoviendo el aprendizaje permanente en las actividades de su Plan de Trabajo, de conformidad con el compromiso asumido en la AEI con una educación de calidad, inclusiva y con equidad.

21. Tomar nota del cumplimiento del mandato del Grupo de Trabajo del CIDI Encargado de Analizar y Revisar el Funcionamiento de Todos los Programas de Becas y Capacitación de la OEA y reiterar el firme compromiso de los Estados Miembros con los Programas de Becas y Capacitación de la OEA. 
22. Hacer suyas las recomendaciones provisionales e integrales emanadas de dicho Grupo de Trabajo y aprobadas por el CIDI (CIDI/doc.239/17 y CIDI/doc.256/18), y encomendar al CIDI la supervisión de la implementación de estos mandatos. 

IV. 
CON RESPECTO A LA LÍNEA ESTRATÉGICA “PROMOVER EL TRABAJO DECENTE, DIGNO Y PRODUCTIVO PARA TODOS”

23. Agradecer al Gobierno de Barbados por servir de sede de la XX Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT), celebrada en Bridgetown los días 7 y 8 de diciembre de 2017, y por su hospitalidad, liderazgo y compromiso con este proceso. 

24. Hacer suyos la Declaración y el Plan de Acción de Bridgetown “Construyendo sobre nuestros logros y avanzando hacia la justicia social, el trabajo decente y el desarrollo sostenible en las Américas”, (CIDI/TRABAJO/DEC.1/17 rev. 1 y CIDI/TRABAJO/doc.7/17 rev. 2), aprobados en la XX CIMT, que buscan, entre otros, impulsar esfuerzos nacionales y regionales para lograr una mayor coordinación entre los ministerios de educación y trabajo, abordar los desafíos del futuro del trabajo, fortalecer el diálogo social, fomentar las empresas sostenibles, promover la igualdad de género, la protección de los derechos laborales y promover el acceso a oportunidades para los grupos en situación de vulnerabilidad. 

25. Alentar a los Estados Miembros que continúen sus esfuerzos para articular planes y estrategias que puedan contribuir a la inserción laboral de grupos en situación de vulnerabilidad, en especial los jóvenes, promoviendo políticas que coadyuven a impulsar sistemas educativos de calidad que faciliten el empleo juvenil a fin de aumentar la productividad en sus comunidades y países. 

V.
CON RESPECTO A LA LÍNEA ESTRATÉGICA “IMPULSAR LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUIDOS LOS TRABAJADORES MIGRANTES Y SUS FAMILIAS DE CONFORMIDAD CON EL PROGRAMA INTERAMERICANO EN LA MATERIA, PARA POTENCIAR SU CONTRIBUCIÓN AL DESARROLLO”

26. Tomar nota de la sesión del CIDI para el seguimiento del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migratorios y sus Familias y difundir las mejores prácticas presentadas en ese contexto. Asimismo, para contribuir a la financiación de actividades en apoyo de este Programa, instar a la Secretaría General a que asigne recursos del Fondo Regular a los órganos, organismos y entidades de la OEA; e invitar a los Estados Miembros a que realicen contribuciones voluntarias para el establecimiento del fondo específico de contribuciones voluntarias. 

27. Destacar el aporte de la Comisión de Asuntos Migratorios (CAM) al Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular de la Organización de las Naciones Unidas, a través de la remisión de la resolución AG/RES. 2910 (XLVII-O/17), “Migración en las Américas” y encomendar a la CAM a acompañar el proceso hacia su adopción y dar seguimiento a su implementación en consonancia con los mecanismos que se establezcan en el propio pacto. Asimismo, continuar promoviendo la cooperación y coordinación entre la CAM y los procesos consultivos regionales de migración
/.
28. Destacar los resultados de la campaña de medios “Los Migrantes Cuentan en las Américas” para reconocer los aportes de las personas migrantes en todas las esferas del desarrollo sostenible de los países de origen, tránsito y destino, así como las sesiones celebradas en torno a esta temática; instruir a la Secretaría General, a través de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, a que continúe difundiendo dichos aportes en sus plataformas digitales hasta la adopción del Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular. Asimismo, agradecer a la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), su apoyo como socio de la Campaña
/. 

29. Resaltar el diálogo e intercambio de experiencias desarrollado sobre la reintegración socioeconómica de los migrantes retornados e instruir a la CAM a que en coordinación con los Estados Miembros, instancias competentes de la Secretaría General, organismos internacionales y otros actores, identifique posibilidades de alianzas, intercambio de buenas prácticas y mecanismos de coordinación que contribuyan al fortalecimiento de los programas en la materia existentes en la región. 

30. Reconocer que los desafíos de la migración en el Hemisferio deben afrontarse a través del diálogo constructivo entre todos los Estados y actores concernidos, fortaleciendo la cooperación y coordinación internacional, regional y bilateral para atender los retos y oportunidades de la migración. 

31. Alentar a los Estados Miembros a que fortalezcan sus políticas públicas para garantizar la promoción y protección de los derechos humanos de las personas migrantes, sin importar su situación migratoria, especialmente de los grupos en situación de vulnerabilidad como mujeres, niños, niñas, adolescentes, personas mayores y con discapacidad; e instarlos a que apliquen y refuercen, según corresponda, las leyes y políticas vigentes para combatir la discriminación racial, la xenofobia y la estigmatización, así como el tráfico ilícito de personas migrantes y la trata en los países de origen, tránsito, destino y retorno
/. 

32. Tomar nota de los resultados y recomendaciones del Foro de Alto Nivel sobre Flujos de Migrantes en Situación Migratoria Irregular en las Américas, celebrado en San José, Costa Rica los días 12 y 13 de septiembre de 2017, que fue un espacio de diálogo para la reflexión y análisis sobre el fenómeno de la migración irregular en el Hemisferio. Este diálogo también sirvió de referencia para compartir buenas prácticas y formular recomendaciones en materia migratoria para la región. 
33. Destacar la importancia del Sistema Continuo de Reportes sobre Migración Internacional para las Américas (SICREMI), como instrumento de la región para generar y analizar información sobre flujos migratorios, marcos normativos y políticas públicas sobre migración internacional, en apoyo de los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y del próximo Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular. Alentar a los Estados Miembros a que se incorporen a esta iniciativa, solicitar a la Secretaría General que asigne recursos del Fondo Regular, e invitar a los Estados Miembros y observadores permanentes a que realicen contribuciones voluntarias para su sostenibilidad financiera
/.
VI.
CON RESPECTO A LA LÍNEA ESTRATÉGICA “FOMENTAR LA COOPERACIÓN PARA EL DESARROLLO Y LA CREACIÓN DE ALIANZAS”

34. Destacar con satisfacción la convocatoria a la Segunda Reunión Especializada del CIDI de Altas Autoridades de Cooperación, a celebrarse en la Sede de la OEA, en Washington, D. C., los días 6 y 7 de septiembre de 2018. 

35. Alentar a todos los Estados Miembros a que contribuyan al Fondo de Cooperación para el Desarrollo para asegurar el funcionamiento de dicho Fondo. 
36. Resaltar la importancia de continuar impulsando el uso de Cooperanet como una herramienta que promueve la cooperación entre los Estados Miembros y las alianzas estratégicas entre éstos y otros actores, para abordar los desafíos más apremiantes en materia de desarrollo en la región. 
VII.
CON RESPECTO A LA LÍNEA ESTRATÉGICA “PROMOVER LA INCLUSIÓN SOCIAL CON EQUIDAD QUE CONTRIBUYA AL DESARROLLO SOSTENIBLE EN LAS AMÉRICAS”

37. Aceptar con satisfacción el amable ofrecimiento del Gobierno de Guatemala para servir de sede de la Cuarta Reunión de Ministros y Alta Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI, a celebrarse en Antigua, los días 27 y 28 de septiembre de 2018, e instar a las autoridades de los Estados Miembros a que participen. 

38. Agradecer al Gobierno de la República Argentina por su liderazgo y compromiso durante su presidencia de la Red Consumo Seguro y Salud de la OEA (RCSS) en el período 2016-2017, así como al Gobierno de México por servir de sede de la Cuarta Reunión Ordinaria Anual de la RCSS, celebrada en Guadalajara, Jalisco (25 de octubre de 2017) y del Taller de Seguridad de Productos de las Américas (26 y 27 de octubre de 2017), y por su hospitalidad, liderazgo y compromiso. 

39. Tomar nota del Plan de Trabajo de la RCSS, aprobado en la Cuarta Reunión Ordinaria Anual de la Red, e instruir a la Secretaría General a que continúe apoyando, en la medida que los recursos lo permitan, los trabajos de la RCSS de manera congruente con el Plan Estratégico Integral de la Organización. 

40. Instar a los Estados Miembros y a los observadores permanentes que integran la RCSS a que contribuyan al fondo voluntario para garantizar la sostenibilidad de los trabajos de la RCSS; e invitar a aquellos que no son miembros a que se sumen a la RCSS con el objetivo de fortalecer las capacidades nacionales y regionales de cooperación para la detección temprana de los productos de consumo peligrosos y la adopción de acciones coordinadas entre los organismos competentes. 
41. Solicitar al CIDI que incluya en su plan de trabajo la celebración de una sesión especial para conmemorar el Año Internacional de las Lenguas Indígenas durante el primer semestre de 2019, en consideración a la resolución 71/178 de la Organización de las Naciones Unidas, la resolución AG/RES. 2898 (XLVII-O/17), “2019 Año Internacional de las Lenguas Indígenas” y del Plan de Acción sobre la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2017-2021) [AG/RES. 2913 (XLVII-O/17)], con la finalidad de destacar la relevancia de las lenguas indígenas en la transmisión del conocimiento de una generación a la siguiente y la diseminación de culturas y tradiciones, así como contribuir con su conservación, revitalización y promoción.

42. Reiterar la recomendación que se encuentra en la sección preambular del pilar de Desarrollo Integral del Plan Estratégico Integral de la Organización de los Estados Americanos, en la cual se hace un llamamiento a prestar particular atención a la promoción y protección de los derechos humanos de niños y adolescentes, y solicitar a la Secretaría General que, de conformidad con los recursos existentes, continúe incluyendo este tema transversal en los diferentes procesos sectoriales, en consulta con el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) como organismo de la OEA especializado en políticas públicas de niñez y adolescencia, destacando la importancia de crear oportunidades para incluir a niños y adolescentes en la formulación e implementación de políticas públicas. 
VIII.
CON RESPECTO A LA CONTINUACIÓN DE LOS PROCESOS SECTORIALES EN EL MARCO DEL CIDI

43. Agradecer a las autoridades de los procesos ministeriales del CIDI por sus esfuerzos por adecuar sus trabajos al nuevo ciclo ministerial trienal. 

44. Tomar nota de las modificaciones realizadas por el CIDI a sus reglamentos, adoptadas por medio de resolución CIDI/RES. 328 (LXXIX-O/18), “Actualización de los Reglamentos del CIDI para ajustarlos al ciclo ministerial trienal”. 
45. Adoptar el siguiente calendario para las reuniones de ministros y altas autoridades en el ámbito del CIDI e instruir a la Secretaría General que continúe implementando los lineamientos acordados en el ciclo ministerial trienal en coordinación con las autoridades competentes en cada sector. 

	Proceso sectorial
	2018
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	1. Turismo


	XXIV Ministerial de Turismo

(Guyana, 21-22 de marzo)
	
	II Reunión de la CITUR
	XXV Ministerial de Turismo

(Paraguay)
	
	II Reunión de la CITUR

	2. Puertos


	X CIP

(México, 1-3 de agosto)
	
	XI Reunión de la CIP

(anfitrión por definirse)
	
	XII Reunión de la CIP

(anfitrión por definirse)
	

	3. Educación
	VIII Reunión de la CIE

(OEA, 20-21 de agosto)
	X Ministerial de Educación (Antigua y Barbuda)
	
	IX Reunión de la CIE
	XI Ministerial de Educación

(anfitrión por definirse)
	

	4. Cooperación


	II Ministerial de Cooperación

(Sede OEA, 6-7 de septiembre)
	
	
	III Ministerial de Cooperación

(anfitrión por definirse)
	
	

	5. Desarrollo Social


	IV Ministerial de Desarrollo Social

(Guatemala, 27-28 de septiembre)
	
	V Reunión de la CIDES
	V Ministerial de Desarrollo Social


	
	VI Reunión de la CIDES

	6. Cultura


	VIII Ministerial de Cultura (Barbados, 15-16 de noviembre)
	
	VI Reunión de la CIC
	IX Ministerial de Cultura (Guatemala)
	
	VII Reunión de la CIC

	7. Desarrollo Sostenible


	
	IV Ministerial de Desarrollo Sostenible

(anfitrión por definirse)
	
	VI Reunión de la CIDS
	V Ministerial de Desarrollo Sostenible

(anfitrión por definirse)
	

	9. Ciencia y Tecnología


	
	IX Reunión de la COMCyT
	VI Ministerial de Ciencia y Tec.

(Jamaica)
	
	X Reunión de la COMCyT
	VII Ministerial de Ciencia y Tec.

(anfitrión por definirse)

	9. Trabajo


	
	Reunión GT de Trabajo
	XXI Ministerial de Trabajo

(anfitrión por definirse)
	
	Reunión GT de Trabajo
	XXII Ministerial de Trabajo

(anfitrión por definirse)

	Otras reuniones*

(solamente como referencia)
	
	XI Foro de Competitividad de las Américas y RIAC
(Argentina)

VI Diálogo de alto nivel mipymes (El Salvador)

IV ECPA (Jamaica)
	
	
	
	

	* Otras reuniones de procesos sectoriales que apoyan las prioridades del CIDI pero que al momento de esta resolución no se consideran procesos ministeriales oficiales sujetos al ciclo ministerial trienal y no reciben financiamiento del Fondo Regular de la OEA.

Acrónimos:

CIC: Comisión Interamericana de Cultura

CIDES: Comisión Interamericana de Desarrollo Social

CIDS: Comisión Interamericana para el Desarrollo Sostenible

CIE: Comisión Interamericana de Educación

CIP: Comisión Interamericana de Puertos

CITUR: Comisión Interamericana de Turismo

COMCyT: Comisión Interamericana de Ciencia y Tecnología

ECPA: Alianza de Energía y Clima de las Américas

RIAC: Red Interamericana de Competitividad

mipymes: micro-, pequeñas y medianas empresas


IX.
CON RESPECTO AL SEGUIMIENTO DE AVANCES, CONTRIBUCIONES Y RECURSOS

46. Solicitar al CIDI que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, sobre los avances en la implementación de la presente resolución. 

47. Agradecer a los Estados Miembros que han contribuido con recursos financieros, logísticos y humanos para apoyar los programas y actividades mencionados en esta resolución, y solicitar a la Secretaría General que continúe desarrollando nuevas alianzas. 

48. Reiterar que la ejecución de las iniciativas previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
NOTAS A PIE DE PÁGINA

1. …debido a que en éstas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las declaraciones políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que formaban parte de la Declaración Política.

2. ...(Canadá, 20 al 22 de abril de 2001), así como las expresadas en la Declaración de Nuevo León, aprobada en la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, México, 12 y 13 de enero de 2004).
3. …(OEA) no interpretan como sinónimo o como de uso generalizado el término “Madre Tierra” para hacer referencia a la naturaleza o al planeta tierra. Además, señala de igual manera, que el término “la armonía con la Madre Tierra” no es aceptado universalmente. El lenguaje del párrafo no debe considerarse como precedente para futuras negociaciones.
4. …ni otros documentos, declaraciones, comunicados o resoluciones que emanen de la Octava Cumbre de las Américas, por no haber participado en la negociación de los mismos.

5. …su denuncia y rechazo a la decisión del Gobierno de Perú de auto asignarse la facultad de decidir de forma unilateral y sin basamento jurídico sobre la participación de un Estado Miembro de la OEA en las reuniones del GRIC (Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres), así como en la Octava Cumbre de las Américas. Esta práctica, basada en motivaciones políticas e ideológicas, además de violar el “Acuerdo entre la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y el Gobierno de la República del Perú relativo a la celebración de la Octava Cumbre de las Américas”, se convierte en un precedente muy peligroso que viola los principios más elementales de Derecho Internacional Público, así como las normativas básicas que regulan la organización y participación de los Estados en las reuniones multilaterales.

Por otra parte, hacemos un llamado a los Estados Miembros de la OEA para consideren la pertinencia de mantener en la Organización, la Secretaría de Cumbres, toda vez que esta instancia, en su desempeño de apoyo a la Octava Cumbre de las Américas, violó la normativa de la OEA, incluida la Carta fundacional de la Organización para apegarse a la arbitrariedad del país anfitrión. 

6. …el proceso para elaborar este Pacto todavía sigue adelante y no debe prejuzgarse su contenido ni su aprobación. Por esta razón, debemos disociarnos de este párrafo, así como de los párrafos operativos 28 y 33.

7. …el proceso para elaborar este Pacto todavía sigue adelante y no debe prejuzgarse su contenido ni su aprobación. Por esta razón, debemos disociarnos de este párrafo, así como de los párrafos operativos 27 y 33.

8. …en riesgo los derechos humanos de los migrantes y sus familias. La movilidad humana es una dinámica social permanente, acentuada al presente por la mundialización, y los migrantes y sus familias se desplazan, además, en uso de su derecho humano a la libertad de movimiento y de trabajo. La falta de documentos migratorios no constituye un delito y los migrantes no pueden por ello estar sujetos al procesamiento ante tribunales de lo penal, ni ser recluidos en centros de detención junto con criminales comunes. Ecuador hubiera querido incluir en el párrafo 31 del proyecto de resolución la noción de “no criminalización” de los migrantes y sus familias, pero sus propuestas no han recibido suficiente apoyo al efecto. Las ha retirado a fin de permitir un entendimiento general en torno al proyecto de resolución en su conjunto. Ello no obstante, deja sentada su posición sobre la no criminalización de la migración a través de la presente Nota.

9. …el proceso para elaborar este Pacto todavía sigue adelante y no debe prejuzgarse su contenido ni su aprobación. Por esta razón, debemos disociarnos de este párrafo, así como de los párrafos operativos 27 y 28.

AG/RES. 2917 (XLVIII-O/18)

PAPEL PRIORITARIO DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
EN EL DESARROLLO DE LAS TELECOMUNICACIONES/TECNOLOGÍAS
DE LA INFORMACIÓN Y LA COMUNICACIÓN A TRAVÉS DE LA
COMISIÓN INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)

LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO en cuenta la celebración de la séptima reunión ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) del 13 al 15 de marzo de 2018, en la que se aprobaron resoluciones con miras a ser elevadas a la consideración del cuadragésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA);

VISTAS las enmiendas al Reglamento y Estatuto de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) aprobadas en la séptima reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL mediante la resolución CITEL/RES. 88 (VII-18), “Modificaciones al Estatuto y Reglamento de la CITEL”; 

RECONOCIENDO que las modificaciones al Estatuto de la CITEL aprobadas por la Asamblea de la CITEL, de conformidad con los artículos 5 y 34 del Estatuto de la CITEL, están sujetas a la aprobación de la Asamblea General de la OEA, y que las modificaciones al Reglamento de la CITEL, aprobadas por la Asamblea de la CITEL, deben ser remitidas a la Asamblea General de la OEA para su información; 

OBSERVADA la resolución CITEL/RES. 80 (VII-18), “Fortalecimiento de la CITEL al interior de la OEA”, aprobada en la séptima reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL, en la que la CITEL invita a la Asamblea General de la OEA a reafirmar su compromiso con la sostenibilidad financiera de la CITEL; y

CONSIDERANDO:

Que las telecomunicaciones y las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) son herramientas clave habilitadoras del desarrollo social y económico y, en consecuencia, para la implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible;

Que la CITEL es la entidad especializada de la OEA para las telecomunicaciones y las TIC y como tal contribuye de manera efectiva a la implementación de los cuatro pilares de la OEA y los mandatos e iniciativas de las Cumbres de las Américas, para lo cual ha impulsado, con los líderes políticos de la región, acciones tales como el lanzamiento de la iniciativa público-privada Alianza TIC 2030 Américas, el llamamiento para mayores inversiones en la infraestructura de banda ancha y la promoción del acceso a la banda ancha para la inclusión social;

Que es importante fortalecer a la CITEL como el ámbito fundamental para la cooperación sobre comunicaciones y TIC en las Américas, en especial su papel en el que se debatan y logren acuerdos sobre inclusión digital, desarrollo de infraestructura de telecomunicaciones, utilización del espectro radioeléctrico y creación de un entorno habilitador para las inversiones en las TIC; y

Que habiendo evaluado los resultados positivos de los trabajos que ha venido realizando, es necesario asegurar la sostenibilidad financiera de la CITEL para garantizar que cuente con las herramientas necesarias para continuar con su labor e implementar su Plan Estratégico 2018-2022 de manera acorde con el Plan Estratégico Integral de la Organización,

RESUELVE:

1. Aprobar con efecto retroactivo a la fecha de su aprobación en la séptima reunión ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), mediante la resolución CITEL/RES. 88 (VII-18), las modificaciones al Estatuto de la CITEL contenidas en el anexo 1 de esta resolución.

2. Tomar nota de las modificaciones al Reglamento de la CITEL aprobadas en la séptima reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL mediante la resolución CITEL/RES. 88 (VII-18) contenidas en el anexo 2 de esta resolución.

3. Alentar a los Estados Miembros a que intensifiquen la cooperación horizontal y el intercambio de información, experiencias y buenas prácticas entre ellos, en materia de telecomunicaciones y tecnologías de la información y la comunicación (TIC), con el apoyo de la Secretaría Ejecutiva de la CITEL.

4. Instruir a la Secretaría General que, al prepararse la propuesta de programa-presupuesto para 2019 para la consideración de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios y aprobación de la Asamblea General en su quincuagésimo tercer período extraordinario de sesiones, se tomen en consideración las necesidades financieras de la CITEL, de conformidad con la resolución CITEL/RES. 80 (VII-18) aprobada en la séptima reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL, de manera que esta pueda cumplir con sus objetivos, misión y optimizar su funcionamiento.

5. Solicitar a la Secretaría Ejecutiva de la CITEL que informe al cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

ANEXO 1

MODIFICACIÓN AL

ESTATUTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE

TELECOMUNICACIONES (CITEL) 

CAPITULO PRIMERO

ORGANIZACIÓN, FUNCIONES Y MIEMBROS

Artículo 1 
Naturaleza, misión y visión

 
La Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) es una entidad de la Organización de los Estados Americanos (en adelante denominada "la Organización"), establecida por la Asamblea General, de conformidad con el Artículo 53 de la Carta de la Organización. 

CITEL tiene la misión de facilitar y promover el desarrollo integral y sostenible de telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) interoperables, innovadoras y fiables en las Américas, bajo principios de universalidad, equidad y asequibilidad.

La visión de la CITEL es la plena integración de los Estados americanos en la sociedad mundial de la información y la economía digital, con el fin de permitir y acelerar el desarrollo social, económico, cultural y ambientalmente sostenible para todos los habitantes de la región a través del desarrollo de las telecomunicaciones/TIC.

La CITEL tiene autonomía técnica en el desempeño de sus funciones, dentro de los límites de la Carta de la Organización, este Estatuto y los mandatos de la Asamblea General de la Organización.

Artículo 2 
Estructura

La CITEL cumplirá sus objetivos por intermedio de los siguientes órganos:


a)
la Asamblea de la CITEL;

b)
el Comité Directivo Permanente (COM/CITEL)

c)
los Comités Consultivos Permanentes, y

d)
la Secretaría.

Artículo 3 
Objetivos y Funciones

Objetivos

a)
Facilitar y promover por todos los medios a su alcance, el continuo desarrollo de las telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) (en adelante telecomunicaciones/TIC), en el hemisferio en pos del desarrollo sostenible y sustentable.

b)
Promover y estimular la existencia de telecomunicaciones/TIC, adecuadas que contribuyan al proceso de desarrollo integral de la Región, con especial interés en las zonas insuficientemente atendidas.

c)
Organizar, promover y evaluar la realización periódica de reuniones de técnicos y expertos para estudiar la planificación, financiamiento, construcción, operación, normalización, asistencia técnica, mantenimiento y demás asuntos relacionados con el uso y la explotación de las telecomunicaciones/TIC en las Américas.

d)
Propugnar por la unificación de criterios y normas técnicas para la instalación, operación y mantenimiento de los sistemas, con el fin de obtener el máximo provecho de las instalaciones disponibles para cada país y para la región en general dentro del marco de la normalización global de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) y otras organizaciones de normalización que correspondan.

e)
Promover y estudiar la asistencia técnica, según se acuerde con los gobiernos de los países respectivos, priorizando las necesidades de los países en desarrollo.

f)
Propugnar el perfeccionamiento y armonización de los procedimientos administrativos, financieros y operativos para la planificación, instalación, mejora, mantenimiento y operación de las redes de telecomunicaciones/TIC de los Estados Miembros de la CITEL.

g)
Recomendar estudios y promover la adopción de acuerdos oficiales entre los gobiernos de los Estados Miembros de la Organización, relativos al desarrollo integral de las telecomunicaciones/TIC del hemisferio.
h)
Promover y alentar el estudio y difusión del impacto en el medio ambiente y cambio climático de las telecomunicaciones y su vinculación con las TIC, en consonancia con las políticas desarrolladas por la UIT y otros organismos relevantes en esta materia.

i)
Promover la armonización, el acceso equitativo y utilización eficiente del espectro radioeléctrico por parte de los Estados Miembros, prestando especial atención a las necesidades de los países en desarrollo.

j)
Promover y estimular el uso y apropiación de las telecomunicaciones/TIC en el hemisferio, en particular de las mujeres y niñas y personas con necesidades especiales.

k)
Impulsar la creación de capacidades en los Estados Miembros de la CITEL para el mejor cumplimiento de sus objetivos.

l)
Impulsar la participación de la industria de las telecomunicaciones/TIC, sector académico y organizaciones de la sociedad civil u otras vinculadas a las telecomunicaciones/TIC e Internet en los trabajos de la CITEL.

Funciones

a)
Actuar como órgano asesor principal de la Organización en todos los asuntos relacionados con las telecomunicaciones/TIC en el hemisferio.

b)
Promover o emprender estudios y programas que permitan el desarrollo sostenible de las telecomunicaciones/TIC.

c)
Reunir y difundir entre los Estados miembros de la Organización información pertinente al cumplimiento de los objetivos de la CITEL, así como toda otra información que sea de interés, incluyendo los resultados del trabajo de la Comisión. 
d)
Mantener contacto permanente con los diversos organismos internacionales, gubernamentales o no, relacionados con las telecomunicaciones/TIC, y promover la cooperación mutua así como la coordinación de sus actividades con los Estados Miembros de la OEA y Miembros Asociados de laCITEL.

e)
Analizar, proponer y ejecutar diversas formas de financiamiento que apoyen los planes y proyectos aprobados.

f)
 Estudiar los aspectos técnicos, jurídicos, económicos, de políticas y regulación de las telecomunicaciones/TIC de relevancia para la región.

g)
Formular recomendaciones en el campo de las telecomunicaciones/TIC a los gobiernos de los Estados Miembros de la CITEL, teniendo en cuenta las efectuadas por la UIT, así como de otras organizaciones apropiadas.

h)
Considerar asuntos relacionados con la cooperación interamericana en el campo de las telecomunicaciones/TIC que le encomiende la Asamblea General y la Cumbre de Las Américas.

i)
Promover el desarrollo de nuevas aplicaciones que estimulen la inclusión de los países de la región en la sociedad del conocimiento.

j)
Identificar mecanismos para incentivar participación de todos los Estados Miembros en las reuniones de la CITEL, así como para incrementar el número de Miembros Asociados.
k)
Promover la coordinación de posiciones de los Estados Miembros ante las diferentes conferencias, asambleas y foros internacionales de telecomunicaciones/TIC.

Artículo 4 
Miembros

Los siguientes Estados pueden ser miembros de la CITEL:

a)
Todos los Estados Miembros de la Organización.

b)
Otros Estados americanos que no sean miembros de la Organización, cuya solicitud para ser miembro en la CITEL sea decidida favorablemente por la Asamblea de la CITEL y por la Asamblea General de la Organización, debido al especial interés demostrado por los gobiernos de esos Estados en la cooperación hacia el logro del objetivo y los fines de la CITEL.

CAPITULO SEGUNDO 
ASAMBLEA DE LA CITEL

Artículo 5 
Propósito y Funciones

Propósito


Es el órgano máximo de la CITEL y está integrada por los Estados Miembros de la Organización.


Sirve de Foro Interamericano para que las más altas autoridades de telecomunicaciones/TIC de los Estados Miembros de la Organización intercambien opiniones y experiencias, tomando las decisiones adecuadas para orientar su actividad al cumplimiento de los objetivos y mandatos asignados.

Funciones 
a)
Establecer políticas para el cumplimiento de los objetivos y funciones establecidos en el Artículo 3 de este Estatuto.

b)
Aprobar el Plan Estratégico de la CITEL.

c)
Establecer los mandatos para cada uno de los órganos de la CITEL.

d)
Elegir a los miembros del COM/CITEL.

e)
Establecer los Comités Consultivos Permanentes (CCPs) y sus presidentes..

f)
Aprobar el ingreso como miembros de la CITEL de los Estados Americanos que no sean miembros de la Organización, con sujeción a la ratificación por parte de la Asamblea General de la Organización.

g)
Proponer las modificaciones de este Estatuto para su aprobación por parte de la Asamblea General de la Organización.

h)
Aprobar el Reglamento de la CITEL y remitirlo a la Asamblea General de la Organización para su información. 

i)
Aprobar el informe sobre el estado financiero de la CITEL. 
j)
Fijar el monto de la cuota contributiva de los Miembros Asociados de los CCPs y de la cuota de participación de los observadores.

Artículo 6 
Lugar y frecuencia de las Reuniones

La CITEL celebrará una Reunión Ordinaria de su Asamblea cada cuatro años, en el lugar y fecha aprobados por el COM/CITEL, de conformidad con el principio de rotación estipulado en el Reglamento.

La Asamblea de la CITEL puede celebrar Reuniones Extraordinarias según se dispone en el Reglamento.

Artículo 7 
Participación en la Asamblea de la CITEL

Delegaciones


Cada Estado Miembro tiene derecho a enviar una delegación a la Asamblea de la CITEL. La delegación de cada Estado Miembro podrá constar de un jefe de delegación, de un jefe alterno, y de los delegados y asesores que dicho Estado acredite.

Secretario General de la Organización

El Secretario General de la Organización, o su representante, puede participar con voz pero sin voto en las deliberaciones de la Asamblea de la CITEL, tanto en las sesiones plenarias como en las comisiones y subcomisiones.

Observadores

En las reuniones de la Asamblea de la CITEL, podrán hacerse representar por observadores con derecho a voz pero sin voto:

a)
Los Observadores Permanentes de la Organización.

b)
Los Estados americanos que no sean miembros de la Organización que hayan solicitado participar en la reunión y cuya participación haya sido aprobada por el COM/CITEL.

c)
Los Estados no americanos que sean miembros de las Naciones Unidas o de sus organismos especializados, que hayan solicitado participar en la reunión y cuya participación haya sido aprobada por el COM/CITEL.

d)
Los organismos especializados interamericanos y entidades de la Organización y organismos intergubernamentales regionales interamericanos.

e)
Las Naciones Unidas y sus organismos especializados.

f)
Los organismos internacionales o nacionales que sean parte en acuerdos o arreglos que establecen relaciones de cooperación con la Organización, con sus órganos, organismos o entidades, cuando en dichos acuerdos o arreglos se prevé la participación de observadores. 
g)
Los organismos y las organizaciones internacionales, regionales, sub regionales y nacionales que desarrollen actividades de telecomunicaciones/TIC en la región que hayan solicitado participar en la reunión y cuya participación haya sido aprobada por el COM/CITEL.

h)
Los Miembros Asociados de los Comités Consultivos Permanentes.
Invitados

Pueden asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como invitados, previa aprobación del COM/CITEL y en consulta con el gobierno del país anfitrión, otras personas o instituciones no comprendidas en este Artículo, que se considere aconsejable invitar, según se establezca en el Reglamento. 

Artículo 8 
Autoridades de la Asamblea de la CITEL

Habrá un Presidente y dos Vicepresidentes de la Asamblea de la CITEL, elegidos en la primera sesión plenaria por mayoría absoluta de los Estados Miembros representados ante la Asamblea. Antes de la elección del Presidente de la Asamblea de la CITEL, el Presidente del COM/CITEL actuará como Presidente provisional.

Artículo 9 
Temario

El COM/CITEL preparará el temario preliminar para cada sesión de la Asamblea de la CITEL y lo someterá a la consideración de los Estados Miembros por lo menos tres (3) meses antes de la inauguración de la reunión de dicha Asamblea. Los Estados Miembros tendrán treinta días consecutivos para presentar sus observaciones sobre el temario preliminar al Presidente del COM/CITEL. Sobre la base de estas observaciones, el COM/CITEL redactará el temario final.

El temario que se apruebe de este modo sólo podrá ser modificado o enmendado durante la Reunión de la Asamblea de la CITEL por voto de dos tercios de los Estados Miembros participantes.

Artículo 10 
Sesiones y Reuniones

Cada Reunión de la Asamblea de la CITEL constará de las sesiones plenarias que sean necesarias para tratar todo el temario de la Reunión y de las sesiones de las Comisiones de la Asamblea que se establecen en este Estatuto.

Artículo 11 
Comisiones

Habrá una Comisión de Coordinación, una Comisión de Credenciales y una Comisión de Estilo, según se dispone en el Reglamento.

La Asamblea de la CITEL podrá establecer otras comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo cuando lo requiera.

Artículo 12 
Quórum

El quórum de las sesiones plenarias se constituirá con más de la mitad de los Estados Miembros.

El quórum de las comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo de la Asamblea de la CITEL se constituirá con más de la mitad de los Estados Miembros que integran cada uno de esos cuerpos.

Artículo 13 
Votaciones

Las decisiones de la Asamblea de la CITEL se adoptarán en las sesiones plenarias y siempre se buscará el consenso. Cada delegación de un Estado Miembro tendrá derecho a un voto. El derecho a voto no implica la obligación de votar.

En caso de no haber consenso en las deliberaciones, las decisiones de la Asamblea de la CITEL se adoptarán por el voto de la mayoría absoluta de los Estados Miembros participantes, salvo en el caso en que específicamente se requiera el voto de los dos tercios de los mismos.

En las comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo, las decisiones se adoptarán por mayoría simple.

Para los efectos de este Estatuto, la expresión "mayoría absoluta" significa más de la mitad de los votos de los Estados Miembros participantes en una reunión de la Asamblea de la CITEL. La expresión "mayoría simple" significa más de la mitad de los presentes y votantes en cualquier sesión de una comisión, subcomisión o grupo de trabajo.
CAPITULO TERCERO 
EL COMITÉ DIRECTIVO PERMANENTE (COM/CITEL)

Artículo 14 
Composición

El Comité Directivo Permanente (COM/CITEL) es el órgano directivo de la CITEL. Está compuesto por representantes de trece Estados Miembros elegidos en la Asamblea de la CITEL quienes permanecerán en sus funciones hasta la próxima Reunión Ordinaria de la Asamblea. 
El presidente será el representante del Estado Miembro donde se lleve a cabo la reunión de la Asamblea de la CITEL en la cual tenga lugar la elección. El Vicepresidente será el representante del Estado Miembro en cuyo territorio se vaya a celebrar la próxima Reunión Ordinaria de la Asamblea de la CITEL. En la elección de los restantes once Estados Miembros se observarán en lo posible los principios de rotación y de representación geográfica equitativa.

Artículo 15 
Sesión de constitución y autoridades

El COM/CITEL será constituido por el Presidente de la Asamblea de la CITEL antes de la clausura de la reunión en la que hubieran sido elegidos los Estados Miembros del mismo.

En la sesión de constitución del COM/CITEL, el Presidente de la Asamblea de la CITEL será nombrado Presidente del COM/CITEL. El representante del Estado Miembro que haya ofrecido ser sede de la próxima Reunión Ordinaria de la Asamblea de la CITEL será el Vicepresidente del COM/CITEL.

Artículo 16 
Presidente del COM/CITEL

El Presidente del COM/CITEL tendrá las siguientes responsabilidades específicas:

a)
Presidir las sesiones del Comité.

b)
Presidir inicialmente las Asambleas de la CITEL.

c)
Representar a la CITEL ante los otros organismos de la OEA; ante las administraciones de telecomunicaciones/TIC de los Estados miembros de la CITEL y ante otros organismos que participan en actividades de desarrollo de las telecomunicaciones/TIC de la región.

d)
Supervisar y coordinar el cumplimiento de las funciones del COM/CITEL, especialmente en el período que medie entre sus Reuniones Ordinarias. 

e)
Dirigir y coordinar las reuniones y foros que el COM/CITEL realice con otras entidades del sector regional de telecomunicaciones/TIC o entidades de carácter internacional.

f)
Coordinar con la Secretaría General de la OEA, de conformidad con su estructura interna, el proceso de postulaciones para la posición de Secretario Ejecutivo de la CITEL.

Artículo 17 
Funciones del COM/CITEL

Son funciones del COM/CITEL las siguientes:

a) Cumplir las decisiones de la Asamblea de la CITEL, tomando en consideración las recomendaciones de la Asamblea General de la Organización, y los mandatos de la Cumbre de Las Américas relacionadas con las telecomunicaciones / TIC. 
b) Cumplir y hacer cumplir los objetivos enunciados en el Artículo 3 de este Estatuto.

c) Determinar la fecha de la celebración de las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL, así como la sede de las Reuniones Extraordinarias y modificar la fecha y sede de unas y otras cuando fuera necesario.

d) Preparar los anteproyectos de temario de las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL y someterlos a la consideración de los gobiernos de los Estados Miembros de la CITEL, por intermedio del Secretario Ejecutivo, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 9 de este Estatuto.

e) Proponer a la Asamblea de la CITEL las modificaciones que considere necesario introducir a este Estatuto y al Reglamento.

f) Establecer un programa de trabajo para la Secretaría y para la Presidencia del COM/CITEL a fin de dar cumplimiento a las decisiones de la Asamblea de la CITEL. 

g) Adoptar las medidas de carácter urgente que no puedan postergarse hasta la celebración de la próxima reunión de la Asamblea de la CITEL, las cuales permanecerán vigentes hasta que la Asamblea de la CITEL pueda considerarlas.

h) Representar a la CITEL, por medio de su Presidente o de algún otro miembro del COM/CITEL, en reuniones o conferencias de orden mundial, regional o nacional, dedicadas a las telecomunicaciones/TIC o a actividades colaterales.

i) Con la colaboración de la Secretaría, elaborar estudios, proyectos de convenios y tratados interamericanos y otros documentos relativos a las telecomunicaciones/TIC en el continente.

j) Por conducto del Secretario General y del Consejo pertinente de la Organización, presentar a la Asamblea General un informe anual sobre las actividades de la CITEL.

k) Crear las comisiones técnicas y los grupos de trabajo que considere necesario, determinando el programa de trabajo de los mismos.

l) En el marco de los objetivos de la CITEL, planificar y coordinar las actividades interamericanas relativas a las telecomunicaciones/TIC.

m) Examinar y aprobar el programa de trabajo basado en el programa-presupuesto aprobado por la Asamblea General y un proyecto de presupuesto anual de la CITEL en cumplimiento de lo establecido en el Artículo 112 (c) de la Carta de la Organización, asegurando la mayor economía posible, teniendo en cuenta la obligación de la CITEL de lograr resultados satisfactorios en sus programas de trabajo.

n) Aprobar el Plan Anual de Capacitación y supervisar su desarrollo.

o) Velar por el cumplimiento del Plan Estratégico aprobado por la Asamblea

p) Aprobar la participación de los observadores e invitados en la Asamblea de la CITEL.

q) Coordinar los procesos preparatorios de la CITEL para las Conferencias Plenipotenciarias de la UIT, - y las reuniones de Consejo.

r) Presentar al Secretario General de la OEA el perfil y los criterios de selección del candidato para ocupar la posición de Secretario Ejecutivo de la CITEL y recibir las nominaciones de los Estados Miembros interesados.

s) Seleccionar a una terna de candidatos para ocupar la posición de Secretario Ejecutivo de la CITEL, y presentarlos a consideración del Secretario General de la OEA para seleccionar a un candidato de conformidad con las Normas Generales de la Organización. 

t) Participar en el proceso de reclutamiento, selección y composición de la Secretaría de la CITEL. 

u) En ausencia de consenso, se aplicará el Artículo 20 del presente Estatuto. 
Artículo 18 
Reuniones y sede del COM/CITEL

El COM/CITEL se reunirá por lo menos una vez al año, en el país que represente su Presidente, en otro país o en la sede de la Secretaría General de la Organización, según lo decida el Comité en su reunión precedente. En caso de realizar reuniones extraordinarias, éstas pueden ser presenciales o a distancia.

Todo Estado Miembro que no sea miembro del COM/CITEL puede participar en las reuniones del mismo y sus grupos de trabajo, con voz pero sin voto. Cuando se trate de los procesos preparatorios de la CITEL para las Conferencias Plenipotenciarias de la UIT, tendrán voz y voto.

En consulta con los miembros del COM/CITEL, el Presidente puede invitar a representantes de organismos especializados o expertos en materias que se habrán de tratar en las reuniones para que presten la asesoría que se requiera. 

El Estado Miembro que presida el COM/CITEL establecerá, a sus expensas, y bajo la exclusiva responsabilidad del Presidente, una oficina de acuerdo con el Reglamento.

Artículo 19 
Quórum

El quórum necesario para la celebración de una reunión del COM/CITEL estará constituido por más de la mitad de sus miembros.

Artículo 20 
Votaciones

En las deliberaciones del COM/CITEL, cada Estado Miembro tendrá un voto y, en ausencia de consenso, las decisiones de este Comité se adoptarán por el voto de la mayoría absoluta del quórum. Sin embargo, en cuestiones de procedimiento, las decisiones se tomarán por mayoría simple de los presentes y votantes. En este último caso, las abstenciones no se computarán como votos emitidos. 

Artículo 21 
Gastos de viaje

Los gastos de viaje del Presidente del COM/CITEL o de otros miembros que actúen en representación del mismo, para participar en una reunión de una organización internacional como representantes de la CITEL, serán sufragados por la Organización según se contemple en el programa-presupuesto de la Organización.

Los gastos que ocasione el traslado de los miembros del COM/CITEL para participar en sus reuniones o en las de la Asamblea de la CITEL serán sufragados por los respectivos Estados Miembros que representen.
CAPITULO CUARTO 
COMITÉS CONSULTIVOS PERMANENTES (CCP)

Artículo 22 
Objetivo

El objetivo de los Comités Consultivos Permanentes es proporcionar asesoría a todas las entidades que integran el sector regional de telecomunicaciones/TIC, en cuestiones pertinentes a sus respectivos ámbitos de competencia.

Artículo 23 
Estructura de los Comités Consultivos Permanentes

Organización 

La Asamblea de la CITEL establecerá los Comités Consultivos Permanentes que juzgue necesarios para cumplir los objetivos definidos en el Artículo 3 de este Estatuto y elegirá los países sede de los Comités Consultivos Permanentes, observando en lo posible, los principios de rotación y de distribución geográfica equitativa.

Autoridades

El representante nombrado por el país sede del Comité Consultivo Permanente será Presidente del Comité y tendrá las responsabilidades establecidas en el Reglamento. Cada Comité Consultivo Permanente puede crear hasta tres Vicepresidencias.

El Estado Miembro que presida el Comité Consultivo Permanente establecerá, a sus expensas y bajo la exclusiva responsabilidad del Presidente, una oficina de acuerdo con el Reglamento.

Reuniones

Los Comités Consultivos Permanentes se reunirán por lo menos una vez al año preferentemente en el país de quien se encuentre ejerciendo la Presidencia, y dichos Comités decidirán la fecha y el lugar en la que se concretarán. Los Vicepresidentes tendrán la responsabilidad de ayudar al Presidente en sus funciones y podrá ofrecer la sede para realizar una reunión adicional del Comité Consultivo Permanente si se estima necesario.

Cada Comité Consultivo Permanente puede establecer Grupos de Trabajo que presentarán informes sobre sus actividades, al Comité Consultivo.

Los trabajos, estudios, decisiones y proyectos de resolución de los Comités Consultivos Permanentes que deban ser considerados por la Asamblea de la CITEL, serán sometidos al COM/CITEL, por lo menos con cuatro meses de antelación a la celebración de la Asamblea.

En ausencia de consenso en las deliberaciones de los Comités Consultivos Permanentes, los proyectos de resolución serán aprobados siguiendo los procedimientos de votación establecidos en el Reglamento. En todo caso su aprobación requerirá el voto favorable de al menos un tercio de los Estados Miembros de la CITEL.
Artículo 24 
Participación en los Comités Consultivos Permanentes: Miembros, miembros asociados y observadores

Los Estados Miembros y los miembros asociados de la CITEL cuyos derechos y obligaciones están definidos en el presente Estatuto, colaboran para el logro de los objetivos de la CITEL.

Miembros

Cada Estado Miembro de la CITEL podrá nombrar a un representante ante cada Comité Consultivo Permanente. El representante será un especialista en telecomunicaciones/TIC el cual podrá ser removido o sustituido por el Estado Miembro mediante simple notificación al Secretario Ejecutivo de la CITEL de su decisión de hacerlo.

Miembros asociados

1.
Una entidad, organización o institución relacionada con las telecomunicaciones/TIC académica o industria que goce de personalidad jurídica en uno de los Estados Miembros y con la aprobación de ese Estado Miembro, o que goce de personalidad jurídica en un estado no miembro y con la aprobación de tres Estados Miembros de la CITEL, podrá llegar a ser miembro asociado de un Comité Consultivo Permanente. Los Estados Miembros notificarán por escrito al Presidente del COM/CITEL los nombres de las entidades, organizaciones o instituciones que haya aprobado. Una entidad, organización o institución, dejará de ser miembro asociado en caso de que cualquiera de los Estados Miembros retire su aprobación.

2.
Una organización intergubernamental internacional o regional con una representación múltiple de Estados de las Américas, relacionada con las telecomunicaciones/TIC, que goce de personalidad jurídica, puede llegar a ser miembro asociado de un Comité Consultivo Permanente con la aprobación del COM/CITEL. Tal organización internacional o regional dejará de ser miembro asociado en caso que la aprobación sea retirada por el COM/CITEL. 

3.
Los miembros asociados de un Comité Consultivo Permanente pueden participar plenamente en todas las actividades de las reuniones de ese Comité Consultivo Permanente con voz pero sin voto. Pueden asimismo presentar trabajos técnicos, contribuciones que comprendan proyectos de Resoluciones, Recomendaciones y Decisiones a los Grupos de Trabajo de la CITEL, con la excepción de documentos no informativos a los Grupos de Trabajo para los Preparativos de la CITEL para las Conferencias y Asambleas de la UIT y recibir los documentos del Comité al que pertenezcan.

Observadores

Los términos y forma de participación de los observadores están establecidos en el Reglamento.

CAPITULO QUINTO
LA SECRETARĺA

Artículo 25 
Objetivos y funciones

La Secretaría es el órgano central y administrativo permanente de la CITEL. Coordinará los servicios administrativos necesarios para cumplir las decisiones de la Asamblea de la CITEL, el COM/CITEL y los Comités Consultivos Permanentes, y desempeñará las funciones que le asignen dichos órganos.

Artículo 26 
El Secretario Ejecutivo de la CITEL

 El COM/CITEL propondrá al Secretario General de la Organización una terna para la posición de Secretario Ejecutivo de la CITEL, que tendrá las siguientes funciones: 

a)
Realizar las tareas técnicas y administrativas que se encomiende a la Secretaría y coordinar los servicios administrativos proporcionados por dicha Secretaría.

b)
Preparar y presentar al COM/CITEL y al Secretario General de la Organización el proyecto de programa-presupuesto de ingresos y egresos de la CITEL.

c)
Representar al Secretario General de la Organización, cuando sea autorizado para hacerlo, con voz pero sin voto, en las reuniones de la Asamblea de la CITEL, el COM/CITEL y los Comités Consultivos Permanentes.

d)
Asistir en la coordinación y colaborar en la ejecución de los planes de trabajo de los Comités Consultivos Permanentes y los grupos de trabajo del COM/CITEL.

e)
Realizar los preparativos para la celebración de las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL.

El Secretario Ejecutivo de la CITEL desempeñará las funciones de conformidad con las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización ("Normas Generales") y otras regulaciones y reglamentos aplicables a la Secretaría General y a su personal.

Artículo 27 
Servicios de Secretaría

La Secretaría General de la Organización proporcionará servicios de secretaría a la CITEL de conformidad con la asignación de fondos en el programa-presupuesto de la Organización y el Secretario General nombrará al personal técnico y administrativo que proporcione dichos servicios de conformidad con las Normas Generales y otras regulaciones y reglamentos que rigen el funcionamiento de la Secretaría General de la Organización. 
CAPITULO SEXTO 
GASTOS Y FONDOS DE LA CITEL

Artículo 28 
Fuentes de financiamiento de la CITEL

Los recursos de la CITEL provendrán de:

a)
El Fondo Regular de la Organización, y

b)
Fondos Específicos.

Cada Estado Miembro de la CITEL sufragará los gastos de sus representantes.

Artículo 29 
Fondos Específicos

La Secretaría General establecerá los siguientes fondos específicos de conformidad con el Artículo 74 de las Normas Generales para el funcionamiento de la Secretaría General de la Organización.

a)
Un fondo complementario para las actividades de los Comités Consultivos Permanentes que será financiado por aportes voluntarios de los Estados Miembros y cuotas de los miembros asociados de la CITEL, según se determine en el Reglamento de la CITEL.

b)
Un fondo complementario para actividades de desarrollo que formen parte del programa de trabajo de la CITEL, el cual será financiado por aportes, donaciones y contribuciones específicas.

c)
Un fondo complementario de apoyo a las operaciones generales que será financiado mediante contribuciones voluntarias de los Estados Miembros de la CITEL.

La contabilidad de estos fondos específicos se llevará a cabo de conformidad con las Normas Generales y las regulaciones y reglamentos financieros de la Organización.

CAPITULO SÉPTIMO 
IDIOMAS OFICIALES Y DE TRABAJO

Artículo 30 
Idiomas oficiales

Los idiomas oficiales de la CITEL son español, inglés, francés y portugués.

Artículo 31 
Idiomas de trabajo

Los idiomas de trabajo serán el español y el inglés.  En las Reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea de la CITEL el Secretario Ejecutivo consultará a los Estados Miembros pertinentes si requieren interpretación simultánea al francés y al portugués. Los documentos de trabajo de la CITEL estarán disponibles en español e inglés. Las delegaciones pueden presentar sus propuestas a la Asamblea en cualquiera de los idiomas oficiales de la CITEL.

Artículo 32 
Documentos

Los proyectos de resoluciones, recomendaciones y decisiones y las modificaciones a los mismos, así como las decisiones de la Asamblea de la CITEL, se publicarán en los idiomas oficiales.  El informe anual de la CITEL y los informes de las sesiones de la Asamblea de la CITEL se publicarán en los idiomas oficiales.  Otros documentos emanados de la CITEL se publicarán en los idiomas de trabajo.

CAPITULO OCTAVO 
DISPOSICIONES GENERALES REFERENTES AL ESTATUTO Y AL REGLAMENTO

Artículo 33 
Normas reguladoras

La CITEL se regirá por el presente Estatuto, por su Reglamento y por las resoluciones de la Asamblea General de la Organización.

Artículo 34 
Modificaciones

El presente Estatuto, aprobado por la Asamblea General de la Organización, podrá ser modificado solamente por la Asamblea General, a iniciativa propia o a solicitud de la CITEL en la forma que se establezca en el Reglamento de la CITEL.

Artículo 35 
Reglamento de la CITEL

La CITEL adoptará su Reglamento de conformidad con este Estatuto y lo someterá a la Asamblea General de la Organización con su primer informe anual.

Artículo 36 
Entrada en vigencia

El presente Estatuto entrará en vigencia en la fecha de su aprobación por parte de la Asamblea General.

ANEXO 2
MODIFICACIONES AL REGLAMENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE TELECOMUNICACIONES (CITEL)

CAPÍTULO I

NATURALEZA, ORGANIZACIÓN Y MIEMBROS

ARTÍCULO 1

Naturaleza

1.
La CITEL se regirá por su Estatuto y por este Reglamento. El Reglamento tiene por objeto complementar el Estatuto aprobado por resolución de la Asamblea General de la OEA y proporcionar normas más específicas respecto al funcionamiento, administración y procedimientos de la CITEL para la consecución de sus propósitos y objetivos. 

2.
En caso de conflicto entre el Estatuto y este Reglamento tendrá precedencia el Estatuto. 

3.
La autonomía técnica establecida en el Estatuto incluye: 

a) 
Capacidad y competencia para programar libremente sus actividades dentro de los límites que el Estatuto establece en su Artículo 1; 

b) 
Dependencia técnica directa de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (en adelante "la Organización"), sin perjuicio del deber de presentar un informe anual sobre sus actividades al Consejo Permanente de la Organización, para que éste tenga la oportunidad de presentar a la Asamblea General las observaciones y recomendaciones que estime del caso, de conformidad con el Artículo 91 (f) de la Carta de la Organización; 

c) 
Relación directa con el Secretario General de la Organización para todos los asuntos administrativos y presupuestarios; 

d) 
Competencia para establecer relaciones con otras organizaciones internacionales que participen en el desarrollo de las telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) (en adelante telecomunicaciones/TIC) en los Estados Americanos; y 

e)
Participación en la programación de la asistencia técnica para los miembros de la CITEL. 

ARTÍCULO 2 

Organización 

La CITEL cumple sus objetivos por intermedio de: la Asamblea de la CITEL, el Comité Directivo Permanente (COM/CITEL), los Comités Consultivos Permanentes, y la Secretaría. Lo anterior incluye las comisiones, subcomisiones, Grupos de Trabajo, Grupos Ad Hoc, así como los Grupos de Trabajo conjuntos y las Relatorías que se establezcan de conformidad con este Reglamento.

ARTÍCULO 3 

Solicitud para ser Miembro 

Cualquier Estado americano que no sea miembro de la Organización y que desee integrarse a la CITEL, deberá presentar una solicitud de admisión al Secretario General de la Organización, quien la remitirá en consulta al COM/CITEL para su estudio y recomendación, antes que sea considerada por la Asamblea de la CITEL y aprobada por la Asamblea General de la Organización. 

ARTÍCULO 4 

Enlace 

Cada Estado miembro comunicará al Secretario Ejecutivo de la CITEL, por escrito, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de clausura de la Asamblea de la CITEL, el nombre de la institución y el de la persona dentro de la institución, que actuará de enlace oficial entre ese Estado miembro y la CITEL con respecto a las telecomunicaciones/TIC. La persona designada será el funcionario que recibirá, enviará e intercambiará la correspondencia oficial, incluidas todas las notificaciones, las contribuciones técnicas a las reuniones, los informes de las reuniones y las cartas de acreditación. 

CAPÍTULO II

LA ASAMBLEA DE LA CITEL

A.  REUNIONES

ARTÍCULO 5 

Reuniones ordinarias 

1.
La CITEL realizará la reunión ordinaria de su Asamblea cada cuatro años en el primer trimestre del año. 

2.
La fecha exacta de la reunión ordinaria de la Asamblea será discutida y aprobada por el COM/CITEL al menos un año antes de dicha Asamblea.

3.
Las reuniones ordinarias de la Asamblea se enumerarán en forma consecutiva.

ARTÍCULO 6 

Lugar de celebración. Principio de rotación 

En aplicación del principio de rotación para seleccionar el país donde se vaya a celebrar una reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL, se entiende que no podrá celebrarse una reunión ordinaria de la Asamblea en el territorio de un Estado miembro si otro en el cual se hubiere celebrado un menor número de ellas-- ofreciera el suyo con tal propósito. Al aplicar el principio de rotación, también se considerarán afinidades regionales reconocidas, tales como, las regiones norteamericana, centroamericana, andina, del Caribe u otras que puedan distinguirse. 

ARTÍCULO 7 

Reuniones extraordinarias 

En circunstancias especiales, a iniciativa de la Asamblea General de la Organización, por recomendación de un Consejo de la Organización o a iniciativa del COM/CITEL, la Asamblea de la CITEL podrá celebrar una reunión extraordinaria para considerar asuntos específicos, si la importancia de los asuntos que requieren consideración impide esperar hasta la siguiente reunión ordinaria de la Asamblea. El COM/CITEL convocará y fijará la fecha y el lugar para tal reunión extraordinaria, siempre que se disponga de recursos para ello. 

ARTÍCULO 8 

Lugar alternativo para las reuniones 

Si por cualquier motivo la reunión ordinaria o extraordinaria de la Asamblea de la CITEL no pudiera celebrarse en el país escogido, se reunirá en la sede de la Secretaría General de la Organización, a menos que alguno de los Estados miembros, con suficiente anticipación, ofreciera su país para que se celebre la Asamblea, en cuyo caso el COM/CITEL podrá acordar que la reunión tenga lugar en ese país. 

ARTÍCULO 9 

Convocatoria de las reuniones 

El Secretario General de la Organización, o por delegación, el Secretario Ejecutivo de la CITEL, convocará a las reuniones de la Asamblea de la CITEL y enviará las correspondientes invitaciones a los participantes, tan pronto el país que ofreció ser sede de la Asamblea confirme a la Secretaría la fecha, ciudad y lugar específico de la reunión, así como su disponibilidad de fondos suficientes para realizarla. El país que ofrece ser sede de la Asamblea deberá proporcionar esta información al Secretario Ejecutivo y al COM/CITEL al menos un año antes de la próxima reunión ordinaria de la Asamblea. 

B.  PARTICIPANTES

ARTÍCULO 10 

Delegaciones 

Por Delegación se entiende la persona o conjunto de personas designadas como representantes de un país para participar en la Asamblea. Si la misma está integrada por más de un delegado, se deberá designar un jefe de delegación. 

El jefe de delegación puede delegar sus funciones en el jefe alterno o en cualquier otro miembro de la delegación. Los Estados miembros tratarán de formar sus delegaciones con representantes que sean versados en telecomunicaciones/TIC. Las delegaciones tendrán derecho a participar con voz y voto en todas las reuniones públicas y privadas de la Asamblea, incluidas sus comisiones, subcomisiones, Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, de conformidad con este Reglamento y con toda regla de procedimiento especial que se apruebe para dichas reuniones. 

ARTÍCULO 11 

Credenciales 

La acreditación de los integrantes de cada delegación será hecha por sus respectivos gobiernos mediante comunicación escrita al Secretario Ejecutivo, mediante la cual otorgará a sus delegados plenos poderes para participar en las decisiones sobre los asuntos incluidos en el temario de las sesiones de la Asamblea. 

ARTÍCULO 12 

Orden de precedencia 

En la reunión informal de jefes de delegación que precede a la sesión de inauguración de la Asamblea establecerá un orden de precedencia para las delegaciones. Este orden de precedencia se aplicará en la ubicación de las delegaciones dentro de la sala, en el ejercicio del derecho a voto y en el uso de la palabra, cuando a todas las delegaciones se les solicite su opinión sobre alguna materia.

ARTÍCULO 13 

Observadores Permanentes ante la Organización

1.
Los Estados que son Observadores Permanentes ante la Organización gozarán de la misma calidad en la CITEL y en todos sus órganos y acreditarán sus respectivos representantes para participar en las reuniones de la Asamblea de la CITEL mediante comunicación escrita dirigida al Secretario Ejecutivo.

2.
Los representantes de los Observadores Permanentes pueden asistir a las sesiones públicas de las reuniones de la Asamblea de la CITEL, a las de sus comisiones principales y, cuando sean invitados por el Presidente correspondiente, a las reuniones privadas. Los Observadores Permanentes también podrán intervenir en las reuniones, previo permiso del Presidente correspondiente. 

ARTÍCULO 14 

Observadores de los organismos especializados interamericanos, órganos de la OEA y de organizaciones regionales intergubernamentales interamericanas 

Los representantes de los organismos especializados interamericanos y de los órganos de la OEA y de organizaciones regionales intergubernamentales interamericanas podrán asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como observadores. Estos representantes podrán dirigirse a la reunión verbalmente o por escrito, previo permiso del Presidente correspondiente. 

ARTÍCULO 15 

Observadores de las Naciones Unidas

Los representantes de las Naciones Unidas y de sus organismos especializados podrán asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como observadores. Se podrán dirigir a la reunión verbalmente o por escrito, previo permiso del Presidente correspondiente. 

ARTÍCULO 16 

Otros observadores 
1.
Las organizaciones internacionales y nacionales que son partes de acuerdos que establecen relaciones de cooperación con la Organización, sus órganos, organizaciones u organismos, también pueden asistir a la Asamblea de la CITEL, toda vez que dichos acuerdos dispongan la participación de observadores. 

2.
Con sujeción a la aprobación del COM/CITEL, podrán enviar observadores a la Asamblea de la CITEL: 

a)
Los Estados americanos que no sean miembros ni observadores permanentes de la Organización y que hayan solicitado participar en la reunión. 

b)
Los Estados no americanos que sean miembros de las Naciones Unidas o de sus organismos especializados y que hayan solicitado participar en la reunión. 

c)
Los organismos y organizaciones internacionales, regionales, subregionales y nacionales que participan en actividades de telecomunicaciones/TIC en la región y que hayan solicitado participar en la reunión. 

3. 
Los observadores a que se hace referencia en el presente Artículo podrán intervenir en las sesiones plenarias de la Asamblea de la CITEL o en las sesiones de sus comisiones principales, únicamente en los casos en que el Presidente los invite a hacerlo en razón de un interés o experiencia especial en el asunto específico que se esté debatiendo. A su vez, dichos observadores podrán presentar declaraciones escritas sobre dichos asuntos en los casos en que el Presidente los autorice o así se los solicite expresamente. 

4. 
La participación ante la Asamblea de la CITEL, de los observadores a que se refiere este Artículo, es sin perjuicio de la calidad que puedan tener como miembros asociados de los CCP, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 73 del Reglamento. 

5. 
A menos que el COM/CITEL decida de otra forma, los Estados y entidades a que se hace referencia en este artículo que deseen participar en la reunión de la Asamblea de la CITEL con carácter de observadores, deberán dirigir por escrito, su solicitud de asistencia al Presidente del COM/CITEL, por lo menos sesenta días antes de la fecha programada para la inauguración de la reunión de la Asamblea de la CITEL. El Presidente del COM/CITEL, consultará con los Miembros del COM/CITEL las solicitudes y, de no haber objeciones, se extenderán las invitaciones correspondientes, de conformidad con el Artículo 9 de este Reglamento. 

ARTÍCULO 17

Participación de los miembros asociados 

Los miembros asociados activos, podrán asistir a las sesiones públicas de la Asamblea de la CITEL como observadores. Estos observadores podrán intervenir en las sesiones plenarias de la Asamblea de la CITEL o en las sesiones de sus comisiones principales, únicamente en los casos en que el Presidente los invite a hacerlo en razón de un interés o experiencia especial en el asunto específico que se esté debatiendo. A su vez, dichos observadores podrán presentar declaraciones escritas sobre dichos asuntos en los casos en que el Presidente los autorice o así se los solicite expresamente. 

ARTÍCULO 18 

Cuotas de participación de observadores 

1.
La distribución de documentos de las reuniones de la Asamblea de la CITEL a las categorías de observadores identificadas en los Artículos 13, 14 y 15 de este Reglamento estará regulada por los principios, prácticas y normas de la Organización sobre esta materia. 

2.
La distribución de documentos de las reuniones de la Asamblea de la CITEL a las categorías de observadores identificadas en el Artículo 16 estará condicionada al pago de una cuota para cubrir los gastos administrativos de su participación en la reunión. Esta cuota que se denominará "cuota de participación" será equivalente al 15% de la "unidad de contribución" correspondiente a un miembro asociado. 

3.
No obstante, el COM/CITEL puede eximir del pago de la cuota de participación a cualquiera de los observadores identificados en el Artículo 16 con fundamento en un tratamiento recíproco de excusar del mismo pago a la CITEL.

ARTÍCULO 19 

Invitados

1. Cualquier persona o entidad no comprendida en el Artículo 16, que sea una autoridad reconocida o que tenga un interés particular en el campo de las telecomunicaciones/TIC, podrá asistir a las reuniones de la Asamblea de la CITEL como invitado, con sujeción a la aprobación del COM/CITEL y previa consulta con el gobierno del país sede. El COM/CITEL elaborará pautas para determinar los requisitos que deberán reunir los invitados. 

2.
Las personas o entidades que deseen participar como invitados en una reunión de la Asamblea de la CITEL de conformidad con este artículo, deberán solicitarlo por escrito al Presidente del COM/CITEL, a más tardar cuarenta y cinco días antes de la fecha programada para la inauguración de la reunión de la Asamblea de la CITEL. El Presidente del COM/CITEL consultará con los miembros del COM/CITEL y, previa aprobación de éstos, se extenderán las invitaciones correspondientes, de conformidad con el Artículo 9 de este Reglamento, siempre que no haya objeción de parte del gobierno del país sede. 

3.
Los invitados podrán asistir a las sesiones plenarias y de las comisiones con el único propósito de seguir los debates. Sin embargo, podrán participar en los debates de las comisiones únicamente si así se lo solicita su Presidente y no median objeciones de parte de alguno de los Estados miembros presentes. Los invitados no recibirán copia de las contribuciones, documentos o informes de las actuaciones, a menos que el COM/CITEL, al aprobar una invitación, decida que se distribuyan los documentos a un determinado invitado. 

C.  AUTORIDADES DE LA ASAMBLEA 

ARTÍCULO 20 

Elección de Presidente y Vicepresidentes 

El Presidente y los dos Vicepresidentes de la Asamblea serán elegidos en la primera sesión plenaria de acuerdo con el Artículo 8 del Estatuto. Dichas autoridades permanecerán en sus cargos hasta la clausura de la misma. 

ARTÍCULO 21 

Responsabilidades del Presidente de la Asamblea de la CITEL 

1.
Son responsabilidades del Presidente de la Asamblea: 

a)
Convocar a las sesiones plenarias;

b)
Fijar el orden del día de las sesiones; 

c)
Abrir y levantar las sesiones plenarias y dirigir sus debates; 

d)
Conceder el uso de la palabra a los participantes en el orden en que la solicitaren, dando prelación a los representantes de los Estados miembros, cuando sea del caso; 

e)
Someter a votación los puntos en discusión, proclamando las decisiones tomadas; 

f)
Decidir las cuestiones de orden que se sometan a consideración; 

g)
Instalar las comisiones de trabajo, y 

h) 
En general, asegurar el cumplimiento del presente Reglamento. 

2.
El Presidente de la Asamblea podrá llamar la atención a cualquier participante cuando su exposición se aparte del punto en discusión. Asimismo, podrá proponer, durante la discusión del asunto, la limitación del tiempo de uso de la palabra, la limitación del número de intervenciones de cada participante, el cierre de la lista de oradores y el cierre del debate. También podrá proponer la suspensión o el levantamiento de la sesión, o el aplazamiento del debate sobre el asunto que se esté discutiendo. 

ARTÍCULO 22

Participación del Presidente de la Asamblea en las votaciones y en las discusiones 

El Presidente de la Asamblea no participará en el proceso de votación en las sesiones plenarias, ni participará, desde la presidencia, en la discusión de fondo de los asuntos. 

ARTÍCULO 23 

Responsabilidades del Vicepresidente en ejercicio de la Presidencia 

Los Vicepresidentes sustituirán al Presidente, según su precedencia, con iguales responsabilidades y obligaciones que el titular, cuando éste se ausente durante una sesión o parte de ella. 

ARTÍCULO 24 

Ausencia o impedimento del Presidente y Vicepresidentes 

En caso de ausencia o impedimento del Presidente y de los Vicepresidentes de la Asamblea de la CITEL, ésta será presidida por uno de los presidentes de las comisiones de trabajo, de acuerdo con el orden de numeración de las mismas.

D. TEMARIO

ARTÍCULO 25

Temario de las reuniones ordinarias 

1. 
El COM/CITEL preparará el temario preliminar para cada reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL para ser sometido a la consideración de los Estados miembros por lo menos tres meses antes de la fecha programada para la inauguración de dicha Asamblea. 

2.
En la preparación del temario preliminar, el COM/CITEL tendrá en cuenta los temas propuestos por los gobiernos de los Estados miembros y los que deban incorporarse por mandato de la Asamblea General de la Organización, y podrá tener en consideración los recomendados por otros órganos de la Organización. 

3.
Los Estados miembros dispondrán de treinta días para presentar observaciones al temario preliminar, dirigiéndolos al Presidente del COM/CITEL. Sobre la base de estas observaciones, el COM/CITEL redactará el temario de la Asamblea. 

4.
El temario así aprobado sólo podrá ser enmendado o modificado durante la reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL por mayoría de dos tercios de los Estados miembros participantes en la misma. 

ARTÍCULO 26 

Temario de las reuniones extraordinarias 

El temario de las reuniones extraordinarias de la Asamblea de la CITEL se limitará al asunto o los asuntos para los cuales se convocó la reunión. El COM/CITEL establecerá en cada oportunidad los procedimientos y plazos para la preparación del temario de las reuniones extraordinarias. 

ARTÍCULO 27

Informes y propuestas 

1.
En general, la Asamblea de la CITEL considerará dos tipos de trabajos: informes y propuestas. Los informes serán de carácter informativo, mientras que las propuestas serán sometidas a la consideración de la Asamblea. Durante las sesiones de la Asamblea se pueden solicitar otro tipo de documentos técnicos o de trabajo. Los documentos presentados no incluirán información alguna de carácter promocional o comercial. 

2.
Normalmente, los informes y propuestas serán presentados al Secretario Ejecutivo por lo menos con quince días de antelación a la fecha fijada para la inauguración de la Asamblea de la CITEL, a fin de que sean distribuidos en los idiomas de trabajo de la CITEL a los Estados miembros, juntamente con el informe del COM/CITEL y el de la Secretaría. Los documentos que no cumplan con el plazo establecido en este Artículo serán presentados en la reunión de jefes de delegación para definir si se consideran como documento informativo o propuesta durante la reunión. El Secretario Ejecutivo pondrá a disposición de los Estados miembros dichos documentos por los medios de comunicación más idóneos, a medida que se vayan recibiendo antes del comienzo de la reunión. 

E.  SESIONES 

ARTÍCULO 28 

Reunión informal de jefes de delegación 

Antes de la sesión inaugural, los jefes de delegación de los Estados miembros o sus alternos se reunirán con carácter informal y preparatorio, por convocatoria del Presidente del COM/CITEL, para ponerse de acuerdo sobre los distintos aspectos relativos a la organización de los trabajos de la Asamblea de la CITEL. 

ARTÍCULO 29

Primera sesión plenaria 

Una vez inaugurada la Asamblea de la CITEL, se celebrará lo antes posible la primera sesión plenaria, en la que se procederá a elegir las autoridades y a establecer las comisiones señaladas en la sección F del capítulo II de este Reglamento. Inmediatamente después, se instalarán las comisiones de trabajo y se elegirán sus respectivas autoridades. 

ARTÍCULO 30 

Adopción de decisiones 

La Asamblea de la CITEL adoptará sus decisiones en las sesiones plenarias, en la forma de resoluciones, recomendaciones o declaraciones en sus sesiones plenarias. La Secretaría las distribuirá inmediatamente después de su adopción. 

ARTÍCULO 31

Decisiones con repercusiones financieras 

Las decisiones que tengan repercusiones financieras para la Organización y para la CITEL deberán contener la estimación del gasto correspondiente. 

ARTÍCULO 32 

Sesiones públicas y privadas 

1.
Las sesiones plenarias de la Asamblea y las de las comisiones de trabajo serán públicas. Sin embargo, si así lo dispone el respectivo Presidente o si lo solicita un representante de un Estado miembro, la sesión será privada y continuará como privada a menos que los miembros participantes en la sesión decidan lo contrario. 

2.
En las sesiones privadas sólo podrán encontrarse presentes los Jefes de Delegación de los Estados miembros, las personas de su delegación designadas por aquellos y el personal de la Secretaría que expresamente autorice en cada caso el Presidente del cuerpo respectivo.

3.
Toda decisión tomada por la Asamblea de la CITEL, en sesión plenaria privada, será comunicada en la próxima sesión plenaria pública. 

Ninguna sesión plenaria, de comisión, subcomisión, Grupo de Trabajo o Grupo Ad Hoc de la Asamblea se llevará a cabo sin que se haya anunciado a los participantes el lugar y hora de la sesión, con antelación suficiente como para permitirles asistir. 

F. COMISIONES 

ARTÍCULO 33 

Comisión de Coordinación 

1. 
La Comisión de Coordinación estará integrada por el Presidente de la Asamblea de la CITEL, quien la presidirá, por los dos Vicepresidentes y por los Presidentes de las Comisiones de trabajo. 

2. 
El Presidente de la Asamblea de la CITEL convocará la Comisión de Coordinación cada vez que lo considere conveniente para el mejor cumplimiento de las labores de la Asamblea. 

3. 
La labor de la Comisión de Coordinación consiste en resolver cualquier dificultad que pudiera surgir en lo relativo al funcionamiento de la Asamblea de la CITEL y sugerir a las comisiones o a la sesión plenaria las soluciones correspondientes. Asimismo, coordinará la labor de las comisiones de trabajo para el logro de una actuación eficiente de la Asamblea de la CITEL. 

ARTÍCULO 34

Comisión de Credenciales 

1. 
La Comisión de Credenciales estará integrada por los representantes de tres Estados miembros elegidos en la primera sesión plenaria de la Asamblea de la CITEL. La Comisión designará un Presidente. 

2. 
La Comisión de Credenciales examinará las credenciales de las delegaciones y someterá el informe correspondiente previo a la elección de los miembros del COM/CITEL y los presidentes de los CCP, a la consideración de la Asamblea de la CITEL.

ARTÍCULO 35 

Comisión de Estilo 

1. 
La Comisión de Estilo estará integrada por cuatro representantes elegidos en la primera sesión plenaria de la Asamblea de la CITEL, cada uno de los cuales representará uno de los cuatro idiomas oficiales. 

2. 
La Comisión de Estilo recibirá los proyectos de resolución y de recomendaciones aprobados por las comisiones antes de que sean sometidos a la sesión plenaria de la Asamblea, para su consideración y les hará los cambios de estilo que estime necesarios. Si la Comisión de Estilo estima que el proyecto adolece de defectos de forma que no puede corregir, planteará la cuestión a la comisión de trabajo de que se trate o lo hará en una sesión plenaria de la Asamblea. 

ARTÍCULO 36 

Comisión de Redacción 

La Comisión de Redacción de las sesiones de trabajo de las plenarias y del Informe Final de la Asamblea será designada en la primera sesión plenaria y estará integrada por los cuatro primeros delegados que, dentro del orden de precedencia, se ofrezcan. La Comisión de Redacción redactará las actas de la sesión informal de la Reunión, las de cada sesión plenaria, de las sesiones de inauguración y de clausura, así como la preparación del informe final de la Asamblea. La Comisión presentará en cada sesión plenaria el proyecto de acta de la o las sesiones anteriores. 

ARTÍCULO 37 

Comisiones de Trabajo 

1.
Para la consideración de los distintos puntos del temario, la Asamblea de la CITEL creará las comisiones de trabajo que estime conveniente. 

2.
Las comisiones de trabajo estarán integradas por las delegaciones de los Estados miembros que lo deseen. 

3.
Cada comisión de trabajo elegirá un Presidente, pudiendo elegir también un vicepresidente y un relator. 

4.
Las comisiones de trabajo estudiarán los temas que les haya asignado la Asamblea de la CITEL y presentarán a la sesión plenaria, un informe sobre los debates, los proyectos de resolución o propuestas consideradas y sus recomendaciones.

ARTÍCULO 38 

Subcomisiones y Grupos de Trabajo 

1.
Cada comisión de trabajo puede establecer las subcomisiones y los Grupos de Trabajo y de redacción que estime conveniente. Una comisión de trabajo puede además autorizar a su Presidente a que integre las subcomisiones y grupos con miembros que representen los diversos criterios que se hayan expresado sobre los asuntos que una subcomisión o Grupo va a considerar. 

2.
Cada subcomisión podrá crear los Grupos de Trabajo o de redacción que considere necesarios. El Presidente del Grupo respectivo presentará al cuerpo que lo estableció sus conclusiones o recomendaciones. 

3.
Las delegaciones que no formen parte de una subcomisión, Grupo de Trabajo o de redacción tendrán derecho a participar en sus reuniones, con voz pero sin voto. 

G.  QUÓRUM 

ARTÍCULO 39

Quórum 

1.
El quórum de las sesiones plenarias se constituirá con más de la mitad de los Estados miembros. 

2.
El quórum de las comisiones, subcomisiones y Grupos de Trabajo de la Asamblea de la CITEL se constituirá con más de la mitad de los miembros que integran cada uno de esos cuerpos. 

H.  DEBATES Y PROCEDIMIENTOS 

ARTÍCULO 40 

Propuestas y enmiendas

1.
Las delegaciones de los Estados Miembro deberán presentar las propuestas por escrito a la Secretaría, a más tardar la víspera de la sesión en que habrán de ser debatidas o sometidas a votación, de forma de ser distribuidas en los idiomas de trabajo de la CITEL a los Estados miembros participantes, antes del inicio de su consideración. Sin embargo, si ningún Estado miembro se opusiere, el Presidente del órgano que debe tratar el asunto, puede autorizar que se discuta una propuesta que no se hubiere distribuido en tiempo y forma. 

2.
La delegación que presente una propuesta indicará a que comisión de trabajo le corresponderá estudiar la propuesta, salvo que la propuesta sea una de aquellas que deba ser sometida a sesión plenaria para su discusión. En caso de duda, decidirá el Presidente de la Asamblea. 

3.
Durante la consideración de una propuesta podrán presentarse mociones de enmienda a la misma. 

4.
Se considerará que una moción es una enmienda a una propuesta cuando solamente agregue algo, suprima o modifique parte de tal propuesta. No se considerará como enmienda la propuesta que sustituya totalmente la propuesta original o no tenga relación precisa con ésta. 

ARTÍCULO 41 

Retiro de propuestas 

Las propuestas o enmiendas podrán ser retiradas por los proponentes antes de ser sometidas a votación. Cualquier delegado podrá someter a consideración una propuesta o enmienda que hubiere sido retirada. 

ARTÍCULO 42 

Reconsideración de decisiones 

Aquellas propuestas sobre las que haya recaído decisión, pueden ser objeto de reconsideración, siempre que la solicitud de reconsideración se presente antes de levantarse la sesión en que la propuesta hubiere sido votada, o en la sesión inmediatamente posterior. En caso de una moción de reconsideración, se concederá la palabra a un orador en apoyo de la moción y a dos oradores opuestos a ella, después de lo cual la moción será sometida a votación. Para la aprobación de dicha moción se requerirá el voto afirmativo de los dos tercios de los integrantes del cuerpo respectivo. Aprobada la moción de reconsideración, el debate y la votación de la materia de fondo se regirán por las normas aplicables de este Reglamento. 

ARTÍCULO 43

Cuestiones de orden 

Durante el debate de un asunto, cualquier delegación podrá plantear una cuestión de orden, la cual será inmediatamente decidida por el Presidente. Cualquier representante de una delegación podrá apelar la decisión del Presidente, caso en el cual la apelación será sometida a votación. Al plantear una cuestión de orden, la delegación que lo haga no podrá tratar el fondo del asunto que se esté debatiendo. 

ARTÍCULO 44 

Suspensión del debate 

El Presidente o cualquier representante de una delegación podrá presentar una moción para suspender el debate. Sólo dos de estos representantes podrán hacer uso de la palabra brevemente en favor de dicha propuesta, y dos en contra, después de lo cual se someterá a votación inmediatamente.

ARTÍCULO 45 

Cierre del debate 

1.
Cualquier representante de una delegación podrá presentar una moción proponiendo el cierre del debate cuando considere que un asunto ha sido suficientemente debatido. Esta moción podrá ser impugnada por dos delegaciones después de lo cual se declarará aprobada si cuenta con el voto afirmativo de dos tercios de los votos de los miembros presentes en la sesión. El Presidente podrá limitar la duración de las intervenciones permitidas a los representantes en virtud de este Artículo. 

2.
El Presidente podrá cerrar el debate si considera que la discusión es repetitiva o no se apega al tema en cuestión. En este caso el Presidente deberá considerar lo que hasta el momento haya adquirido consenso y determinará la forma de proceder. Esta decisión podrá ser impugnada brevemente por dos delegaciones, después de lo cual se declarará aprobada si cuenta con el voto afirmativo de dos tercios de los votos de los miembros presentes en la sesión. 

ARTÍCULO 46 

Suspensión o levantamiento de la sesión 

Durante el debate de cualquier asunto, cualquier representante de una delegación podrá presentar una moción para que se suspenda o se levante la sesión. Dichas mociones se someterán inmediatamente a votación, sin debate. El Presidente podrá limitar la duración de la intervención del representante que proponga la suspensión o levantar la sesión. 

ARTÍCULO 47 

Orden de las mociones de procedimiento 

A reserva de lo dispuesto en el Artículo 42, las siguientes mociones tendrán precedencia sobre todas las demás propuestas o mociones, en el orden que a continuación se indica: 

a)
Suspensión de la sesión. 

b)
Levantamiento de la sesión. 

c)
Suspensión del debate sobre el tema en discusión. 

d)
Cierre del debate sobre el tema en discusión. 

ARTÍCULO 48 

Disposiciones comunes a todos los órganos deliberativos de la reunión de la Asamblea de la CITEL 

Las disposiciones generales sobre los debates contenidas en este capítulo serán aplicables tanto a las sesiones plenarias como a las de las comisiones, subcomisiones y Grupos de Trabajo de la Asamblea de la CITEL.

I.  VOTACIONES 

ARTÍCULO 49 

Votación de las propuestas 

Cerrado el debate, y si las propuestas presentadas no fueren aprobadas por consenso, se procederá inmediatamente a la votación de aquellas, con las enmiendas que hubieren sido propuestas. Las propuestas serán sometidas a votación en el orden en que hayan sido presentadas, a menos que el cuerpo respectivo decida lo contrario. Después que el Presidente haya anunciado la iniciación de la votación, ningún representante podrá interrumpirla, salvo para una cuestión de orden relativa a la forma misma en que se esté efectuando la votación. El proceso de votación y escrutinio terminará cuando el Presidente haya proclamado el resultado. 

ARTÍCULO 50 

Abstenciones 

A los efectos de establecer la mayoría necesaria, las abstenciones se computarán como votos emitidos. 

ARTÍCULO 51 

Empates 

Si una votación diera por resultado un empate, se tendrá por rechazada la propuesta objeto de la votación. 

ARTÍCULO 52 

Repetición de la votación 

Si se suscitaran dudas respecto del resultado de la votación, cualquier delegación podrá pedir que inmediatamente se repita la votación. La nueva votación estará limitada a las mismas delegaciones que hayan tomado parte en la votación objeto de repetición. 

ARTÍCULO 53

Votación de enmiendas 

1. Cuando se presente una enmienda a una propuesta, se someterá primero a votación la enmienda. Cuando se presenten dos o más enmiendas, la Asamblea de la CITEL someterá primero a votación la que más se aparte del texto original. En el mismo orden se votarán otras enmiendas. En caso de duda a este respecto, se votarán en el orden de su presentación. 

2. Cuando la aprobación de una enmienda implique la exclusión de otra, esta última no será sometida a votación. Si se aprueban una o más enmiendas, se pondrá a votación la propuesta completa en la forma en que haya sido modificada.

3. Si alguna delegación así lo solicita, una propuesta o enmienda será sometida a votación por partes. Si cualquier delegación se opusiera a dicha solicitud, el órgano respectivo deberá decidir si se vota por partes. Si se acepta la solicitud de votación por partes, las distintas partes de la propuesta o enmienda que resulten aprobadas se someterán a votación en conjunto. Si todas las partes dispositivas de una propuesta o enmienda son rechazadas, se considerará que la propuesta o enmienda ha sido rechazada en su totalidad. 

J.  ELECCIONES 

ARTÍCULO 54

Reglas aplicables 

1.
Cuando ningún candidato obtuviere la mayoría absoluta de los Estados miembros participantes en la primera votación, se procederá a una segunda o tercera votación, si fuera necesario, pero limitadas a los dos candidatos que hayan obtenido mayor número de votos. Si después de efectuarse la tercera votación ninguno de los candidatos obtuviere la mayoría requerida, se suspenderá la elección por un período de hasta veinticuatro horas. Al reanudarse la elección, se efectuarán hasta dos votaciones adicionales. Si ninguno de los dos candidatos resultare elegido, se reiniciará el proceso de elección que indica el presente Artículo con los candidatos que sean presentados. 

2.
Cuando hayan de llenarse al mismo tiempo y en las mismas condiciones dos o más cargos electivos, se declararán elegidos los candidatos que obtengan la mayoría absoluta requerida en la primera votación. Si el número de candidatos que obtenga tal mayoría es menor que el de las personas o miembros que han de ser elegidos, se efectuarán votaciones adicionales para llenar los cargos restantes, limitándose éstas a los candidatos que hayan obtenido mayor número de votos en la votación anterior, de modo que el número de candidatos no sea mayor que el doble del número de los cargos que quedan por cubrir. 

3.
En caso de empate entre dos o más candidatos o Estados miembros, según sea el caso, que hayan obtenido al menos la mayoría requerida, cuando el número de cargos que falte proveer sea inferior al de los candidatos o Estados miembros que hayan obtenido igual número de votos, se procederá a una nueva votación. Si después de esta segunda votación no se resolviera el empate, se decidirá por sorteo. 

K.  DOCUMENTOS 

ARTÍCULO 55 

Actas resumidas 

Se elaborarán actas resumidas de las sesiones plenarias abiertas y de las sesiones de las comisiones de la Asamblea de la CITEL. La Secretaría de la CITEL distribuirá las actas resumidas a las delegaciones, a la mayor brevedad posible, y éstas presentarán a la Secretaría las correcciones de forma que estimen necesarias, dentro de un plazo de veinticuatro horas a partir de su distribución. Las actas así corregidas, y sus anexos, serán publicadas como parte de la documentación oficial de la Asamblea de la CITEL. Los anexos a las actas resumidas contendrán la versión completa de la presentación hecha por una delegación cuando ésta así lo solicite. 

ARTÍCULO 56 

Reseña de actividades 

Después de clausurada la reunión de la Asamblea, la Secretaría preparará y distribuirá el informe final de la Asamblea con un resumen de las actividades realizadas por ésta, que incluirá los antecedentes de la misma; la lista de autoridades de la Asamblea, de las comisiones, subcomisiones, Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc; la lista oficial de participantes; una breve reseña de las sesiones celebradas y las decisiones aprobadas por la Asamblea en su forma definitiva. Este informe será redactado en los cuatro idiomas oficiales. Con este objeto, la Secretaría podrá pedir el asesoramiento de las delegaciones integrantes del Consejo Permanente de la Organización que representan dichos idiomas, así como del COM/CITEL. 

ARTÍCULO 57 

Archivo de los documentos 

La Secretaría tendrá la custodia de los documentos y archivos oficiales de las reuniones de la Asamblea. Copia de estos documentos y archivos deberán estar en poder del Presidente del COM/CITEL. 

CAPITULO III 

COMITÉ DIRECTIVO PERMANENTE (COM/CITEL) 

ARTÍCULO 58 

Duración del mandato 

El mandato de las autoridades y miembros del COM/CITEL durará hasta la elección de los nuevos miembros que se celebre en la siguiente reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL. 

ARTÍCULO 59 

Designación de representantes ante el COM/CITEL 

La institución designada para actuar en nombre de cada Estado elegido miembro del COM/CITEL nombrará un representante titular y un suplente, ambos especializados en materia de telecomunicaciones/TIC, y podrá reemplazarlos cuando lo considere conveniente. Sus nombramientos serán comunicados por escrito al Secretario Ejecutivo de la CITEL en cuanto sean designados. 

ARTÍCULO 60 

Funciones 

Las funciones del COM/CITEL se estipulan en el Artículo 17 del Estatuto. 

ARTÍCULO 61 

Programa de trabajo 

1.
El COM/CITEL preparará, en cada reunión, un programa de trabajo que cubra el período correspondiente hasta la celebración de la siguiente reunión y fijará la fecha y sede de la misma. 

2.
El COM/CITEL puede establecer comisiones técnicas, subcomisiones, Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, así como Grupos de Trabajo conjuntos y Relatorías para el cumplimiento de sus funciones. 

ARTÍCULO 62 

Responsabilidades del Presidente 

El Presidente del COM/CITEL es miembro ex oficio de todas las comisiones de la CITEL y tendrá, además de las señaladas en el Estatuto, las siguientes responsabilidades principales: 

a)
Presidir provisionalmente las reuniones ordinarias y extraordinarias de la Asamblea de la CITEL hasta tanto se elija su titular. 

b)
Representar a la CITEL ante los otros organismos de la Organización, ante las administraciones de telecomunicaciones/TIC de los Estados miembros de la CITEL y ante otros organismos que participan en el desarrollo de las telecomunicaciones/TIC en los Estados americanos. 

c)
Velar por el cumplimiento de las funciones del COM/CITEL, conforme a lo establecido en el Artículo 17 del Estatuto. 

d)
Formular el temario de las reuniones del COM/CITEL en cooperación con el Secretario Ejecutivo y en consulta con los demás miembros. 

e)
Dirigirse al Secretario General de la Organización en nombre del COM/CITEL para comunicarle las decisiones que el COM/CITEL adopte. 

f)
Comunicarse, por intermedio del Secretario Ejecutivo, con los gobiernos de los Estados miembros de la CITEL y con las instituciones interesadas en los objetivos de la CITEL respecto de asuntos vinculados al funcionamiento de la CITEL. 

g)
Representar a la CITEL, cuando el COM/CITEL lo autorice, en actos públicos y en reuniones de organismos internacionales, pudiendo delegar su representación en otro miembro del COM/CITEL. 

h)
Presentar al Secretario General de la Organización, por conducto del Secretario Ejecutivo de la CITEL, un informe anual sobre el desarrollo de las actividades de la CITEL para dar cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 91(f) de la Carta de la Organización. 

i)
Con la asistencia del Secretario Ejecutivo, difundir y coordinar, en nombre del COM/CITEL, la labor de las comisiones técnicas y los Grupos de Trabajo creados por el COM/CITEL y velar por su cumplimiento. 

j)
Coordinar las tareas de los Comités Consultivos Permanentes y velar por su cumplimiento. 

ARTÍCULO 63 

Suplencia del Presidente 

En caso de impedimento temporal del Presidente del COM/CITEL, lo sustituirá el Vicepresidente. En caso de impedimento temporal de ambos, ejercerá las funciones de la Presidencia el de mayor edad de los Presidentes de los Comités Consultivos Permanentes, por el plazo que dure el impedimento. 

ARTÍCULO 64 

Oficina del COM/CITEL 

1.
El Estado miembro que haya sido elegido para presidir el COM/CITEL organizará y mantendrá durante su mandato, a sus expensas, una oficina que estará compuesta de un Asistente del Presidente a tiempo completo y de los técnicos y funcionarios administrativos que sean necesarios. Además, proporcionará el local para las oficinas de secretaría y para reuniones, así como los demás elementos adecuados para el mejor cumplimiento posible de los deberes y funciones del COM/CITEL. Para todos los efectos, dicha oficina dependerá exclusivamente del Presidente del COM/CITEL y no tendrá ninguna relación de dependencia con la Secretaría General de la Organización. 

2.
El Presidente del COM/CITEL mantendrá estrechas relaciones de trabajo y de cooperación con el Secretario Ejecutivo, para los efectos de coordinación y enlace, así como para la mejor ejecución de las distintas tareas del COM/CITEL. El Presidente del COM/CITEL enviará copias de toda la correspondencia oficial, enviada o recibida por él, al Secretario Ejecutivo de la CITEL. 

ARTÍCULO 65

Normas aplicables
1.
Las principales normas concernientes a las reuniones, el quórum, las votaciones y los gastos de viaje del COM/CITEL, son las que constan en los Artículos 18 a 21 del Estatuto. 

2.
El COM/CITEL adoptará sus disposiciones en las sesiones plenarias, en la forma de resoluciones, recomendaciones y decisiones. 

3.
Con el propósito de asegurar su adecuada consideración, todo proyecto de resolución, recomendación o decisión presentado, deberá ser distribuido por escrito en los idiomas de trabajo de la CITEL a las delegaciones participantes, antes del comienzo de la sesión en la que será discutido o sometido a votación. No obstante, si no se presentara objeción por parte de algún Estado miembro del COM/CITEL presente en la reunión, se podrá conocer y decidir una propuesta que esté escrita en uno solo de los idiomas de trabajo de la CITEL. 

4.
Si por cualquier motivo una reunión ordinaria del COM/CITEL no pudiera llevarse a cabo en el país de la Presidencia, se celebrará en la sede de la Secretaría General de la Organización, a menos que uno de los Estados miembros se ofrezca como sede de la reunión con suficiente antelación, en cuyo caso COM/CITEL podrá acordar su realización en ese país. En caso de realizar reuniones extraordinarias, éstas pueden ser presenciales o a distancia 

5.
El Secretario General de la Organización, o por delegación, el Secretario Ejecutivo de la CITEL, transmitirá el aviso de convocatoria a la reunión y las invitaciones a los participantes tan pronto como el país que se ofrece como sede confirme a la Secretaría de la CITEL la fecha exacta, la ciudad y el lugar específico de la reunión, así como la disponibilidad de fondos suficientes a estos efectos. El país que se ofrece como sede de la reunión deberá suministrar esta información al Secretario Ejecutivo a más tardar sesenta días antes de la fecha propuesta para la reunión. 

6.
Los observadores de las categorías estipuladas en los Artículos 13, 14, 15, 16 y 17 podrán participar como observadores en las reuniones del COM/CITEL en las mismas condiciones que el Reglamento establece para su participación en las reuniones de la Asamblea de la CITEL. 

ARTÍCULO 66 

Aprobación por métodos electrónicos

El COM/CITEL podrá aprobar resoluciones, recomendaciones o decisiones por métodos electrónicos cuando por su urgencia las materias a resolver no puedan esperar hasta la próxima reunión del COM/CITEL. Las resoluciones, recomendaciones o decisiones deberán ser aprobadas de acuerdo con el procedimiento que a tal efecto adopte el propio COM/CITEL. La Secretaría de la CITEL mantendrá constancia escrita de la consulta hecha y de sus resultados y la comunicará al Presidente y a los demás miembros del COM/CITEL. 

ARTÍCULO 67

Grupos de Trabajo y Comisiones del COM/CITEL 

1.
Cuando el COM/CITEL establezca una comisión técnica, una subcomisión, un Grupo de Trabajo o un Grupo Ad Hoc, éstos tendrán su sede en el país que haya sido elegido para presidirlo. Dichos países deberán proveer, al igual que en el caso de la sede del COM/CITEL, a sus expensas, el personal y los elementos necesarios para cumplir sus funciones. 

2.
El COM/CITEL podrá invitar a representantes de miembros asociados para que participen en sus Grupos de Trabajo, en razón de su experiencia o especialidad en la materia objeto del mandato del Grupo de Trabajo. 

CAPITULO IV 

COMITÉS CONSULTIVOS PERMANENTES (CCP) 

A. ESTRUCTURA Y AUTORIDADES 

ARTÍCULO 68

Establecimiento de un CCP y presidencia

1.
La Asamblea de la CITEL establecerá los Comités Consultivos Permanentes (CCP) que juzgue necesarios para cumplir los objetivos definidos en el Artículo 3 del Estatuto, con mandatos precisos para cada CCP. Para la elección de los países que ejercerán la presidencia de los CCP se observará en la medida de lo posible los principios de rotación y de distribución geográfica equitativa. Cada CCP durará hasta que la propia Asamblea de la CITEL o el COM/CITEL considere sus funciones y propósito concluidos. Los nombres de los CCP están anotados en el Anexo 1 de este Reglamento. 

2.
Los países queejerzan la presidencia de los CCP pueden presentarse como candidatos a una única reelección. Un Estado miembro no podrá presentarse como candidato a una segunda reelección, si otro -- el cual se hubiere elegido un menor número de veces-- ofreciera su candidatura con tal propósito. 

3.
Cada CCP estará presidido por el representante que designe el gobierno del país electo. Cada CCP puede establecer hasta tres cargos de Vicepresidente para asistir al Presidente en el cumplimiento de sus tareas. El Presidente de cada CCP recomendará el número de estas Vicepresidencias, tomando en cuenta, en la medida de lo posible, una distribución geográfica equitativa. Los países que ocupen una Vicepresidencia de un CCP pueden ofrecer ser sede de una reunión adicional durante cualquier año y en tal caso, deberán suministrar los locales, personal y apoyo administrativo para la reunión. 

4.
Cada CCP determinará su estructura interna de trabajo, la que deberá estar en un todo de acuerdo con las previsiones del Estatuto y este Reglamento. 

ARTÍCULO 69

Responsabilidades del Presidente de un CCP 

Corresponde al Presidente de un CCP: 

a)
Convocar al CCP, por intermedio del Secretario Ejecutivo, por lo menos una vez al año, informando el lugar y la fecha de la reunión aprobados por el COM/CITEL. 

b)
Dirigir el trabajo del CCP, preparar el material para las reuniones, así como los estudios, decisiones y proyectos de resolución, y enviarlos para su información al Presidente del COM/CITEL y para su tramitación al Secretario Ejecutivo. 

c)
Informar por escrito, cada seis meses, al Presidente del COM/CITEL y al Secretario Ejecutivo, sobre los resultados del trabajo del CCP. 

d)
Informar a la Asamblea de la CITEL sobre los asuntos de competencia del CCP. 

e)
Asegurar que los Grupos de Trabajo, Grupos Ad Hoc y Relatorías que se establezcan, así como las tareas de coordinación que se asignen, funcionen de acuerdo con los Procedimientos de Trabajo que rigen las actividades de los CCP, de acuerdo a lo previsto en el Artículo 84. 

f)
Procurar que todas las decisiones adoptadas por el Plenario del CCP sean por consenso. 

g)
Confirmar que se cumple con el quórum reglamentario en la reunión. 

h)
Informar al Presidente del COM/CITEL y al Secretario Ejecutivo sobre la contribución de los trabajos de los CCP al Plan Estratégico de la CITEL. 

i)
Finalizar y publicar el informe final de cada reunión del CCP hasta las cuatro semanas posteriores al final de cada reunión.

ARTÍCULO 70 

Oficina del Presidente 

El Estado miembro elegido para presidir el CCP establecerá y mantendrá, a sus expensas y bajo responsabilidad exclusiva del Presidente, una oficina con el personal técnico y administrativo necesario. A todos los efectos, esta oficina será responsable exclusivamente ante el Presidente del CCP y no tendrá relación de dependencia alguna con la Secretaría General de la Organización. 

ARTÍCULO 71 

Grupos de trabajo y Grupos Ad Hoc y Relatorías 

1.
Los CCP podrán establecer Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 84. Tales grupos presentarán informes sobre sus actividades al correspondiente CCP. 

2.
Los CCP podrán así mismo establecer Relatorías y designar relatores de sus Grupos de Trabajo y de sus Grupos Ad Hoc para el tratamiento de las materias encomendadas a esos grupos. Las Relatorías presentarán sus informes a los Grupos de Trabajo o Grupos Ad Hoc de los cuales formen parte. 

3.
Los CCP elegirán a los Presidentes, Vicepresidentes y Relatores entre los candidatos que representarán a un Estado Miembro o bien, a un Miembro Asociado. Si el representante designado como Presidente, Vicepresidente o Relator no pudiere seguir representando al Estado Miembro o al Miembro Asociado correspondiente, el citado Miembro designará a otro representante para el resto del mandato. 

B.  PARTICIPACIÓN EN LOS CCP 

ARTÍCULO 72 

Miembros 

Cada Estado miembro de la CITEL podrá nombrar ante cada CCP a la delegación que entienda pertinente, que sea especialista en telecomunicaciones, según el método establecido en el Artículo 4. El Estado miembro podrá remover o sustituir a los integrantes de dicha delegación mediante comunicación escrita al Secretario Ejecutivo. 

ARTÍCULO 73 

Miembros asociados 

1.
La membresía asociada en un CCP está abierta a: 

a)
Toda entidad, organización, institución y academia relacionada con la industria de las telecomunicaciones/TIC, que goce de personalidad jurídica (en adelante, la “entidad”) siempre que la membresía asociada de la entidad sea aprobada por el correspondiente Estado miembro de la CITEL donde la entidad se ha constituido o donde tiene su oficina principal. 

b)
Toda entidad relacionada con la industria de las telecomunicaciones/TIC con personalidad jurídica en un Estado no miembro, cuya membresía asociada sea aprobada como mínimo por tres Estados miembros. 

c)
Una organización intergubernamental internacional o regional con una representación múltiple de Estados de las Américas, relacionada con las telecomunicaciones/TIC, que goce de personalidad jurídica, (en adelante “la organización”) previa aprobación del COM/CITEL. 

2.
La solicitud de una entidad para adquirir la condición de miembro asociado de un CCP deberá enviarse al correspondiente Estado miembro, junto con la notificación de la unidad contributiva elegida y la información pertinente respecto a la persona con la cual se establecerá la comunicación respecto a los trámites a cubrir. El correspondiente Estado miembro será responsable del examen y la aprobación de las solicitudes de participación, con base en los criterios o procedimientos para patrocinar a una entidad como miembro asociado que estime adecuados. 

3.
En el caso de una organización, los trámites sobre la solicitud para adquirir la condición de miembro asociado de un CCP serán hechos ante el COM/CITEL. 

4.
El Estado miembro correspondiente o el COM/CITEL según sea el caso, notificará al Secretario Ejecutivo: su aprobación a la solicitud recibida por parte de la entidad u organización, la unidad contributiva elegida, y los datos de la persona designada por la entidad u organización para dar la continuidad a los trámites. 

5.
El Secretario Ejecutivo notificará a la entidad o a la organización solicitante la decisión adoptada respecto a su solicitud, junto con los trámites que deberá cubrir para el efecto. 

6.
El Secretario Ejecutivo comunicará al Presidente del COM/CITEL y al Presidente del CCP respectivo la incorporación de la entidad indicada en el inciso 5 de este Artículo. En el caso de la incorporación de una organización, la comunicación se hará únicamente al Presidente del CCP respectivo. 

7.
El Secretario Ejecutivo preparará y mantendrá una lista de entidades y organizaciones a las que se haya otorgado el carácter de miembro asociado de los CCP. El Secretario Ejecutivo suministrará una copia de esa lista al Secretario General de la Organización, a todos los Estados miembros de la CITEL y a los Presidentes de los CCP, así como publicarla en los medios electrónicos disponibles. 

8.
Una entidad dejará de ser miembro asociado de un CCP si por lo menos uno de los Estados miembros le retira su aprobación. Una organización dejará de ser miembro asociado en caso que la aprobación sea retirada por el COM/CITEL. 

ARTÍCULO 74 

Participación de los miembros asociados 

1.
Cada miembro asociado tiene derecho a participar en toda reunión de los CCP a los cuales esté afiliado enviando uno o más representantes. A tales efectos, los miembros asociados proporcionarán por escrito al Secretario Ejecutivo los nombres de sus representantes antes de la apertura de cada reunión del CCP. 

2.
Los miembros asociados de un CCP pueden participar plenamente en todas las actividades de dicho CCP con voz pero sin voto. Pueden presentar contribuciones, trabajos técnicos y recibir documentos del Comité al que pertenezcan, conforme lo establecido en el Artículo 24 del Estatuto. Un miembro asociado de cualquier CCP estará también habilitado para participar en los trabajos de cualquier Grupo de Trabajo conjunto del CCP al que pertenece, sin que se le exija el pago de cuotas adicionales. 

3.
Para que un representante de un miembro asociado pueda hacer uso de la palabra en nombre y representación del Estado miembro correspondiente, deberá: 

a)
Haber sido previamente acreditado como parte de la delegación de ese Estado miembro; y 

b)
Antes de hacer uso de la palabra, ser presentado por la delegación que integra, indicando que sus intervenciones verbales son en calidad de representante del Estado miembro. 

ARTÍCULO 75 

Cuota de afiliación de los miembros asociados 

1.
Los miembros asociados deberán contribuir al financiamiento del CCP en que participen, eligiendo voluntariamente un nivel de contribución. El nivel mínimo de contribución será “un cuarto” de unidad para los Miembros Asociados pertenecientes a la Academia, "una" unidad para los miembros asociados con personalidad jurídica en uno de los estados miembros y de “una unidad y media” para los demás. Todas las contribuciones podrán incrementarse en niveles mínimos de “media” unidad, a excepción de los Miembros Asociados pertenecientes a la Academia, cuyo incremento mínimo podrá ser de “un cuarto” (1/4) de unidad. 

2.
El valor monetario de la unidad fijado en dólares de los Estados Unidos de América será determinado por la Asamblea de la CITEL y cubrirá el pago de la afiliación por un año calendario o, si es del caso, la parte proporcional correspondiente. 

3.
Hasta el mes de octubre de cada año, los miembros asociados podrán notificar al Secretario Ejecutivo de la CITEL cualquier variación en el nivel de su contribución, la que deberá cumplir con lo establecido en este Artículo. Tal variación se hará efectiva a partir del año inmediato siguiente. A los miembros asociados que no notifiquen ninguna variación, se les continuará considerando en el nivel de su contribución elegido previamente. 

4.
Los miembros asociados abonarán por adelantado su contribución anual. La fecha de vencimiento para el pago de la membresía anual es el 1ero de enero del año correspondiente; sin embargo, para un nuevo miembro asociado, la fecha de vencimiento durante el primer año de membresía es de treinta días a partir de la fecha de recepción del aviso de su aceptación como miembro asociado. Los miembros asociados que paguen sus cuotas de afiliación dentro de los sesenta días contados a partir de la fecha de su vencimiento se considerarán miembros asociados activos. Aquellos que no paguen dentro del plazo señalado sin informar al Secretario Ejecutivo sobre las razones que justifiquen su retraso, se considerarán miembros asociados pasivos y el Secretario Ejecutivo les suspenderá los privilegios de miembro hasta tanto se pongan al día en sus cuotas. Si el miembro asociado justifica la mora en el pago de sus cuotas, a satisfacción del Secretario Ejecutivo, éste podrá extenderle el plazo de pago hasta el 30 de junio del año correspondiente 

5.
Cualquier miembro asociado puede renunciar a su participación en un CCP mediante comunicación escrita al Secretario Ejecutivo. La renuncia se hará efectiva a los noventa días de la fecha de recibida la notificación, en cuyo caso las cuotas de afiliación serán prorrateadas sobre una base anual. Se considerará que un miembro asociado pasivo que se atrase más de dos años en el pago de sus cuotas de afiliación ha renunciado implícitamente a tal afiliación, con vigencia inmediata. 

6.
En caso de renuncia, la obligación de pago de cuotas abarcará hasta el día en que se haga efectiva la renuncia, así como también el reconocimiento de su condición de miembro activo se hará efectiva hasta esa misma fecha. 

7.
El Secretario Ejecutivo hará todo lo razonablemente posible para cobrar las cuotas de afiliación en mora e informará sobre ello anualmente al COM/CITEL. Las cuotas de afiliación en mora por más de tres años se considerarán incobrables y se las tratará como tales en los estados financieros de la CITEL. 

8.
Los ingresos por concepto de cuotas se acreditarán contra el saldo pendiente de pago correspondiente al ejercicio fiscal más antiguo, de acuerdo con la práctica en la OEA. 

ARTÍCULO 76 

Observadores e invitados 

Observadores 

1.
Los observadores de las categorías estipuladas en los Artículos 13, 14, 15 y 16 inciso 1 podrán participar como observadores de los CCP en las mismas condiciones que el Reglamento establece para su participación en las reuniones de la Asamblea de la CITEL, acreditando sus representantes mediante comunicación escrita dirigida al Secretario Ejecutivo quien informará a los Presidentes de los CCP correspondientes. 

2.
Los observadores de las categorías estipuladas en el Artículo 16 inciso 2 podrán participar como observadores de los CCP, previa aprobación de su solicitud de participación por parte del Presidente del CCP respectivo. La solicitud de participación deberá presentarse por escrito al Secretario Ejecutivo de la CITEL con sesenta días de antelación a la correspondiente reunión. 

3.
Los observadores a que se hace referencia en el Artículo 16 incisos 1 y 2 podrán hacer uso de la palabra en las reuniones de los CCP, únicamente en los casos en que el Presidente de la respectiva reunión de un CCP los invite a hacerlo en razón de un interés o experiencia especial en el asunto específico que se esté debatiendo. A su vez, dichos observadores podrán presentar declaraciones escritas sobre dichos asuntos en los casos en que el Presidente los autorice o así se los solicite expresamente. 

Invitados 
4.
Una entidad relacionada con las telecomunicaciones/TIC o persona natural que tenga un interés particular en el campo de las telecomunicaciones/TIC, podrá asistir en carácter de invitado a las reuniones del CCP, sus Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, bajo las condiciones siguientes: 

a)
La persona o entidad deberá comunicar por escrito al Secretario Ejecutivo, con una antelación no menor de cuarenta y cinco días, su interés en participar como invitado en la correspondiente reunión. 

b)
El Secretario Ejecutivo comunicará dicha solicitud al Presidente del cuerpo respectivo y a los Estados miembros que lo integran. 

c)
Si no existe objeción alguna y por instrucción del Presidente respectivo, el Secretario Ejecutivo enviará la correspondiente invitación. 

5)
Los invitados, previa autorización del Presidente y siempre que no haya objeción de algún Estado miembro presente en la reunión, podrán recibir copia de los documentos de la reunión y hacer presentaciones verbales o escritas en la misma. 

C.  REUNIONES 

ARTÍCULO 77 

Reuniones

1.
Cada CCP se reunirá por lo menos una vez al año en la fecha y el lugar determinados por su respectivo Presidente. Las reuniones de los CCP se realizarán de conformidad con las disposiciones de este Reglamento referentes a la Asamblea de la CITEL en la medida en que esas disposiciones sean aplicables. 

2.
Los documentos, estudios, decisiones y proyectos de resolución de los CCP que requieran consideración por parte de la Asamblea de la CITEL deberán ser sometidos al COM/CITEL por lo menos cuatro meses antes de la reunión de la Asamblea. 

3.
Los CCP pueden celebrar sesiones privadas, cuya participación estará restringida únicamente a los miembros y miembros asociados. El Presidente de un CCP, de un Grupo de Trabajo o de un Grupo Ad Hoc podrá convocar sesiones privadas durante la reunión, a su criterio o a solicitud de un Estado miembro. Sin embargo, con fundamento en principios de reciprocidad, el Presidente puede invitar observadores a participar en las reuniones privadas de no mediar objeción de un Estado miembro. 

4.
Si por cualquier motivo una reunión ordinaria de los Comité Consultivos Permanentes no pudiera llevarse a cabo en el país que se encuentre ejerciendo la Presidencia, se celebrará en la sede de la Secretaría General de la Organización, a menos que uno de los Estados miembros se ofrezca como sede de la reunión con suficiente antelación. 

5.
El Secretario General de la Organización, o por delegación, el Secretario Ejecutivo de la CITEL, transmitirá el aviso de convocatoria a la reunión y las invitaciones a los participantes tan pronto como el país que se ofrece como sede confirme a la Secretaría de la CITEL la fecha exacta, la ciudad y el lugar específico de la reunión. El país que se ofrece como sede deberá suministrar esta información a la Secretaría de la CITEL a más tardar sesenta días antes de la fecha propuesta para la reunión. 

ARTÍCULO 78 

Decisiones 

1.
En ausencia de consenso en las deliberaciones de los CCP, los proyectos de resolución se aprobarán de conformidad con las normas sobre votación establecidas en el Artículo 85 de este Reglamento. Para proceder a aprobar una resolución, decisión o recomendación, por votación o consenso, la reunión del CCP deberá tener un quórum de un tercio de los Estados miembros de la CITEL 

2.
La aprobación de las resoluciones de los CCP requerirá el voto afirmativo de al menos un tercio de los Estados miembros de la CITEL. 

3.
Además, los CCP podrán aprobar resoluciones, decisiones o recomendaciones, por medios electrónicos, a condición de que no haya respuestas negativas de los Estados miembros de la CITEL y aplicando los procedimientos que establezca el COM/CITEL. 

CAPITULO V 
LA SECRETARĺA 

ARTÍCULO 79 

La Secretaría está compuesta por el Secretario Ejecutivo, designado por el Secretario General de la Organización en consulta con los miembros del COM/CITEL, y el personal profesional y administrativo que el Secretario General designe de conformidad con las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

ARTÍCULO 80 

El Secretario Ejecutivo de la CITEL 

1.
El Secretario Ejecutivo de la CITEL deberá ser una persona altamente versada en la materia de la Comisión. 

2.
Además de las funciones establecidas en el Estatuto de la CITEL, el Secretario Ejecutivo cumplirá las siguientes funciones: 

a)
Preparar los documentos técnicos que le asignen los órganos de la CITEL y los documentos de trabajo para sus reuniones. 

b)
Actuar como Secretario Técnico de las reuniones de la Asamblea de la CITEL y el COM/CITEL. 

c)
Velar porque las actas, decisiones, documentos y proyectos de resolución de todos los órganos de la CITEL estén de acuerdo con las disposiciones de la Carta de la Organización, los mandatos de la Asamblea General, el Estatuto de la CITEL y el presente Reglamento. 

d)
Recibir la correspondencia oficial relacionada con la CITEL, darle el trámite correspondiente y tramitar las comunicaciones que conciernan al trabajo de la Secretaría, informando de ello al Secretario General de la Organización. Se enviarán copias de dicha correspondencia al Presidente del COM/CITEL. 

e)
Ejecutar las decisiones y encargos que le indiquen los distintos órganos de la CITEL. 

f)
Colaborar con el Presidente del COM/CITEL en la elaboración del anteproyecto de temario de cada reunión de la Asamblea de la CITEL, así como en la preparación del temario de cada reunión del COM/CITEL. 

g)
Preparar documentos, estudios e informes necesarios para las reuniones de la Asamblea de la CITEL y del COM/CITEL, tomando en cuenta las pautas establecidas al respecto por el COM/CITEL. 

h)
Informar por escrito a los Estados miembros la fecha y sede de celebración de las reuniones Ordinarias y Extraordinarias de la Asamblea inmediatamente después que hayan sido acordadas por el COM/CITEL. 

i)
Tramitar las convocatorias para todas las reuniones de los órganos de la CITEL. 

j)
Colaborar con el COM/CITEL en la preparación del informe anual que la CITEL debe presentar al Secretario General para consideración del Consejo Permanente de la Organización. 

k)
Mantener permanentemente informados a los Estados miembros de la CITEL acerca de las actividades técnicas que se desarrollen en la esfera de las telecomunicaciones/TIC, de acuerdo con las instrucciones impartidas por el Presidente del COM/CITEL y tomando en cuenta la información que reciba el COM/CITEL. 

l)
Divulgar y mantener informadas a las entidades especializadas en telecomunicaciones/TIC, mundiales o regionales, gubernamentales o no, las resoluciones y decisiones de la Asamblea de la CITEL en lo referente a telecomunicaciones/TIC, a cuyo fin podrá publicar boletines informativos periódicos. 

m)
Brindar un servicio de información periódica de amplia difusión con respecto al progreso de las telecomunicaciones/TIC y su desarrollo en los Estados Americanos. 

n)
Mantener la custodia de los archivos que contengan la documentación oficial referente a las reuniones de los órganos de la CITEL. 

o)
Actuar en representación del Presidente del COM/CITEL en actos públicos o privados y en reuniones de organismos internacionales, cuando así lo disponga el Presidente de ese órgano. 

p)
Tras consulta con los Presidentes de los CCP, preparar y presentar al COM/CITEL un proyecto preliminar de presupuesto anual, teniendo en cuenta las directivas de anteriores reuniones de la Asamblea de la CITEL. 

q)
Supervisar al personal de la Secretaría de la CITEL, asegurando su máximo rendimiento. 

r)
Elaborar y poner a disposición de los Estados miembros y miembros asociados, por medios electrónicos las resoluciones, recomendaciones, decisiones y declaraciones de los órganos de la CITEL. 

s)
Preparar anualmente un programa de reuniones para los dos años siguientes, a ser presentado para su aprobación al COM/CITEL. En la elaboración de este programa, la Secretaría deberá tener en cuenta el programa de reuniones pertinentes de la OEA, la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) y las Organizaciones Regionales, y coordinarlas previamente con los presidentes de las distintas Comisiones. 

t)
Elaborar y distribuir periódicamente al Presidente del COM/CITEL y a los Presidentes de los CCP un informe sobre los gastos incurridos con los recursos financieros de la CITEL, incluyendo las cuotas de afiliación de los miembros asociados.

u)
Mantener actualizado el sitio web de la CITEL con información actual sobre la estructura, el presidente y los vicepresidentes, los instrumentos y las reuniones de los Comités y Grupos de trabajo de la CITEL.
CAPITULO VI 

DISPOSICIONES GENERALES 

A.  GASTOS DE VIAJE 

ARTÍCULO 81 

Los gastos de viaje del personal de la Secretaría General de la Organización que asista a las reuniones de los órganos de la CITEL, para ser asignados al presupuesto de ésta, tendrán que estar previstos y aprobados expresamente en el mismo. 

B.  MÉTODOS DE TRABAJO DE LA CITEL 

ARTÍCULO 82 

Calendario de reuniones y temarios 

1.
Las fechas de las reuniones deben fijarse con suficiente antelación. 

a)
El COM/CITEL deberá preparar y distribuir un calendario de las reuniones propuestas para los distintos órganos de la CITEL, que incluya sus fechas y sedes. 

b)
Al preparar el calendario de reuniones se deberá tratar de reducir las coincidencias de fechas con las principales actividades de la Unión Internacional de Telecomunicaciones y, cuando sea del caso, con las reuniones regionales de organizaciones normalizadoras o de desarrollo de la región. 

c)
En lo posible, las reuniones de los órganos de la CITEL dispuestas en el Estatuto deberán ser regularizadas en cuanto a sus fechas. A discreción de los Presidentes respectivos, los órganos podrán programar reuniones adicionales. 

2.
El calendario de reuniones y cualquier otra información referente a las mismas deberá ser publicado periódicamente en el sitio web de la CITEL. 

3.
El COM/CITEL preparará un proyecto de temario preliminar para cada reunión ordinaria de la Asamblea de la CITEL, con un año de anticipación a la reunión. 

4.
Los presidentes de los CCP, con la colaboración del Secretario Ejecutivo, deberán remitir propuestas de temario para las reuniones de los CCP a todos sus participantes, por lo menos dos meses antes de la reunión. 

C.  INSTRUMENTOS

ARTÍCULO 83
A.
Resolución 
a)
Definición. Es una manifestación de voluntad de un órgano, por la cual éste, actuando dentro del ámbito de su competencia, aprueba medidas o acciones referidas a cualquiera de las funciones que le asignan las disposiciones correspondientes del Estatuto de la CITEL, del Reglamento u otras resoluciones de órganos competentes, como resultado de la opinión y juicio alcanzados sobre el o los temas objeto de la resolución. Su aplicación puede ser de carácter permanente o transitorio. 

(i)
Las resoluciones de la Asamblea de la CITEL pueden referirse según corresponda, a cualquiera de los objetivos de la CITEL previstos en el Artículo 3 o a las funciones de la Asamblea, previstas en el Artículo 5 del Estatuto de la CITEL; 

(ii)
Las resoluciones del COM/CITEL pueden referirse según corresponda a cualquiera de los objetivos de la CITEL previstos en el Artículo 3 o a cualquiera de las funciones previstas en el Artículo 17 del Estatuto de la CITEL; 

(iii)
Las resoluciones de los CCP recaen sobre medidas o acciones de aplicación interna referidas a uno o más aspectos de un tema específico, comprendidas dentro del ámbito de la competencia que les haya asignado la Asamblea de la CITEL. 

b)
Formato. El formato de las resoluciones debe constar de una parte expositiva y una dispositiva. 
La parte expositiva puede contener uno o más “Vistos”, en los que se citan los documentos, resoluciones o disposiciones legales que se han tenido a la vista como antecedentes de la resolución y uno o varios “Tomando en cuenta” o “Considerandos”, en los que se exponen los hechos y normas que justifican o hacen necesario la aprobación de la parte dispositiva de la resolución. 

La parte dispositiva debe contener uno o más párrafos resolutivos. Cuando sea necesario, una resolución puede incluir además en su parte dispositiva, una o más recomendaciones y una o más instrucciones ya sea al Secretario Ejecutivo o a quien corresponda. 

B.
Recomendación 

a)
Definición. Es una manifestación de voluntad de un órgano, por la cual éste, actuando dentro del ámbito de su competencia, invita a las Administraciones de los Estados miembros o a otro órgano deliberativo de la CITEL o de la OEA, a acoger la opinión y juicio alcanzados por el órgano recomendante sobre distintos aspectos de un tema específico, o a implementarlos, según corresponda. Su aplicación puede ser de carácter permanente o transitorio. 

(i)
Las recomendaciones de la Asamblea de la CITEL pueden estar dirigidas a la Asamblea General de la OEA o a algún otro órgano de la OEA, cuando sea del caso, a las Administraciones de los Estados miembros o a cualquier órgano deliberativo de la CITEL; 

(ii)
Las recomendaciones del COM/CITEL pueden estar dirigidas a las Administraciones de los Estados miembros, a la Asamblea de la CITEL o a otros órganos deliberativos de la CITEL; y cuando sea del caso, a la Asamblea General de la OEA, o a algún otro órgano de la OEA, para presentar la posición de la CITEL. 

(iii)
Las recomendaciones de un CCP pueden estar dirigidas a sus Grupos de Trabajo o Grupos AdHoc, a otro CCP, al COM/CITEL o a la Asamblea de la CITEL, a través del COM/CITEL. 

b)
Formato. El formato de las recomendaciones debe constar de una parte expositiva y una dispositiva. 

La parte expositiva debe tener las mismas características indicadas para la parte expositiva de las resoluciones. 

La parte dispositiva debe contener una o más recomendaciones. Además, cuando sea necesario, puede contener uno o más encargos al Secretario Ejecutivo o a quien corresponda. 

C.
Decisión 

a)
Definición. Es una manifestación de voluntad de un órgano, por la cual éste aprueba, dentro del ámbito de su competencia, la realización de una actividad específica de carácter puramente administrativo. En esta categoría quedan comprendidas tareas tales como una solicitud de información, la remisión de formularios a las Administraciones nacionales u otras de carácter similar. 

b)
Formato. Las decisiones no requieren parte expositiva. En el caso de las decisiones de los CCP, se dará cuenta de ellas en el texto de las actas de las reuniones y se les publicará además en una tabla en el Informe Final de cada reunión, enumeradas en forma consecutiva. Las decisiones de la Asamblea de la CITEL y del Comité Directivo Permanente de la CITEL se mantendrá el formato actual. 

D.
Propuestas Interamericanas 
Propuesta Preliminar (PP): 
Definición: Es aquella que se presenta para su discusión con el objeto de lograr que ésta adquiera el carácter de Proyecto de Propuesta Interamericana y luego de Propuesta Interamericana. 

Proyecto de Propuesta Interamericana (DIAP): 
Definición: Es aquella Propuesta que luego de ponerse a consideración y discusión de los Estados Miembros, cuenta con el apoyo de más de 1 (una) Administración. 

Propuesta Interamericana (IAP): 
Definición: Es una Propuesta Preliminar o Proyecto de Propuesta Interamericana la cual ha sido apoyada por al menos 6 (seis) Administraciones y no tiene oposición de más del 50% (cincuenta por ciento) del número total de apoyos obtenidos.

E. Contribuciones Interamericanas 

Una Contribución Interamericana (IAC) es un documento que ha recibido el apoyo requerido, según el ejercicio del procedimiento establecido por el CCP respectivo, para ser aprobado y luego presentado a una Comisión de Estudio, Grupo de Trabajo o Grupo Asesor de la UIT.

ARTÍCULO 84

Conducción de las reuniones y apoyo administrativo

1.
La Secretaría deberá proveer el apoyo administrativo para la preparación, conducción y seguimiento de todas las reuniones de la Asamblea de la CITEL, del COM/CITEL y de los CCP, ciñéndose al presupuesto y teniendo en cuenta el nivel de apoyo para las reuniones que proporcionen los países que sirvan como sede. 

2.
Los informes del Presidente y las contribuciones técnicas o propuestas que hayan de considerarse en las reuniones plenarias de los CCP deberán ponerse a disposición de los miembros antes de la reunión, por los medios de comunicación más idóneos, a medida que se vayan recibiendo. A discreción del Presidente, se podrán presentar contribuciones técnicas adicionales hasta la fecha de la reunión inclusive. 

3.
El Presidente podrá limitar el tiempo de presentación y debate de los documentos, tomando en cuenta si son de carácter informativo o propuestas. Los documentos informativos no serán sometidos a discusión ni serán traducidos, sino que se solicitarán comentarios que también estarán sujetos a un límite de tiempo. El Presidente deberá observar en todo momento el derecho de voz de los Estados miembros y de los miembros asociados. 

4.
Los documentos para las reuniones de la Asamblea y del COM/CITEL serán traducidos y puestos a disposición de los miembros, por la Secretaría en forma final y reproducible, en lo posible en español e inglés, a medida que se vayan recibiendo. 

5.
En lo posible, los miembros deben utilizar medios de comunicaciones modernos para tratar los asuntos. Esta debe ser la forma normal de operar de los Grupos de Trabajo y los Grupos Ad Hoc, a fin de reducir el número de reuniones. 

6.
Los seminarios y las reuniones de los Grupos Ad Hoc y Grupos de Trabajo de un CCP en la medida de lo posible, deberían ser programados de manera de llevarse a cabo junto con una reunión plenaria de un CCP que resulte pertinente en cuanto al tema. 

7.
Los Estados miembros o los miembros asociados que auspicien seminarios o reuniones de Grupos Ad Hoc o de Grupos de Trabajo que vayan a tener lugar en forma independiente de una reunión ordinaria de los CCP deberán financiar los costos de esas reuniones, si no existen recursos aprobados para ese efecto, en el programa-presupuesto de la CITEL. 

ARTÍCULO 85 

Procedimientos de trabajo que rigen las actividades de los CCP 

1.
El proceso que define campos de interés prioritario entre los participantes conlleva la realización de seminarios y formación de Grupos Ad Hoc a fin de estudiar temas que puedan ser motivo de la formación de Grupos de Trabajo permanentes. Este proceso debe utilizarse al nivel de los CCP. 

2.
Los seminarios y debates sobre temas de interés deben llevarse a cabo conjuntamente con las reuniones de los CCP, de los Grupos de Trabajo, o de los Grupos Ad Hoc, o cuando sea necesario, según lo convenga el CCP. 

3.
Para que se cree un Grupo de Trabajo, por lo menos seis Estados miembros se deben comprometer a participar activamente en los trabajos. El establecimiento del Grupo de Trabajo debe aprobarse por resolución del CCP, indicando el alcance de su interés y el mandato. 

4.
Los Grupos Ad Hoc trabajarán hasta por dos años consecutivos, plazo que excepcionalmente podrá ser ampliado por el Comité que corresponda o por la Asamblea de la CITEL, según el caso, por un período limitado para la conclusión de la tarea. Eventualmente el CCP podrá convertir al Grupo Ad Hoc en un Grupo de Trabajo, siguiendo el procedimiento indicado en el inciso 3 de este Artículo. 

5.
Todo Grupo de Trabajo, Relatorías y Grupo Ad Hoc debe tener un Presidente y uno o más Vicepresidentes. La presidencia y vicepresidencias recaerán en Estados miembros o en miembros asociados. Para la elección de presidencias y vicepresidencias se observará en la medida de lo posible, una distribución geográfica equitativa. 

6.
Todos los miembros del CCP podrán asistir a las reuniones de los Grupos de Trabajo, Relatorías y Grupos Ad Hoc. Sin embargo, solamente a los que estén registrados específicamente como participantes de ellos, se les asegurará la entrega de documentos de trabajo y se esperará que participen activamente en el trabajo del Grupo. Las discusiones sobre los documentos de trabajo y los informes derivados de este estudio deberán llevarse a cabo dentro de las reuniones del Grupo y deberán apegarse en todo momento a lo establecido en el mandato. 

7.
Los Presidentes de los Grupos de Trabajo y Grupos Ad Hoc, así como los relatores, deberán suministrar informes por escrito y/o verbales sobre el avance del trabajo, en cada reunión del CCP. El informe final que presente cualquier Grupo reflejará sus resultados y deberá ser distribuido por la Secretaría a los miembros del CCP. El Informe final no podrá ser modificado por el CCP. Sin embargo, cualquier propuesta de acción que surja como consecuencia del Informe, deberá ser tratada por el CCP. 

8.
Toda medida propuesta al CCP en forma de proyectos de resolución, recomendación o decisión del Grupo de Trabajo o Grupo Ad Hoc al CCP deberá estar claramente definida y apoyada en el informe del Grupo. El informe deberá estipular si la medida propuesta ha sido aprobada por todos los miembros del Grupo que participan en las labores de éste. 

9.
Con el fin de asegurar la debida consideración de los Estados miembros, todo proyecto de resolución, recomendación o decisión presentado por un Grupo de Trabajo o Grupo Ad Hoc al plenario del CCP deberá ser distribuido en los idiomas de trabajo de la CITEL a los Estados miembros presentes en la reunión del CCP, antes que comience la sesión en la cual deberán ser debatidos o sometidos a votación. 

10.
El plenario del CCP adoptará las recomendaciones o resoluciones de los Grupos de Trabajo por consenso y con la presencia de por lo menos un tercio de los Miembros; dichas medidas también podrán adoptarse por medios electrónicos, siempre que no haya respuestas negativas. 

11.
Los CCP están habilitados para cambiar sus métodos de trabajo y adaptarlos de manera de atender las necesidades de sus miembros en la forma más eficiente posible, con la condición de que no contravengan disposiciones del Estatuto y el Reglamento de la CITEL.

12.
El COM/CITEL revisará periódicamente los programas de trabajo de los CCP y asesorará a los Presidentes de éstos acerca de aquellas áreas en donde exista superposición o redundancia y en las que se requiera una mayor coordinación entre los CCP. En este sentido, los presidentes de los CCP pueden coordinar sus tareas a fin de evitar la duplicación y definir áreas en las que pueda ser útil la cooperación formal entre los CCP. Asimismo deberán hacerse esfuerzos para asegurar, que los nuevos Grupos de Trabajo o Grupos Ad Hoc no dupliquen el trabajo que se esté realizando en los grupos ya existentes. Esto podrá hacerse revisando los mandatos de los grupos existentes, y cuando sea necesario, tomando medidas para coordinar efectivamente el trabajo con los Grupos de Trabajo, Relatorías, Grupos Ad Hoc o CCP pertinentes. 

13.
Los CCP deben evaluar periódicamente la necesidad del mantenimiento de sus Grupos de Trabajo, Relatorías y Grupos Ad Hoc, tomando en consideración su actividad y eficacia en la labor, en particular de aquellos que no hayan presentado su informe en dos reuniones consecutivas del CCP. La evaluación podrá dar como resultado un proyecto de resolución que contemple algunas de las siguientes opciones: 

a)
Requiera que el Grupo continúe su tarea. 

b)
Dé por concluido los trabajos del Grupo. 

c)
Modifique el alcance, el mandato o duración. 

d)
Designe un nuevo Presidente y/o Vicepresidente del Grupo. 

e)
Adopte otro tipo de medidas adecuadas para el logro de las metas. 

14.
En la medida de lo posible se procurará trabajar utilizando la transmisión electrónica de documentos. 

15.
Tanto la Asamblea de la CITEL como el COM/CITEL podrán aplicar los procedimientos antes establecidos o parte de ellos, al formar sus Grupos de Trabajos o Grupos Ad Hoc. 

C.  NORMAS DE VOTACIÓN 

ARTÍCULO 86

1.
Cuando el Estatuto o este Reglamento requiera que se adopte una decisión y ésta no se logre por consenso, la propuesta será sometida a votación secreta. La regla de votación secreta puede suspenderse temporariamente, caso por caso, siempre que, antes de llevarse a cabo la votación, se presente una moción de suspender la aplicación de la regla, y esa moción sea aprobada con el voto de la mayoría absoluta de los Estados miembros participantes, manifestada en votación abierta, levantando la mano. 

2.
El Presidente puede permitir a las delegaciones que fundamenten su voto, ya sea antes o después de la votación, y podrá limitar la duración de estas explicaciones. 

D.  RELACIONES CON OTRAS ORGANIZACIONES

ARTÍCULO 87

1.
En aras de lograr el máximo de cooperación y coordinación en sus actividades y trabajo, la CITEL colaborará, por medio de los acuerdos que estime pertinente, con los organismos técnicos gubernamentales, no gubernamentales e intergubernamentales que desempeñen actividades similares a las previstas en los objetivos y funciones de la CITEL, establecidos en el Artículo 3 del Estatuto. 

2.
En los casos en que las actividades de la CITEL estén relacionadas con la competencia técnica de una organización especializada interamericana, de los órganos subsidiarios, los organismos y demás entidades del sistema interamericano, la CITEL solicitará su colaboración para el desempeño de dichas actividades. 
E.  OTRAS DISPOSICIONES 

ARTÍCULO 88 

Vigencia 

El presente Reglamento entrará en vigor en la fecha en que sea aprobado por la Asamblea de la CITEL y será aplicable a todas las reuniones de todos los órganos de la CITEL. 

ARTÍCULO 89 

Enmiendas al Reglamento 

1.
Las propuestas de enmiendas al Reglamento serán consideradas por la Asamblea de la CITEL y aprobadas por ésta por mayoría absoluta de los Estados miembros participantes. 

2.
Cuando a criterio del COM/CITEL haya una enmienda que sea urgente, éste, al amparo del Artículo 17 (g) del Estatuto, podrá decidir la aplicación provisional de dicha enmienda hasta que sea decidida por la Asamblea de la CITEL en su reunión ordinaria o extraordinaria siguiente. 

3.
Las enmiendas al Reglamento adoptadas por la Asamblea de la CITEL serán presentadas a la Asamblea General de la Organización en su período ordinario de sesiones siguiente, para su información. 

ARTÍCULO 90 

Suspensión de algún procedimiento del Capítulo II 

Las disposiciones sobre procedimientos establecidas en el Capítulo II del presente Reglamento se aplicarán a todas las reuniones de la Asamblea de la CITEL. No obstante, en circunstancias excepcionales la Asamblea podrá decidir, por el voto afirmativo de los dos tercios de los Estados miembros participantes, la suspensión temporal de cualquiera de las disposiciones de procedimiento de ese capítulo, con el objeto de lograr un funcionamiento más eficiente de la Asamblea. Sin embargo, tal suspensión no podrá contravenir lo dispuesto en el Estatuto. 

ARTÍCULO 91 

Materias no reguladas 

Las materias y situaciones no previstas en este Reglamento serán decididas por el voto de la mayoría absoluta de los Estados miembros participantes en la Asamblea de la CITEL o los miembros del COM/CITEL si la Asamblea no estuviera reunida. Si la Asamblea o el COM/CITEL no estuviere reunido, serán resueltas provisionalmente por su Presidente, luego de consultar con los demás miembros del COM/CITEL y hasta que el COM/CITEL ratifique esa decisión en su siguiente reunión. El COM/CITEL informará de todas las decisiones adoptadas en aplicación de este Artículo a la Asamblea de la CITEL en su reunión ordinaria siguiente. Ninguna decisión adoptada en aplicación de este Artículo puede contravenir las disposiciones del Estatuto de la CITEL. 

ANEXO I

NOMBRES DE LOS COMITÉS CONSULTIVOS PERMANENTES 

Con referencia al Capítulo IV de este Reglamento, la CITEL tiene los siguientes Comités Consultivos Permanentes: 

Comité Consultivo Permanente I (CCP.I): Telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) 

Comité Consultivo Permanente II (CCP.II): Radiocomunicaciones 

AG/RES. 2918 (XLVIII-O/18)

REFORMA DEL CONVENIO INTERAMERICANO SOBRE EL PERMISO INTERNACIONAL
DE RADIOAFICIONADO
(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTA la resolución CITEL/RES. 86 (VII-2018), emanada de séptima reunión ordinaria de la Asamblea de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), mediante la cual dicho órgano resolvió transmitir a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) el “Proyecto de Reforma del Convenio Interamericano sobre el Permiso Internacional de Radioaficionado (IARP)”, para su aprobación y para que disponga abrir a la firma de los Estados Miembros de la Organización, la Reforma del Convenio sobre el Permiso Internacional de Radioaficionado (IARP);


CONSIDERANDO que la Asamblea de la CITEL es el órgano máximo de la CITEL y está integrada por los Estados Miembros de la Organización y que, por su parte, el Comité Directivo Permanente de la CITEL (COM/CITEL) es el órgano técnico directivo de la CITEL y, de acuerdo con lo establecido en su Estatuto aprobado por la Asamblea General de la OEA, tiene entre otras funciones la de elaborar, con la colaboración de la Secretaría de la CITEL, proyectos de convenios y tratados interamericanos relativos a las telecomunicaciones en las Américas;


RECONOCIENDO que es objetivo de la CITEL facilitar y promover, por todos los medios a su alcance, el continuo desarrollo de las telecomunicaciones/tecnologías de la información y la comunicación (TIC) en el Hemisferio en pos del desarrollo sostenible y sustentable; y


CONVENCIDA de los beneficios del servicio de radioaficionados y atendiendo al interés de los Estados Miembros de la CITEL en que a los ciudadanos de un Estado Miembro que tengan autorización para ejercer el servicio de aficionados en su país se les permita el ejercicio temporal del servicio de aficionados en el territorio de otro Estado Miembro de la CITEL,
RESUELVE:

Aprobar la Reforma del Convenio Interamericano sobre el Permiso Internacional de Radioaficionado (IARP) contenida en el anexo a esta resolución.

ANEXO

REFORMA DEL

CONVENIO INTERAMERICANO SOBRE PERMISO INTERNACIONAL DE RADIOAFICIONADO

Los Estados Miembros de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), 

Considerando el espíritu de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), las disposiciones del Estatuto de la CITEL y las disposiciones del Reglamento de Radiocomunicaciones de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), 

Convencidos de los beneficios del Servicio de Radioaficionados y atendiendo al interés de los Estados miembros de la CITEL en que a los ciudadanos de un Estado miembro que tengan autorización para ejercer el Servicio de Aficionados en su país se les permita el ejercicio temporal del Servicio de Aficionados en el territorio de otro Estado Miembro de la CITEL, 

Han acordado suscribir el siguiente Convenio para el uso de un Permiso Internacional de Radioaficionado (IARP): 

Disposiciones Generales

Artículo 1

1. Respetándose la soberanía nacional sobre la utilización del espectro radioeléctrico comprendido dentro de su jurisdicción, cada Estado Parte acuerda permitir operaciones temporales de estaciones de aficionados bajo su autoridad, a personas licenciadas con un IARP por otro Estado Parte, sin un examen adicional. Los Estados Partes podrán otorgar permisos para operar en otros Estados Partes, solamente a sus ciudadanos. 

2. Los Estados Partes reconocen el Permiso Internacional de Radioaficionados (IARP según sus siglas en idioma inglés) que sea otorgado bajo las condiciones especificadas en el presente Convenio. 

3. El único Estado Parte que puede imponer tasas o impuestos sobre los IARP es el Estado Parte que los emite. 

4. Este Convenio no altera las reglamentaciones aduaneras sobre transporte de equipos de radio a través de fronteras nacionales. 

Definiciones

Artículo 2

1. Las expresiones y términos utilizados en este Convenio seguirán las definiciones del Reglamento de Radiocomunicaciones de la UIT. 

2. Los servicios de aficionados y de aficionados por satélite son servicios de radiocomunicaciones según el Artículo 1 del Reglamento de Radiocomunicaciones de la UIT, que se rigen por otras disposiciones del Reglamento de Radiocomunicaciones, así como por las reglamentaciones nacionales de los Estados Partes.

3. El término "IARU" significará la Unión Internacional de Radioaficionados. 

Disposiciones Relativas al Permiso Internacional de Radioaficionados (IARP)

Artículo 3

1. El IARP será emitido por la Administración del país de su poseedor o, en la medida que lo permitan las leyes internas del país que lo emite, mediante autorización delegada, por la organización Miembro de la IARU de dicho Estado Parte. El Estado Parte debería seguir el modelo para ese permiso, contenido en el Anexo a este Convenio.

2. El IARP será redactado en inglés, francés, portugués o español o en el idioma oficial del Estado Parte que lo emite, si fuere distinto. 

3. El IARP no será válido para operar en el territorio del Estado Parte que lo emite, sino solamente en otros Estados Partes. Será válido por un año en los Estados Partes visitados, pero en ningún caso su validez excederá de la fecha de expiración de la licencia nacional de su poseedor. 

4. Los radioaficionados que sean poseedores únicamente de una autorización temporal de operación en un país extranjero, no serán beneficiarios de las disposiciones de este Convenio. 

5. El IARP debería incluir la información siguiente: 

a) Una declaración de que el documento es emitido de conformidad con este Convenio. 

b) El nombre y dirección postal del poseedor. 

c) El distintivo de llamada. 

d) El nombre y dirección de la autoridad emisora. 

e) La fecha de expiración del permiso. 

f) El país y fecha de emisión. 

g) La clase del operador poseedor del IARP. 

h) Una declaración de que la operación es permitida sólo en las bandas especificadas por el Estado Parte visitado. 

i) Una declaración de que el poseedor del permiso debe obedecer las regulaciones del Estado Parte visitado. 

j) La necesidad de una notificación, de ser requerida por el Estado Parte visitado, de la fecha, lugar y duración de la permanencia en ese Estado Parte. 

6. El IARP será expedido de acuerdo con las siguientes clases de autorización de operación: 

Clase 1. Para uso de todas las bandas de frecuencias atribuidas a los servicios de aficionados y de aficionados por satélite y especificadas por el país donde la estación de aficionados ha de operar. Estará permitida solamente para aquellos radioaficionados que hayan comprobado ante su propia Administración tener conocimientos avanzados, considerando que la Guía para los estándares de competencia puede encontrarse en la versión más reciente de la Recomendación UIT-R M.1544.

Clase 2. Esta clase permite la utilización de todas las bandas de frecuencia atribuidas a los servicios de aficionados y de aficionados por satélite por encima de 30 MHz y especificadas por el país donde la estación de aficionados ha de operar. 

Condiciones de Uso

Artículo 4

1. Un Estado Parte puede declinar, suspender o cancelar la operación de un IARP, de acuerdo con el derecho vigente en dicho Estado. 

2. Cuando el poseedor del IARP esté transmitiendo en el país visitado deberá utilizar el prefijo del distintivo de llamada especificado por el país visitado y el distintivo de llamada del país de su licencia, separado por la palabra “barra” o "/". 

3. El poseedor del IARP debe transmitir solamente en las frecuencias autorizadas por el Estado Parte visitado y debe cumplir con las regulaciones del Estado Parte visitado. 
Reciprocidad con Estados Miembros de la Conferencia Europea 
de Administración Postal y de Telecomunicaciones

Artículo 5

Los radioaficionados poseedores de una licencia de radioaficionado de un Estado miembro de la Conferencia Europea de Administraciones Postal y de Telecomunicaciones (CEPT) que haya aplicado la Recomendación T/R 61-01 de la CEPT (Licencia de radioaficionados de la CEPT) disfrutarán de los mismos derechos y privilegios que se conceden a los poseedores del IARP, siempre que la CEPT otorgue a los titulares poseedores del IARP los mismos derechos y privilegios que gozan los poseedores de la Licencia de Radioaficionado de la CEPT. Estos derechos y privilegios que se conceden con base en el presente Artículo se sujetarán a las condiciones correspondientes establecidas en el Convenio sobre el IARP y en la Recomendación T/R 61-01 de la CEPT, respectivamente.

Disposiciones Finales

Artículo 6

Los Estados Partes se reservan el derecho de concertar acuerdos complementarios sobre procedimientos y modalidades de aplicación de este Convenio. Sin embargo, tales acuerdos no podrán estar en contradicción con las disposiciones de este Convenio. Los Estados Partes pondrán en conocimiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos los acuerdos complementarios que celebren, y esta Secretaría enviará copia auténtica de su texto, para su registro y publicación, a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su Carta, y a la Secretaria General de la Unión Internacional de Telecomunicaciones. 

Artículo 7

 
El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados miembros de la CITEL. 

Artículo 8

Los Estados miembros de la CITEL pueden llegar a ser Partes en el presente Convenio mediante: 

a) La firma no sujeta a ratificación, aceptación, o aprobación; 

b) La firma sujeta a ratificación, aceptación o aprobación, seguida de ratificación, aceptación o aprobación, o

c) La adhesión. 

La ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se realizará mediante el depósito del instrumento correspondiente en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, en su carácter de Depositaria. 

Artículo 9

Cada Estado Parte podrá formular reservas al presente Convenio al momento de la firma o depósito de un instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, siempre que cada reserva verse sobre una o más disposiciones específicas y no sea incompatible con los objetivos y propósitos de este Convenio. 

Artículo 10

1. En el caso de aquellos Estados que sean Partes de este Convenio y del Convenio Interamericano sobre el Servicio de Aficionados ("Convenio de Lima"), este Convenio prevalece sobre la aplicación del "Convenio de Lima". 
2. Con excepción de lo dispuesto en el numeral 1 de este Artículo, el presente Convenio no alterará ni afectará ningún acuerdo multilateral o bilateral vigente, referente a la operación temporal en el Servicio de Aficionados en los Estados miembros de la CITEL. 

Artículo 11

El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que dos Estados hayan llegado a ser Partes del mismo. En cuanto a los Estados restantes, entrará en vigor en el trigésimo día a partir de la fecha en que los Estados hayan cumplido el procedimiento correspondiente previsto en el Artículo 8.

Artículo 12

El presente Convenio regirá indefinidamente, pero puede ser terminado por consentimiento de los Estados Partes. Cualquiera de los Estados Partes en este Convenio podrá denunciarlo. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, el Convenio cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando en vigor para los demás Estados Partes. 

Artículo 13

El instrumento original del presente Convenio, cuyos textos en inglés, francés, portugués y español son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su Carta, y a la Secretaría General de Unión Internacional de Telecomunicaciones. 

La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados Partes en este Convenio las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación, adhesión y denuncia y las reservas que se formularen. 

CONVENIO INTERAMERICANO SOBRE PERMISO INTERNACIONAL DE RADIOAFICIONADO

ANEXO

(MODELO SUGERIDO)

PERMISO INTERNACIONAL DE RADIOAFICIONADOS

Nombre del Convenio y fecha

Emitido en (país emisor) 

Fecha de expiración

Autoridad emisora
Dirección de la autoridad emisora

Este permiso es válido en los territorios de todos los Estados Partes en el Convenio Interamericano sobre Permiso Internacional de Radioaficionados (el Convenio) con excepción del territorio del Estado Parte que lo emite, por un período de un año de la fecha de emisión, o la fecha de expiración de la licencia nacional, lo que ocurra primero, para la operación de estaciones de radioaficionados y de radioaficionados por satélite, de acuerdo a la clase especificada de este permiso. 

Queda entendido que este permiso no afecta de ninguna manera la obligación del portador a observar estrictamente las leyes y regulaciones relativas a la operación de estaciones de radioaficionados y radioaficionados por satélite en el país en el cual la estación es operada. 

Información del operador

 Apellidos 
 Nombres 
 Distintivo de llamada 

 Lugar de nacimiento 

 Fecha de nacimiento 

 País de residencia permanente 
 Dirección

 Ciudad, estado o provincia 

 Clase de operador IARP

Clases de autorización de operación 

Clase 1. Para uso de todas las bandas de frecuencias atribuidas a los servicios de aficionados y de aficionados por satélite y especificadas por el país donde la estación de aficionados ha de operar. Estará permitida solamente para aquellos radioaficionados que hayan comprobado ante su propia Administración tener conocimientos avanzados, considerando que la Guía para los estándares de competencia puede encontrarse en la versión más reciente de la Recomendación UIT-R M.1544.
Clase 2. Esta clase permite la utilización de todas las bandas de frecuencia atribuidas a los servicios de aficionados y aficionados por satélite por encima de 30 MHz y especificadas por el país donde la estación de aficionados ha de operar. 

AVISO IMPORTANTE A LOS POSEEDORES 

1.
Su licencia válida de radioaficionado emitida por la administración de su país debe acompañar al IARP en todo momento. 

2.
A menos que los reglamentos del país visitado requieran lo contrario, la identificación de la estación será (prefijo del país visitado o la región), la palabra "barra" o "/" seguida del distintivo de llamada de la licencia que acompaña al IARP. 

3.
Un país visitado puede declinar, suspender o cancelar la operación de un IARP. 

4.
Algunos países pueden requerir que usted notifique por adelantado la fecha, lugar y duración de su permanencia.

(Añadir al documento espacios e identificaciones para la firma de la autoridad emisora, firma del operador, fotografía del operador y sello o logo de la autoridad emisora)
AG/RES. 2919 (XLVIII-O/18)

FORTALECIMIENTO DE LAS RESPUESTAS MULTISECTORIALES A LA CRISIS DE LAS
ENFERMEDADES NO TRANSMISIBLES EN LAS AMÉRICAS
(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECONOCIENDO que las enfermedades no transmisibles (ENT) —específicamente las enfermedades cardiovasculares, el cáncer, las enfermedades respiratorias crónicas y la diabetes— causan 5,2 millones de muertes al año en las Américas y representan una amenaza crítica al desarrollo nacional en el Hemisferio;

TENIENDO EN CUENTA que la prevención y el control de las enfermedades no transmisibles requieren una respuesta de todo el Gobierno y toda la sociedad, en vista de la carga social y económica que representan estas enfermedades para los Gobiernos nacionales;

CONSCIENTE de que las iniciativas de política para el control de las enfermedades no transmisibles abarcan tanto el sector de la salud como otros sectores, entre ellos los del desarrollo, la educación, el trabajo, la agricultura, el comercio, las finanzas, la planificación urbana, el medio ambiente y el transporte;

RECORDANDO los compromisos políticos de los Estados Miembros en la Declaración de Compromiso de Puerto España, de la Quinta Cumbre de las Américas, y la Declaración de Compromiso: Fortalecimiento de la Prevención y el Control de Enfermedades no Transmisibles mediante la Cooperación en el Sistema Interamericano, de la Séptima Cumbre de las Américas, y, en particular, la formación del Grupo de Trabajo Interamericano sobre las Enfermedades no Transmisibles
/; y

TENIENDO EN CUENTA el poder de convocatoria y el papel crítico de la Organización de los Estados Americanos para el Grupo de Trabajo Interamericano sobre las Enfermedades no Transmisibles,
RESUELVE:
1. Encomendar a la Secretaría General que, por conducto del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral, ofrezca apoyo institucional, en la medida en que lo permitan los recursos y según proceda, a los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, en particular la Organización Panamericana de la Salud (OPS), en sus esfuerzos para promover las respuestas multisectoriales a las enfermedades no transmisibles (ENT).
2. Encomendar a la Secretaría General que, con la asistencia de la OPS, lleve adelante la incorporación de perspectivas relacionadas a las enfermedades no transmisibles y sus factores de riesgo en el diseño de acciones de cooperación de la Organización.
3.  Promover en cada Estado Miembro una respuesta integral a las enfermedades no transmisibles y sus factores de riesgo, a nivel de todas las instancias gubernamentales, mediante la integración de medidas de prevención y control dentro de sus planes de desarrollo nacional.
4. Fortalecer e impulsar el diálogo y la colaboración entre los Estados Miembros y los organismos que integran el Grupo de Trabajo Interamericano sobre las Enfermedades no Transmisibles, a fin de intensificar la respuesta a las enfermedades no transmisibles.
5. Fomentar la participación de autoridades de alto nivel de cada Estado Miembro en la reunión de alto nivel sobre enfermedades no transmisibles, que tendrá lugar en la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, en setiembre de 2018.
NOTA A PIE DE PÁGINA

1.
… de las mismas, los Jefes de Estado y de Gobierno no pudieron abordar, ni aprobaron las Declaraciones Políticas de esas Cumbres. Los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos, formaban parte de la Declaración Política y al no ser aprobadas éstas, aquellos también quedaron sin aprobación; razón por la cual Nicaragua no está de acuerdo en hacer mención de estos documentos y mandatos que no fueron aprobados.
AG/RES. 2920 (XLVIII-O/18)

APOYO Y SEGUIMIENTO DEL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)


LA ASAMBLEA GENERAL, 

TENIENDO EN CUENTA los mandatos e iniciativas emanadas de la Primera Cumbre de las Américas (Miami, 1994), la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa Cruz de la Sierra, 1996), la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago, 1998), la Tercera Cumbre de las Américas (ciudad de Quebec, 2001)
/, la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004), la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del Plata, 2005), la Quinta Cumbre de las Américas (Puerto España, 2009), la Sexta Cumbre de las Américas (Cartagena de Indias, 2012), la Séptima Cumbre de las Américas (ciudad de Panamá, 2015)
/, y la Octava Cumbre de las Américas (ciudad de Lima, 2018)
/; 

TENIENDO PRESENTE el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”
/
/, adoptado en la Octava Cumbre de las Américas, celebrada en Lima, Perú, los días 13 y 14 de abril de 2018; 

TENIENDO EN CUENTA el reconocimiento, en la Tercera Cumbre de las Américas, de la función que cumple la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA como coordinadora de los esfuerzos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en apoyo al proceso de Cumbres de las Américas y como foro para que la sociedad civil contribuya a dicho proceso, así como en el establecimiento de la Secretaría de Cumbres; la importancia de dar un seguimiento coordinado, oportuno y eficaz a los mandatos e iniciativas de las Cumbres de las Américas; y el importante papel que desempeña la OEA en el seguimiento de la implementación de los mandatos e iniciativas adoptados en las Cumbres de las Américas y como Secretaría Técnica del proceso de Cumbres; y 

DESTACANDO la importancia de la labor del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres, así como de la Comunidad Virtual de Cumbres de las Américas como un instrumento para modernizar los mecanismos de diálogo entre todos los actores involucrados en el proceso de Cumbres, 

RESUELVE:

1.
Implementar los compromisos establecidos en la resolución AG/RES. 2846 (XLIV-O/14) para apoyar el proceso de Cumbres de las Américas y solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, continúe actuando como memoria institucional y Secretaría Técnica de este proceso, brindando asesoría a los Estados Miembros, según lo soliciten, en todos los aspectos relacionados con el proceso, y apoyando las actividades de seguimiento de la Octava Cumbre
/ celebrada en Lima, Perú, en abril de 2018. 

2.
Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, continúe apoyando el seguimiento y difusión de los mandatos e iniciativas de las Cumbres, según corresponda, —incluso involucrando los procesos ministeriales—; que continúe ofreciendo apoyo a los Estados Miembros para la implementación de los mismos y que realice esfuerzos para promover y difundir los mandatos e iniciativas existentes entre los actores involucrados a fin de facilitar su contribución y su participación en el seguimiento e implementación de los mandatos e iniciativas de futuras Cumbres, utilizando el Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA) y de la Comunidad Virtual de Cumbres de las Américas y otras plataformas de información y comunicación. 

3.
Encomendar a la Secretaría General que, a través del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC), presidido por la Secretaría de Cumbres en representación de la Organización de los Estados Americanos, continúe coordinando y promoviendo la implementación y seguimiento de los mandatos de las Cumbres de las Américas en las instituciones del GTCC; y que lleve a cabo, por lo menos, una reunión al año de los jefes de instituciones para examinar los avances logrados y planificar actividades conjuntas, informando al respecto a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA y al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC). 

4.
Que la ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y encomendar a la Secretaría General que gestione y movilice fondos voluntarios y recursos técnicos de la cooperación internacional y organismos no gubernamentales para llevar a cabo las actividades mencionadas en esta resolución, e instar a los Estados Miembros a que contribuyan al financiamiento de estas actividades. 

5.
Instar a los Estados Miembros a que, a través del GRIC, informen regularmente sobre la implementación y seguimiento de los mandatos e iniciativas establecidos en el proceso de Cumbres de las Américas.
NOTAS A PIE DE PÁGINA


1.
…de las Cumbres de las Américas (párrafo 15 de la Declaración de Quebec y párrafo 6-A del Plan de Acción, y párrafo 12 de la Declaración de Nuevo León), así como en la resolución AG/RES. 2014 (XXXIV-O/04), “Comercio e integración en las Américas”, y anteriores resoluciones con igual título, así como al Plan Estratégico de Cooperación Solidaria. El contenido de la presente nota al pie aplica a todas las menciones al proceso de Cumbres de las Américas y al Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo incluidas en la presente resolución. 
2.
…en la Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas, debido a que en estas los Jefes de Estado y de Gobierno no aprobaron las declaraciones políticas que contenían los mandatos y las partes resolutivas de los ejes temáticos que formaban parte de la Declaración Política.

3.
…Asimismo, reitera su denuncia y rechazo a la decisión del Gobierno de Perú de auto asignarse la facultad de decidir de forma unilateral y sin basamento jurídico sobre la participación de un Estado Miembro de la OEA en las reuniones del GRIC (Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres) así como en la Octava Cumbre de las Américas. Esta práctica, basada en motivaciones políticas e ideológicas, además de violar el “Acuerdo entre la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y el Gobierno de la República del Perú relativo a la celebración de la Octava Cumbre de las Américas”, se convierte en un precedente muy peligroso que viola los principios más elementales de Derecho Internacional Público, así como las normativas básicas que regulan la organización y participación de los Estados en las reuniones multilaterales. Por otra parte, hacemos un llamado a los Estados Miembros de la OEA para consideren la pertinencia de mantener en la Organización, la Secretaría de Cumbres, toda vez que esta instancia, en su desempeño de apoyo a la Octava Cumbre de las Américas, violó la normativa de la OEA, incluida la Carta fundacional de la Organización para apegarse a la arbitrariedad del país anfitrión. 

4.
…ni otros documentos, declaraciones, comunicados o resoluciones que emanen de la Octava Cumbre de las Américas, por no haber participado en la negociación de los mismos.
AG/RES. 2921 (XLVIII-O/18)

INCORPORACIÓN DE CRITERIOS MULTIDIMENSIONALES PARA LA MEDICIÓN DE LA
POBREZA Y EL DESARROLLO
/
/
(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)

LA ASAMBLEA GENERAL,
REAFIRMANDO:
Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos proclama los propósitos esenciales de la Organización de‭ “[‬p]romover,‭ ‬por medio de la acción cooperativa,‭ ‬su desarrollo económico,‭ ‬social y cultural‭” ‬y‭ “[‬e]rradicar la pobreza crítica,‭ ‬que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del Hemisferio‭”;‬
Que en la Carta Social de las Américas y en su Plan de Acción se subraya‭ “‬la determinación y el compromiso de los Estados Miembros de combatir de forma urgente los graves problemas de la pobreza,‭ ‬la exclusión social y la inequidad que afectan en distinta medida a los países del Hemisferio‭; ‬de enfrentar sus causas y sus consecuencias‭; ‬y de crear condiciones más favorables para el desarrollo económico y social con equidad para promover sociedades más justas‭”;‬ y
Que en la Declaración sobre el Fortalecimiento Institucional para el Desarrollo Sostenible en las Américas,‭ ‬aprobada en Santo Domingo,‭ ‬los Estados Miembros alientan‭ “‬a las instituciones financieras internacionales que desempeñan un papel importante en el financiamiento del desarrollo a que analicen formas de integrar los objetivos del desarrollo sostenible,‭ ‬metas e indicadores en los procesos de toma de decisiones sobre la asistencia al desarrollo y financiamiento y que promuevan intercambios con todas las partes interesadas pertinentes para mejorar la multidimensionalidad de sus indicadores utilizados para describir el nivel de desarrollo de un país‭”
/;‬

SUBRAYANDO‭ ‬que una alianza interamericana integral para el desarrollo es responsabilidad conjunta y solidaria de los Estados Miembros en el marco de los principios democráticos y las instituciones‭ ‬del sistema interamericano‭;‬

RECORDANDO:
Que los distintos países de la región han implementado criterios multidimensionales para la medición de la pobreza y otros están trabajando en el desarrollo de métodos multidimensionales de medición,‭ ‬y que en la última década ha habido un abundante intercambio de experiencias,‭ ‬tanto bilateralmente como en foros multilaterales,‭ ‬sobre la aplicación de esos métodos,‭ ‬lo cual ha llevado al establecimiento de lazos de cooperación entre los países de las Américas‭;‬ y
El trabajo que realiza la Organización de los Estados Americanos en apoyo a los esfuerzos nacionales para medir la pobreza en todas sus dimensiones‭;‬ y
CONSIDERANDO:
Que,‭ ‬a escala mundial,‭ ‬la Agenda‭ ‬2030‭ ‬para el Desarrollo Sostenible reconoce que‭ “‬la erradicación de la pobreza en todas sus formas y dimensiones,‭ ‬incluida la pobreza extrema,‭ ‬es el mayor desafío a que se enfrenta el mundo y constituye un requisito indispensable para el desarrollo sostenible‭”‭
/ ‬y,‭ ‬en particular,‭ ‬el objetivo‭ ‬1.2,‭ ‬que es un llamamiento a los países para que reduzcan al menos a la mitad la pobreza en todas sus dimensiones para‭ ‬2030;‬
Que se está avanzando en foros multilaterales con la incorporación de nuevos parámetros para medir la pobreza y el desarrollo,‭ ‬a diferencia de la medición tradicional,‭ ‬que usa el ingreso per cápita como único indicador‭;‬
Que,‭ ‬en el contexto de la reforma institucional y el fortalecimiento técnico de la Organización de las Naciones Unidas,‭ ‬el Secretario General de esa Organización ha puesto de relieve la importancia de seguir promoviendo el progreso con esfuerzos orientados a adoptar criterios multidimensionales para medir la pobreza y el desarrollo‭;‬
Que en el sistema de las Naciones Unidas y en otros foros multilaterales se está intensificando el llamamiento para que se use este enfoque‭ ‬multidimensional a fin de abordar de manera integral los retos de la situación del desarrollo nacional sostenible,‭ ‬así como los desafíos de las normas para el desarrollo sostenible en el siglo XXI‭;‬
Que el efecto de la exclusión de países del Caribe,‭ ‬entre otros,‭ ‬del acceso al sistema mundial de financiamiento y comercio,‭ ‬como la suspensión de las relaciones de banca corresponsal,‭ ‬genera graves consecuencias para el mantenimiento de la estabilidad financiera,‭ ‬el crecimiento económico,‭ ‬los flujos de remesas y el alivio de la pobreza y dificulta para esos países la consecución de lo acordado en la Agenda‭ ‬2030‭ ‬para el Desarrollo Sostenible y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible,‭ ‬revirtiendo de esa forma sus logros económicos y frustrando su progreso futuro‭; ‬y
Que la región de América Latina y el Caribe es una de las más vulnerables del mundo a los efectos adversos del cambio climático y que dentro de esta región muchos pequeños Estados insulares en desarrollo y Estados costeros de baja altitud enfrentan una grave amenaza a su supervivencia y viabilidad debido al cambio climático y al aumento en el nivel del mar
/,
RESUELVE:
1. Instar a los Estados Miembros a que sigan avanzando en la adopción de instrumentos para la medición de la pobreza,‭ ‬la desigualdad y la vulnerabilidad que tengan en cuenta sus múltiples dimensiones,‭ ‬a fin de asegurar que los programas de cooperación y el financiamiento para el desarrollo faciliten la consecución de las metas de los Objetivos de la Agenda‭ ‬2030 para el Desarrollo Sostenible.
2. ‭‬Solicitar a los países donantes y a las instituciones regionales e internacionales de financiamiento y desarrollo que,‭ ‬en sus mediciones del nivel de desarrollo de los países receptores y en los criterios correspondientes de elegibilidad para la asistencia para el desarrollo,‭ ‬incorporen variables que reflejen sus desafíos en lo que respecta a la pobreza,‭ ‬la desigualdad,‭ ‬la vulnerabilidad a los efectos adversos del cambio climático y la exclusión del acceso al sistema mundial de financiamiento y comercio,‭ ‬así como otros impedimentos para el desarrollo,‭ ‬a fin de superar la distorsión de los niveles de desarrollo causada por una dependencia del criterio del ingreso per cápita.
3. Solicitar a la Secretaría General que dé seguimiento a esta resolución,‭ ‬que promueva los diálogos pertinentes con dichas entidades y países cooperantes y que presente un informe de progreso al respecto antes del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización.
NOTAS A PIE DE PÁGINA
1. …y bancos multilaterales de desarrollo en sus diálogos con países socios.  Esfuerzos como éstos encabezados por países de medianos ingresos apartan el financiamiento concesional al desarrollo de los países de menores ingresos con mayor necesidad, merman los limitados fondos de capital y pueden afectar negativamente el acceso de los países de medianos ingresos a otras fuentes más grandes de financiamiento al desarrollo.  Esta resolución tampoco toma en cuenta las inquietudes de los países donantes más grandes del Hemisferio, los cuales desempeñan un papel vital en este proceso.

Estados Unidos está comprometido en conservar el acceso a su sistema financiero en la medida de lo posible, apoyando el crecimiento económico, el comercio, la inclusividad y la transparencia financieras al tiempo que continúa aplicando las normas y reglamentos estadounidenses y apoya las normas internacionales pertinentes.  Si bien los motivos de la reducción de riesgos son diversos e incluyen decisiones financieras del sector privado en las que inciden las fuerzas del mercado, un área clave en la que los Estados podrían actuar de manera proactiva para proteger y mantener las relaciones de corresponsalía bancaria es a través de la efectiva implementación de las normas prudenciales internacionales para combatir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo.

Las investigaciones con mayor reconocimiento en materia de corresponsalía bancaria, en particular las hechas por el Fondo Monetario Internacional, sugieren que los efectos en términos de estabilidad económica y financiera de la reducción de las relaciones de corresponsalía bancaria son muy limitados.  Estados Unidos considerará brindar asistencia técnica a los países con demostrada voluntad política para hacer los cambios necesarios para adoptar las normas financieras internacionales.
2. …e integridad de la asistencia oficial al desarrollo y su enfoque hacia los países en desarrollo con menores niveles de ingreso per cápita.  Si bien Canadá reconoce que los parámetros basados en ingresos miden de manera imperfecta la pobreza y el nivel de desarrollo, éstos continúan siendo hasta el momento la opción más ampliamente aceptada y estadísticamente confiable para determinar la elegibilidad para la asistencia oficial al desarrollo.  Canadá apoya los esfuerzos a nivel nacional e internacional para hacer frente al retiro de las relaciones de corresponsalía bancaria y sus respectivas consecuencias en áreas tales como las remesas, los flujos comerciales y la inclusión financiera. Canadá sostiene que el texto de esta resolución no refleja consenso y no establece un precedente ni constituye texto acordado que pueda ser utilizado para futuras negociaciones en la OEA u otros foros.

AG/RES. 2922 (XLVIII-O/18)

FORTALECIMIENTO DE ÓRGANOS, ORGANISMOS, ENTIDADES, INICIATIVAS
Y MECANISMOS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)

LA ASAMBLEA GENERAL,


TENIENDO PRESENTE lo dispuesto en el Reglamento del Consejo Permanente;

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN los informes anuales al cuadragésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización Panamericana de la Salud (OPS) (CP/doc.5370/18 corr. 1), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) (CP/doc.5397/18), la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) (CP/doc.5379/18), el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) (CP/doc.5381/18) y el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH) (CP/doc.5380/18), 

I. INSTITUTO INTERAMERICANO DEL NIÑO, LA NIÑA Y ADOLESCENTES

CONSIDERANDO:

Que el IIN constituye el único espacio de articulación interestatal en materia de niñez y adolescencia a escala continental y atiende en los ejes de asistencia técnica y capacitación a la mayoría de los Estados Miembros en un área estratégica y de enorme sensibilidad para la promoción y protección de los derechos humanos en el Hemisferio como lo es la niñez y adolescencia; 

Que la misión institucional del IIN es la de brindar asistencia técnica a los Estados para fortalecer sus capacidades de promoción y protección de derechos de la niñez y la adolescencia; y 
RECONOCIENDO la labor del IIN a favor de la niñez y adolescencia, y recordando que el Consejo Permanente estableció el 9 de junio como “Día de la Niñez y la Adolescencia de las Américas”, 
RESUELVE:

Apoyar y alentar al Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) para que siga trabajando en el desarrollo de políticas públicas que garantizan la promoción, protección y ejercicio de los derechos de la niñez y la adolescencia.

II. INSTITUTO PANAMERICANO DE GEOGRAFÍA E HISTORIA


CONSIDERANDO que el IPGH es el organismo científico y técnico de la OEA dedicado a la generación y transferencia de conocimiento especializado en las áreas de cartografía, geografía, historia y geofísica, 

RESUELVE:

Apoyar y difundir el trabajo del Instituto Panamericano de Geografía e Historia que busca integrar los conceptos contenidos en la Agenda Panamericana del Instituto con la ejecución de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, a fin de contribuir al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.
III. COMISIÓN INTERAMERICANA DE MUJERES


RECONOCIENDO la importancia que la Organización de los Estados Americanos (OEA) ha asignado al fortalecimiento de la CIM para apoyar su plena realización;

RESUELVE:

Continuar apoyando y fortaleciendo el trabajo de la Comisión Interamericana de Mujeres, como principal foro generador de políticas hemisféricas sobre derechos humanos de las mujeres y equidad e igualdad de género.
AG/RES. 2923 (XLVIII-O/18)

AVANCE EN LA RENDICIÓN DE CUENTAS, LA EFICIENCIA Y LA EFICACIA
Y LOS RESULTADOS EN LA SECRETARÍA GENERAL DE LA OEA

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2018)

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO que la Asamblea General, mediante las resoluciones AG/RES. 2353 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2437 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 1 (XXXVI-E/08), AG/RES. 1 (XXXVIII-E/09), AG/RES. 1 (XL-E/10), AG/RES. 1 (XLII-E/11) rev. 1, AG/RES. 1 (XLIII-E/12), AG/RES. 2774 (XLIII-O/13), AG/RES. 1 (XLV-E/13), AG/RES. 2815 (XLIV-O/14), AG/RES. 2889 (XLVI-O/16) y AG/RES. 2911 (XLVII-O/17), le solicitó a la Secretaría General que realizara esfuerzos con el fin de mejorar la transparencia y eficiencia de sus operaciones para establecer sistemas adecuados de planificación, control y evaluación que les facilite a los Estados Miembros hacer el seguimiento de la programación y la supervisión fiscal; 

TENIENDO PRESENTES las resoluciones AG/RES. 2814 (XLIV-O/14), que aprobó la declaración de Visión Estratégica de la Organización; AG/RES. 1 (XLVII-E/14) rev. 1, “Orientaciones y objetivos de la Visión Estratégica de la Organización de los Estados Americanos”, CP/RES. 1061 (2063/16), “Conclusión del proceso de priorización de mandatos y elaboración del Plan Estratégico Cuatrienal de la Organización”; 

TENIENDO EN CUENTA que en su quincuagésimo primer período extraordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 1 (LI-E/16) rev. 1, se aprobaron las Líneas Estratégicas y Objetivos del Plan Estratégico para cada uno de los pilares de la Organización, así como para las áreas de fortalecimiento institucional y gestión administrativa;

RESALTANDO la importancia de mantener los más altos niveles de transparencia y calidad de la información suministrada por la Secretaría General; 
TENIENDO EN CUENTA:

El artículo 135 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (Normas Generales) en lo referente a la Junta de Auditores Externos dispone que: “[l]a Junta someterá su informe al Consejo Permanente dentro de los primeros cuatro meses del año” y que “[e]l Consejo Permanente hará las observaciones y recomendaciones que considere necesarias”; 

Que la sección C.1. de la resolución AG/RES. 2911 (XLVII-O/17), “Avance en la rendición de cuentas, la eficiencia y la eficacia y los resultados en la Secretaría General de la OEA”, encomendó a la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) que “[d]espués de la presentación del Informe Anual de la Junta de Auditores Externos, la CAAP deberá preparar una respuesta formal por escrito a las recomendaciones de la Junta, las cuales remitirá al Consejo Permanente a más tardar el 1 de marzo. El Consejo Permanente le remitirá la respuesta aprobada a la Junta de Auditores Externos a más tardar el 31 de marzo”; y 
Los artículos 114, 117, 122 y 124 de las Normas Generales relacionadas con el papel del Inspector General de vigilar la observancia de las Normas Generales, sobre el establecimiento de procedimientos adecuados de auditoría interna que reflejen las mejores prácticas internacionales y sobre el requisito de que el Inspector General presente informes trimestrales y anuales al Consejo Permanente y se reúna, cuando sea necesario, con la CAAP y con el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral; 


RECORDANDO la resolución AG/RES. 2911 (XLVII-O/17) y reconociendo la importante función que puede desempeñar el Inspector General para mejorar la transparencia y eficiencia de las operaciones de la Secretaría General; 

TENIENDO EN CUENTA:

La sección C.7 de la resolución AG/RES. 2911 (XLVII-O/17), relacionada con el Plan Estratégico de Tecnología y Servicios Informáticos (CAAP/GT/RVPP-349/18), la recomendación de la Junta de Auditores Externos en el “Informe de la Junta de Auditores Externos de la OEA al Consejo Permanente sobre los resultados de la auditoría de cuentas y estados financieros de la OEA” (CP/doc.5402/18) de que los Estados Miembros financien un sistema de gestión de recursos institucionales sostenible, así como la resolución del Consejo Permanente CP/RES. 1100 (2160/18), “Apropiación extraordinaria destinada al Fondo de Tecnología”; 

La resolución AG/RES. 2911 (XLVII-O/17) relacionada con la implementación de una estrategia integral de bienes inmuebles, así como el reconocimiento por parte de la Junta de Auditores Externos en el “Informe de la Junta de Auditores Externos de la OEA al Consejo Permanente sobre los resultados de la auditoría de cuentas y estados financieros de la OEA” (CP/doc.5402/18), que la OEA aún deberá dedicarse a enfrentar las necesidades de importancia crítica en materia de mantenimiento y equipamiento, no solo para garantizar el cumplimiento de la estrategia para los bienes inmuebles, sino también para asegurar la continuidad operativa y la seguridad de los empleados en el corto plazo; 
La resolución AG/RES. 1 (LII-E/17) rev. 1, “Programa-presupuesto de la Organización para 2018”, y la importancia de formular una estrategia integral con miras a futuro para las oficinas nacionales que asegure que la OEA disponga de una red de Oficinas Nacionales eficiente en costos que cubra las necesidades cambiantes de la Organización y de los Estados Miembros y los observadores permanentes; y 

Que las medidas que se adopten en la presente resolución deberán ser ejecutadas con austeridad, transparencia y eficiencia, utilizando todos los instrumentos a disposición de la Secretaría General; 
TOMANDO NOTA de la auditoría de cuentas y estados financieros de 2017 (CP/doc.5402/18) de la Junta de Auditores Externos, que recomienda “que la OEA continúe elaborando una estrategia de recursos humanos que contemple planes para cubrir los puestos vacantes, la capacitación, la evaluación de la combinación óptima entre personal permanente y el uso de contratistas, la modernización de las Normas Generales de la OEA y una revisión de la clasificación de los puestos de trabajo”; 
TOMANDO NOTA TAMBIÉN del Plan Estratégico para la Modernización de la Gestión en la Organización de los Estados Americanos (CP/doc.5077/14) que recomendó que la OEA llevara a cabo una actualización integral de los reglamentos que rigen la gestión de recursos humanos, incluyendo un nuevo proceso de reclutamiento y selección más justo y transparente; y
CONSIDERANDO que la Oficina del Ombudsperson fue creada en 2015 y se ha integrado plenamente en la Secretaría General, 

RESUELVE:

1. Biblioteca Colón

Solicitar a la Secretaría General que prepare opciones para un mejor aprovechamiento de los recursos internos y externos existentes a través de alianzas estratégicas con otras bibliotecas e instituciones académicas, y para facilitar y ampliar el acceso a tales recursos aplicando conceptos modernos de gestión de la información, y que presente una propuesta al Consejo Permanente, por conducto de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP), a más tardar el 28 de febrero de 2019. 

2. Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público

Instruir al Consejo Permanente que, por conducto de la CAAP, identifique las fuentes de financiamiento necesarias para el proyecto “Implementación de las Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (IPSAS)” en la Secretaría General, una vez que el nuevo sistema de gestión de recursos institucionales haya sido implementado. 

3. Proceso de revisión del presupuesto
Encomendar a la Secretaría General que, con la colaboración directa de las diferentes Secretarías de la Organización, adopte un enfoque riguroso para desarrollar, presentar en forma clara, ejecutar y evaluar el programa-presupuesto, de conformidad con los capítulos IV al VIII de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General (Normas Generales). El proyecto de programa-presupuesto deberá incluir una fundamentación lógica, explicaciones sobre las variaciones con respecto al año anterior y sobre los requisitos de recursos humanos y financieros acordes con los resultados esperados. La Secretaría General también incluirá previsiones de gastos para dos años adicionales en la preparación de cada programa-presupuesto anual propuesto. 

4. Eficacia y eficiencia

a) Solicitar a la Secretaría General que informe dentro de los 60 días siguientes a la conclusión de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General, los costos de los mandatos contenidos en las resoluciones aprobadas, así como sus efectos en el programa-presupuesto. 

b) Solicitar a la Secretaría General que ajuste los recursos de la Organización y su estructura organizativa a los mandatos. 

c)
Solicitar a la Secretaría General que informe a los Estados Miembros, 30 días antes de la próxima sesión extraordinaria de la Asamblea General a celebrase en octubre 2018, cuáles han sido los ahorros a la fecha por capítulo, con respecto al presente programa-presupuesto 2018, en el marco de la política de austeridad, transparencia y eficiencia de la Organización.
5. Rendición de cuentas y transparencia

a) La Secretaría General seguirá publicando la siguiente información actualizada en el sitio web de la Organización, de conformidad con el ordenamiento jurídico de la Organización: 

(1) Estructura orgánica de cada unidad organizacional.

(2) Los planes operativos de las unidades organizacionales de la Secretaría General, establecidos con base en las líneas estratégicas y objetivos del Plan Estratégico aprobado en la resolución AG/RES. 1 (LI-E/16) rev. 1.

(3) Los resultados de evaluaciones, monitoreo y auditorías a programas y operaciones.

(4) La estructura de personal por unidad organizacional, incluyendo además la escala salarial y otros beneficios, así como los puestos vacantes.

(5) Las contrataciones por resultados celebradas, tanto de consultores como de bienes y servicios, en los términos de la normativa aplicable.

6. Movilización de recursos externos
Encomendar al Secretario General que, en consulta con el Consejo Permanente, continúe la implementación de un plan estratégico para lograr obtener el apoyo y financiamiento externos necesarios para la implementación de los mandatos de los Estados Miembros y las prioridades de la Organización, y que informe sobre el progreso de dicha implementación en el informe semestral sobre la administración de recursos y el desempeño. 
7. Fundaciones y otras organizaciones creadas por la Secretaría General 
Solicitar a aquellas fundaciones y otras organizaciones creadas y subsidiadas por la OEA que mantengan una cultura y práctica de austeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, prudencia y rendición de cuentas en el uso, ejecución y gestión de los recursos asignados por la Organización. 

8. Políticas en materia de equidad e igualdad de género

Instar al Secretario General a que continúe con la labor de ejecutar políticas de equidad e igualdad de género en el lugar de trabajo, favoreciendo el acceso de mujeres en un marco de paridad para todas la categorías en la Organización, asegurando la rendición de cuentas sobre la aplicación de dichas políticas. 

9. Viajes oficiales

Instruir al Secretario General y al Secretario General Adjunto a que presenten al Consejo Permanente de manera trimestral un informe detallado de las actividades fuera de la Sede de sus oficinas (capítulo 1, 14A y capítulo 2, 24A), y que incluyan la siguiente información: fechas de viaje, destino, delegación y objetivo, entre otros. 

10. Cuotas y liquidez
Facultar al Consejo Permanente para que, tomando en cuenta las recomendaciones de la CAAP, considere las medidas para fomentar el pago oportuno y aumentar la liquidez que sean necesarias, ad referéndum de la Asamblea General en su sesión extraordinaria del mes de octubre de 2018. 

11. Recomendaciones de la Junta de Auditores Externos

a) 
Después de la presentación del Informe Anual de la Junta de Auditores Externos, la CAAP deberá preparar una respuesta formal por escrito a las recomendaciones de la Junta, las cuales remitirá al Consejo Permanente a más tardar el 1º de marzo. El Consejo Permanente le remitirá la respuesta aprobada a la Junta de Auditores Externos a más tardar el 31 de marzo. 

b)
La respuesta será preparada en colaboración con la Secretaría General e incluirá la situación actual, las medidas adoptadas y los próximos pasos, además de identificar a los responsables principales. 
12. Recomendaciones del Inspector General

a) Encomendarle al Inspector General que continúe presentando a la CAAP trimestralmente un análisis del estado de implementación de las recomendaciones hechas. 

b) Encomendarle a la Secretaría General que presente para la consideración de la CAAP, como parte de los preparativos para los análisis del programa-presupuesto 2019, un panorama general de los cambios organizacionales propuestos para fortalecer la Oficina del Inspector General y los requisitos de recursos asociados con estos cambios propuestos. 

c) Encomendarle a la Secretaría General que desarrolle junto con la Junta de Auditores Externos para la consideración de la CAAP, como parte de los preparativos para los análisis del programa-presupuesto 2019, opciones para establecer un Comité de Auditoría, como lo ha propuesto el Inspector General, que incluya su estructura y los costos conexos. 

13. Sistema de cuotas

Posponer la fecha de entrega de la propuesta de modificación del actual sistema de cuotas según el mandato de la resolución AG/RES.  2911 (XLVII-O/17) y AG/RES. 1 (LII-E/17) rev.  2 de tal manera que la CAAP presente al Consejo Permanente, a más tardar el 30 de junio de 2018, una propuesta de modificación de la Metodología para el Cálculo de la Escala de Cuotas para el Financiamiento del Fondo Regular de la Organización [resolución AG/RES. 1 (XXXIV-E/07) rev. 1] para su aprobación ad referéndum de la Asamblea General en su período extraordinario de sesiones en octubre 2018.  El nivel global presupuestario del programa-presupuesto del Fondo Regular 2019, así como el nivel de gastos, se fijarán una vez que el Consejo Permanente tome una decisión sobre la metodología de la escala de cuotas.

14. Financiamiento del programa-presupuesto de la Organización 2019

Encomendar al Consejo Permanente que a más tardar el 30 de junio de 2018 apruebe ad referéndum de la Asamblea General en su próximo período extraordinario de sesiones de octubre de 2018 la resolución sobre el financiamiento del programa-presupuesto 2019.

15. Oficinas Nacionales

a)
Encomendar a la Secretaría General que continúe su trabajo sobre el plan estratégico integral sostenible para las Oficinas Nacionales en los Estados Miembros y que presente una estrategia para consideración del Consejo Permanente a más tardar en noviembre de 2018. 

b) Solicitar al Secretario General que le encomiende a la Oficina de Coordinación de las Oficinas y Unidades de la Secretaría General en los Estados Miembros que continúe optimizando e implementando su actual estrategia hasta que finalice el análisis integral y se llegue a un acuerdo sobre el consecuente plan estratégico para su ejecución.

16. Recuperación de costos indirectos
a) Instruir al Consejo Permanente que, por conducto de la CAAP, examine y lleve a cabo una revisión de la política de recuperación de costos indirectos (RCI) y que establezca un proceso de distribución transparente de la RCI en todas las Secretarías, tomando en cuenta que los fondos recaudados de RCI deben ser utilizados solo para cubrir los costos indirectos relacionados con el apoyo brindado a proyectos, de conformidad con los principios que definen tales costos indirectos (es decir, costos que no pueden ser fácilmente adjudicados a proyectos). La estructura y tamaño de cada Sección de Apoyo Administrativo en toda la Secretaría General deben ser proporcionales al monto de los fondos gestionados por la Secretaría correspondiente. 

b)
Instruir al Consejo Permanente para que a través de la CAAP dé prioridad al establecimiento de los criterios de excepción, examinando en especial el pago de membresías, como parte de la revisión de la política de recuperación de costos indirectos, a más tardar en septiembre de 2018. 

17. Estrategia de bienes inmuebles
a) Encomendarle a la Secretaría General que continúe con el proceso encomendado por medio de la resolución AG/RES. 2911 (XLVII-O/17) para la venta del Edificio de la Secretaría General, ubicado en F Street NW, Washington, D. C., la construcción de un edificio nuevo en el terreno que se encuentra al lado y forma parte del Edificio Principal (17th Street y C Street) y el reacondicionamiento del Edificio Administrativo ubicado en Constitution Avenue NW. 

b) Encomendar al Consejo Permanente que continúe considerando la Estrategia Integral de Bienes Inmuebles, incluidos los requerimientos críticos de mantenimiento y equipo. 

18. Plan Estratégico de Tecnología y Servicios Informáticos
Encomendar a la Secretaría General que informe a la CAAP trimestralmente sobre el progreso en la implementación del Plan Estratégico de Tecnología y Servicios Informáticos (CAAP/GT/RVPP-349/18). 
19. Personal financiado por el Fondo Panamericano Leo S. Rowe

Aprobar las enmiendas al capítulo III de las Normas Generales relativas a la inclusión del personal financiado por el Fondo Panamericano Leo S. Rowe en los artículos 17 a 20 de las Normas Generales, contenido en el anexo A, que entrarán en vigor a partir de la adopción de esta resolución. 
20. Estrategia de recursos humanos
Encomendarle a la Secretaría General que presente para la consideración de la CAAP, como parte de los preparativos para las discusiones del programa-presupuesto 2019, un proyecto de plan de acción para una estrategia integral de recursos humanos que contemple las necesidades de recursos y propuestas de enmiendas a las Normas Generales a más tardar en septiembre 2018. 

21. Mecanismos de contratación de recursos humanos
Adoptar la modificación del capítulo III de las Normas Generales, en el artículo 20 bis (b)(i), relativa a la eliminación del plazo mínimo de un año para los contratos de la Serie A financiados con fondos específicos y encomendar a la Secretaría General que someta a la consideración de la CAAP, en preparación para las discusiones sobre el programa-presupuesto 2019, un proyecto de plan de acción para agilizar y simplificar los procesos de recursos humanos.

Artículo 20 bis.
Personal con contratos a término fijo financiados por otros fondos distintos al Fondo Regular 

b)
Los contratos a término fijo pueden ser contratos de la Serie A y contratos para misiones especiales según se especifica a continuación: 

i.
Contratos de la Serie A: Los Contratos de la Serie A son contratos de no menos de un año y hasta por cuatro años, los cuales podrán ser prorrogados de conformidad con la duración del proyecto para el cual fueron otorgados. 
22. Oficina del Ombudsperson
a)
Encomendar al Consejo Permanente que, por medio de la CAAP, revise las Normas Generales en lo que se refiere a la instalación estatutaria de la Oficina del Ombudsperson. 

b)
Autorizar al Consejo Permanente para que, después de considerar las recomendaciones de la CAAP, adopte, con efecto inmediato, las modificaciones necesarias del capítulo III de las Normas Generales ad referéndum de la Asamblea General. 

ANEXO A

ENMIENDAS AL CAPÍTULO III DE LAS NORMAS GENERALES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LA SECRETARÍA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
AG/RES. 2924 (XLVIII-O/18)

AUMENTO Y FORTALECIMIENTO DE LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y LOS ACTORES SOCIALES EN LAS ACTIVIDADES DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS Y EN EL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)


LA ASAMBLEA GENERAL,

RECONOCIENDO la importancia de la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en la consolidación de la democracia, el desarrollo social, los derechos humanos y la seguridad en todos los Estados Miembros y que su participación en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y en el proceso de Cumbres de las Américas debe llevarse a cabo en un marco de estrecha colaboración entre los órganos políticos e institucionales de la Organización y en cumplimiento con lo establecido en la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la resolución CP/RES. 759 (1217/99), “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”; 

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2901 (XLVII-O/17), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas”, y la “Estrategia de fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA)” aprobada por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2861 (XLIV-O/14), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil y los actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas”, así como la resolución AG/RES. 2902 (XLVII-O/17), “Apoyo y seguimiento del proceso de Cumbres de las Américas; 

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las “Estrategias para incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, aprobadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, en las que se solicita “a la Comisión de Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) que dé seguimiento a estas estrategias, evalúe su implementación y, eventualmente, proponga modificaciones a las mismas o nuevos mecanismos que permitan aumentar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la Organización”; y
TOMANDO NOTA de la creación del Fondo Específico para Financiar la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, mediante la resolución CP/RES. 864 (1413/04), con el fin de apoyar la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales, el cual se ha incluido en el proyecto de calendario de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General antes de la sesión inaugural como una actividad regular, según se estipula en la resolución
AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), 

RESUELVE:

1.
Reafirmar el compromiso y la voluntad de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de a) continuar fortaleciendo e implementando espacios y mecanismos eficaces y acciones concretas para apoyar y promover activamente el registro de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales de conformidad con la resolución CP/RES. 759 (1217/99), así como los esfuerzos, en los ámbitos nacional y multilateral, para que las organizaciones de la sociedad civil y los actores sociales participen en las actividades de la OEA; y b) continuar participando en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de las organizaciones de la sociedad civil en el marco de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General y del proceso de Cumbres de las Américas. 

2.
Encomendar al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral y a la Secretaría General que, en coordinación con todos los órganos, organismos y entidades de la OEA, continúen facilitando la implementación de las estrategias, espacios y mecanismos para promover, aumentar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las Cumbres de las Américas y en las actividades de la OEA, incluidas aquellas estrategias adoptadas por la Asamblea General mediante las resoluciones AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03) y AG/RES. 2861 (XLIV-O/14). 

3.
Encomendar a la Secretaría General que invite a los pueblos indígenas y las comunidades afrodescendientes de los Estados Miembros o a sus representantes a participar en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en el marco de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General, a fin de que dichos representantes formulen recomendaciones y propuestas de iniciativas relacionadas con el tema de la Asamblea General. 

4.
Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros en sus esfuerzos por aumentar y fortalecer la capacidad institucional de sus Gobiernos para recibir, integrar e incorporar los aportes y las causas de la sociedad civil y los actores sociales, y que antes del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General presente un informe sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

5.
Fortalecer la participación de los actores sociales de los Estados Miembros en el proceso de Cumbres de las Américas y en las actividades desarrolladas por la OEA como resultado de dicho proceso, considerando las formas, usos y costumbres que tienen para organizarse. 

6.
Alentar a todos los Estados Miembros, observadores permanentes y otros donantes, según la definición del artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás normas y reglamentos de la Organización, a que consideren contribuir al Fondo Específico para Financiar la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, a fin de mantener y promover la participación eficaz de organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la Organización, de conformidad con las metas establecidas por la Asamblea General y por los Jefes de Estado y de Gobierno en el proceso de Cumbres de las Américas, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación de los Estados Miembros, el Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil. 

7.
Instruir a la Secretaría General que presente a la Comisión de Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) una propuesta para el establecimiento de un fondo específico de contribuciones voluntarias para apoyar las actividades de la Sección de Relaciones con la Sociedad Civil tendientes a incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA, a más tardar el 31 de diciembre de 2018. 

8.
Encomendar a la Secretaría General que identifique los recursos humanos necesarios a fin de dar cumplimiento a los mandatos encomendados por los Estados Miembros con respecto a la Secretaría de la CISC.
AG/RES. 2925 (XLVIII-O/18)

PROMOCIÓN DE LA SEGURIDAD HEMISFÉRICA: UN ENFOQUE MULTIDIMENSIONAL
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)

LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2017-junio 2018” (AG/doc.5613/18 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH); 

REAFIRMANDO el compromiso de la Organización de los Estados Americanos con el afianzamiento de la paz y la seguridad del Continente, con pleno respeto al derecho internacional y de acuerdo con el ordenamiento jurídico de cada país; 

RECORDANDO lo establecido en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, donde se reconoce que los Estados del Hemisferio enfrentamos tanto amenazas tradicionales a la seguridad como nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos que por sus características complejas han determinado que la seguridad tenga un carácter multidimensional, así como en las resoluciones encomendadas a la CSH, enumeradas en la “Lista de resoluciones asignadas a la Comisión de Seguridad Hemisférica (1995-2017) y otras resoluciones relacionadas con el tema de seguridad (1991-1994)” (CP/CSH/INF.471/17); 

RECORDANDO la resolución 70/262 de la Asamblea General de las Naciones Unidas en la que se establece el concepto de “sostenimiento de la paz” y se reconoce que la cooperación de las Naciones Unidas con las organizaciones regionales es fundamental para contribuir a prevenir el estallido, la intensificación, la continuación y la recurrencia de los conflictos. 


VISTOS los informes anuales a la Asamblea General en su cuadragésimo octavo período ordinario de sesiones, de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CP/doc.5401/18), del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CP/doc.5400/18) y de la Junta Interamericana de Defensa (CP/doc.5389/18); 

EXPRESANDO SU SATISFACCIÓN por la celebración de las reuniones y conferencias sobre temas de seguridad realizadas en cumplimiento de los mandatos de esta Asamblea General y por los preparativos de las reuniones programadas para el segundo semestre de 2018
/; 

TENIENDO EN CUENTA los resultados, informes y recomendaciones de las mencionadas conferencias y reuniones; y 

REITERANDO el compromiso de los Estados Miembros con la paz y la seguridad de sus ciudadanos y reconociendo la necesidad de continuar implementando o fortaleciendo, según corresponda, políticas públicas nacionales, políticas de cooperación internacional y medidas encaminadas a prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional mediante la implementación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos de los cuales son parte, 

RESUELVE:

I.  ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD HEMISFÉRICA
Y DE LOS ESTADOS MIEMBROS
1. Reafirmar al Consejo Permanente y a la Secretaría General los mandatos aplicables de la Asamblea General sobre seguridad hemisférica; exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichos mandatos mediante el desarrollo y la ejecución de actividades, la presentación de informes, el intercambio de información, la adopción de medidas y políticas, así como la cooperación, apoyo y asistencia mutua, y aportes técnicos y financieros; y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario a tales efectos. 
Declaración sobre Seguridad en las Américas 

2. Instar a todos los Estados Miembros a que continúen implementando la Declaración sobre Seguridad en las Américas, con miras a consolidar la paz, la estabilidad y la seguridad en el Hemisferio. 

3. Reafirmar el compromiso con el enfoque multidimensional de la seguridad, de conformidad con la Declaración sobre Seguridad en las Américas de 2003, reconociendo la importancia y aportes de este concepto a la agenda hemisférica y la necesidad de continuar con su implementación por parte de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y los Estados Miembros, con miras a consolidar la paz y la seguridad en el Hemisferio y solicitar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), realice un seguimiento del progreso alcanzado en la implementación de la Declaración, con la participación de los órganos, organismos, entidades de la OEA, los organismos subregionales e internacionales pertinentes y, cuando corresponda, la sociedad civil y otros actores sociales, que se refleje en el informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General. 

América como zona de paz
4. Continuar trabajando para consolidar a las Américas como zona de paz, considerando que la paz es un bien supremo, un valor y un principio en sí mismo, un anhelo legítimo de todos los pueblos y que su preservación es un elemento sustancial de la integración y cooperación hemisférica basada en el respeto a la democracia, la justicia, los derechos humanos, la solidaridad, la seguridad y los principios y normas del derecho internacional, por lo que es necesario continuar fomentando una cultura de paz y la promoción de una educación para la paz en los países de la región. 

5. Invitar a la CSH a que en el segundo semestre del año 2018 promueva un acercamiento con la Comisión de Consolidación de la Paz de las Naciones Unidas a efecto de participar en un diálogo interactivo e intercambio de buenas prácticas sobre consolidación y sostenimiento de la paz en la región.

6. Continuar la necesaria promoción de una visión integral de la seguridad, íntimamente ligada al concepto de desarrollo, concebido como la posibilidad de brindar a los pobladores de todos nuestros países, incluyendo los pobladores de las zonas fronterizas, oportunidades que permitan mejorar las condiciones de vida, en entornos de paz, debido a que los efectos de las actividades de los grupos de delincuencia organizada transnacional afectan de manera particular a dichas zonas y al resto de los países. 

7. Celebrar los avances en la implementación del Acuerdo Final de Paz entre el Gobierno de la República de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP), así como los nuevos desarrollos en el diálogo entre el Gobierno de Colombia y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), exhortando a este grupo a demostrar, de manera sostenida, su compromiso y voluntad de alcanzar un acuerdo de paz.
8. Resaltar la contribución de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia (MAPP/OEA), cuyo mandato ha sido prorrogado hasta el 31 de diciembre de 2021, como uno de los aliados estratégicos de Colombia en la búsqueda de la paz, acompañando y brindando recomendaciones al Gobierno colombiano en la implementación de políticas públicas que apoyen la política de paz del Estado en materia de seguridad, justicia transicional, construcción de paz y reconciliación en los territorios locales. Asimismo, agradecer a los donantes y amigos de la MAPP/OEA, en especial a los países del Fondo Canasta, quienes con su apoyo político y financiero han hecho posible el funcionamiento de la Misión. 

9. Reafirmar la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Declaración sobre Seguridad en las Américas; y la resolución AG/RES. 2862 (XLIV-O/14), “América zona de paz, cooperación y solución pacífica de controversias”.

Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas 
/
10. Expresar su apoyo para que la Decimotercera Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas (XIII CMDA), a celebrarse en México en el mes de octubre de 2018, logre los objetivos planteados, promueva la cooperación hemisférica y fortalezca la seguridad y la defensa en las Américas. 

11. Reconocer la participación activa de los Estados Miembros y el esfuerzo realizado por los Ministros de Defensa y Seguridad de Canadá, Estados Unidos de América, Panamá y México por la organización de los Grupos de Trabajo Ad Hoc, en cuyo marco se abordaron los siguientes temas: política de cooperación de defensa y seguridad hemisférica; asistencia humanitaria de emergencia; incorporación progresiva de la perspectiva de género como eje transversal de las políticas de defensa y seguridad; papel de las fuerzas de seguridad y defensa respecto a la protección ambiental y resiliencia climática; evolución del papel de las Fuerzas Armadas en materia de defensa y seguridad, y mecanismos de cooperación y coordinación en los temas de búsqueda y rescate. 

12. Ofrecer al Gobierno de México todo el apoyo técnico y asesoría necesarios de la OEA y la Junta Interamericana de Defensa (JID), a fin de contribuir al éxito de la XIII CMDA. 

Desarme y no proliferación en el Hemisferio

13. Reafirmar su compromiso de continuar promoviendo un régimen universal, genuino y no discriminatorio de desarme y no proliferación de armas de destrucción masiva para la promoción de los intereses comunes en la implementación del Tratado sobre la no Proliferación de las Armas Nucleares y otros acuerdos relacionados con armas de destrucción masiva y sus sistemas vectores y en el reconocimiento del uso de la energía nuclear para fines pacíficos, según proceda y de conformidad con lo que establezca el ordenamiento jurídico de cada Estado
/.
14. Expresar su beneplácito por la aprobación del Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares, el pasado 7 de julio de 2017, en la sede de la Organización de las Naciones Unidas, en Nueva York, cuyo proceso de negociación estuvo dirigido por la delegación de Costa Rica, con la activa participación de la región de América Latina y el Caribe en el proceso de negociación y con el liderazgo de México y Brasil, como parte del Grupo Núcleo, e instar a los Estados a que consideren firmar o ratificar el Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares, abierto a la firma el 20 de septiembre de 2017
/.
15. Condenar enérgicamente el empleo de armas químicas en cualquier lugar y en cualquier momento, por cualquier actor y en cualquier circunstancia, reconociendo que su utilización, es inaceptable y viola el derecho internacional, y expresar su firme convicción de que los responsables del uso de armas químicas deben rendir cuentas de sus actos.

16. Hacer un llamamiento a todos los Estados Miembros a que apoyen la normativa internacional y los mecanismos multilaterales en contra del uso de las armas químicas y reiterar su firme compromiso con la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción y con la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas. 

17. Apoyar el llamamiento de la resolución  de las Naciones Unidas 72/50, “Mancomunación de esfuerzos con un compromiso renovado para la eliminación total de las armas nucleares”. 

18. Resaltar la importancia de la implementación de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por parte de los Estados Miembros de la OEA en el marco del apoyo que les brinda la CSH y el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), la cooperación y el intercambio de información con el Comité 1540 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, lo anterior tomando en cuenta la coyuntura internacional actual en cuanto a las amenazas a la paz y seguridad internacionales y la necesidad de intensificar esfuerzos para implementar plenamente esta resolución, a fin de apoyar el combate contra la proliferación de armas nucleares, químicas y biológicas, así como sus sistemas vectores a agentes no estatales.

19. Reafirmar, en este 15 aniversario de la Iniciativa de Seguridad contra la Proliferación, el compromiso de combatir activamente la proliferación de armas de destrucción masiva, sus sistemas vectores y los materiales conexos, ya sea desde o hacia Estados o agentes no estatales que puedan contribuir a la proliferación, impulsando el respaldo de dicha iniciativa. 
20. Encomendar a la CSH que, con el apoyo de la Secretaría de Seguridad Multidimensional (SSM), los Estados Miembros y expertos de órganos especializados, considere en una sesión ordinaria durante el segundo semestre de 2018, el tema de la seguridad física nuclear con el objeto de intercambiar buenas prácticas, lecciones aprendidas, experiencias obtenidas y futuros ámbitos de cooperación sobre previsiones de seguridad para instalaciones y materiales nucleares, materiales radioactivos e instalaciones asociadas y de materiales fuera del control regulatorio con el fin de mejorar la seguridad nuclear de los Estados Miembros. 
Esfuerzos hemisféricos para combatir la trata de personas
21. Reforzar la implementación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, y reafirmar el compromiso de los Estados Miembros de la OEA de luchar contra el delito de trata de personas por medio de un enfoque integral que tome en cuenta la prevención de la trata, el enjuiciamiento de sus perpetradores, la protección y asistencia a sus víctimas y el respeto por sus derechos humanos, y el fortalecimiento de la cooperación internacional en este campo. 
22. Acoger con beneplácito la realización de la Quinta Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, celebrada en la Sede de la OEA, los días 12 y 13 de marzo de 2018, así como la Declaración de México “Esfuerzos hemisféricos para enfrentar la trata de personas”, e instar a la implementación de sus recomendaciones. 
23. Tomar nota del Informe de Progreso II Plan de Trabajo Contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental 2015-2018, presentado por el Departamento de Seguridad Pública (DSP), de acuerdo al artículo 11 del apartado VI del Plan, tomando como base los 33 cuestionarios recibidos de los Estados Miembros. Recordar a los Estados Miembros sobre la necesidad de actualizar o precisar la información remitida en los cuestionarios, a fin de elaborar el Informe Final. 

24. Observar la conmemoración del Día Mundial contra la Trata de Personas, el 30 de julio, conforme lo establecen las Naciones Unidas, e impulsar acciones de sensibilización en dicho ámbito con el apoyo y participación del sector público y privado, la sociedad civil, otros actores sociales y el sector académico, según corresponda. 

25. Destacar la importancia de seguir implementando el II Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental 2015-2018 y saludar la decisión de extender su vigencia hasta 2020. Solicitar a la Secretaría General que informe sobre los avances en los mandatos que le fueron encomendados. 
26. Encomendar a la Secretaría General que, en el proyecto de programa-presupuesto a ser considerado por la Asamblea General, incluya los recursos financieros para el DSP y el Departamento contra la Delincuencia Organizada Transnacional (DDOT) necesarios para la instrumentación de los planes de trabajo para combatir la trata de personas en el hemisferio occidental y brindar la asistencia técnica necesaria a los Estados Miembros que así lo requieran. 
27. Apoyar, en el ámbito de la Red Interamericana de Prevención de la Violencia y el Delito, la plataforma de conocimiento sobre la trata de personas a nivel regional, e invitar a los Estados Miembros a colaborar con el DSP, con el envío de información y datos requeridos para dicha plataforma. 
Fortalecimiento de la seguridad pública en las Américas
28. Instar a los Estados Miembros a que implementen las Recomendaciones de San Pedro Sula para la Gestión de la Seguridad Pública y solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Seguridad Pública de la SSM, continúe apoyando a los Estados Miembros en la implementación de las recomendaciones del proceso Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA). 
29. Aceptar con gratitud el ofrecimiento del Gobierno de Ecuador para ser anfitrión de la Séptima Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-VII) y convocarla para el segundo semestre de 2019, y con ese fin encomendar al Consejo Permanente que establezca, a través de la CSH, un grupo de trabajo presidido por Ecuador para coordinar todos los preparativos para la MISPA-VII. 
30. Solicitar que la MISPA y la Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas  (REMJA) coordinen esfuerzos para fortalecer los sistemas de justicia y penitenciarios tomando en cuenta las mejores prácticas y la situación específica de cada país. 

A. Información y conocimiento en materia de seguridad multidimensional
31. Invitar a los Estados Miembros, en el marco de su normativa legal, a que consideren implementar o fortalecer, según sea el caso, sistemas nacionales de recolección, procesamiento y análisis de datos sobre delitos, victimización, armas, instituciones policiales, sistemas penitenciarios, seguridad cibernética, terrorismo y drogas. Solicitar a la SSM que, a través de su Sección de Información y Conocimiento sobre Seguridad Multidimensional, apoye los esfuerzos de los Estados Miembros en esta tarea, en coordinación con todas las dependencias de dicha Secretaría. 

32. Reiterar el compromiso de los Estados Miembros de contribuir a y utilizar el Estudio de las Naciones Unidas sobre Tendencias Delictivas y Funcionamiento de los Sistemas de Justicia Penal, y cualquier otra iniciativa regional de recolección de datos e información sobre delitos, violencia e inseguridad, que permita poblar y actualizar los observatorios y plataformas digitales de la SSM, así como elaborar informes estadísticos regionales. 

33. Solicitar a la Secretaría General a que, a través de la Sección de Información y Conocimiento sobre Seguridad Multidimensional de la SSM y la Sección de Prevención de la Violencia del Departamento de Seguridad Pública, ponga a disposición de los Estados Miembros los recursos de información y conocimiento necesarios, incluido un banco de programas, un compendio de buenas prácticas y enseñanzas adquiridas, entre otros recursos de referencia. 

B. Prevención de la violencia y el delito

34. Reiterar el compromiso de los Estados Miembros de trabajar en la implementación y estandarización de las definiciones sobre delitos contenidos en la Clasificación Internacional de Delitos con Fines Estadísticos, según corresponda, y con arreglo a la legislación interna, a fin de mejorar los procesos nacionales de recolección, procesamiento y análisis de datos que permitan mejorar la toma de decisiones y la formulación de políticas públicas sobre seguridad ciudadana, en general, y, en particular, sobre delincuencia, victimización, armas, instituciones policiales, sistemas penitenciarios, seguridad cibernética, terrorismo y drogas. 
35. Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la CSH, continúe con la formulación de un plan de acción hemisférico para orientar la elaboración de políticas públicas de prevención y reducción del homicidio intencional, de conformidad con la recomendación emanada de la Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-VI). El plan de acción deberá ser elevado a la consideración de la Asamblea General en su próximo período de sesiones. 
36. Solicitar al Grupo de Trabajo sobre Mecanismos y Herramientas de Cooperación sobre los Servicios de Emergencia de la Región, dentro de la Red Interamericana de Prevención de la Violencia y el Delito, que presente los resultados de sus actividades durante el proceso MISPA-VII. 

37. Agradecer al Gobierno del Ecuador por el ofrecimiento de la organización del Seminario Internacional sobre Mecanismos y Herramientas de Cooperación sobre los Servicios de Emergencia de la Región, que se llevará a cabo en el segundo semestre de 2018. 

38. Convocar la segunda Reunión del Grupo de Trabajo Técnico Subsidiario sobre Prevención de la Delincuencia, la Violencia y la Inseguridad, presidido por Honduras, a celebrarse durante el primer semestre de 2019, conforme al párrafo de seguimiento número 3 de las Recomendaciones de San Pedro Sula para la Gestión de la Seguridad Pública, y solicitar que la Secretaría General asigne los fondos necesarios en el presupuesto para la mencionada reunión y para la realización de una sesión preparatoria, y que preste el apoyo necesario para los preparativos. 

39. Solicitar a la Secretaría General que, por conducto de la SSM y de la CSH, continúe informando al Consejo Permanente sobre los avances en la implementación de la Red Interamericana de Prevención de la Violencia y el Delito, y que presente un informe sobre el uso del fondo específico establecido para respaldar las actividades llevadas a cabo en el marco de la Red. 

40. Instar a la Secretaría General a que continúe, a través de la Sección de Prevención de la Violencia y el Delito del DSP y la Sección de Información y Conocimiento sobre Seguridad Multidimensional de la SSM, con la difusión de políticas, programas, lecciones aprendidas y prácticas promisorias sobre prevención de la violencia y el delito en la región.

41. Encomendar a la Secretaría General que promueva, a través de la Red Interamericana de Prevención de la Violencia y el Delito, en coordinación con el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes, la articulación de diferentes actores regionales y subregionales, incluidos Estados, organizaciones de la sociedad civil y los propios niños, niñas y adolescentes, para desarrollar acciones conjuntas a fin de avanzar hacia la meta 16.2 “[p]oner fin al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de violencia y tortura contra los niños”, establecida por Naciones Unidas para 2030. 

42. Desarrollar modelos de prevención de la violencia, fomento de cultura de paz y estrategias integrales de inclusión social, de base territorial con perspectiva de derechos humanos y derechos de la niñez para evitar el reclutamiento y la utilización de niños, niñas y adolescentes por parte de organizaciones delincuenciales.

43. Promover y orientar el uso seguro de la Internet por niños, niñas y adolescentes, así como la prevención, atención, apoyo y seguimiento ante las posibles vulneraciones de sus derechos a través de la Internet, mediante metodologías que fortalezcan las capacidades de los propios niños, niñas y adolescentes para advertir los riesgos y amenazas, y estrategias que promuevan el diálogo intergeneracional, la coordinación interinstitucional y los abordajes interdisciplinarios.

C. Promoción de la cooperación policial 
/
/
/ 
44. Alentar a la Secretaría General a que, a través de la SSM, continúe fortaleciendo la cooperación policial y el desarrollo de la capacidad nacional, mediante la Red Interamericana de Desarrollo y Profesionalización Policial (REDPPOL), y fomente la cooperación entre la Secretaría General y la Comunidad de Policías de América (AMERIPOL).

45. Expresar su agradecimiento por el reciente lanzamiento de la REDPPOL de la SSM y aceptar el ofrecimiento del Gobierno de Ecuador para ser sede del segundo curso presencial de capacitación policial de dicha Red, el cual se llevará a cabo en el segundo semestre de 2019, y solicitar que presente los resultados alcanzados en la Séptima Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-VII), e invitar a los Estados Miembros a que continúen efectuando contribuciones técnicas y financieras para apoyar las actividades de la mencionada Red. 
46. Instar a los Estados Miembros a que continúen designando funcionarios de policía, previo un proceso de selección transparente acorde a la legislación interna de cada Estado Miembro, para ponerlos a disposición de la SSM a fin de fortalecer la capacidad técnica de los Estados Miembros y de la Secretaría de la OEA. 
47. Solicitar a la SSM que establezca una unidad de apoyo policial dentro de su estructura para servicio de todos sus departamentos. 
48. Solicitar al DSP de la SSM, que a través de su programa de la REDPPOL apoye con la creación e identificación de los perfiles idóneos para que los Estados Miembros sugieran candidatos para apoyar a toda la estructura de la SSM, en calidad de personal asociado. 
Implicaciones del cambio climático para la seguridad 
/
49. Tomar nota del diálogo que tuvo lugar en la sesión conjunta de alto nivel del Consejo Permanente y la CSH sobre las implicaciones del cambio climático para la seguridad, celebrada el 12 de diciembre de 2017. 
50. Instar a la CSH a que considere las deliberaciones de la sesión conjunta de alto nivel del Consejo Permanente y la CSH sobre “Implicaciones del cambio climático para la seguridad”, celebrada el 12 de diciembre de 2017, y que formule recomendaciones que puedan elevarse a la consideración del Consejo Permanente y la Asamblea General en su próximo período de sesiones. 
51. Encomendar a la CSH que elabore recomendaciones encaminadas a apoyar las tareas que realizan los Estados Miembros para entender y atender mejor las implicaciones del cambio climático para la seguridad, para que las consideren el Consejo Permanente y la Asamblea General en 2019
/.
52. Tomar nota del estudio sobre el cambio climático y sus implicaciones para la seguridad presentado por la JID a la CSH el 12 de abril de 2018, y solicitar a la JID que siga considerando en sus labores las implicaciones del cambio climático para la seguridad e identifique las respuestas adecuadas a los retos para la seguridad que plantea el cambio climático, así como las implicaciones del cambio climático para las fuerzas armadas, y que presente sus conclusiones a la CSH para la consideración de los Estados Miembros. 
53. Solicitar a la Secretaría General que continúe estableciendo relaciones de trabajo y colaboración con las organizaciones científicas, financieras y técnicas regionales e internacionales implicadas en el tratamiento del tema del cambio climático. 
54. Solicitar que la JID organice un simulacro anual en el área del manejo de desastres y la respuesta y asistencia humanitaria con miras a fortalecer las capacidades, los medios y la coordinación en todo el Hemisferio. Este mandato estará sujeto a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la JID. 

55. Invitar al Comité Interamericano para la Reducción de los Desastres Naturales a que considere las lecciones aprendidas de la pasada temporada de huracanes y del fenómeno El Niño Costero y que recomiende nuevas prácticas y medidas que pueden implementar los Estados Miembros, la OEA y sus entidades a fin promover la resiliencia y recuperación, así como para mejorar la cooperación y la colaboración. 
Las Américas como zona libre de minas terrestres antipersonal 
/
56. Reafirmar el compromiso de eliminar las minas antipersonal de sus territorios, destruir los arsenales existentes y convertir a las Américas en la primera zona libre de minas antipersonal del mundo; y, conforme a los principios y normas del derecho humanitario internacional, condenar firmemente el uso, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal, incluidas las hechas en fábricas, las hechas en forma local o las improvisadas. 

57. Seguir instando a todos los Estados Parte de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa), a los Estados interesados, a las Naciones Unidas y a otras organizaciones e instituciones internacionales competentes, organizaciones regionales, al Comité Internacional de la Cruz Roja y a las organizaciones no gubernamentales competentes a que examinen el progreso realizado en la implementación de los compromisos del Plan de Acción de Maputo 2014-2019 y de la Declaración de Maputo+15, adoptados durante la Tercera Conferencia de Examen, celebrada en Maputo, Mozambique, del 23 al 27 de junio de 2014, y a que renueven su compromiso con la Convención de Ottawa. 
58. Apoyar y promover decididamente el cumplimiento de los principios de la Convención de Ottawa, en cada uno de sus pilares, a saber: universalidad, educación sobre los riesgos, asistencia a las víctimas, desminado humanitario y cooperación y asistencia internacionales, incluidos los compromisos adoptados en la Conferencia de Examen; y apoyar a los Estados que han solicitado una prórroga en el plazo para cumplir sus compromisos en las áreas de limpieza y descontaminación, a fin de cumplir los plazos establecidos. 
59. Reconocer que el desminado humanitario es una herramienta comprobada de construcción de paz en la región; en este sentido, destacar los resultados alcanzados por el Gobierno de la República de Colombia en la materia, y agradecer los aportes que ha hecho la comunidad internacional para apoyar los esfuerzos que realiza ese país para dar cumplimiento a los compromisos adquiridos en virtud de la Convención de Ottawa y el Acuerdo Final de Paz entre el Gobierno de Colombia y las FARC-EP con respecto al desminado humanitario en Colombia. 
60. Señalar que, al ratificar o asumir las obligaciones contenidas en la Convención de Ottawa, los Estados Parte han confirmado su compromiso con la paz, el desarme y el derecho humanitario internacional destruyendo o asegurando la destrucción de todas las minas antipersonal en las Américas. 

Lucha contra la delincuencia organizada transnacional 
61. Reiterar la importancia de implementar el Informe de la Reunión de Puntos Nacionales de Contacto en materia de delincuencia organizada transnacional, realizada los días 3 y 4 de abril de 2017 (CP/CSH/SA-274/17). 
62. Instar a los Estados Miembros que aún no hayan entregado los cuestionarios sobre la implementación del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional a que lo entreguen a más tardar el 15 de septiembre de 2018, o bien, que aquellos países que ya lo enviaron remitan información nueva con objeto de corregir, complementar y mejorar el contenido de la información provista, luego de los primeros hallazgos del informe preliminar. 
63. Solicitar al DDOT que concluya el análisis de los cuestionarios y elabore el informe final, que debe ser presentado ante la CSH durante el segundo semestre de 2018, así como dar seguimiento a todas las propuestas presentadas por los Estados Miembros para mejorar el mencionado Plan de Acción. 
64. Exhortar a los Estados Miembros a que fortalezcan la cooperación y asistencia técnica internacional en la lucha contra la delincuencia organizada transnacional y el problema mundial de las drogas, de acuerdo con lo establecido en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la Declaración sobre Seguridad en las Américas, el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional y otros instrumentos hemisféricos multilaterales aplicables, a fin de contrarrestar los efectos negativos de estos fenómenos sobre el desarrollo sostenible, la seguridad, el correcto funcionamiento de las economías y el goce efectivo de derechos de los ciudadanos en nuestros países y en nuestras zonas fronterizas.

65. Convocar la Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Delincuencia Organizada Transnacional, en el marco de la CSH en noviembre de 2018, con el objetivo de analizar los avances logrados por los Estados, intercambiar información y conocer buenas prácticas que coadyuven, en su conjunto, a una mayor coordinación regional para enfrentar dicho fenómeno. 
66. Apoyar al DDOT e instar a que sea dotado con los recursos humanos y financieros necesarios para que funcione con eficacia, respetando la necesaria sostenibilidad presupuestaria de la Organización. Se insta a los Estados Miembros a que consideren asignar expertos en delincuencia organizada transnacional y ponerlos a disposición del DDOT. 
67. Solicitar a la SSM que contemple la realización del concurso para la plaza de titular del nuevo DDOT, tan pronto como sea posible. 

68. Instar a los Estados Miembros a que fortalezcan la legislación nacional y la cooperación internacional, a través del desarrollo de capacidades y respuestas para luchar contra la corrupción y el lavado de activos y la delincuencia organizada transnacional en todas sus formas y manifestaciones, incluidas las formas emergentes de delincuencia como los delitos que afectan el medio ambiente y sus delitos relacionados. 

69. Solicitar que el DDOT continúe brindando la asistencia técnica a los Estados Miembros, que así lo soliciten, con las particularidades del caso con respecto aquellos países que se encuentren enfrentando nuevas amenzas en zonas fronterizas, con objeto de impulsar la implementación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional, sus tres protocolos, cuando corresponda, y el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional; alentar una mayor coordinación dentro de la Secretaría General y otras instancias que aborden temas relacionados con la delincuencia organizada transnacional, así como con otros organismos multilaterales, tales como la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), a fin de contribuir a la efectiva implementación de los instrumentos internacionales y regionales en la materia. 
70. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la SSM, continúe apoyando a los Estados Miembros con la cooperación y asistencia técnica necesaria para combatir la delincuencia organizada transnacional en todas sus formas y manifestaciones, especialmente el lavado de activos, la trata de personas y la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. 
71. Invitar a los Estados Miembros a desarrollar y/o implementar políticas interinstitucionales que permitan renovar el compromiso de cooperación jurídica internacional, a fin de que los ministerios públicos y/o fiscalías generales del Estado compartan buenas prácticas y estrategias de investigación para procesar de manera efectiva a las miembros y líderes de organizaciones delictivas transnacionales; y, desarrollar intercambios de información que permita neutralizar las estructuras financieras de dichas organizaciones delincuenciales. 

72. Solicitar que el DDOT continúe brindando la asistencia técnica a los Estados del Caribe, así como a otros Estados Miembros que los soliciten, para mejorar sus marcos regulatorios y reforzar los regímenes de lucha contra el lavado de activos y contra el financiamiento del terrorismo, todo ello de conformidad con las normas internacionales. 
73. Invitar a los Estados Miembros, organismos regionales e internacionales a que realicen contribuciones voluntarias al Fondo contra la Delincuencia Organizada Trasnacional previsto en el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 

Medidas de fomento de la confianza y la seguridad en las Américas
/
74. Continuar promoviendo e implementando medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) de acuerdo con las disposiciones de la Declaración de San Salvador sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad, la Declaración de Santiago sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad, el Consenso de Miami y la Declaración sobre Seguridad en las Américas, entre otras declaraciones y resoluciones sobre MFCS, e instar a todos los Estados Miembros a presentarle a la Secretaría General, a más tardar el 15 de marzo de cada año, información sobre las MFCS aplicadas entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año anterior, utilizando la “Nueva lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS) que deben ser notificadas de conformidad con las resoluciones de la OEA” (CP/CSH-1743/16). 
75. Adoptar las “Conclusiones de la Presidencia del VII Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad” (CSH/FORO-VII/doc.5/17) celebrado en Washington, D. C., el 27 de abril de 2017. 
76. Encomendar a la Secretaría General que, con el apoyo de la JID, que complete el proceso de diseño e implementación de una base de datos y una plantilla electrónica para la presentación en línea de informes anuales sobre MFCS, antes del 1 de septiembre de 2018, y que la presente en la XIII CMDA. 
77. Convocar el VIII Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad en 2019 para revisar y evaluar las MFCS existentes y contemplar nuevas MFCS tomando en cuenta el enfoque multidimensional de la seguridad hemisférica. 
78. Adoptar la recomendación de la Plenaria y del Grupo de Trabajo del CICTE sobre Medidas de Fomento de Cooperación y Confianza en el Ciberespacio y agregar dos nuevas medidas a la “Nueva lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) que deben ser notificadas de conformidad con las resoluciones de la OEA” (CP/CSH-1743/16) aprobada en mayo de 2016. 
Preocupaciones en materia de seguridad en América Central
79. Expresar su apoyo a la labor de los Estados centroamericanos para atender sus preocupaciones en materia de seguridad, en especial la lucha contra la delincuencia organizada transnacional, el narcotráfico, el tráfico de armas, el tráfico ilícito de migrantes y delitos conexos, el flagelo de las maras y pandillas y el control fronterizo, y ofrecer la asistencia técnica de los órganos, organismos y entidades de la OEA. 
80. Apoyar la iniciativa de la Alianza para la Prosperidad emprendida por Honduras, El Salvador y Guatemala para promover la seguridad nacional y regional de sus ciudadanos. 
81. Agradecer el aporte financiero de la Unión Europea para la primera fase de implementación del Programa de Prevención de los Delitos Vinculados a la Migración Irregular en Mesoamérica que concluyera en abril de 2018, e instar a los Estados Miembros a que continúen apoyando los esfuerzos de esta iniciativa para la continuación de una segunda fase del Programa. 
Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares y de zonas costeras bajas en desarrollo del Caribe

82. Expresar su satisfacción por los resultados de la sesión celebrada el 8 de marzo de 2018 por la CSH sobre las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares y de zonas costeras bajas en desarrollo del Caribe, con el tema “Integración de las necesidades imperiosas de seguridad multidimensional, desarrollo sostenible y resiliencia ambiental para promover la paz y la seguridad en los pequeños Estados insulares y de zonas costeras bajas en desarrollo del Caribe”. 
83. Encomendar a la Secretaría General que, por conducto de la SSM, siga fortaleciendo la cooperación multidimensional en asuntos relacionados con la seguridad con la CARICOM, incluso por medio de la Agencia de Implementación de Seguridad y contra la Delincuencia (IMPACS), con miras a la ejecución del Plan de Trabajo Quinquenal de la OEA/SSM (2017-2022) para Apoyar la Estrategia de Delincuencia y Seguridad de la CARICOM. 
84. Encomendar al Consejo Permanente y al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) que continúen promoviendo los temas que inciden en la seguridad multidimensional, el desarrollo integral y sostenible, la resiliencia ambiental y la estabilidad de los pequeños Estados insulares y de zonas costeras bajas en desarrollo del Caribe, incluso por medio de iniciativas para reducir el riesgo de desastres y fortalecer la respuesta a los desastres, alcanzando de esta forma el desarrollo sostenible. 
85. Continuar convocando la reunión anual sobre las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe, reconociendo que dichos Estados son especialmente vulnerables a los efectos de una infinidad de formas de delincuencia organizada transnacional, desastres naturales y otros desafíos en materia de seguridad, y reconociendo que estos desafíos tienen un efecto desproporcionado en la seguridad multidimensional y el desarrollo sostenible e integral de la región. 
86. Solicitar a la JID que continúe apoyando los esfuerzos de la región orientados a aumentar la capacidad de respuesta y mitigación de los desastres como parte de la acción hemisférica para hacer frente a estos retos.
87. Reconocer la importancia de seguir apoyando la adopción de medidas para abordar las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares y de zonas costeras bajas en desarrollo del Caribe a fin de promover el desarrollo sostenible e integral de estos Estados e invitar a los Estados Miembros y a los observadores permanentes a que aumenten su apoyo financiero y técnico para ayudar a los pequeños Estados insulares y de zonas costeras bajas en desarrollo de la región a abordar los desafíos que enfrentan en el ámbito de la seguridad multidimensional.

88. Tomar nota del Libro Blanco de la República de Haití e invitar a los Estados Miembros y observadores permanentes a que contribuyan con recursos humanos y financieros a fin de apoyar la implementación del mencionado libro. 

Protección de las infraestructuras críticas en casos de desastres naturales
89. Encomendar a la SSM, que elabore un modelo de estrategia nacional sobre protección de infraestructuras críticas en casos de desastres naturales, con base en las recomendaciones de los Expertos sobre el tema, contenidas en el documento CP/CSH-1834/18, y presente un borrador para la consideración de los Estados Miembros en el primer trimestre del 2019. 

Reflexiones sobre la seguridad hemisférica 
90. Reconocer la realización de tres jornadas de reflexión por parte de la CSH sobre temas de interés para los Estados Miembros: “El concepto de seguridad multidimensional en el actual contexto estratégico del Hemisferio” (17 de noviembre de 2017); “El uso de las Fuerzas Armadas en acciones de seguridad pública: condicionantes e implicaciones” (8 de febrero de 2018), y “Perspectivas sobre los instrumentos jurídicos interamericanos en materia de paz y seguridad hemisférica” (22 de marzo de 2018). 
91. Considerar la importancia de que la CSH dé continuidad a la celebración de jornadas de reflexión que promuevan el debate abierto en torno a temas relacionados con la agenda de seguridad multidimensional. 
Sistemas de justicia, penitenciarios y carcelarios
92. Encomendar a la SSM que, a través del DSP, continúe apoyando a los Estados Miembros, que así lo soliciten, en el desarrollo e implementación de estrategias integrales, a partir de buenas prácticas, a fin de obtener resultados efectivos en la reinserción social de personas privadas de libertad. 

93. Encomendar a la SSM que, a través del DSP, continúe apoyando a los Estados Miembros, que así lo soliciten, en el desarrollo e implementación de estrategias comprometidas con la mejora de la gestión y administración efectivas de las prisiones, y la atención y reducción de la sobrepoblación en las cárceles, o reducir la población carcelaria según corresponda. Tales estrategias contribuirán a estimular la adopción de medidas alternativas al encarcelamiento y medidas de protección al ciudadano privado de libertad, así como de una mejor estructuración de los servicios ofrecidos por las defensorías públicas. 
94. Solicitar a la SSM que, en el marco de la Estrategia Penitenciaria que implementa el DSP, promueva la implementación de medidas alternativas al encarcelamiento, iniciativas de tratamiento penal diferenciado, en coordinación con la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) para los usuarios de drogas, y con la Comisión Interamericana de Mujeres para mujeres encarceladas; y programas basados en evidencia de reintegración social, teniendo en consideración el creciente número de personas privadas de la libertad en la región, y las enormes consecuencias familiares, sociales, económicas e institucionales. 

95. Solicitar a la SSM que, en el marco de la Estrategia Penitenciaria que implementa el DSP, promueva el desarrollo y la utilización de programas de justicia restaurativa en los casos adecuados, manteniendo las salvaguardas para proteger a las víctimas, dentro de los procesos formales de justicia penal, así como el desarrollo de enfoques innovadores en materia de justicia restaurativa que puedan o no estar enmarcados en el proceso penal formal. 

Tráfico ilícito de armas pequeñas y armas ligeras en todos sus aspectos

96. Subrayar que el tema del tráfico ilícito de armas pequeñas y ligeras en todos sus aspectos actúa como un factor de riesgo, que impacta negativamente en los altos índices de violencia e inseguridad en la región, donde la mayoría de los homicidios son cometidos con armas de fuego, por lo que representa una amenaza para la paz la seguridad y el desarrollo. 

97. Alentar a los Estados Miembros a que pongan en práctica el Programa de Acción de las Naciones Unidas para Prevenir, Combatir y Eliminar el Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras en Todos sus Aspectos (Programa de Acción sobre las Armas Pequeñas), y que participen activamente en la Tercera Conferencia de Examen que se celebrará del 18 al 29 de junio de 2018. 
98. Encomendar a la SSM que, con la asistencia de la Oficina de Asuntos de Desarme de las Naciones Unidas y con la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), cuando corresponda, recopile información sobre las necesidades técnicas y financieras de los Estados Miembros para la implementación del Programa de Acción sobre las Armas Pequeñas. 
99. Tomar nota del manual elaborado por la Junta Interamericana de Defensa (JID), a solicitud de la CSH, sobre mejores prácticas para la gestión y destrucción de arsenales de armas pequeñas y armas ligeras y sus municiones, preparado a solicitud de la Comisión de Seguridad Hemisférica en 2017. 
100. Reiterar a la SSM que, a través del DDOT, en coordinación con la UNODC, elabore un estudio hemisférico sobre la temática del tráfico ilícito de armas de fuego pequeñas, ligeras y municiones en el Continente, a fin de identificar las amenazas y los retos, que incluya recomendaciones orientadas a la acción, especialmente el fortalecimiento de controles fronterizos para prevenir y combatir el tráfico ilícito de armas, con un enfoque de responsabilidad común y compartida, sobre la base de la información que provean los Estados Miembros. 

Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco)
101. Reconocer la vigencia del Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco) a sus 51 años de existencia, como muestra de que la ausencia de armas nucleares en la región refuerza la seguridad y confianza entre los Estados del Hemisferio, constituye un claro ejemplo para aquellos Estados que poseen este tipo de armamento y contribuye a los esfuerzos hacia un mundo libre de armas nucleares. 

102. Alentar a los Estados que han ratificado los protocolos pertinentes del Tratado de Tlatelolco a que examinen cualquier declaración interpretativa que hayan hecho a este respecto, de conformidad con la Medida 9 del Documento Final de la Conferencia de las Partes de 2010 Encargada del Examen del Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares (TNP). 

II.  INSTRUMENTOS JURÍDICOS
103. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC), la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la Convención Interamericana para Facilitar la Asistencia en Casos de Desastre. 
Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados
/ 
104. Acoger con beneplácito la realización del XVIII Comité Consultivo de la CIFTA, el pasado 16 de febrero de 2018, en la Sede de la OEA, así como la celebración de la Cuarta Conferencia de Estados Parte de la CIFTA, los días 4 y 5 de abril de 2018, en la Ciudad de México. 
105. Invitar a los Estados que aún no lo hayan hecho a que consideren adherirse a la CIFTA, así como a fortalecer los mecanismos de coordinación y cooperación a efecto de consolidar la aplicación eficaz de la Convención. 

106. Adoptar el “Curso de Acción 2018-2022 para el funcionamiento y la aplicación de la CIFTA”, aprobado durante la Cuarta Conferencia de Estados Parte de la CIFTA, celebrada en la Ciudad de México, el 4 y 5 de abril de 2018, reafirmando el compromiso para su implementación. 
107. Convocar la décimo novena reunión ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA, de conformidad con el artículo XXI de la Convención, con duración de un día, durante el primer semestre de 2019, y solicitar a la Secretaría Técnica de la CIFTA que apoye la preparación y seguimiento de la misma. 
108. Promover y fortalecer las sinergias entre la OEA, la Organización de las Naciones Unidas —en especial su Programa de Acción sobre las Armas Pequeñas, el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional, el Tratado sobre el Comercio de Armas
/
/ y el Instrumento Internacional de Localización— y todos los mecanismos subregionales hemisféricos, que permitan a los Estados explorar más y mejores posibilidades de trabajo conjunto en esta materia. 
109. Alentar a los Estados Parte de la CIFTA a que fortalezcan la cooperación regional, subregional y bilateral, a través de acciones coordinadas y conjuntas con miras a prevenir y combatir el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones y explosivos. Asimismo, a que compartan e intercambien información de interés sobre actividades ilegales vinculadas a esta problemática, que pongan en riesgo la seguridad de la región. 

110. Instruir a la Secretaría Técnica de la CIFTA que, en consulta con los organismos pertinentes de las Naciones Unidas, como la UNODC y la Oficina de Asuntos de Desarme de las Naciones Unidas, concluya para el segundo semestre de 2018 la elaboración del estudio comparativo entre la CIFTA y otros instrumentos internacionales en la materia, incluido el Programa de Acción sobre las Armas Pequeñas, el Instrumento Internacional de Localización y el Protocolo contra la Fabricación y el Trafico Ilícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, para ser presentado en la décima novena reunión ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA, conforme decisión adoptada en la décima octava reunión ordinaria de dicho Comité Consultivo. 
111. Proclamar, con motivo del vigésimo aniversario de la CIFTA, el día 5 de abril de cada año, como Día Interamericano para Contrarrestar la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, a partir de 2019. 
112. Instruir a la Secretaría General que continúe prestando, a solicitud de los Estados Parte, asistencia técnica y cooperación para el marcaje, rastreo, mantenimiento de información y la destrucción de armas de fuego, municiones y explosivos y otros materiales relacionados, según corresponda. 
113. Considerar el establecimiento de un fondo fiduciario voluntario de la OEA dedicado al mejoramiento de las operaciones y funcionamiento de la CIFTA. 
Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales
114. Considerar las recomendaciones de la JID contenidas en el documento CP/CSH-1829/18 sobre las operaciones y funciones de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales (CITAAC). 
115. Impulsar que la CSH, con asesoría de la JID, elabore una propuesta para la implementación y operatividad de una Secretaría pro témpore o Secretaría Técnica (propuesta en la primera conferencia de Estados Partes) en donde esté establecida su organización y funciones. 
116. Requerir a los Estados Partes que continúen presentando a tiempo los informes anuales y notificaciones de acuerdo con las obligaciones establecidas en los artículos III y IV de la CITAAC e identificar antes del 1 de julio de cada año los puntos de contacto nacionales, con la finalidad de contribuir a la preparación de las notificaciones e informes anuales. 
117. Instar a los Estados Partes a que presenten, en forma oportuna, informes anuales y notificaciones en cumplimiento de sus obligaciones contenidas en los artículos III y IV de la CITAAC. Asimismo, solicitar a la Secretaría General que se ponga en contacto con los Estados no miembros de la Organización para que contribuyan al objeto de la Convención mediante la presentación anual de información a la Secretaría General sobre sus exportaciones de armas convencionales a los Estados Partes de la CITAAC, de conformidad con su artículo V.
118. Fijar el mes de marzo de 2019 y la Sede de la Secretaría General como fecha y lugar para la celebración de la Segunda Conferencia de los Estados Partes de la CITAAC, de conformidad con su artículo VIII y la resolución AG/RES. 2809 (XLIII-O/13), y solicitar que la Secretaría General asigne los fondos necesarios en el presupuesto para la mencionada conferencia y para la realización de una sesión preparatoria, y que preste el apoyo necesario para los preparativos y seguimiento de la conferencia. 

Convención Interamericana contra el Terrorismo

119. Invitar a los Estados Miembros que todavía no lo han hecho a que consideren su ratificación o adhesión, según sea el caso, a la Convención Interamericana contra el Terrorismo, adoptada en Bridgetown, Barbados, el 3 de junio de 2002, y que apoyen su plena implementación. 

120. Convocar la primera reunión de los Estados Parte de la Convención Interamericana contra el Terrorismo para el primer semestre de 2019 en la Sede de la OEA, en Washington, D. C. 

Convención Interamericana para Facilitar la Asistencia en Casos de Desastre
121. Solicitar a la Secretaría General que en el calendario de actividades de la CSH 2018-2019 incluya como tema esta convención con la finalidad de promover su examen, los cambios que se consideren necesarios y el refuerzo de sus disposiciones, considerando particularmente el aumento en el número de desastres naturales importantes desde que la convención entró en vigor en 1996, con particular atención a la experiencia de sus Estados Partes. 
122. Solicitar a la Secretaría General que promueva la toma de conciencia sobre la Convención Interamericana para Facilitar la Asistencia en Casos de Desastre entre aquellos Estados Miembros que aún no se han adherido a ella y a los observadores permanentes. 
123. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la SSM, colabore con la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral para optimizar la inclusión de las disposiciones pertinentes de la Convención Interamericana para Facilitar la Asistencia en Casos de Desastre, a fin de formular una propuesta a ser considerada por el CIDI, que facilite la respuesta a desastres y fortalezca la prestación de asistencia de parte de los Estados Miembros, los observadores permanentes y otros organismos, para los Estados Miembros afectados por desastres.

III.  OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES SOBRE LOS INFORMES ANUALES DE LOS ÓRGANOS, ORGANISMOS Y ENTIDADES DE LA ORGANIZACIÓN (ARTÍCULO 91 F DE LA CARTA DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS)
Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas

124. Fortalecer la comunicación, la colaboración y la cooperación para responder al problema mundial de las drogas con un enfoque integral, equilibrado, basado en la evidencia y multidisciplinario, que contribuya a mejorar el conocimiento y la generación de evidencia científica para las políticas y programas en materia de drogas, reconociendo que se trata de un fenómeno cada vez más complejo, dinámico y multicausal que comprende retos persistentes, nuevos y cambiantes. 

125. Alentar a los Estados Miembros y a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) a que continúen los esfuerzos para la implementación efectiva de las recomendaciones operacionales del documento final del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas (UNGASS) 2016 sobre el problema mundial de las drogas, que guiará sus esfuerzos futuros, sobre la base de nuestros compromisos internacionales previos en esta materia, incluyendo la Declaración Política y Plan de Acción de las Naciones Unidas de 2009, y para reforzar el intercambio de experiencias, buenas prácticas y la colaboración con la sociedad civil, el sector académico y otros organismos y foros regionales e internacionales. 

126. Dar la bienvenida a la realización de la primera reunión del Grupo de Trabajo de la CICAD sobre la Implementación de las Recomendaciones Operativas de UNGASS 2016, celebrada en la Ciudad de México el 24 de abril de 2018. 

127. Apoyar los esfuerzos para instrumentar el Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2016-2020 y sus aportaciones para el cumplimiento de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, al tiempo de reconocer la necesidad de mejorar la recopilación y el análisis de datos, indicadores e instrumentos de medición de las políticas sobre drogas. 

128. Fortalecer la adopción de medidas de prevención integral, de control y reducción de la oferta, así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas con uso problemático de drogas, con un enfoque de derechos humanos, a nivel individual, comunitario, familiar y social, que promueva la no estigmatización de las personas que consumen drogas, sin que ello implique impunidad para los delitos relacionados con dichas sustancias. 

129. Enfatizar la importancia de mejorar el acceso a y la disponibilidad de sustancias controladas con fines médicos y científicos, en particular para cuidados paliativos, al tiempo de fortalecer las medidas para evitar su desvío, el tráfico ilícito y su uso indebido. 

130. Continuar apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros, incluso solicitar a la CICAD que fortalezca los mecanismos de cooperación e intercambio de buenas prácticas para países productores y receptores de químicos para controlar el desvío de precursores químicos que puedan ser utilizados para fabricar drogas ilícitas y, en casos apropiados, en coordinación con los procedimientos de monitoreo y notificación establecidos por la UNODC, y sin perjudicar su comercio y usos legítimos. 

131. Reiterar nuestro compromiso para continuar incorporando la perspectiva de género y de derechos humanos en las políticas internacionales de drogas, con miras a desarrollar y difundir medidas que tengan en cuenta las cuestiones de género y las necesidades y circunstancias específicas que enfrentan las mujeres y las niñas con respecto al problema mundial de las drogas. Asegurar la participación efectiva de las mujeres en las agencias y organismos encargados del tema y, en ese sentido, alentar la participación de los países en el Programa Interamericano para el Fortalecimiento de la Igualdad de Género en los Organismos Nacionales Encargados de Combatir el Tráfico Ilícito de Drogas (GENLEA/CICAD). 

132. Alentar a los Estados Miembros a promover la perspectiva de derechos humanos y, de conformidad con la legislación nacional y los compromisos internacionales, incluir el principio de proporcionalidad de la pena para los delitos menores relacionados con las drogas y, en ese sentido, alentar a la CICAD a que continúe promoviendo mejores prácticas sobre alternativas al encarcelamiento. 

133. Seguir alentando la búsqueda de alternativas económicas viables y de integración social, para prevenir y contrarrestar las acciones de los grupos delictivos que involucran a personas y comunidades en el cultivo, producción, distribución, tráfico y consumo de drogas. 

134. Fortalecer la coordinación y cooperación entre los Estados Miembros y entre los órganos de la OEA para contrarrestar las actividades ilícitas que facilitan la delincuencia organizada transnacional, tales como el tráfico ilícito de drogas y de armas, el lavado de activos y otras actividades ilícitas relacionadas. 

135. Apoyar a los Estados Miembros que así lo soliciten a que desarrollen y fortalezcan los sistemas nacionales de alerta temprana sobre nuevas drogas ilícitas, nuevas sustancias psicoactivas y precursores químicos, en coordinación con los sistemas globales de alerta temprana. 

136. Reafirmar que a 20 años del mandato para el establecimiento del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM), éste sigue siendo el único instrumento hemisférico válido para medir la aplicación del Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas de la CICAD, y las acciones de cooperación internacional vinculadas y, en ese sentido saludar el inicio de la séptima ronda del MEM. 

137. Aprobar el Plan de Trabajo de la Secretaría Ejecutiva de la CICAD para 2018, de acuerdo a sus Estatutos, y en cumplimiento de la Estrategia Hemisférica sobre Drogas 2010 y su Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2016-2020. 

138. Apoyar el fortalecimiento de la Secretaría Ejecutiva de la CICAD e invitar a los Estados Miembros a que, de ser posible, hagan contribuciones financieras voluntarias que fortalezcan su trabajo. 

Comité Interamericano contra el Terrorismo
139. Reiterar su enérgica e inequívoca condena al terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, independientemente de quién lo cometa y de dónde y con qué propósitos se cometa. 

140. Recalcar la importancia de designar uno o más Puntos de Contacto Nacionales al Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) con competencia en materia de prevención y eliminación del terrorismo con la finalidad de fortalecer la cooperación entre los mismos y el CICTE. 

141. Reafirmar y respaldar los compromisos asumidos en la Declaración “Fortaleciendo esfuerzos hemisféricos para abordar y contrarrestar el extremismo violento que conduce al terrorismo” aprobada por el CICTE durante su décimo octavo período ordinario de sesiones, celebrado en la Sede de la OEA, Washington, D. C., los días 3 y 4 de mayo de 2018, en particular su compromiso para redoblar esfuerzos con el fin de prevenir y combatir el extremismo violento desde una perspectiva integral y multidimensional, con pleno respeto de los derechos humanos y el Estado de derecho. 

142. Agradecer la celebración de la primera reunión del Grupo de Trabajo sobre Medidas de Fomento de Cooperación y Confianza en el Ciberespacio el 28 de febrero y el 1 de marzo de 2018, en la Sede de la OEA en Washington, D. C.; hacer suya la resolución CICTE/RES. 1/18, “Medidas regionales de fomento de cooperación y confianza en el ciberespacio (MFCS)”, aprobando así dos nuevas medidas; y, de conformidad con la “Nueva lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) que se deben notificar de conformidad con las resoluciones de la OEA” (CP/CSH-1743/16) de mayo de 2016, aprobar su inclusión en la “Nueva lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS)” como medidas no tradicionales. 

143. Asegurar que en el programa-presupuesto 2019 de la Organización se asignen a la Secretaría del CICTE los recursos financieros necesarios para implementar los mandatos, programas y actividades contenidos en el Plan de Trabajo del CICTE adoptado en su décimo octavo período ordinario de sesiones, así como recursos suficientes para apoyar la preparación y celebración de su reunión anual. Además, solicitar al Secretario General que le asigne a la Secretaría del CICTE recursos humanos adicionales, particularmente recursos del Fondo Regular, para fortalecer sus capacidades en materia de asistencia técnica y también para asegurar una mayor continuidad en la labor del CICTE. 

144. Alentar a los Estados Miembros, observadores permanentes y organismos internacionales a que sigan apoyando a la Secretaría del CICTE a través de fuentes de financiamiento externo con el objeto de facilitar el cumplimiento de sus funciones. 

145. Convocar el décimo noveno período ordinario de sesiones del CICTE en la Sede de la OEA, en Washington, D. C., para los días 2 y 3 de mayo de 2019, y dos reuniones preparatorias de un día de duración los días 28 de febrero y 11 de abril de 2019, respectivamente, en la Sede de la OEA, así como una reunión a realizarse durante el segundo semestre de 2018, de manera presencial o virtual, con la finalidad de promover el intercambio de información entre los Puntos de Contacto Nacionales y la Secretaría del CICTE, discutir los avances en la implementación del Plan de Trabajo del CICTE, así como conocer las nuevas amenazas y/o necesidades de los países en la materia. 

146. Solicitar a la Presidencia del CICTE que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos contenidos en el Plan de Trabajo del CICTE. 

Junta Interamericana de Defensa 
/
/
/
/
147. Invitar a los Estados Miembros que así lo estimen conveniente a que continúen proporcionando los recursos financieros y humanos necesarios a la Junta Interamericana de Defensa (JID), así como a que consideren que el tiempo mínimo de los oficiales o funcionarios asignados a la JID sea de dos años.
148. Alentar a aquellos Estados que no sean miembros de la JID a que consideren unirse a ella para fortalecer y ampliar la defensa y la cooperación en materia de seguridad en el Hemisferio. 
149. Exhortar a los Estados Miembros a que continúen designando personal militar o policial para que se incorpore a las actividades de la Misión de Desminado Humanitario de la JID. 
150. Solicitar que los Estados Miembros proporcionen la información solicitada a la JID a fin de facilitar la culminación de la base de datos para responder a los desastres naturales, lo cual apoyará una mejor preparación en casos de desastre en el Hemisferio, de conformidad con el Plan Asesor de la JID. 
151. Solicitar que el Secretario General considere incluir a la JID como institución educativa habilitada para recibir becas a través del Programa de Becas Académicas (Programa Regular). 
152. Solicitar que, con base en la experiencia de los últimos desastres en el Hemisferio, las organizaciones parte del Comité Interamericano para la Reducción de los Desastres Naturales proporcionen información actualizada sobre lecciones aprendidas de asistencia humanitaria con la finalidad de generar cambios al Plan para Mejorar la Orientación y Asesoría de la JID al Sistema Interamericano en Casos de Desastres, en caso de ser conveniente. 
153. Solicitar que la JID, en el marco de su Estatuto:
a) Continúe buscando acuerdos de colaboración con instituciones académicas, según la propuesta de la JID 13/2014 con la finalidad de crear una red que apoye a la Junta en la elaboración de estudios y otros proyectos de interés para los Estados Miembros. 
b) Continúe con su apoyo para las actividades de la CMDA, en particular para los trabajos de integración de la memoria institucional de la CMDA, presentando un informe sobre los eventos y aspectos comunes en los que tiene vinculación con las actividades realizadas por la OEA, en materia de defensa y seguridad hemisférica, participación en los grupos ad hoc de trabajo y proveer asistencia técnica y secretarial a la Secretaría pro témpore de la XIV CMDA. 
c) Alimentar su base de datos de respuestas a desastres naturales asegurándose de que antes del 31 de diciembre de 2018 los Estados Miembros completen y presenten el Formulario de Datos para Respuesta en Caso de Desastres (F-JID-011-01-DN) que se encuentra en la página 15 del Plan para Mejorar la Orientación y Asesoría de la JID al Sistema Interamericano en Casos de Desastres (publicado por la Secretaría de la JID el 13 de marzo de 2012). 
d) Proporcione asesoría a la SSM para el desarrollo del VIII Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad. 
e) Solicitar a la JID que continúe proporcionando apoyo técnico y asesoría a Haití para la implementación de su Libro Blanco sobre seguridad y desarrollo. 
154. Expresar su apoyo al plan de acción previsto por la JID para realizar eventos sobre los siguientes temas: un seminario sobre perspectiva de género para continuar fomentando la inclusión de la mujer en el ámbito de defensa y seguridad en el Hemisferio; una conferencia sobre búsqueda y rescate en caso de desastres naturales para obtener lecciones aprendidas y experiencias que puedan ser replicadas en cada Estado Miembro; y un seminario o conferencia sobre ciberseguridad con la finalidad de proponer recomendaciones a los Estados Miembros sobre la seguridad en el manejo de información a través del ciberespacio y la protección de los medios informáticos. 
IV.  SEGUIMIENTO E INFORMES

155. Encomendar a la SSM que presente oportunamente el plan de las actividades que serán realizadas en el período 2018-2019 para consultas o la adecuada supervisión de los Estados Miembros. 
156. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 
157. Apoyar la consideración por la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios de una revisión de la política de la Tasa de recuperación de costos indirectos (RCI), tomando en cuenta la necesidad de fortalecer la SSM y las actividades que tiene como mandato.

158. Agradecer a los Estados Miembros, a los observadores permanentes y a los socios colaboradores por su importante participación y sus contribuciones financieras que apoyan el diseño, la implementación y la evaluación de los programas y proyectos en el ámbito de la seguridad hemisférica. 
159. Resaltar la importante labor de la sociedad civil en concientizar a la opinión pública sobre las múltiples amenazas, retos y otros desafíos a la seguridad hemisférica y sus consecuencias, contribuyendo de esta manera a los objetivos permanentes de mantener la paz y la seguridad de sus ciudadanos.

En vista de que todavía no se ha completado su implementación, renovar los mandatos contenidos en los párrafos resolutivos 75 y 78 de la resolución AG/RES. 2907 (XLVII-O/17).

160. V.  TABLA CALENDARIO DE REUNIONES Y EVENTOS ESPECIALES
/
	Secuencia numérica temporal
	Tema
	Fecha estimada
	Nombre
	Lugar

	1.
	CMDA
	Octubre de 2018
	Decimotercera Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas (XIII CMDA)
	México

	2.
	Delincuencia organizada transnacional
	Noviembre de 2018
	Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Delincuencia Organizada Transnacional
	Sede de la OEA, Washington, D. C.

	3.
	CITAAC
	Marzo de 2019
	Segunda Conferencia de los Estados Partes de CITAAC
	Sede de la OEA Washington, D. C.

	4.
	CICTE
	2-3 Mayo de 2019
	Décimo noveno período ordinario de sesiones del CICTE
	Sede de la OEA Washington, D. C.

	5.
	MISPA
	1.er semestre de 2019
	Segunda reunión del Grupo de Trabajo Técnico Subsidiario sobre la Prevención de la Delincuencia, la Violencia y la Inseguridad
	Por determinar

	6.
	CIFTA
	1.er semestre de 2019
	Decimonovena Reunión Ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA
	Por determinar

	7.
	MFCS
	2019
	Octava reunión del Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad
	Sede de la OEA, Washington, D. C.

	8.
	MISPA
	1.er semestre de 2019
	Segunda reunión del Grupo de Trabajo Técnico Subsidiario sobre la Prevención de la Delincuencia, la Violencia y la Inseguridad
	Por determinar

	9.
	MISPA
	2.º semestre de 2019
	Séptima Reunión de Ministros Responsables en Materia de Seguridad Pública en las Américas
	Ecuador

	10.
	MISPA
	2.º semestre de 2018
	Segundo curso presencial de la Red Interamericana de Desarrollo y Profesionalización Policial 
	Ecuador


NOTAS A PIE DE PÁGINA

1.
…ordinaria de la CICAD, Washington, D. C. (del 13 al 15 de diciembre de 2017); sesión conjunta de alto nivel del Consejo Permanente y la Comisión de Seguridad Hemisférica sobre las “Implicaciones del cambio climático para la seguridad”, Washington, D. C. (12 de diciembre de 2017); décimo octava reunión ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA, Washington, D. C. (16 de febrero de 2018); Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares y de zonas costeras bajas del Caribe, Washington, D. C. (8 de marzo de 2018); Quinta Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, Washington, D. C. (12 y 13 de marzo de 2018); Cuarta Conferencia de los Estados Parte de la CIFTA, Ciudad de México (4 y 5 de abril de 2018); Protección de Infraestructura Crítica en casos de Desastres Naturales, Washington, D. C. (19 de abril de 2018); sexagésimo tercer período ordinario de sesiones de la CICAD, México (26 y 27 de abril de 2018), y décimo octavo período ordinario de sesiones del CICTE, Washington, D. C. (3 y 4 de mayo de 2018).

2
…para la XIII CMDA extralimitan el carácter de ser un foro político cuya finalidad exclusiva es la de promover el intercambio de ideas, buenas prácticas y experiencias en temas de defensa y seguridad. La CMDA no ha sido creada para coordinar a las conferencias militares hemisféricas especializadas, ni para desarrollar mecanismos operacionales.

3.
…las Armas Químicas y la Convención sobre Armas Biológicas, como si no fueran “universales, genuinos y no discriminatorios”. Estos tratados continúan sirviendo como piedras angulares para el desarme y el avance de la no proliferación, y están abiertos a la adhesión por parte de todos los Estados.  Aunque el texto corregido reconoce “los intereses comunes en la implementación del Tratado sobre la no Proliferación de las Armas Nucleares y otros acuerdos relacionados con armas”, hace demasiado énfasis en sus defectos y no tanto en sus virtudes.
4.
…apoya este tratado pues no hará al mundo más seguro ni dará como resultado la eliminación de una sola arma nuclear y tampoco mejorará la seguridad de ningún Estado.  Este tratado ignora los actuales desafíos en materia de seguridad que hacen necesaria la disuasión nuclear y entraña el peligro de socavar los actuales esfuerzos encaminados a afrontar la proliferación global y los retos en el área de seguridad.  Estados Unidos invita a todos los Estados a entablar un diálogo sobre los impedimentos geopolíticos al desarme nuclear, con el objetivo de diseñar medidas efectivas que ayuden a crear las condiciones propicias para un progreso ulterior.

5.
…recursos de los países, además ya existen líneas y programas de apoyo dentro del marco de las reuniones MISPA, con componentes policiales.  El papel de la SSM es de darle seguimiento a los resultados de estas reuniones. 

6.
…de América en junio de 2011. Dicho documento no fue negociado ni aprobado por los Estados Miembros de la OEA y, adicionalmente, AMERIPOL no representa a los organismos policiales de todos los países del Hemisferio. En tal sentido, no puede imponerse la cooperación con la referida Comunidad a través de una enmascarada institucionalización en la Organización. Venezuela apoya la cooperación voluntaria en materia policial basada en el respeto a la soberanía, la independencia, la no injerencia, al ordenamiento jurídico y a la institucionalidad de los países. Dicha cooperación debe ser siempre coordinada y sometida al control civil de todos los Estados Miembros que componen la OEA.
7.
…órganos correspondientes son los únicos que definen mandatos. Por consiguiente, el acuerdo establecido entre AMERIPOL y la Secretaría General de la OEA no genera obligaciones para los Estados Miembros.
8.
…de Seguridad Hemisférica debido a que su contenido extralimita las funciones de la JID al atribuírsele funciones que no se corresponden con la naturaleza y la especialidad de este Organismo. Las respuestas a los desafíos en materia de seguridad originadas por el cambio climático son definidas en el ámbito de competencia de cada Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos. 

9.
…para que elaboren recomendaciones sobre las implicaciones del cambio climático en la seguridad. Hacemos notar nuestra preocupación por esta labor que lleva a cabo la OEA y otras entidades que no cuentan con la experiencia técnica y científica en estas áreas. 

10.
…de armas convencionales (actividad que incluye el desminado humanitario) desde 1993.  Estados Unidos seguirá apoyando la acción de la OEA para eliminar la amenaza humanitaria de las minas restantes y declarar a los países “libres del impacto de minas”. En septiembre de 2014, Estados Unidos anunció que armonizaría sus actividades fuera de la península de Corea con los requisitos fundamentales de la Convención de Ottawa. Eso significa que Estados Unidos:

· no usará minas antipersonal fuera de la península de Corea;

· no asistirá, alentará ni inducirá a nadie fuera de la península de Corea a realizar actividades prohibidas en la Convención de Ottawa; y

· se compromete a destruir los arsenales de minas antipersonal que no se necesiten para la defensa de la península de Corea.

11.
…de confianza y paz en la región. Comparte la necesidad de que estas medidas deben adaptarse a las condiciones y a las realidades geográficas, políticas, económicas, sociales, culturales y tecnológicas. Bajo este enfoque, apoya en lo general una medida de confianza encaminada al intercambio de información relacionado a la aprobación y/o adecuación de normas en las legislaciones que regulen los procesos de obtención de datos e información, y el intercambio de experiencias entre los Gobiernos, relacionado con la prevención , manejo y protección de datos informáticos y en el ámbito de esta medida de confianza, la participación de los proveedores de servicio y usuarios finales ha de ser voluntario y no debe de constituir una obligación para los Estados. 


12.
…ha suscrito instrumentos internacionales en materia de combate y prevención al tráfico ilícito de armas y ha incorporado a la legislación nacional el Programa de Acción y el Instrumento Internacional de Rastreo de Armas, a través de la Ley Especial para el Control y Regulación de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados, Ley 510, que nos ha permitido desarrollar un riguroso plan de control y registro de las armas de fuego en manos de los civiles y el decomiso de las armas de guerra. 

13.
… manera de alcanzar estos objetivos es a través de un régimen multilateral sólido, que se traduzca en un tratado balanceado, objetivo y no discriminatorio. Por estas razones Venezuela considera que las referencias a las sinergias con otros instrumentos jurídicos, en particular del Tratado sobre el Comercio de Armas (TCA), no constituye una formulación adecuada para el cumplimiento de los objetivos de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros materiales relacionados (CIFTA), ya que el TCA adolece de los siguientes aspectos: 

· No es un instrumento de aplicación universal, lo cual limita su alcance para considerarlo como referencia en el desarrollo de sinergias entre distintos tratados sobre el combate al tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, componentes y todos sus aspectos. 

· Omite el abordaje de la sobreproducción y el almacenamiento de armas por parte de los grandes productores y exportadores. 

· Contiene una serie de criterios que pudieran ser utilizados por algunos países para coartar el derecho soberano de los Estados a adquirir armas según sus necesidades legítimas de seguridad y defensa, recurriendo a argumentos arbitrarios y subjetivos relacionados con consideraciones sesgadas y aspectos de doble rasero. 

· Ignora el peligro que entrañan las transferencias de armas a actores no estatales no autorizados.

14.
… ha asumido diversos instrumentos Internacionales en materia de combate y prevención del tráfico ilícito de armas y ha incorporado a la legislación nacional el Programa de Acción y el Instrumento Internacional de Rastreo de armas, a través de la Ley Especial para el control y Regulación de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados, Ley 510, que nos ha permitido desarrollar un riguroso plan de control y registro de las armas de fuego en manos de los civiles y el decomiso de armas de guerra. La nación nicaragüense es consciente del impacto humanitario y de todas las secuelas que se originan producto de este flagelo en el Hemisferio y en particular en la región centroamericana, por lo que continuamos comprometidos con el multilateralismo, sin embargo en lo relativo al Tratado Internacional sobre el Comercio de Armas, adoptado por Naciones Unidas, Nicaragua no lo acepta debido a que:

· No existe una mención a la prohibición de transferencias de armas a los actores no estatales, lo cual nos parece muy peligroso ya que al no prohibir dicho elemento debemos de suponer que queda permitido. 

· No hay una reafirmación clara, dentro de la parte operativa del Tratado, del derecho soberano de los Estados a adquirir, fabricar, exportar, importar y conservar armas convencionales y sus partes y componentes para su legítima defensa y necesidades de seguridad.

· No hay una prohibición a la transferencia de armas a los Estados que amenacen con el uso de la fuerza o que cometan crímenes de agresión en contra de otros Estados y que tienen como práctica y política la desestabilización de otros Estados, la amenaza y el uso de la fuerza.

15.
…en cumplimiento del procedimiento establecido, cesó su calidad de Miembro de la Junta el 20 de febrero de 2015, razón por la cual el Ecuador no forma parte del consenso ni de cualquier compromiso que los Estados asuman en esta temática.

16.
…de nuestros Estados. Nicaragua no está de acuerdo en que la Junta Interamericana de Defensa intervenga en asuntos de naturaleza militar o de otra índole que implicaren un menoscabo de la soberanía, la independencia, la institucionalidad y el ordenamiento jurídico del país.

18.
…Venezuela reitera que el accionar de la JID debe limitarse a las competencias específicamente establecidas en sus Estatutos, debiendo abstenerse de intervenir en asuntos de naturaleza militar o de otra índole que atenten contra la paz, la soberanía, la independencia, la libertad, la integridad territorial, la autodeterminación, la no injerencia, el ordenamiento jurídico y la institucionalidad de los Estados, elementos básicos para la convivencia pacífica de las naciones.
AG/RES. 2926 (XLVIII-O/18)

DERECHO INTERNACIONAL
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2852 (XLIV-O/14), AG/RES. 2886 (XLVI-O/16) y AG/RES. 2909 (XLVII-O/17), y todas las resoluciones anteriores aprobadas sobre este tema; y

VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2017-junio 2018” (AG/doc.5613/18 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP),
I.  ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
RESUELVE:

1.
Encomendar al Consejo Permanente, a la Secretaría General y a los demás órganos comprendidos en el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, que continúen trabajando en la implementación de los mandatos aplicables y vigentes contenidos en resoluciones anteriores de la Asamblea General asignadas a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, salvo que en determinada resolución se exprese lo contrario.

2.
Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichas resoluciones, y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario a tales efectos.
i. Observaciones y recomendaciones al Informe anual del Comité Jurídico Interamericano

VISTAS las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe anual del Comité Jurídico Interamericano (CP/doc.5367/18), presentado ante la CAJP el 5 de abril de 2018,
RESUELVE:
1.
Solicitar al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que informe permanentemente sobre los avances respecto de los temas incluidos en su agenda, como los asuntos referidos al derecho aplicable a los contratos internacionales, a los acuerdos vinculantes y no vinculantes, y a la eficacia de las decisiones judiciales extranjeras a la luz de la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, y que inicie la actualización de los Principios sobre la Protección de Datos Personales, teniendo en cuenta la evolución de los mismos.
2.
Solicitar al CJI que actualice su informe sobre los principios para recibos de almacenaje electrónicos para productos agrícolas de 2016 a la luz de los nuevos desarrollos que se han producido con relación el acceso al crédito en el sector agrícola desde que dichos principios fueron adoptados.
3.
Subrayar la necesidad de reforzar el apoyo administrativo y presupuestario al CJI y al curso de derecho internacional que organizan anualmente en Río de Janeiro el CJI y su Secretaría Técnica, el Departamento de Derecho Internacional, además de reafirmar la importancia de los contactos que el CJI mantiene con los órganos de la Organización, con las consultorías jurídicas de las cancillerías de los Estados Miembros y otras organizaciones internacionales.
ii.
Promoción y respeto del derecho internacional humanitario
PROFUNDAMENTE CONSTERNADA por que en diversos lugares del mundo persisten violaciones al derecho internacional humanitario, que causan sufrimiento a las víctimas de conflictos armados, particularmente a la población civil y, por los desafíos que representan las consecuencias humanitarias que actualmente ocurren en el contexto de los conflictos armados;
RECORDANDO que la obligación de respetar y hacer respetar en todas las circunstancias el derecho internacional humanitario, tanto convencional como consuetudinario, incumbe a todos los Estados Partes de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, universalmente reconocidos, al igual que a los Estados que forman parte de alguno de sus tres Protocolos adicionales
/;
REAFIRMANDO que para ello es necesario fortalecer la implementación del derecho internacional humanitario impulsando su aceptación universal, su más amplia difusión y la adopción de medidas nacionales para su debida aplicación, incluso a través de la adecuación de la legislación nacional y, cuando sea aplicable, mediante la imposición de sanciones a quienes incurran en infracciones graves al mismo; y
DESTACANDO el mandato y papel que cumple el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), como institución neutral, imparcial e independiente, para proteger y asistir a las víctimas de los conflictos armados y otras situaciones de violencia, así como para promover y difundir el respeto del derecho internacional humanitario, conferidos por los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, así como por los Estatutos del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja.
RESUELVE:
1.
Instar a los Estados Miembros y a las partes involucradas en un conflicto armado a que respeten y cumplan sus obligaciones conforme al derecho internacional humanitario.
2.
Exhortar a los Estados Miembros a que consideren ratificar o adherirse a los tratados relacionados con el derecho internacional humanitario, incluyendo aquellos sobre la prohibición o restricción sobre el uso de ciertas armas y, según sea aplicable, adopten las medidas legislativas necesarias para prevenir las conductas prohibidas por estos y otros tratados, en particular en lo referente a la destrucción de armas, la limpieza de áreas contaminadas con restos explosivos, la debida atención a las víctimas, el control sobre el comercio de armas y la prohibición de las armas nucleares.

3.
Exhortar a los Estados Miembros a que consideren integrar el derecho internacional humanitario en la doctrina, los procedimientos, el entrenamiento, el equipamiento, los mecanismos de control y la formación de las fuerzas armadas y de seguridad.
4.
Instar a los Estados Miembros a que contribuyan activamente al seguimiento efectivo de las resoluciones adoptadas en la XXXII Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja celebrada en Ginebra, Suiza, del 8 al 10 de diciembre de 2015, en particular las referentes al fortalecimiento del cumplimiento del derecho internacional humanitario, al fortalecimiento del derecho internacional humanitario que protege a las personas privadas de libertad, a la violencia sexual y por motivos de género y a la asistencia de los servicios de salud en casos de peligro.
5.
Invitar a los Estados Miembros a que continúen apoyando el trabajo de los comités o comisiones nacionales encargados de la aplicación y la difusión del derecho internacional humanitario, e instar a los Estados Miembros que no cuentan con este tipo de órganos a que consideren su establecimiento como una manera de fortalecer la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario.
6.
Invitar a los Estados Miembros a que consideren aceptar la competencia de la Comisión Internacional Humanitaria de Encuesta, para investigar reclamaciones de acuerdo con lo autorizado por el artículo 90 del Protocolo Adicional I de los Convenios de Ginebra de 1949.
7.
Expresar satisfacción por la cooperación entre la Organización de los Estados Americanos y el CICR en el ámbito de la promoción del respeto del derecho internacional humanitario y de los principios que lo rigen, e instar a la Secretaría General a que siga fortaleciendo esa cooperación, y encomendar al Consejo Permanente a que celebre, durante el primer semestre de 2019, una sesión especial sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario.
II.  SEGUIMIENTO E INFORMES
RESUELVE:
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

NOTA A PIE DE PÁGINA
1.
...de respetar y garantizar el respeto de todo el derecho internacional humanitario en todas las circunstancias, sino más bien que los Estados Partes en los Convenios de Ginebra y sus Protocolos adicionales tienen la obligación de respetar y garantizar el respeto de dichos convenios y sus protocolos adicionales de los cuales son parte.
AG/RES. 2927 (XLVIII-O/18)

FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)
LA ASAMBLEA GENERAL,
REAFIRMANDO las normas y principios generales del derecho internacional y la Carta de la Organización de los Estados Americanos; 

CONSCIENTE de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y establece que uno de los propósitos esenciales de la Organización es “promover y consolidar la democracia representativa dentro del principio de la no intervención”; 

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 2703 (XLII-O/12), AG/RES. 2768 (XLIII-O/13), AG/RES. 2853 (XLIV-O/14), AG/RES. 2891 (XLVI-O/16), AG/RES. 2894 (XLVI-O/16),
AG/RES. 2905 (XLVII-O/17), y todas las resoluciones anteriores aprobadas sobre este tema; 

VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2017-junio 2018” (AG/doc.5613/18 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP); y 

CONSIDERANDO que los programas, actividades y tareas establecidas en las resoluciones de competencia de la CAJP coadyuvan al cumplimiento de propósitos esenciales de la Organización de los Estados Americanos (OEA) consagrados en su Carta, 

I.  ACTIVIDADES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS

RESUELVE:

1.
Encomendar al Consejo Permanente, a la Secretaría General y a los demás órganos comprendidos en el artículo 53 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, que continúen trabajando en la implementación de los mandatos aplicables y vigentes contenidos en resoluciones anteriores de la Asamblea General asignadas a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), salvo que en determinada resolución se exprese lo contrario. 

2.
Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en dichas resoluciones mediante el desarrollo y la ejecución de actividades, la presentación de informes, el intercambio de información, la adopción de medidas y políticas, así como la cooperación, el apoyo y la asistencia mutua; y encomendar a la Secretaría General que brinde el apoyo necesario para tales efectos. 

i. 
Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la Impunidad en Honduras 
/ 
DESTACANDO que la corrupción socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra la democracia, la paz, el Estado de derecho y la justicia, así como contra el desarrollo integral de los pueblos; 

TENIENDO PRESENTE la firma el 19 de enero de 2016 del Convenio entre el Gobierno de la República de Honduras y la Secretaría General de la OEA para el establecimiento de la Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la Impunidad en Honduras (MACCIH); y 

TOMANDO NOTA de los informes semestrales de la MACCIH presentados al Consejo Permanente de la OEA [Primer Informe Semestral (CP/doc.5253/16), octubre de 2016; Segundo Informe Semestral (CP/doc.5310/17 corr. 1), mayo de 2017], 
RESUELVE:

1.
Tener en cuenta que la Misión de Apoyo Contra la Corrupción y la Impunidad en Honduras (MACCIH) ha brindado apoyo a la institucionalidad hondureña para luchar contra la corrupción y la eliminación de la impunidad desde una visión integral, beneficiando a la democracia hondureña. 

2.
Invitar a los Estados Miembros y a los observadores permanentes a que continúen cooperando con la MACCIH y apoyando su financiamiento con el fin de asegurar el cumplimiento de sus objetivos. 

3.
Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando las labores de la MACCIH y que presente al Consejo Permanente un informe sobre los ingresos y gastos realizados desde el inicio de las labores de la MACCIH. 
ii.
Fortalecimiento de las actividades del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales
RECONOCIENDO la relevancia de los resultados positivos que han tenido los Servicios Nacionales de Facilitadores Judiciales y la formación de los operadores de justicia que impulsa el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales en la región; y

CONSIDERANDO que los Servicios Nacionales de Facilitadores Judiciales fortalecen a las instituciones de justicia y amplían el acceso a la justicia para la población en condiciones de vulnerabilidad, promoviendo una cultura de resolución pacífica de conflictos y reduciendo la judicialización de la conflictividad en Argentina, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y Paraguay, 

RESUELVE:

1.
Reconocer la labor realizada por el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales al fortalecer y complementar las políticas nacionales en apoyo a las acciones y esfuerzos de los Estados Miembros en la prevención del delito y la solución pacífica de los conflictos. 

2.
Exhortar a la Secretaría General a que continúe apoyando a los Estados Miembros que soliciten establecer Servicios Nacionales de Facilitadores Judiciales y formar a sus operadores a través del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales. 

3.
Apoyar los esfuerzos de recaudación de contribuciones voluntarias para consolidar y expandir los servicios del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales donde se encuentren y ampliarlos a otros Estados Miembros que así lo soliciten. 

4.
Fortalecer el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales con miras a encontrar mecanismos que aseguren su sostenibilidad. 

5.
Instruir a la Secretaría General para que, a través de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, dé prioridad y ayuda en la movilización de fondos específicos con ese propósito. 

6.
Instar a la Secretaría General a que, a través de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, continúe con las evaluaciones que permitan seguir mejorando en la gestión del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales. 

iii. 
Fortalecimiento del catastro y registro de la propiedad en las Américas

DESTACANDO la importancia del catastro y el registro de la propiedad como gestiones básicas de la administración pública y fuentes de información para una administración del territorio rural y urbano más eficiente y transparente; y de salvaguardar los derechos sociales y económicos; así como de fortalecer la gobernabilidad democrática y el Estado de derecho; y promover el desarrollo socioeconómico de la región; 

RESALTANDO el compromiso de los Estados Miembros que participan en la Red Interamericana de Catastro y Registro de la Propiedad (RICRP), principal foro de cooperación hemisférico en la materia, con el fortalecimiento del ecosistema regional de catastro y registro de la propiedad, y con el intercambio de experiencias y buenas prácticas entre las agencias nacionales de catastro y registro de la propiedad, así como con el diálogo y toma de decisiones sobre la agenda regional en esta temática; y 

AGRADECIENDO a los Gobiernos de Colombia, Panamá y Uruguay por su hospitalidad y liderazgo como anfitriones y Presidentes de las conferencias anuales durante los años 2015, 2016 y 2017, respectivamente y, de la misma manera, expresando satisfacción por el ofrecimiento de la Argentina como sede para la IV Conferencia y Asamblea de la RICRP que se llevará a cabo en el mes de noviembre de 2018, 

RESUELVE:

1.
Encomendar a la Secretaría General, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, que continúe apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros para el fortalecimiento de su gestión catastral y de registro de la propiedad, así como el intercambio de experiencias y buenas prácticas que promuevan la agenda regional en esta materia. 

2.
Invitar a los Estados Miembros a que continúen su apoyo a la Red Interamericana de Catastro y Registro de la Propiedad (RICRP) y mantener su participación activa en sus actividades, así como a profundizar esfuerzos en la reducción del subregistro de propiedades y la actualización del catastro y registro. 

iv.
Acceso a la información pública y protección de datos personales

RECORDANDO que el acceso a la información pública y la protección de datos personales son indispensables para la democracia y el pleno ejercicio de los derechos humanos y trabajan complementariamente para la efectiva participación ciudadana, lo cual contribuye al fortalecimiento de las instituciones públicas, a la igualdad y a la plena vigencia del Estado de derecho; y 
TOMANDO NOTA de las conclusiones de la CAJP sobre este tema en su sesión celebrada el 25 de enero de 2018 (documento CP/CAJP/SA.628/18), 

RESUELVE:

1.
Encomendar a la Secretaría General que, con la colaboración de la sociedad civil y otros actores sociales, continúe apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros que así lo soliciten, para tomar medidas legislativas y otros medios apropiados para garantizar el acceso a la información pública y protección de datos personales de acuerdo con sus legislaciones internas y de manera consistente con sus obligaciones y compromisos internacionales, en particular la implementación de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública o para continuar su adecuación a la misma. 
2.
Solicitar a los Estados Miembros que, en el marco de la CAJP, presenten anualmente de forma voluntaria sus avances e intercambien buenas prácticas en la implementación del Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública, y solicitar al Departamento de Derecho Internacional que, aprovechando la presencia de los Puntos Focales en estas sesiones, organice paralelamente una sesión con ellos a fin de avanzar colectivamente en la implementación del Programa y exploren oportunidades de cooperación conjunta. 

3.
Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Derecho Internacional y en consulta con los Puntos Focales del Programa Interamericano sobre Acceso a la Información Pública, y tomando en cuenta las contribuciones de la sociedad civil, continúe trabajando en identificar las áreas temáticas en las que se estima necesario la actualización o ampliación de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública, tomando debidamente en consideración también los más recientes desarrollos regionales y globales en materia de protección de datos personales y remita los resultados al Comité Jurídico Interamericano. 
v.
Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción y del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 1 (LI-E/16), “Plan Estratégico Integral de la Organización”, en la que se aprueba la línea estratégica y objetivos relacionados al combate a la corrupción en su anexo I; los mandatos emanados de las Cumbres de las Américas referentes a la lucha contra la corrupción, en especial los de la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, en abril de 2018, relacionados con la Convención Interamericana contra la Corrupción y su mecanismo de seguimiento (MESICIC); el Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción (MESICIC/CEP-II/doc.5/06 rev. 2), y las “Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Conferencia de los Estados Partes del MESICIC” (MESICIC/CEP-IV/doc.2/15 rev. 1), 
RESUELVE:

1.
Encomendar al Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, en su carácter de Secretaría Técnica de la Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC) que continúe ejecutando los mandatos contenidos en las “Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC” (MESICIC/CEP-IV/doc.2/15 rev. 1), de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 


2.
Refrendar el compromiso de los Estados Miembros para prevenir y enfrentar la corrupción de manera decidida y promover la transparencia a fin de contribuir a mejorar la eficiencia en la gestión pública y privada, y promover la rendición de cuentas, así como seguir avanzando en la implementación efectiva de las recomendaciones del MESICIC, al tiempo de conjuntar esfuerzos para continuar avanzando en la Quinta Ronda de Evaluación del MESICIC. 


3.
Encomendar a la Secretaría Técnica del MESICIC que continúe prestando asesoría jurídica e identificando oportunidades de asistencia técnica para la Conferencia de los Estados Parte y su Comité de Expertos; continúe colaborando con la realización de las visitas in situ y la elaboración de los proyectos de informes con recomendaciones para cada país; continúe desarrollando los programas y actividades para facilitar la implementación de la Convención y sus recomendaciones; poniendo a disposición de los Estados programas, proyectos, estudios, mecanismos de intercambio de buenas prácticas y herramientas de cooperación jurídica y técnica para ayudarlos a prevenir, detectar y sancionar los actos de corrupción, en el marco de la Convención, y proveer apoyo técnico según sea necesario al Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción; manteniendo el Portal Anticorrupción de las Américas; y realizando las gestiones para obtener recursos para el financiamiento de las actividades de cooperación regional, incluida la cooperación jurídica contra la corrupción. 


4.
Instar igualmente a la Secretaría Técnica del MESICIC a que continúe fortaleciendo la coordinación y la colaboración con las secretarías de otros organismos, entidades o mecanismos de cooperación internacional en dicha materia, promoviendo sinergias y una cultura anticorrupción y cumpliendo con las demás funciones que se le asignan en el Documento de Buenos Aires y los reglamentos de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC y de su Comité de Expertos. 

5.
Solicitar que el MESICIC, en el marco de sus competencias y de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, implemente los mandatos que se le asignan en el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”
/
/, emanado de la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, en abril de 2018, e informe al Consejo Permanente, a través de la Presidencia del Comité de Expertos, sobre los avances en dicha implementación, antes del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 

6.
Solicitar a la Secretaría General que, teniendo en cuenta el compromiso asumido por los Jefes de Estado y de Gobierno en el párrafo 45 del “Compromiso de Lima”
/ 
/ emanado de la VIII Cumbre de la Américas, de “[c]ontinuar fortaleciendo el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), identificando los recursos para fortalecer sus operaciones, con miras a enfrentar más eficientemente los nuevos retos que presenta la corrupción en el Hemisferio”, presente a la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) una propuesta, sujeta a la disponibilidad de recursos, para incrementar la asignación del presupuesto regular de la OEA para la Secretaría Técnica del MESICIC. Las modalidades y el monto que se destinará para los anteriores efectos, sin implicar un aumento de cuotas, serán incluidos en la resolución sobre el financiamiento de la Organización y en el programa-presupuesto de la OEA para el ejercicio 2019. 

7.
Alentar a los Estados Miembros y a los observadores permanentes a que cooperen y apoyen el financiamiento del MESICIC con el fin de asegurar el cumplimiento de sus objetivos. 

8.
Instar a los Estados Miembros a que adopten medidas efectivas contra la elusión, así como combatir la evasión fiscal, el lavado de activos y los flujos financieros ilícitos producto de la corrupción y para la identificación de beneficiarios finales. 
vi.
Fortalecimiento e innovación de la gestión pública en las Américas

CONSIDERANDO que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas y que la gestión pública efectiva, el combate a la corrupción y la promoción de la transparencia son componentes fundamentales para el ejercicio pleno de la democracia; 

DESTACANDO la importancia de que las instituciones públicas sean transparentes, efectivas y cuenten con mecanismos de participación ciudadana y rendición de cuentas, y reconociendo también la importancia de generar sinergias entre los diferentes instrumentos y foros internacionales en la materia;
REAFIRMANDO los compromisos acordados en el Compromiso de Lima
/
/ aprobado por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, el 13 y 14 de abril 2018, en particular los que se refieren al fortalecimiento de las instituciones democráticas, promoción de políticas de integridad y transparencia, gobierno abierto, gobierno digital, datos abiertos y contrataciones públicas [párrafos 1, 14, 17, 20, 27, 33 y 50 del Compromiso de Lima, (CA-VIII.doc.1/18 rev. 1)]; y 

REAFIRMANDO IGUALMENTE la importancia de la transparencia en la gestión pública, y una cultura de la legalidad como requisitos indispensables en la lucha contra la corrupción, así como el compromiso de los Estados Miembros de continuar promoviendo su fortalecimiento mediante medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción, 

RESUELVE:


1.
Exhortar a los Estados Miembros a que promuevan códigos de conducta con altos estándares en ética, probidad, transparencia e integridad tomando como referencia las recomendaciones contenidas en los “Lineamientos para la gestión de las políticas de integridad en las administraciones públicas de las Américas” (CP/CAJP/INF.340/17) e instar al sector privado en el Hemisferio a desarrollar códigos de conducta similares. 

2.
Instruir a la Secretaría General que continúe apoyando los esfuerzos de los Estados Miembros para el fortalecimiento institucional de la administración pública, nacional y local, mediante programas de capacitación y formación en estas materias a través del Mecanismo de Cooperación Interamericana para la Gestión Pública Efectiva (MECIGEP) y otras iniciativas. 


3.
Encomendar a la Secretaría General, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en la implementación de políticas de gobierno abierto, gobierno digital, datos abiertos, transparencia fiscal, simplificación administrativa, presupuestos abiertos, sistemas electrónicos de compras y contrataciones públicas y registro público de proveedores del Estado, tomando en cuenta la participación de la sociedad civil y otros actores sociales. 


4.
Invitar a la Red Interamericana de Compras Gubernamentales (RICG) a que desarrolle una propuesta de iniciativa hemisférica de contrataciones abiertas en coordinación con las autoridades competentes nacionales, la sociedad civil y el sector privado. 

vii.
Cooperación técnica y misiones de observación electoral


DESTACANDO la contribución fundamental de la OEA al fortalecimiento y desarrollo de los procesos y sistemas electorales en los Estados Miembros, a través de las misiones de observación electoral y la asesoría y cooperación técnica en materia electoral, a solicitud de un Estado Miembro y de conformidad con la Carta Democrática Interamericana y la Declaración de Principios para la Observación Internacional de Elecciones y Código de Conducta para Observadores Internacionales de Elecciones; 

RECONOCIENDO que las Reuniones Interamericanas de Autoridades Electorales, organizadas por el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia, son el foro institucional que, desde 2003, promueve el intercambio de conocimiento, experiencias y prácticas exitosas, mediante la vinculación y cooperación entre las instituciones encargadas de la administración electoral de la región; 

CONSIDERANDO que para asegurar la sostenibilidad de las Reuniones Interamericanas de Autoridades Electorales es necesario el apoyo financiero del país anfitrión, y que el Departamento para la Cooperación y Observación Electoral debe contar con los recursos humanos y financieros; y 


TOMANDO NOTA de la resolución AG/RES. 2905 (XLVII-O/17), “Fortalecimiento de la Democracia” que levanta las restricciones que impiden que el Fondo Regular de la Organización pueda ser utilizado para cubrir costos relacionados con misiones de observación electoral, 

RESUELVE:


1.
Solicitar a la Secretaría General que brinde asistencia a los Estados Miembros que así lo soliciten para el despliegue de misiones de observación electoral de la OEA y para la implementación de las recomendaciones contenidas en los informes de dichas misiones, así como invitar a los donantes a que continúen apoyando estas misiones a fin de facilitar su planificación. 

2.
Apoyar el fortalecimiento institucional del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral (DCOE), facilitando las condiciones para el desarrollo de herramientas metodológicas, la difusión de buenas prácticas electorales en los Estados Miembros, servicios de capacitación y aplicaciones para la gestión eficiente de las misiones de observación electoral y para la implementación de sus recomendaciones. 

3.
Encomendar asimismo a la Secretaría General que, a través del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral, funja como Secretaría Técnica de las Reuniones Interamericanas de Autoridades Electorales para continuar facilitando espacios institucionales que promuevan el intercambio de experiencias, lecciones aprendidas y difusión de conocimientos en materia electoral en la región, así como de las recomendaciones emitidas por las misiones de observación electoral
/.

4.
Solicitar a la Secretaría General que presente a la CAAP una propuesta, sujeta a la disponibilidad de recursos del Fondo Regular de la OEA, para incrementar la asignación presupuestal para el Departamento para la Cooperación y la Observación Electoral. Las modalidades y el monto que se destinará para los anteriores efectos, sin implicar un aumento de cuotas, serán incluidos en la resolución sobre el financiamiento de la Organización y en el programa-presupuesto de la OEA para el ejercicio 2019. 

5.
Instruir a la Secretaría General que presente, para consideración del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General, propuestas para asegurar la sostenibilidad financiera de las misiones de observación electoral. 

6.
Solicitar a la Secretaría General que presente anualmente un informe al Consejo Permanente sobre las fuentes de financiamiento de las misiones de observación electoral, así como los montos destinados a cada una de ellas. 
viii.
Diálogo inclusivo para el abordaje eficaz de la conflictividad social en la inversión para el desarrollo integral


REAFIRMANDO como lo reconoce la Carta Democrática Interamericana en su artículo 11 que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente; y su convicción de que el abordaje pacífico y constructivo de la conflictividad social asociada a proyectos de inversión, dentro de un enfoque de derechos, y a través del diálogo y otros medios pacíficos de prevención y resolución alterna de conflictos contribuye a la gobernabilidad democrática y al desarrollo integral; y 

REAFIRMANDO TAMBIÉN el compromiso con la promoción de sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, la facilitación del acceso a la justicia para todos y la construcción de instituciones eficaces, responsables e inclusivas en todos los niveles, 

RESUELVE:

1.
Encargar a la Secretaría General que continúe respaldando a los Estados Miembros que así lo soliciten en el desarrollo de capacidades institucionales para el abordaje de la conflictividad social asociada a proyectos de inversión, en favor del desarrollo integral, la erradicación de la pobreza, en todas sus formas y dimensiones, incluyendo la pobreza extrema, la igualdad, la equidad y la inclusión social. 

2.
Solicitar a la Secretaría General que continúe fortaleciendo la coordinación de los proyectos y programas que ejecutan las diversas áreas de la Organización, así como su vinculación con otras entidades del sistema interamericano y organismos internacionales, con el objetivo de promover sociedades pacíficas e inclusivas, teniendo en cuenta la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

3.
Solicitar al Consejo Permanente que, sujeto a la disponibilidad de recursos, promueva la realización de una sesión en la CAJP a fin de intercambiar experiencias e información sobre la materia. 
ix.
Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana
COMPARTIENDO la convicción de que la democracia es uno de los más preciados logros de nuestra región y que la transmisión pacífica del poder por vías constitucionales y con apego a los preceptos constitucionales de cada uno de nuestros Estados es producto de un proceso continuo e irreversible sobre el que la región no admite interrupciones ni retrocesos; 
DESTACANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y que uno de los propósitos de la OEA es “[p]romover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto del principio de no intervención”; 
RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “[l]os pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla” y que “[l]a democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas”; 
REAFIRMANDO que “son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos”; 

REAFIRMANDO TAMBIÉN que “[s]on componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los Gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa”; 

RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana establece que “[l]a promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con equidad y a la consolidación de la democracia en los Estados del Hemisferio”; y 

REAFIRMANDO todos los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2835 (XLIV-O/14), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”, 

RESUELVE:

1.
Continuar promoviendo la cooperación democrática a fin de respaldar a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por fortalecer las instituciones, valores, prácticas y gobernabilidad democráticos, combatir la corrupción, mejorar el Estado de derecho, lograr el pleno goce y ejercicio efectivo de los derechos humanos y reducir la pobreza, la desigualdad y la exclusión social. 

2.
Encomendar al Consejo Permanente que continúe el diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, tomando en cuenta todos los temas abordados y debatidos, contenidos en el informe final sobre este diálogo (CP/doc.4669/11 rev. 3), aprobado el 14 de diciembre de 2011. 

3.
Solicitar a la Secretaría General que continúe realizando programas de capacitación para la promoción de los principios, valores y prácticas de la cultura democrática de acuerdo con los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana, así como para mejorar el conocimiento y promover la práctica de este instrumento interamericano en los países del Hemisferio que así lo soliciten. Asimismo, encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando al Consejo Permanente y a los Estados Miembros, que lo soliciten, en la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas. 

x.
Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas


TENIENDO PRESENTE que la “cooperación entre las autoridades con responsabilidades en materia de justicia” es una de las áreas prioritarias de la OEA y que “la REMJA se ha consolidado como foro político y técnico hemisférico en materia de justicia y cooperación jurídica internacional”, la cual es esencial para el desarrollo de los sistemas de justicia y la consolidación del Estado de derecho en la región; y que en las Cumbres de las Américas los Jefes de Estado y de Gobierno han apoyado el trabajo realizado en el marco de la Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) y la implementación de sus conclusiones y recomendaciones, 
RESUELVE:


1.
Encomendar al Departamento de Cooperación Jurídica, en su carácter de Secretaría Técnica de la Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA), que continúe ejecutando los mandatos contenidos en las Conclusiones y Recomendaciones de la REMJA X (REMJA-X/doc.2/15 rev. 2), de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. Asimismo, disponer que se convoquen la séptima reunión del Grupo de Trabajo de la REMJA en Cooperación Jurídica en Materia Penal y la REMJA XI, de acuerdo con lo dispuesto en el Documento de Washington, sujeto a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
2.
Encomendar a la Secretaría Técnica de la REMJA que continúe prestando apoyo, asesoría jurídica y asistencia técnica a la REMJA, sus grupos de trabajo y reuniones técnicas; elaborando los documentos y estudios para apoyar el seguimiento e implementación de sus recomendaciones; ejecutando los programas, proyectos y actividades de cooperación técnica en desarrollo de las mismas; administrando y manteniendo las redes a su cargo creadas en el ámbito de la REMJA; realizando las gestiones para obtener recursos para el financiamiento de las actividades de la REMJA; fortaleciendo la coordinación y colaboración con las secretarías de otros organismos, entidades o mecanismos de cooperación internacional en las materias de que se ocupan la REMJA, y considerar el cumplimiento de las demás funciones que le asigna el Documento de Washington. 

xi. 
Gobierno digital

TOMANDO NOTA del inciso xi. Gobierno digital de la resolución AG/RES. 2905 (XLVII-O/17), “Fortalecimiento de la democracia”, en el que se encomienda a la Secretaría General que promueva, en torno a la Red de Gobierno Electrónico de América Latina y el Caribe (Red GEALC), la articulación de actividades, proyectos y programas, y la promoción de buenas prácticas de gobierno electrónico para y entre sus Estados Miembros, que así lo soliciten, con el fin de continuar avanzando en la transformación digital de los Gobiernos; 

TOMANDO NOTA TAMBIÉN del Compromiso de Santo Domingo emanado de la XI Reunión de la Red GEALC, celebrada los días 29 y 30 de noviembre de 2017 en Santo Domingo, República Dominicana, y conscientes de la importancia que representa el uso de las tecnologías digitales para satisfacer las expectativas y necesidades de los ciudadanos, fortalecer la confianza en las instituciones públicas con mayor transparencia y apertura, mejorar la capacidad de respuesta de los Gobiernos y la prestación de servicios públicos, favoreciendo que la ciudadanía sea motor de las políticas públicas para construir un futuro inclusivo y sostenible para todas las personas; 

REAFIRMANDO los compromisos acordados en el Compromiso de Lima
/
/ aprobado por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en la Octava Cumbre de las Américas celebrada en Lima, Perú, el 13 y 14 de abril de 2018, en particular los que se refieren al uso de las tecnologías digitales para impulsar la transparencia y rendición de cuentas, la interacción con los ciudadanos, la reducción de la burocracia y la simplificación de trámites, la apertura de la información y el fortalecimiento de la cooperación e intercambio de buenas prácticas para el desarrollo y aplicación de dichas tecnologías; y 

TENIENDO EN CUENTA que los datos abiertos son una herramienta fundamental para combatir la corrupción desde una perspectiva de la garantía del derecho de acceso a la información y ayudan a los ciudadanos a tener un mayor conocimiento sobre los asuntos públicos que les permita participar de manera más informada en las decisiones que los afectan, 

RESUELVE:

1.
Reiterar la invitación a todos los Estados Miembros a que asistan a la V Reunión Ministerial de Gobierno Electrónico de América Latina y el Caribe a realizarse en Ciudad de Panamá, Panamá, los días 15 y 16 de noviembre de 2018. 

2.
Tomar nota de la invitación a los Estados Miembros para que participen en la V Conferencia Internacional de Datos Abiertos (IODC) a realizarse, por primera vez en América Latina, en la ciudad Buenos Aires, Argentina, los días 27 y 28 de septiembre de 2018, en el marco de la cual se celebrará la VI Conferencia Regional de Datos Abiertos de América Latina y el Caribe (CONDATOS y ABRELATAM), el 26 de septiembre de 2018. 


3.
Promover el uso de nuevas tecnologías que faciliten el gobierno digital con el objeto de impulsar la transparencia, la interacción con los ciudadanos y la rendición de cuentas en la gestión pública, así como brindar servicios digitales a la población. 


4.
Solicitar a la Secretaría General que, a través del Departamento para la Gestión Pública Efectiva, coordine, de forma colaborativa entre las autoridades competentes de los Estados Miembros y con la participación activa de la sociedad civil, el sector académico y el sector privado, el desarrollo de una propuesta de programa interamericano de datos abiertos con el objetivo de fortalecer las políticas de apertura de información, la transparencia e incrementar la capacidad de los Gobiernos y ciudadanos en la prevención y el combate a la corrupción, teniendo en cuenta los importantes trabajos realizados en el ámbito interamericano en esta materia y otras iniciativas regionales y mundiales. 


5.
Solicitar a la Secretaría General que presente dicho programa al Consejo Permanente, a través de la CAJP, para consideración de los Estados Miembros. 


6.
Destacar el rol de la Red GEALC y su contribución al diálogo, cooperación e impulso del gobierno digital, encomendando a la Secretaría General que promueva en torno a esta Red la articulación de actividades, proyectos y programas y la promoción de buenas prácticas de gobierno electrónico para y entre sus Estados Miembros que así lo soliciten, con el fin de continuar avanzando en la transformación digital de los Gobiernos. 

xii. 
Derechos del niño
RESUELVE:


Promover el diálogo intergeneracional sobre los grandes temas que afectan la vida cotidiana en la región, ejercitando formas de convivencia respetuosas de la dignidad humana, basadas en valores democráticos, aceptación de la diversidad de opiniones y solución no violenta de controversias. A tales efectos reconocer y apoyar las acciones que viene realizando el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes para facilitar el ejercicio del derecho a la participación de niños, niñas y adolescentes, alentar a las autoridades, actores políticos y adultos en general a escuchar y respetar las opiniones de los niños, niñas y adolescentes en los diferentes ámbitos de expresión y formar recursos humanos debidamente capacitados. 

II.  SEGUIMIENTO DE INFORMES

RESUELVE:

1.
Encargar al Consejo Permanente que, a través de la inclusión en el plan de trabajo de la CAJP, dé seguimiento a los temas objeto de la presente resolución, y a la Secretaría General que informe a la Asamblea General en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones. 

2. 
Instruir a la Secretaría General que, durante el tercer trimestre de 2018 y a través de las áreas responsables del seguimiento y ejecución de las actividades relacionadas con el objeto de la presente resolución, presente oportunamente al Consejo Permanente el plan de actividades que serán realizadas en el período 2018-2019 para una adecuada supervisión de los Estados Miembros. 


3.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

NOTAS A PIE DE PÁGINA

1.
…por lo tanto, el funcionamiento de la MACCIH debe enmarcarse dentro de la normativa de la OEA y sus acciones deben realizarse con la mayor transparencia y rendición de cuentas.
2.
…o resoluciones que emanen de la Octava Cumbre de las Américas por no haber participado en la negociación de los mismos. 

3.
…Asimismo, reitera su denuncia y rechazo a la decisión del Gobierno de Perú de auto asignarse la facultad de decidir de forma unilateral y sin basamento jurídico sobre la participación de un Estado Miembro de la OEA en las reuniones del GRIC (Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres), así como en la Octava Cumbre de las Américas. Esta práctica, basada en motivaciones políticas e ideológicas, además de violar el “Acuerdo entre la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y el Gobierno de la República del Perú relativo a la celebración de la Octava Cumbre de las Américas”, se convierte en un precedente muy peligroso que viola los principios más elementales de Derecho Internacional Público, así como las normativas básicas que regulan la organización y participación de los Estados en las reuniones multilaterales. Por otra parte, hacemos un llamado a los Estados Miembros de la OEA para consideren la pertinencia de mantener en la Organización, la Secretaría de Cumbres, toda vez que esta instancia, en su desempeño de apoyo a la Octava Cumbre de las Américas, violó la normativa de la OEA, incluida la Carta fundacional de la Organización para apegarse a la arbitrariedad del país anfitrión.

8.
…debe actuar de conformidad con el artículo 132 de la Carta de la Organización, respetando el carácter multilateral de las reuniones sin supeditar la participación de un Estado Miembro a la arbitrariedad del país sede.
AG/RES. 2928 (XLVIII-O/18)

PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS
/
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)

LA ASAMBLEA GENERAL,

REAFIRMANDO las normas y principios generales del derecho internacional y la Carta de la Organización de los Estados Americanos, del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como los derechos consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos vinculantes en la materia y el importante rol que tienen los órganos del sistema interamericano de derechos humanos en la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas; 

RECORDANDO las declaraciones AG/DEC. 71 (XLIII-O/13) y AG/DEC. 89 (XLVI-O/16), las resoluciones AG/RES. 2887 (XLVI-O/16), AG/RES. 2888 (XLVI-O/16) y AG/RES. 2908 (XLVII-O/17), así como todas las resoluciones anteriores aprobadas sobre este tema; 

VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General junio 2017-junio 2018” (AG/doc.5613/18 add. 1), en particular la sección que se refiere a las actividades de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP); y 

CONSIDERANDO que los programas, actividades y tareas establecidas en las resoluciones de competencia de la CAJP coadyuvan al cumplimiento de propósitos esenciales de la Organización de los Estados Americanos (OEA) consagrados en su Carta,

i.
Fortalecimiento del Mecanismo de Seguimiento para la implementación del Protocolo de San Salvador

DESTACANDO que a la fecha dieciséis Estados Miembros han ratificado el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador, en cuyo artículo 19 se dispone que los Estados Partes se comprometen a presentar informes periódicos respecto de medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto de los derechos consagrados en el mismo Protocolo, y que las correspondientes normas fueron establecidas mediante la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05) y subsiguientes; 

TENIENDO PRESENTE que en sesión ordinaria del Consejo Permanente del 13 de diciembre de 2017 fue aprobado el documento CP/doc.5363/17 de actualización del anexo “Composición y funcionamiento del Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales Previstos en el Protocolo de San Salvador” de la resolución AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07); y 

TOMANDO NOTA que el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, fue aprobado el 17 de noviembre de 1988; que en 2018 se conmemora el trigésimo aniversario de su adopción; y la importancia de difundir la experiencia de los indicadores de progreso desarrollada en los Estados Partes, 

RESUELVE:

1.
Felicitar por el compromiso y los esfuerzos a los Estados Partes que cumplieron con los plazos para la entrega de los informes nacionales, y solicitar a los Estados Partes que aún no lo han hecho, la pronta remisión de los informes correspondientes a los dos agrupamientos de derechos; y asimismo, dar la bienvenida a la labor del Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales Previstos en el Protocolo de San Salvador (GTPSS), que a la fecha ha concluido el proceso de evaluación del primer agrupamiento de nueve Estados Partes y del segundo agrupamiento de tres. 

2.
Invitar a los Estados Miembros a que consideren firmar, ratificar o adherirse, según sea el caso, al Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo de San Salvador, y a los Estados Miembros, observadores permanentes, así como a personas o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, a que contribuyan al Fondo Específico para el GTPSS, tal como se define en el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y otras disposiciones de la Organización. Hacer un llamamiento a los Estados Partes a que consideren acoger en sus países las reuniones del Grupo de Trabajo como una forma de apoyar y difundir su labor, así como alentar a los Estados Miembros a que consideren asignar fondos existentes del Fondo Regular para este Mecanismo. 

3.
Adoptar el anexo “Composición y funcionamiento del Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales Previstos en el Protocolo de San Salvador” de la resolución AG/RES. 2262 (XXXVII-O/07), contenido en el documento CP/doc.5363/17 e invitar a los Estados Partes a que presenten candidatos para cubrir las vacantes allí estipuladas, dentro de los plazos previstos. 

4.
Invitar a los Estados Partes, órganos del sistema interamericano de derechos humanos, organismos especializados en derechos humanos, sociedad civil y otros actores sociales, a que apoyen y participen en el evento “30 años del Protocolo de San Salvador: Conmemorando y aplicando derechos sociales en la región” a celebrarse del 14 al 16 de agosto de 2018, en la ciudad de San Salvador, El Salvador, en cuyo marco tendrá lugar el séptimo período de sesiones del GTPSS. 
ii.
Defensoras y defensores de derechos humanos

DESTACANDO el compromiso de los Estados Miembros respecto de los derechos humanos de todas las personas, el derecho a defender y promover los derechos humanos; la importante y legítima labor que realizan todas aquellas personas que de forma pacífica se manifiestan, expresan su opinión, denuncian públicamente abusos y violaciones de derechos humanos, educan sobre los derechos, buscan justicia, verdad, reparación y no repetición de las violaciones de derechos, entre otras actividades de promoción y protección de derechos humanos, 

RESUELVE:

1.
Reiterar su respaldo a la tarea que desarrollan, en el plano local, nacional y regional, las defensoras y los defensores de derechos humanos, así como reconocer su valiosa contribución, a la promoción, el respeto y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las Américas. 

2.
Invitar a los Estados Miembros a que ratifiquen el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en los Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo), a fin de garantizar un entorno seguro y propicio en el que las personas, grupos y organización que promueven y defienden los derechos humanos en asuntos ambientales puedan actuar sin amenazas, restricciones, ataques e inseguridad. 

3.
Instar a los Estados Miembros a que tomen todas las medidas necesarias para la protección integral de las personas defensoras y sus familiares, teniendo en especial consideración los enfoques diferenciados de género, raza, étnicos y colectivos, y la coordinación con las personas beneficiarias, así como el combate a la impunidad en casos de agresiones, contra las personas defensoras de derechos humanos para generar un entorno favorable a la defensa de los derechos y de las libertades fundamentales. 

iii.
Hacia la defensa pública oficial autónoma como salvaguarda de la integridad y libertad personal

RECORDANDO la adopción de la Guía Regional para la Defensa Pública y la Protección Integral de las Personas Privadas de Libertad; los Manuales de Monitoreo de Derechos Humanos en los Centros de Privación de Libertad por parte de las Defensorías Públicas: Visitas Generales y Entrevistas Individuales; el Manual Regional de Buenas Prácticas Penitenciarias y el Manual Regional: las Reglas de Bangkok en Clave de Defensa Pública, elaborados por la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) de los que esta Asamblea General tomará nota (AG/RES. 2887 (XLVI-O/16); 

RECORDANDO TAMBIÉN que la Asamblea General tomó nota de los Principios y Directrices sobre Defensa Pública en las Américas aprobados por unanimidad por el Comité Jurídico Interamericano a través de la resolución CJI/RES. 226 (LXXXIX-O/16) en el marco de su 89 período ordinario de sesiones llevado a cabo en la ciudad de Río de Janeiro, Brasil, del 3 al 14 de octubre de 2016; y 

TOMANDO NOTA del Informe sobre Medidas Dirigidas a Reducir el Uso de la Prisión Preventiva en las Américas y la Guía Práctica para Reducir la Prisión Preventiva adoptados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2017) en los que se destacan las ventajas del inmediato involucramiento de la defensa pública desde el momento de la aprehensión policial y durante todo el proceso para garantizar una defensa más efectiva, la reducción de los períodos de duración de la prisión preventiva y la prevención de la comisión de malos tratos y tortura durante la detención, 

RESUELVE:

1.
Alentar a los Estados Miembros y en particular a las instituciones de defensa pública oficial de las Américas a que consideren, difundan y apliquen, en el marco de sus competencias, los documentos elaborados por la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), el Comité Jurídico Interamericano y por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) mencionados en los considerandos, y alentar a las instituciones de defensa pública oficial de las Américas a que fortalezcan o establezcan mecanismos de monitoreo de centros de detención, especialmente, para prevenir y denunciar tratos crueles, inhumanos y degradantes en los contextos de encierro, incorporando una perspectiva de género y enfoques diferenciados para personas en condiciones de vulnerabilidad y/o históricamente discriminadas.

2.
Alentar a los Estados Miembros y a las instituciones de defensa pública oficial a que procuren el absoluto respeto a las labores de los defensores públicos en el ejercicio de sus funciones, libre de injerencias y controles indebidos por parte de otros poderes del Estado, como una medida para garantizar el derecho de acceso a la justicia de todas las personas, en particular de aquellas que se encuentran en situación de vulnerabilidad.

3.
Exhortar a los Estados Miembros y a las instituciones de defensa pública oficiales en las Américas a que garanticen a las mujeres acceso efectivo e igualitario a la justicia, sin discriminación de ninguna naturaleza. 

iv.
Derecho a la libertad de pensamiento y expresión incluso en Internet en contextos electorales

CONSIDERANDO que el ejercicio del derecho a la libertad de opinión y de expresión es un pilar básico de una sociedad democrática y cumple una función esencial durante períodos electorales para la rendición de cuentas de los partidos y líderes políticos, el debate robusto y abierto sobre las cuestiones de interés público, y el derecho de la ciudadanía a recibir información de una pluralidad de fuentes para ejercer sus derechos políticos y reafirmando las obligaciones de los Estados respecto a garantizar el goce de los derechos humanos;

DESTACANDO la importancia del acceso a una variedad de fuentes de información e ideas y también a oportunidades de difundirlas, y de que exista diversidad de medios en una sociedad democrática, y considerando que Internet se ha convertido en un espacio central para el ejercicio de la libertad de expresión y ha aumentado la capacidad de las personas para compartir informaciones, ideas y opiniones de modo instantáneo y sin restricciones; y 

PREOCUPADA por la diseminación de información deliberadamente falsa, por la puesta en marcha de campañas de desinformación a través de redes sociales, así como por el uso indebido de datos personales, incluso durante períodos electorales, 

RESUELVE:


1.
Afirmar la obligación de los Estados Miembros de fomentar un entorno propicio para el ejercicio de la libertad de expresión incluso en Internet, lo que incluye adoptar medidas que la promuevan y que no afecten la libertad para buscar, recibir y difundir información, así como promover, proteger y apoyar la diversidad de los medios de comunicación en el entorno digital. 


2.
Reiterar la importancia de que los Estados Miembros protejan los derechos relativos a la privacidad, de manera que impidan el uso indebido de datos personales incluso en contextos electorales en campañas de desinformación. 


3.
Solicitar a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH que, considerando los aportes de los Estados Miembros, el Departamento de Cooperación y Observación Electoral de la Secretaría para el Fortalecimiento de la Democracia y el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, entre otros, elabore una guía práctica de recomendaciones para garantizar la libertad de expresión, acceso a información de diversas fuentes en Internet durante el desarrollo de procesos electorales, sin interferencias indebidas. 

v.
La protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo


RECORDANDO que las medidas contra el terrorismo deben aplicarse respetando plenamente el derecho internacional y los derechos humanos de todas las personas, incluidos los miembros de las minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas, y que no deben ser discriminatorias, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social; y 


RECONOCIENDO que el terrorismo y el extremismo violento que conduce al terrorismo tienen efectos perjudiciales para el pleno disfrute de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

RESUELVE:


1.
Instar a los Estados Miembros a que, en el marco del respeto a los derechos humanos y el cumplimiento de los instrumentos internacionales sobre la materia, promuevan e implementen en todos los niveles la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo, teniendo en cuenta que uno de sus pilares es asegurar el respeto de los derechos humanos para avanzar en el objetivo común de erradicar el flagelo del terrorismo internacional, y a que tomen en cuenta la adopción, implementación y aplicación de las diferentes convenciones y protocolos internacionales sobre terrorismo, así como el seguimiento de las resoluciones 1373 (2001) y 1624 (2005) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. 


2.
Destacar la importancia de asegurar el acceso a la justicia y la rendición de cuentas, y exhortar a los Estados Miembros a que velen por que toda persona que afirme que sus derechos humanos o libertades fundamentales han sido vulnerados por las medidas adoptadas o los medios empleados para luchar contra el terrorismo o el extremismo violento que conduce al terrorismo tenga acceso a la justicia, a las debidas garantías procesales y a un recurso efectivo, y por que las víctimas de violaciones y abusos contra los derechos humanos obtengan compensaciones y reparaciones adecuadas.


3.
Instar a los Estados Miembros a que reafirmen su solidaridad con las víctimas del terrorismo y sus familias, y a que reconozcan la importancia de proteger sus derechos y ofrecerles apoyo, asistencia y medios de rehabilitación adecuados.

vi.
Personas desaparecidas y la atención a las necesidades de sus familiares
/

REAFIRMANDO la responsabilidad de los Estados Miembros de continuar desplegando los esfuerzos que sean necesarios para aliviar el sufrimiento, la ansiedad e incertidumbre por los que atraviesan los familiares de las personas dadas por desaparecidas a raíz de situaciones de conflicto armado, de situaciones de violencia armada, migraciones o desastres naturales, entre otras, para dar respuesta a sus diversas necesidades, así como satisfacer su derecho a la verdad y a la justicia, y cuando sea procedente a la reparación por el daño causado; 


RECORDANDO que la desaparición forzada constituye una violación múltiple y continuada de varios derechos humanos, cuya práctica generalizada o sistemática constituye un crimen de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional aplicable; y 

DESTACANDO la experiencia en distintos Estados Miembros de mecanismos para atender las necesidades de los familiares, así como el desarrollo de las ciencias forenses y su importante aporte en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas, y los documentos y herramientas elaborados por el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y otras organizaciones con experiencia en la búsqueda de personas desaparecidas y las respuestas a las necesidades de sus familiares; los estándares mínimos de trabajo psicosocial propuestos en el Consenso Mundial de Principios y Normas Mínimas sobre Trabajo Psicosocial en Procesos de Búsqueda e Investigaciones Forenses para Casos de Desapariciones Forzadas, Ejecuciones Arbitrarias o Extrajudiciales,

RESUELVE:


1.
Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus obligaciones en materia de derecho internacional humanitario y derecho internacional de los derechos humanos, y tomando en consideración la jurisprudencia existente en la materia, continúen con la adopción progresiva de medidas, incluidas la aprobación de leyes, protocolos, lineamientos y otras disposiciones nacionales de carácter normativo e institucional destinadas a: 

a) prevenir la desaparición de personas, con particular atención a las relacionadas con grupos en condición de vulnerabilidad; 

b) atender los casos de migrantes desaparecidos, así como de niños, niñas y adolescentes dados por desaparecidos con la finalidad de buscarlos, identificarlos y, de ser posible, reunirlos con sus familias y promover la coordinación nacional y la cooperación regional de atención técnica y judicial; 

c) esclarecer el paradero y la suerte que corrieron las personas desaparecidas para dar una pronta respuesta a los familiares, valorando la posibilidad de establecer mecanismos u órganos, de carácter y vocación prioritariamente humanitarios, que permitan un marco de investigación amplio e integral y, en caso de muerte, priorizar el objetivo humanitario de recuperación, identificación, restitución y disposición digna de los restos mortales, sin que ello signifique renunciar al cumplimiento de las obligaciones de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las desapariciones;

d) atender las necesidades de los familiares, tales como saber qué ocurrió con sus seres queridos, recuperar los restos mortales y disponer de ellos, resolver los problemas legales y administrativos mediante un marco jurídico interno integral y asequible, en el que se reconozca la situación jurídica de las personas desaparecidas, estableciendo figuras tales como la “declaración de ausencia por desaparición”, recibir apoyo económico, atención psicológica y psicosocial; acceder a la justicia, realizar actos de memoria y conmemoración, obtener compensaciones y reparaciones, entre otras, teniendo presente la forma en que los familiares las prioricen; 

e) preservar los restos mortales de las personas fallecidas no identificadas y aún no reclamadas, así como la información postmortem que a ellos se refiere para salvaguardar la posibilidad de identificarlas y que sus restos mortales sean entregados a sus respectivas familias posteriormente; 

f) garantizar la participación y representación de las víctimas y sus familiares en los procesos pertinentes, así como el acceso a la justicia y a mecanismos para que puedan obtener una reparación integral, justa, pronta y efectiva. De la misma manera, garantizar disposiciones para la protección de las víctimas y los testigos ante los tribunales penales y en otros mecanismos de la justicia transicional cuya seguridad e integridad personal sea afectada como consecuencia de sus denuncias sobre el delito de desaparición forzada;

g) fortalecer las competencias técnicas para la búsqueda, recuperación, análisis de los restos mortales y evidencias asociadas, y el uso de diversas ciencias forenses, y respaldar los procesos de capacitación de los profesionales de tales ciencias, para la identificación de los restos mortales, incluso en relación con la problemática de las personas migrantes dadas por desaparecidas, de acuerdo con procedimientos de buenas prácticas y estándares científicos validados internacionalmente; 

h) garantizar el adecuado manejo de la información, incluida aquella referida a los datos personales de las personas desparecidas y de sus familiares, a través de la creación de bases de datos centralizadas que reúnan, protejan y gestionen los datos con arreglo a las normas y disposiciones jurídicas nacionales e internacionales. 


2.
Alentar a los Estados Miembros a que ratifiquen o se adhieran a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y a la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, implementarlas en su ordenamiento interno; a que reconozcan la competencia del Comité contra la Desaparición Forzada; a que compartan experiencias y buenas prácticas; a que fortalezcan la cooperación internacional y el intercambio de información; y a que apoyen la participación y la asistencia técnica de instituciones internacionales y nacionales con experiencia reconocida en la búsqueda de personas desaparecidas. Asimismo, invitar a los Estados Miembros a que sigan cooperando con el Comité Internacional de la Cruz Roja, facilitando su trabajo y acogiendo sus recomendaciones técnicas con miras a consolidar las medidas adoptadas por los Estados en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas y de atención a sus familiares. 


3.
Alentar a los Estados Miembros a que promuevan en el plano nacional la adopción de medidas respecto de las previsiones de la resolución AG/RES. 2134 (XXXV-O/05), “Las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares” y de las resoluciones posteriores sobre este tema aprobadas por esta Asamblea General y brinden información al respecto y encargarle a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) que prevea en su agenda socializar dicha información antes del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización. 


4.
Invitar a los Estados Miembros a que consideren impulsar las medidas normativas e institucionales en favor de las personas desaparecidas y sus familiares conforme a las resoluciones al respecto aprobadas por la Asamblea General, en el marco del Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular y el Pacto Mundial sobre Refugiados de las Naciones Unidas, al igual que, según corresponda, en los procesos consultivos regionales sobre migración. 

vii.
El poder de la inclusión y las ventajas de la diversidad


RECORDANDO que todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y que están relacionados entre sí, que todos tienen derecho a disfrutar de esos derechos de manera equitativa y sin distinciones, y que el principio de no discriminación garantiza el ejercicio de esos derechos sin ningún tipo de discriminación
/; 


OBSERVANDO CON ALARMA que continúan, en todos los puntos de la región, las denuncias de actos y expresiones de numerosas formas de exclusión, xenofobia, racismo y discriminación; y 


REAFIRMANDO que la dignidad inherente y que los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana constituyen los cimientos de la libertad, la justicia y la paz, y que la inclusión social es un requisito previo esencial para la plena realización de la dignidad humana, el respeto de los derechos humanos, el desarrollo sostenible y la paz duradera en nuestras sociedades democráticas
/,
RESUELVE:


1.
Reconocer que la inclusión implica promover la participación plena y genuina de todas las personas, sin ningún tipo de discriminación, en la vida económica, social, cultural, cívica y política. 


2.
Reafirmar que la inclusión es un requisito previo para la plena realización del potencial único de cada persona y que las sociedades democráticas inclusivas reconocen y respetan la diversidad como una fuente de fortaleza y que aprecian esa diversidad como una ventaja para hacer progresar a su población y asegurar su bienestar. 


3.
Exhortar a los Estados Miembros a que continúen haciendo esfuerzos por crear comunidades más inclusivas, que consoliden el respeto por la dignidad intrínseca de la persona humana y disfruten de un mayor grado de bienestar económico, social, cultural, civil y político para todos: 


Tomar medidas para el diseño y la implementación de leyes, políticas públicas, programas, servicios e instituciones que sean inclusivos y se apliquen a todos los sectores, incluida una revisión progresista de los sistemas ya existentes con el fin de eliminar las barreras que frenan la inclusión y para poder crear sociedades democráticas viables; 


Promover una cultura de inclusión que respete la diversidad, a través del liderazgo político y un entorno propicio para la sociedad civil, abogando por iniciativas que permitan pasar por alto las divergencias, que fomenten la comprensión y el respeto mutuos entre las personas de diferentes trayectorias, puntos de vista e identidades; 


4.
Solicitar a la CAJP que organice, con los recursos existentes, una sesión extraordinaria en la cual los Estados Miembros puedan compartir su experiencia acumulada e intercambiar buenas prácticas para impulsar los objetivos de la presente resolución; y que los resultados alcanzados en dicha sesión sean presentados al Consejo Permanente antes de la celebración del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 

viii.
Derechos humanos y medio ambiente

RECONOCIENDO que los seres humanos se encuentran en el centro de las preocupaciones por el desarrollo sostenible, que éste ha de hacerse efectivo para satisfacer equitativamente las necesidades ambientales, sociales y económicas de la generación actual y de las generaciones futuras, que el desarrollo sostenible exige ecosistemas saludables, y que la persona humana es el sujeto central del proceso de desarrollo y debe ser un participante activo y del mismo; 

RECORDANDO la resolución 70/1 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, del 25 de septiembre de 2015, titulada “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, en la que se adoptó un amplio conjunto de Objetivos de Desarrollo Sostenible a fin de conseguir la plena implementación de la Agenda desde ese momento hasta 2030, con el compromiso de lograr el desarrollo sostenible en sus tres dimensiones, económica, social y ambiental, de forma equilibrada e integrada; 

REAFIRMANDO el compromiso de los Estados Miembros con el Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, que establece que el mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos interesados; 

TOMANDO NOTA de que artículo 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, dispone que toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos, y que los Estados Partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente; 

TENIENDO EN CUENTA el rol de la Relatoría Especial sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales de la CIDH y al Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador; 

RECORDANDO el trabajo realizado en el marco de la OEA en esta materia, incluida la Ley Modelo Interamericana sobre el Acceso a la Información Pública; y 

DESTACANDO la importancia fundamental de contar con mecanismos de participación informada, amplia e inclusiva para el desarrollo sostenible de los países de la región, 

RESUELVE:

1.
Dar la bienvenida a la adopción del Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, el día 4 de marzo de 2018 en Escazú, Costa Rica. 

2.
Exhortar a los Estados Miembros a cumplir las obligaciones y los compromisos de derechos humanos relacionados con el disfrute de un medio ambiente sano, con miras a la consecución de los objetivos y metas de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 

3.
Invitar a todos los países de América Latina y el Caribe a que consideren adherirse al Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, que se abrirá a la firma el 27 de septiembre del 2018 en la ciudad de Nueva York. 

ix.
Seguimiento de recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
RECONOCIENDO el valor esencial de las funciones que realiza la CIDH para la promoción y protección de los derechos humanos en el Hemisferio, y alentando a los Estados Miembros a que den seguimiento a sus recomendaciones, en virtud de la resolución AG/RES. 2672 (XLI-O/11); 

TENIENDO EN CUENTA que el Sistema de Monitoreo de Recomendaciones Internacionales en Derechos Humanos (SIMORE), mecanismo desarrollado por la República del Paraguay en cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, es una herramienta exitosa en el cumplimiento de las recomendaciones internacionales, siendo valorada como buena práctica; y 

TOMANDO NOTA de que el SIMORE ha sido replicado en la región en países como Uruguay, Chile, Honduras, República Dominicana y Guatemala; y del Memorándum de Entendimiento para el Intercambio de Experiencias y Cooperación Técnica firmado entre el Ministerio de Relaciones Exteriores del Paraguay y la CIDH, 

RESUELVE:

1.
Reconocer a la CIDH por la iniciativa de poner en funcionamiento un sistema digital de seguimiento a recomendaciones en el marco de su Plan Estratégico 2017-2021 e instar a que continúe desarrollando sus capacidades para dar seguimiento a sus recomendaciones, tomando en cuenta la práctica de los Estados Miembros en la materia. 

2.
Exhortar a los Estados Miembros a que fortalezcan sus capacidades institucionales en el seguimiento y la implementación de las decisiones y recomendaciones del sistema interamericano de derechos humanos, fomentando al mismo tiempo el intercambio de experiencias y buenas prácticas existentes, invitándolos a considerar el uso y desarrollo de herramientas, como el SIMORE, entre otros mecanismos de los cuales los Estados sean parte. 

x.
Seguimiento al Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”
CONSIDERANDO que el reconocimiento de la identidad de las personas facilita el ejercicio de los derechos al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro civil, a las relaciones familiares, a la personalidad jurídica, entre otros derechos reconocidos en instrumentos internacionales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos y entendiendo que el ejercicio de estos derechos es esencial para la consolidación de toda sociedad democrática; 

CONSIDERANDO TAMBIÉN que el Objetivo 16, “[p]romover sociedades justas, pacíficas e inclusivas…”, de la Agenda para el Desarrollo Sostenible 2030, incluye la meta 16.9, “[d]e aquí a 2030, proporcionar acceso a una identidad jurídica para todos, en particular mediante el registro de nacimientos”; 

RECONOCIENDO la labor que ha realizado el Programa de Universalización de la Identidad Civil en las Américas (PUICA) para apoyar a los Estados Miembros en sus esfuerzos para disminuir el subregistro de nacimientos en la región; 

TOMANDO EN CUENTA que el PUICA fue seleccionado como Presidente del Grupo Mundial sobre Registro Civil y Estadísticas Vitales conformado por 20 organizaciones mundiales y regionales para el año 2018; 

TOMANDO EN CUENTA TAMBIÉN que en 2018 se cumplen diez años de la adopción del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad” mediante la resolución AG/RES. 2362 (XXXVIII-O/08); y 

TOMANDO NOTA de que el Consejo Latinoamericano y del Caribe de Registro Civil, Identidad y Estadísticas Vitales (CLARCIEV), en el cual la Secretaría General ejerce la función de Secretaría Ejecutiva, es el foro institucional que desde 2005 promueve el registro de nacimientos en la región, mediante la vinculación interinstitucional, así como el intercambio de conocimiento y experiencias entre las instituciones de registro civil, cedulación y estadísticas vitales, 

RESUELVE:

1.
Encomendar a la Secretaría General que, a través de su Programa de Universalización de la Identidad Civil en las Américas (PUICA), que continúe proporcionando asistencia a los Estados Miembros que lo soliciten para el fortalecimiento de sus sistemas de registro civil, para asegurar el registro universal de nacimientos, defunciones y demás actos del estado civil y la interconexión entre los sistemas de registro y los sistemas de identidad nacional, con el fin de asegurar una identidad legal para todos y, con ello, fortalecer la protección de todos los derechos humanos, especialmente los de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad y/o históricamente discriminadas, así como permitir un acceso universal y equitativo a servicios públicos esenciales. 

2.
Exhortar a todos los Estados Miembros a que promuevan el acceso a documentos de identidad clave para todas las personas, mediante la implementación de sistemas efectivos e interoperables de registro civil y de estadísticas vitales, incluso procedimientos simplificados, gratuitos, no discriminatorios, respetando la diversidad cultural, teniendo especial cuidado con la protección de la información personal y aplicando un enfoque de género, derechos y diversidad. 

3.
Encargar al Consejo Permanente que, en el segundo semestre del año 2018, celebre una sesión especial con el fin de evaluar el estado de implementación del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la identidad”, en su décimo aniversario, sobre la base de información suministrada por los Estados Miembros y de un informe de avance elaborado por la Secretaría General. Dicha sesión podrá contar con los aportes de expertos en la materia, de órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y del sistema universal. 

xi.
Administración de justicia y derechos humanos

RECONOCIENDO la trascendental importancia de la perspectiva de los derechos humanos en la administración de justicia; 

REAFIRMANDO que la perspectiva de derechos humanos en la administración de justicia resulta vital para el acceso a la justicia para todos, especialmente las posibles víctimas y su protección judicial efectiva, lo cual favorece el disfrute de los demás derechos; y 

RESALTANDO la necesidad de seguir promoviendo y apoyando la adopción de estándares de desempeño, con perspectiva de derechos humanos en los poderes judiciales, en particular en los procesos de reformas de los sistemas de administración de justicia que se encuentran en vías de diseño e implementación en los países de la región, 

RESUELVE:

1.
Generar un ámbito de intercambio de experiencias, buenas prácticas y desafíos en la CAJP, en materia de administración de justicia con perspectiva de derechos humanos. 

2.
Solicitar a la CIDH y al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), en el marco de sus competencias y de acuerdo a los recursos disponibles, la cooperación con los Estados Miembros que así lo soliciten, para fortalecer la perspectiva de derechos humanos en el sistema de administración de justicia, de conformidad con sus legislaciones internas y de manera consistente con sus obligaciones y compromisos. 

xii.
Derechos humanos y prevención de la discriminación y la violencia contra las personas LGBTI 
/
/
/
/
/
/
/
/
RECONOCIENDO los esfuerzos que realizan los Estados Miembros en la lucha contra la discriminación de grupos en situación de vulnerabilidad conforme a sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, en el marco de los planes de desarrollo y de las políticas públicas de cada Estado; 

TENIENDO EN CUENTA que, a pesar de dichos esfuerzos, las personas lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex (LGBTI) siguen siendo objeto de diversas formas de violencia y discriminación basadas en su orientación sexual, identidad o expresión de género; 


RECONOCIENDO que aún persisten muchos desafíos con respecto a la promoción y protección de los derechos humanos de las personas LGBTI, y considerando la importante labor que desempeña la Relatoría de la CIDH y el Departamento de Inclusión Social de la Secretaría General sobre este tema; 

RECORDANDO el informe “Violencia contra personas lesbianas, gay, bisexuales, trans e intersex en América”, aprobado por la CIDH en noviembre de 2015, 

RESUELVE:

1.
Condenar la discriminación y actos de violencia por motivos de orientación sexual e identidad o expresión de género que ocurren en nuestro Hemisferio. 

2.
Instar a los Estados Miembros a que, dentro de los parámetros de las instituciones jurídicas de sus ordenamientos internos, continúen fortaleciendo sus instituciones y sus políticas públicas enfocadas a prevenir, investigar y sancionar los actos de violencia y discriminación en contra de las personas lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex (LGBTI) y asegurar a las víctimas de discriminación y violencia el acceso a la justicia y recursos apropiados, en condiciones de igualdad. 

3.
Exhortar a los Estados Miembros a que, dentro de los parámetros de las instituciones jurídicas, adopten medidas para eliminar las barreras que enfrentan las personas LGBTI en el acceso equitativo a la participación política y a otros ámbitos de la vida pública y que eviten las interferencias en su vida privada. 

4.
Alentar a los Estados Miembros a que consideren producir y recopilar datos sobre la violencia y la discriminación basada en la orientación sexual, la identidad o expresión de género con el objeto de contribuir a la elaboración de políticas públicas efectivas para prevenir y responder a la violencia y la discriminación que sufren las personas LGBTI. 

5.
Instar a los Estados Miembros a que aseguren una protección adecuada de las y los defensores de derechos humanos que trabajan en temas relacionados con actos de violencia, discriminación y violaciones de los derechos humanos contra personas LGBTI. 

6.
Instar a los Estados Miembros a que aseguren una protección adecuada a las personas intersex y a que implementen políticas y procedimientos, según corresponda, que aseguren la conformidad de las prácticas médicas con los estándares reconocidos en materia de derechos humanos.

7.
Solicitar a la CIDH y a la Secretaría General que continúen prestando particular atención a las actividades referentes a la protección y promoción de los derechos humanos de las personas LGBTI, incluida la preparación de estudios e informes regionales o temáticos, y promuevan el intercambio de buenas prácticas; e instar a los Estados Miembros a que apoyen los trabajos de la CIDH y de la Secretaría General en esta materia. 

xiii. 
Seguimiento a la implementación de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y del Plan de Acción sobre la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2017-2021) 
/
TENIENDO PRESENTES la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Plan de Acción sobre la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2017-2021);
TOMANDO NOTA de la celebración del Primer Encuentro de Altas Autoridades de Iberoamérica sobre Pueblos Indígenas en la que se adoptaron la Declaración de Iximuleu y el Plan de Acción de Iberoamérica para la Implementación de los Derechos de los Pueblos Indígenas; y 
CELEBRANDO la aprobación de la resolución CP/RES. 1094 (2144/18), “Semana Interamericana de los Pueblos Indígenas” adoptada por el Consejo Permanente,

RESUELVE:

1.
Instar a los Estados Miembros, a la Secretaría General e instituciones de la Organización de los Estados Americanos (OEA) a que tomen todas las medidas necesarias para la implementación de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Plan de Acción sobre la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2017-2021).
2.
Solicitar a la Secretaría General, a través de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, la creación de un fondo específico de contribuciones voluntarias para apoyar la implementación de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Plan de Acción sobre la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2017-2021), y las actividades conmemorativas de la Semana Interamericana de los Pueblos Indígenas. 

3.
Alentar a los Estados Miembros y observadores permanentes a que contribuyan al fondo específico de contribuciones voluntarias para apoyar la implementación de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Plan de Acción sobre la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2017-2021). 

4.
Encomendar a la Secretaría General que, en el marco de la Semana Interamericana de los Pueblos Indígenas, celebre un encuentro de altas autoridades de los Estados Miembros encargadas de políticas en favor de los pueblos indígenas, con representantes de pueblos indígenas de las Américas, con la participación de representantes de pueblos indígenas de las Américas y otras agencias internacionales y regionales, a fin de propiciar oportunidades de diálogo sobre los desafíos relativos a los derechos de los pueblos indígenas y analizar opciones para el mandato, formato y costos del eventual mecanismo de seguimiento institucional a la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas considerado en su Plan de Acción. 

xiv.
Fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres para la promoción de la equidad e igualdad de género, los derechos humanos de las mujeres y las niñas y la eliminación de la discriminación y todas las formas de violencia en su contra 

RECONOCIENDO la importancia que la OEA ha asignado a la igualdad y equidad de género, al empoderamiento de mujeres y niñas y al pleno ejercicio de sus derechos humanos, así como al fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), incluso dotándola de los recursos humanos y financieros suficientes para cumplir sus mandatos, como principal foro generador de políticas hemisféricas para apoyar estos objetivos; 

REAFIRMANDO los compromisos adquiridos por los Estados Miembros relacionados con el empoderamiento de mujeres y niñas para el pleno ejercicio de sus derechos humanos y la importancia de seguir avanzando en la igualdad de género; y 

RECONOCIENDO los esfuerzos que realiza la CIM, la sociedad civil y los grupos defensores de los derechos de las mujeres, para promover y proteger la igualdad de género, avanzar en el empoderamiento de las mujeres y las niñas de las Américas en toda su diversidad y erradicar la violencia en su contra, 

RESUELVE: 

1.
Felicitar a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) por los avances logrados en sus noventa años de trabajo y continuar apoyando su labor en el cumplimiento de sus objetivos y funciones a través del tratamiento de temas de preocupación especial, en particular: (i) el liderazgo y representación de las mujeres en todos los ámbitos para el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática; (ii) la prevención de los matrimonios infantiles y forzados y uniones tempranas; (iii) la promoción del empoderamiento y la autonomía económica de las mujeres y de las niñas; (iv) la comunicación promotora de la igualdad de género y de los derechos humanos, y (v) la protección del derecho a la igualdad de género. 

2.
Dar seguimiento, a través de las comisiones correspondientes, a los objetivos establecidos en el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA) y el Plan Estratégico de la CIM 2016-2021, adoptado por la XXXVII Asamblea de Delegadas de la CIM, particularmente en lo que se refiere a la integración de la perspectiva de igualdad de género en todas las actividades de la OEA y, de manera prioritaria, en las reuniones ministeriales, en la Asamblea General de la OEA y en el proceso de preparación y seguimiento de las Cumbres de las Américas. 

3.
Reconocer la creación del Grupo de Trabajo Interamericano sobre Liderazgo y Empoderamiento de las Mujeres, e instruir a la CIM para que desempeñe funciones de Secretaría Técnica de dicho grupo. Asimismo, alentar a los Estados Miembros a que promuevan el liderazgo de la mujer en todos los niveles y en todas las áreas de la vida pública, política y civil, así como en el sector privado, a fin de fortalecer la gobernabilidad democrática y que consideren apoyar al Grupo de Trabajo en sus iniciativas específicas.

4.
Tomar nota del incremento en la asignación presupuestal de la OEA para la CIM que se aprobó en el cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA en 2017 y solicitar a la Secretaría General que le asegure los recursos humanos y financieros suficientes para cumplir sus mandatos. Asimismo, alentar a los Estados Miembros, a los observadores permanentes y otras entidades a que efectúen aportes voluntarios
/. 

xv.
Fortalecimiento del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (MESECVI) 

RECORDANDO que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) establece el deber de los Estados Partes de adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas y programas orientados a prevenir, sancionar y erradicar la discriminación y la violencia contra las mujeres y las niñas en los ámbitos público y privado, y teniendo en cuenta la importancia y necesidad de fortalecer el Mecanismos de Seguimiento de dicha Convención (MESECVI); y 

TOMANDO NOTA del Tercer Informe Hemisférico sobre la Implementación de la Convención de Belém do Pará y las recomendaciones contenidas en el mismo, 

RESUELVE: 

1.
Reafirmar su compromiso con el fortalecimiento del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará” (MESECVI) y de su Comité de Expertas/os, y dar seguimiento a la plena implementación de la Convención de Belém do Pará promoviendo la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y las niñas, contemplando las múltiples e interseccionales formas de discriminación y violencia que sufren las mujeres pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad y reiterando la importancia del intercambio de buenas prácticas y desafíos, entre todos los Estados Parte, en esta Tercera Ronda de Evaluación Multilateral. 

2.
Destacar la adopción del Plan Estratégico del MESECVI 2018-2023 (documento MESECVI-II-CE/doc.133/18 rev. 1) que tiene como ejes: (1) Fortalecer la institucionalidad del MESECVI; (2) Contribuir al fortalecimiento de las capacidades técnicas de los Estados Parte del MESECVI para implementar la Convención de Belém do Pará desde un enfoque de interseccionalidad y derechos humanos de las mujeres durante todo su ciclo de vida con énfasis en la prevención y reparación; (3) Coadyuvar con los Estados Parte para encontrar respuestas intersectoriales a los problemas de la violencia contra la mujer, y 4. Concientizar y sensibilizar a la sociedad en su conjunto respecto a la violencia contra las mujeres; y solicitar a la Secretaria Técnica del MESECVI y a los órganos del MESECVI que le den seguimiento para el efectivo fortalecimiento del Mecanismo. 

3.
De conformidad con las recomendaciones contenidas en el Tercer Informe Hemisférico sobre la Implementación de la Convención de Belém do Pará, insistir en la importancia de que los Estados Miembros destinen presupuestos adecuados para la prevención de la violencia contra las mujeres y la atención a las víctimas, en particular para la creación y fortalecimiento de protocolos integrales para víctimas de violencia sexual. 

4.
En seguimiento al Informe Hemisférico sobre Violencia Sexual y Embarazo Infantil del Comité de Expertas/os del MESECVI, y reconociendo los esfuerzos realizados por los Estados parte para atender esta problemática, solicitar al Comité de Expertas/os del MESECVI que elabore una guía práctica de actuación que recoja la legislación y las buenas prácticas que vienen siendo implementadas en la región sobre el tema
/.
5.
Solicitar a la Secretaría Técnica del MESECVI que promueva y apoye la celebración de diálogos entre las autoridades nacionales competentes y el Comité de Expertas/os del MESECVI sobre avances y desafíos en temas relevantes respecto al fortalecimiento, cumplimiento y difusión de la Convención de Belém do Pará, conforme a lo acordado en la Séptima Conferencia de Estados Parte del MESECVI. 

6.
Reiterar a la Secretaría General la importancia de que la Secretaría Técnica del MESECVI cuente con recursos humanos, técnicos y financieros para su óptimo funcionamiento, incluso la actualización periódica de información en los sitios de Internet y redes sociales, para lo cual es fundamental la identificación de fuentes de financiamiento externo. 
xvi.
Observaciones y recomendaciones al Informe anual 2017 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

RECONOCIENDO el trabajo de la CIDH en el cumplimiento de su función de promover la observancia, defensa y promoción de derechos humanos y de servir como órgano consultivo en esta materia, en particular lo relativo al desarrollo de estándares de protección de derechos humanos en temas tales como la igualdad y la no discriminación, entre otros; tomando nota de los informes temáticos de país y de casos; la adopción de resoluciones en las que formula recomendaciones de carácter general, como la resolución 1/17, “Derechos humanos y lucha contra la impunidad y la corrupción”; la realización de visitas de observación y de trabajo; la puesta en funcionamiento de mecanismos para brindar una respuesta integrada y oportuna a las violaciones de derechos humanos desde el monitoreo de la situación de derechos humanos en la región, y la ampliación de la asesoría técnica mediante nuevos convenios de cooperación; 

DESTACANDO los avances registrados en la actualización del sistema de casos y peticiones individuales, del mecanismo de soluciones amistosas para facilitar el acceso a la justicia a las víctimas de violaciones de derechos humanos; la convocatoria de las audiencias públicas; la realización de actividades de promoción y capacitación en derechos humanos como el Foro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos; 

TOMANDO NOTA del informe del primer año de la implementación del Plan Estratégico 2017-2021 presentado por la CIDH y los resultados alcanzados en sus cinco objetivos estratégicos y veintiún programas, que puso un énfasis especial en el desarrollo de la institucionalidad y la gestión por resultados con el fin de fortalecer las capacidades de la CIDH para el cabal cumplimiento de su misión y mandatos de defensa, promoción y protección de los derechos humanos en el Hemisferio, al poner en marcha de la Relatoría Especial sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales, así como la creación de la Unidad sobre Memoria, Verdad y Justicia, la Unidad sobre Personas Mayores y la Unidad sobre Personas con Discapacidad; 

RECONOCIENDO el apoyo de Argentina, Perú, México y Uruguay para la realización de períodos de sesiones de la CIDH fuera de su sede, que permitieron ampliar la presencia pública de la CIDH en esos países, habilitando una mayor participación de la sociedad civil y de agentes estatales, así como la deliberación de un mayor número de asuntos por parte de la CIDH y de encuentros entre las partes en reuniones de trabajo; y 

CONSIDERANDO que el cumplimiento de las recomendaciones y decisiones de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos, según corresponda, constituye un elemento fundamental para asegurar la plena vigencia de los derechos humanos en los Estados Miembros, así como para contribuir en la consolidación de la legitimidad de dicho sistema, 

RESUELVE:

1.
Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros con la CIDH. 

2.
Instar a los Estados Miembros que aún no lo han hecho a que consideren firmar, ratificar o adherirse a todos los instrumentos interamericanos de derechos humanos, en particular la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
3.
Reafirmar su compromiso de lograr el pleno financiamiento de la CIDH a través del Fondo Regular de la OEA y de continuar ejecutando la decisión acordada a través de la resolución AG/RES. 2908 (XLVII-O/17), xvi. Financiamiento de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos a través del programa-presupuesto de la Organización 2018. Mientras se alcanza ese compromiso, invitar a los Estados Miembros, a los observadores permanentes y a otras instituciones, a que continúen realizando contribuciones voluntarias, inclusive al Fondo de Asistencia Legal para presuntas víctimas y peticionarios que acuden al sistema de casos y peticiones. En este contexto, alentar a los Estados Miembros a que evalúen la posibilidad de continuar extendiendo invitaciones a la Comisión para realizar visitas de observación y de trabajo, y de celebrar sesiones extraordinarias en los Estados Miembros. Asimismo, alentar a la CIDH a que continúe presentando el informe financiero y de recursos que incluye habitualmente en su informe anual y hacer uso de la información contenida en los balances que presente en sus informes parciales de implementación del Plan Estratégico 2017-2021. 

xvii.
Observaciones y recomendaciones al Informe anual 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
RECONOCIENDO que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CorteIDH) es el único tribunal regional en materia de derechos humanos, que sus sentencias y decisiones son de obligatorio cumplimiento para aquellos Estados que reconocen su jurisdicción; y

DESTACANDO la importancia que tiene la CorteIDH en la efectiva promoción y protección de los derechos humanos en el Hemisferio a través del desarrollo de sus funciones contenciosas y consultivas; 

RESUELVE:

1.
Reconocer el aporte de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CorteIDH) desarrollada a través de los casos contenciosos y opiniones consultivas para la efectiva vigencia y respeto de los derechos humanos en el Hemisferio y del Estado de derecho. Destacando asimismo el trabajo que realiza en materia de supervisión del cumplimiento de sentencias e instar a los Estados Miembros a cumplir oportunamente con las sentencias de ésta. 

2.
Alentar a los Estados Miembros a que continúen extendiendo invitaciones a la CorteIDH para sesionar fuera de su sede, en tanto constituye una importante herramienta de divulgación del sistema interamericano de protección de derechos humanos en la región. 

3.
Reafirmar su compromiso de lograr el pleno financiamiento de la CorteIDH a través del Fondo Regular de la OEA y de continuar ejecutando la decisión acordada a través de la resolución AG/RES. 2908 (XLVII-O/17), xvi. Financiamiento de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos a través del programa-presupuesto de la Organización 2018. Mientras se alcanza ese compromiso, invitar a los Estados Miembros, a los observadores permanentes y a otras instituciones a que continúen realizando contribuciones voluntarias dentro de sus capacidades a la CorteIDH. Asimismo, se invita a los Estados Miembros y a otras instituciones a que continúen realizando contribuciones dentro de sus capacidades al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas. 

xviii.
Integración equilibrada de género y con representatividad geográfica y de los diferentes sistemas jurídicos, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos

DESTACANDO la importancia de asegurar una integración equilibrada de género y una distribución geográfica equitativa, así como los diferentes sistemas jurídicos en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y en la CorteIDH, asegurando el acceso pleno e igualitario de hombres y mujeres de acuerdo con los principios de imparcialidad, independencia y no discriminación para que continúen cumpliendo efectivamente sus mandatos; y 
CONSIDERANDO que una integración equilibrada de género y una distribución geográfica equitativa, así como los diferentes sistemas jurídicos en la CIDH y en la CorteIDH redundará en un adecuado tratamiento de los temas y problemáticas de la región en materia de prevención, promoción, protección y garantía de los derechos humanos, con especial atención en las relatorías de la CIDH, entre otros, 

RESUELVE:

1.
Alentar a los Estados Miembros a que en los procesos de selección de jueces/zas de la CorteIDH y de comisionados/as de la CIDH se asegure una integración equilibrada de género y la representatividad geográfica regional, así como de los grupos poblacionales y sistemas jurídicos del Hemisferio, garantizando que se cumplan con los requisitos de independencia, imparcialidad y reconocida competencia en materia de derechos humanos. 

2.
Encomendar al Consejo Permanente que, previo a la elección de quienes vayan a desempeñarse como juez/a de la CorteIDH y comisionados/as de la CIDH, invite a los candidatos/as postulados por los Estados Miembros a que realicen una presentación pública a efectos de dar a conocer su visión, propuestas e iniciativas. Estas presentaciones deben realizarse en la misma sesión del Consejo Permanente y difundirse lo más ampliamente posible. 

3.
Encomendar a la CAJP que incluya en su programa de trabajo 2017-2018 el seguimiento a este tema, mediante la celebración de una sesión de trabajo en la que se compartan buenas prácticas en el ejercicio de nominación y selección de candidatos/as a la CIDH y a la CorteIDH cuando corresponda con miras a promover la paridad de género y equilibrio entre las diferentes regiones y sistemas jurídicos del Hemisferio en los dos órganos. 

4.
Encargar al Consejo Permanente que presente una propuesta a fin de que la composición de la CorteIDH y CIDH cuenten con paridad de género, y la presente al cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 

xix.
Reconocimiento y promoción de los derechos de los y las afrodescendientes en las Américas 


TENIENDO PRESENTE la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y el Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025); 


TOMANDO NOTA del informe sobre la implementación del Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025) por parte de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad; 
CELEBRANDO la aprobación de la resolución CP/RES. 1093 (2144/18), “Semana interamericana de las y los afrodescendientes en las Américas”, adoptada por el Consejo Permanente; y
TOMANDO NOTA de la realización de la I Reunión Interamericana de Altas Autoridades sobre Políticas para Población Afrodescendiente a llevarse a cabo en la ciudad de Lima, Perú del 11 al 13 de junio de 2018, 
RESUELVE:
1.
Instar a los Estados Miembros, a la Secretaría General e instituciones de la OEA a que tomen todas las medidas necesarias para la implementación del Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025), y conmemorar la Semana Interamericana de las y los Afrodescendientes en las Américas. 
2.
Invitar a los Estados Miembros a que consideren la creación de una red interamericana de altas autoridades sobre políticas para población afrodescendiente con el propósito de establecer una colaboración permanente entre autoridades nacionales sobre políticas en la materia. 
3.
Solicitar a la Secretaría General, a través de la Secretaría de Acceso a Derechos y Equidad, la creación de un fondo específico de contribuciones voluntarias para apoyar la implementación del Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025), y las actividades conmemorativas de la Semana Interamericana de las y los Afrodescendientes en las Américas. 
4.
Alentar a los Estados Miembros y observadores permanentes a que contribuyan al fondo específico de contribuciones voluntarias para apoyar la implementación del Plan de Acción del Decenio de las y los Afrodescendientes en las Américas (2016-2025). 
5.
Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que, según sea el caso, consideren firmar, ratificar o adherirse a los instrumentos interamericanos en materia de protección de derechos humanos, incluida la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia, y la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia. 

xx.
Actualización del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad y Apoyo al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad
TENIENDO PRESENTE los compromisos asumidos por los Estados Miembros en relación con la promoción de los derechos de las personas con discapacidad en las Américas, reflejados en la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CIADDIS) y el Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (PAD), entre otros, así como la necesaria revisión y actualización de los contenidos de dicho Programa, conforme al cambio de paradigma desde un modelo médico asistencial hacia el modelo social, reconociendo a las personas con discapacidad como sujetos de derechos, en un marco de pleno respeto de la diversidad humana; 

HABIENDO RECIBIDO los resultados del grupo de trabajo de composición mixta del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS) respecto a la actualización del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (PAD); y 

TOMANDO NOTA del informe de perspectiva regional presentado por el CEDDIS sobre los progresos y dificultades registrados en la aplicación de la CIADDIS, circulado a través del documento CP/CAJP/INF.470/18, 

RESUELVE:

1.
Aprobar el Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad 2016-2026 (PAD), contenidos en el anexo 1 de esta resolución. 

2.
Encomendar al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS) la conformación de un grupo de trabajo de composición mixta, conformado por sus miembros y por expertos de organizaciones de la sociedad civil de y para personas con discapacidad y otros actores sociales, a fin de acompañar el seguimiento que el CEDDIS dará a la implementación hemisférica del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad 2016-2026 (PAD). 

3.
Instar al CEDDIS para que, en el proceso de seguimiento a la implementación del PAD, continúe desarrollando, junto con el Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales Previstos en el Protocolo de San Salvador y del MESECVI, indicadores para analizar y verificar el cumplimiento de los objetivos de la CIADDIS y del PAD. 

4.
Alentar a los Estados Miembros que no son Parte de la CIADDIS a que se adhieran a y ratifiquen dicha Convención con el fin de intensificar los esfuerzos regionales en materia de inclusión de las personas con discapacidad y, asimismo, reiterar la importancia de que se efectúen contribuciones voluntarias al Fondo Específico para el CEDDIS [CP/RES. 947 (1683/09)], creado con el fin de complementar el financiamiento de las actividades del CEDDIS y de su Secretaría Técnica, así como también alentar a los Estados Parte a que realicen sus mayores esfuerzos para implementar las recomendaciones emitidas por el CEDDIS en sus evaluaciones por ámbitos de acción a los informes nacionales sobre la implementación de la CIADDIS-PAD. 

5.
Reconocer la labor del Departamento de Inclusión Social y encomendarle que, en su calidad de Secretaría Técnica del CEDDIS y de área promotora de programas, proyectos e iniciativas de inclusión social de las personas con discapacidad y en coordinación con los Estados Miembros, continúe difundiendo y promoviendo los derechos de este colectivo y su plena participación en todos los ámbitos de la sociedad, y reiterar la solicitud a la Secretaría General de implementar los más amplios esfuerzos para transversalizar la perspectiva de inclusión de las personas con discapacidad, desde un enfoque de derechos. 
xxi.
Derechos humanos y empresas 

DESTACANDO que recae en los Estados Miembros la obligación y la responsabilidad primaria de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales en contra de los abusos cometidos en su territorio por terceros, incluidas las empresas; 

RECONOCIENDO que las empresas tienen la capacidad de contribuir al bienestar económico, el desarrollo, el progreso tecnológico y la riqueza, así como la responsabilidad de respetar los derechos humanos; 

TOMANDO NOTA de los informes que sobre este tema han sido elaborados por el CJI y la CIDH, así como las distintas resoluciones que sobre la materia se han adoptado en el marco de la Asamblea General de la OEA; 

TOMANDO NOTA TAMBIÉN de la resolución 17/4 de 16 de junio de 2011 del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, que adopta los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos; y 

TOMANDO NOTA ASIMISMO de la resolución 26/9, “Elaboración de un instrumento jurídicamente vinculante sobre empresas transnacionales y otras empresas con respecto a los derechos humanos”, aprobada por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas el 14 de julio del 2014, 

RESUELVE:

1.
Resaltar la importancia de seguir avanzando en el tema de los derechos humanos y las empresas y, en este sentido, invitar a los Estados Miembros a que sigan fortaleciendo sus iniciativas nacionales, así como las iniciativas multilaterales en la materia tanto a nivel regional y global, y a que consideren su participación en los distintos foros en donde se debate el tema, mediante el diálogo constructivo de todos los actores involucrados, tanto públicos como privados y de la sociedad civil. 

2.
Solicitar al Consejo Permanente que, a través de la CAJP, incluya en su agenda, a más tardar en el primer trimestre del 2019, el tema de derechos humanos y empresas con una visión amplia y participativa que integre a los distintos actores, incluidos el sector académico, organizaciones internacionales, sociedad civil y otros actores sociales y empresas, con el fin de promover el intercambio de información y buenas prácticas entre los Estados Miembros. 

3.
Solicitar a la Relatoría Especial sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (REDESCA) que realice una presentación en el marco de la reunión que sobre la temática se llevará a cabo en la CAJP, respecto del avance de las consultas y de los trabajos realizados con relación a la elaboración del informe “Empresas y derechos humanos: estándares interamericanos”. 

xxii.
Derechos del niño

CONSIDERANDO la pirámide demográfica y las características socioeconómicas de la región en la que un alto porcentaje o un número significativo de niños y niñas nacen y se desarrollan en entornos desfavorables, caracterizados por pobrezas múltiples, violencias y situaciones de inestabilidad; 


TOMANDO EN CUENTA las obligaciones legales y el imperativo ético de ofrecer a la niñez y la adolescencia de la región las condiciones mínimas necesarias para posibilitar su pleno desarrollo a través de los diferentes ciclos vitales que deberán transitar para acceder a la vida adulta en condiciones de ejercer una ciudadanía plena; 


ATENTA a la indisoluble relación entre la garantía de derechos y la protección integral de las nuevas generaciones y la consolidación y profundización de las democracias; y 


RECONOCIENDO la importante labor que viene desarrollando el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) como entidad de la OEA especializado en políticas de niñez y adolescencia, a través de la asistencia técnica a los Estados para fortalecer sus capacidades de promoción y protección de derechos a través de políticas integrales, universales e inclusivas, 

RESUELVE: 


1.
Promover la participación de niños, niñas y adolescentes en la promoción y protección de sus derechos, facilitando procesos de diálogo con las autoridades de los respectivos Estados Miembros y abriendo espacios de participación y diálogo intergeneracional en las instancias de la OEA. A tales efectos, impulsar instancias de diálogo entre las organizaciones de niños, niñas y adolescentes a nivel subregional y regional, intercambios de experiencias y acciones de cooperación horizontal entre Estados. 

2.
Impulsar la inclusión de los derechos humanos y en especial los derechos de la niñez en los programas de educación básica ofreciendo a tales efectos capacitación temática y didáctica a los docentes en aquellos Estados Miembros que lo soliciten. 

xxiii.
Fortalecimiento de los mecanismos de protección y soluciones en el marco de los derechos humanos de las personas refugiadas 
/

DESTACANDO el compromiso asumido por los países de América Latina y el Caribe en la Declaración y Plan de Acción de Brasil, adoptados el 3 de diciembre de 2014, que incluyen responsabilidades con respecto a soluciones integrales, complementarias y sostenibles para las personas refugiadas, como el programa de reasentamiento solidario, entre otras;


RESALTANDO la reciente evaluación trienal de la Declaración y Plan de Acción de Brasil por parte de los países y territorios de América Latina y el Caribe, así como Los 100 Puntos de Brasilia (2018), donde se destacan la cooperación regional y la responsabilidad compartida para encontrar soluciones a las necesidades de protección en la región;
REAFIRMANDO la importancia del Marco de Respuesta Integral para los Refugiados, el cual fue adoptado por los Estados Miembros a través de la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes, y de su participación en el proceso de desarrollo del Pacto Mundial sobre Refugiados, que concluirá en la Asamblea General de las Naciones Unidas en 2018;

TOMANDO NOTA de la Declaración de Acción de San José, adoptada el 7 de julio de 2016;

TOMANDO NOTA TAMBIÉN de la Declaración de San Pedro Sula, a través de la cual Belize, Costa Rica, Guatemala, Honduras, México y Panamá acordaron el Marco Integral Regional para la Protección y Soluciones (MIRPS) como una aplicación regional del Marco de Respuesta Integral para los Refugiados; y

TOMANDO NOTA ASIMISMO que Los 100 Puntos de Brasilia consideran al MIRPS como una iniciativa subregional pionera y dinámica que supone una aplicación práctica del Marco de Respuesta Integral para los Refugiados y contribuye al desarrollo del Pacto Mundial sobre Refugiados, 

RESUELVE:

1.
Reafirmar la importancia de profundizar las alianzas estratégicas y colaborativas y de promover un enfoque solidario entre todos los actores interesados en la implementación de respuestas integrales de protección y soluciones duraderas, incluidos los Estados, la OEA, el sistema de las Naciones Unidas, actores de desarrollo como el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA), la sociedad civil y otros actores sociales, las personas solicitantes de la condición de refugiado, refugiadas, desplazadas internamente y personas retornadas con necesidades de protección.

2.
Subrayar la importancia de los mecanismos regionales de cooperación y responsabilidad compartida para abordar la situación de protección de las personas refugiadas, con la solidaridad y cooperación financiera y técnica de la comunidad internacional e identificar soluciones duraderas y la aplicación de formas complementarias de protección y soluciones, tales como, entre otras, el reasentamiento solidario, las visas humanitarias, el Mecanismo de Protección en Tránsito, la reunificación familiar, la inclusión y los programas de movilidad laboral que contribuyan a su efectiva integración local
/.
3.
Invitar a los Estados Miembros a que, considerando la experiencia del Marco Integral Regional para la Protección y Soluciones (MIRPS) u otras iniciativas similares, desarrollen o actualicen sus propios marcos en materia de prevención, protección y soluciones para personas solicitantes de la condición de refugiado, refugiadas, desplazadas internamente y retornadas con necesidades de protección, así como a que trabajen conjuntamente en el desarrollo de mecanismos de cooperación regional y responsabilidad compartida, con la participación de todos los actores relevantes.

4.
Encomendar a la CAJP que dé seguimiento a esta resolución e informe al respecto de forma anual, fomentando el intercambio de experiencias y buenas prácticas implementadas por los Estados Miembros, con el apoyo y colaboración técnica de la Secretaría General de la OEA y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

II.  SEGUIMIENTO DE INFORMES

RESUELVE:

1.
Instruir a la Secretaría General que, a través de las áreas responsables del seguimiento y ejecución de actividades en relación con el objeto de la presente resolución, presente oportunamente el plan de actividades que realizará el período 2018-2019 para consultas o adecuada supervisión de los Estados Miembros, durante el tercer trimestre de 2018. 

2.
Solicitar al Consejo Permanente que instruya a la CAJP que incluya en su plan de trabajo antes del cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones de la Asamblea General los siguientes temas de esta resolución, con el fin de promover el intercambio de experiencias y buenas prácticas: 

· “Hacia la defensa pública oficial autónoma como salvaguarda de la integridad y libertad personal”. Realización de una séptima sesión especial de la CAJP sobre los mecanismos de monitoreo de los centros de detención que realiza cada institución de defesa pública oficial de la región en el primer trimestre de año 2019, con la presencia de los Estados Miembros y sus respectivas instituciones públicas oficiales de asistencia jurídica, de integrantes de la AIDEF, de la CIDH a través de su Relatoría sobre Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, expertos del sector académico y de la sociedad civil, así como de las organizaciones internacionales. La asistencia de los miembros de AIDEF estará garantizada por esa organización. 

· “Actualización del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad y Apoyo al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.” Realización de una sesión de la CAJP que considere temas como la toma de conciencia social, la inclusión laboral y la educación, entre otros, en la que participarán los Estados Miembros, expertos nacionales, del sector académico y de la sociedad civil, así como de organismos internacionales, para el intercambio de buenas prácticas y experiencias nacionales. Esta reunión se celebrará durante el último trimestre de 2018, en el marco del Día Internacional de las Personas con Discapacidad, con los recursos asignados a la CAJP. 

3.
Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo noveno período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. La ejecución de las actividades previstas en esta resolución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

ANEXO

PROGRAMA DE ACCIÓN PARA EL DECENIO DE LAS AMÉRICAS
POR LOS DERECHOS Y LA DIGNIDAD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD
(2016-2026)

LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,

TENIENDO PRESENTE la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad;

DESTACANDO que los Estados Miembros de la OEA se han ocupado de las personas con discapacidad en diversas resoluciones, entre ellas la resolución AG/RES. 1249 (XXIII-O/93) “Situación de las personas con discapacidad en el continente Americano”, la resolución AG/RES. 1356 (XXV-O/95) “Situación de los discapacitados en el continente Americano”, y la resolución AG/RES. 1369 (XXVI-O/96) “Compromiso de Panamá con las personas con discapacidad en el continente Americano”, así como en diversas declaraciones, como la Declaración de Managua de 1993 y la Declaración de Panamá de 2005, emanada de la Cuarta Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de la Asociación de Estados del Caribe;

TENIENDO PRESENTE ADEMÁS que en el ámbito internacional se han adoptado diversos instrumentos que establecen lineamientos relativos a la discapacidad, que se ocupan de la atención a las personas con discapacidad y establecen sus derechos, en particular, la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006)

RECONOCIENDO Y RESPETANDO el carácter pluricultural y multilingüe de personas con discapacidad en pueblos y culturas indígenas y la importancia de su contribución al desarrollo, pluralidad y diversidad cultural de nuestras sociedades; se reitera el compromiso de su participación en este nuevo Programa de Acción Para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (PAD) al 2026 para atender la interseccionalidad en todas sus variantes para alcanzar el bienestar económico y social, respetando sus derechos humanos y su identidad cultural;

VALORANDO la importancia que tiene la Declaración de las Naciones Unidas “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, que contiene los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 2015-2030 para impulsar el desarrollo y la inclusión social de las personas con discapacidad de manera transversal y, de manera específica, en algunos objetivos concretos;

RECORDANDO la Proclamación del año 1981 como Año Internacional del Impedido, la Proclamación del Día Internacional de las Personas con Discapacidad (1992), el Informe Final del Relator Especial de la Comisión de Desarrollo Social sobre la vigilancia de la aplicación de las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad (1996), y la resolución 2005/65 de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas “Los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad”; 

HABIENDO AVANZADO EN EL CUMPLIMIENTO del Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad, adoptado en el trigésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, reunida en Santo Domingo, República Dominicana, en junio de 2006; y

CONSIDERANDO la Resolución AG/DEC. 89 (XLVI-O/16), aprobada en la segunda sesión plenaria del cuadragésimo sexto período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, celebrada el 14 de junio de 2016, mediante la cual se aprobó la extensión de un período de diez años, hasta el año 2026; y la Resolución AG/RES. 2908 (XLVII-O/17) “Promoción y Protección de Derechos Humanos” adoptada durante el cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, Capítulo x, p.104 y p.105,

ADOPTAN EL SIGUIENTE PROGRAMA DE ACCIÓN:

I.
VISIÓN: 

· Para el año 2026, los Estados Miembros consolidarán avances sustantivos en la construcción de una sociedad inclusiva, solidaria, accesible para todos y basada en el reconocimiento del goce y ejercicio pleno e igualitario de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad, eliminando los prejuicios, estereotipos y estigmas sociales, y las discriminaciones múltiples hacia grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados que impidan su desarrollo y su plena y efectiva participación e inclusión en la sociedad.

· Las personas con discapacidad deben ser reconocidas y valoradas por sus aportes efectivos y potenciales al bienestar general, a la diversidad y al respeto de su pluralidad, tanto en zonas urbanas como rurales; y al interior de los grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados. 

II.
MISIÓN: 

Los Estados Miembros se comprometen a evitar que las personas con discapacidad sean víctimas de discriminación múltiple, prestando especial atención a la discriminación por razón de la pertenencia a otros grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados

Los Estados Miembros se comprometen a realizar programas a nivel nacional, regional y local, reconociendo, promoviendo y protegiendo sus derechos humanos, para mitigar el impacto nocivo de la pobreza y la desigualdad en las personas con discapacidad con relación al resto de la población, dada su situación de vulnerabilidad, discriminación y exclusión, reconociendo, promoviendo y protegiendo sus derechos humanos.

Los Estados Parte se comprometen a armonizar su legislación interna con los principios y estándares del derecho internacional de los derechos humanos en esta materia, plasmados en el Artículo 12 de la CDPD tal como ha sido interpretado por la Observación General 1 del Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU. 

Los Estados Miembros se comprometen a adoptar gradual e irreversiblemente las medidas administrativas, legislativas y judiciales, así como las políticas públicas necesarias, hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la cooperación internacional para lograr, de manera progresiva, el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, sin perjuicio de los derechos que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional para la efectiva aplicación del presente Programa de Acción, derivado de la extensión del Decenio de las Américas de las Personas con Discapacidad (al 2026), en el orden jurídico interno, a fin de que las personas con discapacidad estén en igualdad de condiciones con las demás y mejoren sus condiciones de vida.

Asimismo, se comprometen a remover las prácticas administrativas, judiciales o de cualquier índole que no sean compatibles con la visión y objetivos del PAD, adoptando de manera inmediata las medidas conducentes para ello, con el fin de que las personas con discapacidad estén en igualdad de condiciones con las demás. 

III.
OBJETIVOS:

1.
Toma de conciencia de la sociedad 

Asegurar la promoción del conocimiento de la situación de las personas con discapacidad, el reconocimiento de todos sus derechos humanos, la protección de su dignidad, su debida valoración, así como la eliminación de todas las formas de discriminación y de todas las limitaciones de índole cultural y actitudinal, incluyendo los prejuicios, estereotipos y estigmas sociales y las discriminaciones múltiples por razón de la pertenencia a otros grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados que impidan su desarrollo y su plena y efectiva participación e inclusión en la sociedad. 

2.
Salud 

Ampliar, mejorar y asegurar el acceso de las personas con discapacidad a los servicios de salud, incluyendo servicios de salud sexual y reproductiva, en igualdad de condiciones con las demás y asegurando que los servicios existentes incorporen la perspectiva de discapacidad y, cuando corresponda, agregar la de otros grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados, particularmente a los servicios requeridos como consecuencia de su situación de discapacidad, incluidas la pronta detección e intervención, cuando proceda, y servicios dirigidos a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas deficiencias o del agravamiento de las existentes. Se garantizará que todo servicio de salud sea brindado sobre la base de un consentimiento libre e informado de la persona con discapacidad. Asimismo, promover la investigación relacionada, con el tratamiento, la rehabilitación y la prevención a fin de reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades.

3.
Rehabilitación y habilitación
Promover sistemas multidimensionales de rehabilitación y habilitación para personas con discapacidad que contemplen su abordaje a lo largo de su ciclo de vida, enfocándose en la temprana edad y la niñez, incentivando la disponibilidad, el conocimiento y el uso de tecnologías de apoyo y dispositivos destinados a las personas con discapacidad, y la formación de profesionales.

4.
Educación
Asegurar y garantizar a las personas con discapacidad el acceso, en igualdad de condiciones con las demás y sin discriminación alguna, a una educación de calidad, con pertinencia cultural e inclusiva, abarcando su ingreso, permanencia, progreso, evaluación, acreditación y certificación en el sistema educativo a todos los niveles, así como la enseñanza a lo largo de la vida, que facilite el desarrollo al máximo de su personalidad, talentos y creatividad, así como su inclusión y participación plena en todos los ámbitos de la sociedad.

5.
Trabajo y empleo

Garantizar la inclusión laboral plena, digna y remunerada de las personas con discapacidad, en todas las esferas de la actividad productiva, tanto en los sectores público como privado, utilizando como base la formación técnica y profesional, así como la igualdad de oportunidades de trabajo, incluyendo la disponibilidad de entornos ocupacionales y laborables accesibles, de acuerdo con las normativas internas de cada país, y asegurar la provisión de los ajustes razonables para tal propósito. 

6.
Accesibilidad
Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, con autonomía y seguridad, tomando en cuenta la pertinencia cultural, y en igualdad de condiciones con los demás, al entorno físico, espacios, equipamientos urbanos, edificios, servicios de transporte y otros servicios públicos o abiertos al público, tanto en zonas urbanas como rurales, así como garantizar el acceso de las personas con discapacidad a los sistemas y las tecnologías de la información y de las comunicaciones, cualquiera que sea la plataforma tecnológica de la que se trate; lo que incluye tanto los programas como los equipos de cómputo, su interacción y disponibilidad.

7.
Participación ciudadana, política y social
Asegurar a las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y a las personas con discapacidad su plena y activa participación e inclusión, respetando su ideología política, y con especial énfasis en las mujeres con discapacidad, a la vida pública y política, incluyendo el ejercicio efectivo del derecho al sufragio, su postulación en cargos de representación popular en todos los niveles, con materiales electorales, procedimientos e instalaciones accesibles.

Asimismo, se promoverá y garantizará su participación/ en la formulación, adopción y evaluación de políticas públicas destinadas a proteger y promover sus derechos, en igualdad de condiciones con las demás, así como promover y facilitar mediante distintas formas de apoyo, su participación en organizaciones propias y que les representen, incentivando la participación de personas con discapacidad de zonas rurales y remotas, incluidas las pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas o afrodescendientes.

8.
Participación en actividades culturales, artísticas, deportivas y recreativas

Garantizar la participación de las personas con discapacidad en la vida cultural y artística, el deporte, el esparcimiento, la recreación y el turismo, y promover una cultura de turismo accesible, así como cualquier otra actividad que promueva la inclusión social y el desarrollo integral de los individuos en condiciones de igualdad. Asimismo, se promoverá el uso de medios técnicos para desarrollar las capacidades creativas, artísticas e intelectuales en sus diversas manifestaciones.

9.
Desarrollo, bienestar e inclusión social

Promover la inclusión y desarrollo social de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones que las demás, asegurando el acceso a los programas de bienestar y seguridad social, en los que se incluya a sus familias; así como garantizar que en los programas de reducción y erradicación de la pobreza que se emprendan, se tomen debidamente en cuenta los gastos adicionales asociados a la condición de discapacidad.

10.
Ejercicio de la capacidad jurídica

Asegurar los apoyos y salvaguardas para el ejercicio efectivo de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad.

11.
Autonomía personal y vida independiente
Garantizar las condiciones jurídicas y materiales para el goce pleno de la autonomía personal y la vida independiente de las personas con discapacidad.

12.
Acceso a la justicia
Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, garantizando la provisión de los ajustes razonables para tal propósito.

13.
Situaciones de emergencia, catástrofe y desastres
Garantizar la gestión integral de las personas con discapacidad ante una situación de riesgo, tomando en cuenta sus necesidades antes, durante y después de la emergencia, incluyendo sus productos de apoyo o medios de asistencia personal a fin de salvaguardar la autonomía, desplazamiento e independencia.
14.
Vida libre de violencia

Garantizar que las personas con discapacidad no sufran situaciones de violencia por ningún motivo y bajo ningún contexto, asegurando la participación plena y efectiva de las organizaciones de personas con discapacidad en la creación de mecanismos para la eliminación y el abordaje de la violencia. Asegurar que las personas con discapacidad que han sido víctimas de violencia y abuso tengan acceso igualitario a los mecanismos de investigación y sanción de tales hechos, garantizando la provisión de los ajustes razonables necesarios para tal propósito.

15.
Cooperación internacional
Asegurar la participación de las organizaciones de las personas con discapacidad en todos los planes, programas y proyectos de cooperación internacional como un instrumento eficaz de apoyo a los esfuerzos regionales y nacionales, con el fin de generar la plena inclusión y no discriminación contra las personas con discapacidad, evitando la exclusión.

IV. 
ACCIONES CONCRETAS 

1. Toma de conciencia de la sociedad

A. Educación y difusión

a) Promover el desarrollo de planes, programas y políticas públicas inclusivas en todos los niveles del sistema educativo, dirigidos a: 

1. Crear y fortalecer una cultura de percepción positiva del potencial humano, autodeterminación e independencia individual, conocimientos, méritos, habilidades y aportes a la sociedad de las personas con discapacidad, promoviendo el respeto y la protección de su dignidad y de sus derechos. 

2. Incorporar el enfoque de derechos humanos y discapacidad en los contenidos académicos y en los programas de estudios, de una manera transversal, con especial énfasis en la cuestión relativa a los grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados.

3. Establecer programas de formación dirigidos a los funcionarios públicos de todos los poderes del Estado y al sector privado, sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, enfocados en la eliminación de términos peyorativos, estigmas sociales, usos y costumbres que impliquen prejuicios arraigados, estereotipos y actitudes discriminatorias contra las personas con discapacidad.

b) Realizar y mantener campañas de concientización pública sobre las personas con discapacidad, incluyendo las siguientes acciones:

1. Promover una imagen positiva en los medios de comunicación locales y nacionales sobre las personas con discapacidad, respetando la diversidad y fomentando la igualdad de oportunidades, incluyendo una perspectiva de grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados.

2. Incorporar en las acciones o campañas de publicidad gubernamentales aquellas prácticas que promuevan integralmente la inclusión social de las personas con discapacidad, considerando criterios de accesibilidad.

3. Crear los mecanismos legales y judiciales para que las personas con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, incidan respecto al uso de su imagen en toda campaña de publicidad de instituciones públicas o privadas, en cualquier medio o sistema de comunicación.

4. Desarrollar programas de concientización y capacitación respecto al Diseño Universal dirigidos a los sectores público y privado.

B.
Papel de apoyo de la sociedad civil
Fomentar la creación de redes sociales, grupos de apoyo comunitario o de voluntariado que promuevan el reconocimiento y la protección de los derechos de las personas con discapacidad y su participación plena y efectiva en la sociedad. 

2. Derecho a la salud

A.
Promoción y protección de la salud
a) Garantizar el acceso de las personas con discapacidad a los servicios de salud, en condiciones de igualdad con las demás y con la debida atención a sus necesidades específicas en razón de su discapacidad, en el entorno más inclusivo posible, así como garantizar el acceso de las mujeres, niñas y adolescentes con discapacidad a los servicios de salud, realizando los ajustes razonables requeridos para asegurar un servicio integral de calidad.

b) Garantizar que los Estados adopten la legislación y medidas concretas y efectivas que aseguren que todas las personas con discapacidad cuenten con procedimientos que les faciliten brindar el consentimiento libre e informado para tratamientos médicos; con la aplicación de medidas de accesibilidad, apoyos y ajustes razonables.

c) Proporcionar a las personas con discapacidad programas y atención de salud gratuitos o a precios asequibles, de la misma variedad y calidad que los que se proporcionan a las demás, incluyendo al ámbito de la salud sexual y reproductiva, y los programas de salud pública dirigidos a la población en general. 

d) Promover la capacitación y accesibilidad de los establecimientos de atención de salud, tanto en infraestructura y equipamiento como en recursos humanos, para la atención de las personas con discapacidad.

e) Garantizar la debida y oportuna atención de la salud de calidad, a las personas con discapacidad, tomando en consideración la pertenencia a grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados, y proporcionar, de forma gratuita o a precios asequibles, los tratamientos y medicamentos necesarios, así como prevenir el deterioro de la salud o el agravamiento de la deficiencia, siempre respetando su autonomía y sobre la base de un consentimiento libre e informado. 

f) Diseñar e implementar estrategias educativas que promuevan estilos de vida saludables para las personas con discapacidad.

g) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, la información y las comunicaciones de los establecimientos que brindan servicios de salud tanto en zonas urbanas, rurales y territorios indígenas, incluyendo capacitación a los profesionales de salud para transmitirla en un lenguaje sencillo, contemplando los servicios de interpretación de lengua de señas y guías intérpretes.

h) Promover que toda la información que se provea desde el sector salud sea proporcionada en modos, medios, formas y formatos accesibles y usables por las personas con discapacidad.

3. Rehabilitación y habilitación

A. Rehabilitación

a) Desarrollar políticas y programas de rehabilitación integral que aseguren la plena inclusión, participación y desarrollo de las personas con discapacidad.

b) Promover ante Organismos Internacionales y entidades regionales e internacionales de financiamiento y cooperación, así como ante países cooperantes, que desarrollen o financien actividades de investigación relacionada, con el tratamiento, la rehabilitación y la prevención a fin de reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades.

c) Promover la disponibilidad y acceso a ayudas técnicas y tecnológicas, biomecánicas, dispositivos móviles y aplicativos (APT) especializados, para las personas con discapacidad, tomando en cuenta su condición socioeconómica, geográfica y cultural.

d) Fortalecer los servicios de habilitación y rehabilitación existentes, de manera que todas las personas con discapacidad tengan acceso a los servicios que necesiten, aledaños a su lugar de residencia, incluso en las zonas rurales, territorios indígenas y afrodescendientes. 

e) Promover estrategias de habilitación y rehabilitación basadas en la comunidad con énfasis en los servicios de atención primaria de la salud, integradas en el sistema de salud y ajustadas a las particularidades de cada país, con la participación de organizaciones representativas de personas con discapacidad en su diseño y ejecución. 

f) Promover la adecuada formación de personal profesional y técnico para la atención integral de todas las personas con discapacidad así como en su responsabilidad ética en cuanto al respeto a la autonomía de las personas con discapacidad y la obtención de su consentimiento libre e informado para cualquier tratamiento médico.

g) Promover el desarrollo de programas específicos de formación y capacitación en el ámbito nacional, para la producción y suministro, de equipos, ayudas técnicas y biomecánicas, dispositivos móviles y aplicativos especializados, así como la participación de las personas con discapacidad en dichos programas.

h) Tomar medidas para el establecimiento de compromisos y programas intersectoriales que articulen acciones para el logro de la rehabilitación integral /de las personas con discapacidad desde su infancia.

B. Habilitación

a) Promover programas de estimulación temprana de calidad que tengan como objetivo desarrollar el potencial y habilidades de los niños y niñas con discapacidad, particularmente durante la primera infancia, de acuerdo con sus necesidades específicas.
b) Organizar y ampliar servicios y programas generales de habilitación, en particular en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales que contribuyan a la inclusión y participación de las personas con discapacidad en la comunidad.

4. Educación
a) Reafirmar el compromiso de transitar de la educación especial a la educación inclusiva.

b) Garantizar la inclusión de las personas con discapacidad en el sistema educativo general, en un entorno inclusivo y con una oferta educativa de calidad, considerando la pertinencia cultural. 

c) Asegurar que las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños y las niñas y adolescentes con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita y obligatoria, ni de la educación secundaria, por motivos de discapacidad. De igual forma, garantizar el acceso de los estudiantes con discapacidad a la formación técnica, superior y profesional, entre otras acciones, promoviendo el otorgamiento de becas para tal fin.

d) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso general a la educación superior, la formación profesional, la educación para personas mayores, la educación virtual, la educación en la igualdad de género, salud sexual y reproductiva y el aprendizaje durante toda la vida, sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los Estados asegurarán que se realicen los ajustes razonables necesarios.

e) Proporcionar los recursos didácticos y pedagógicos necesarios para atender las necesidades educativas específicas de los estudiantes según su discapacidad, incluidos los textos escolares y materiales de lectura en los modos, medios, formas y formatos accesibles.

f) Garantizar la participación y la interacción de los estudiantes con discapacidad en todos los ámbitos de la vida escolar y académica, así como de todas las actividades extracurriculares; lo que incluye, entre otros, procurar su participación en las decisiones que se toman en relación con los ajustes razonables en el proceso enseñanza-aprendizaje y de evaluación.

g) Erradicar el analfabetismo en las personas con discapacidad mediante políticas públicas efectivas. 

h) Implementar el aprendizaje del Sistema de Lecto-escritura Braille, la escritura alternativa, otras formas y modos de comunicación alternativa y aumentativa, habilidades de orientación y de movilidad, el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad lingüística y cultural de las personas sordas.

i) Asegurar a las personas sordas una educación de calidad e inclusiva, bilingüe, en lenguas de señas y nativas, respetando la pluriculturalidad con características locales, regionales y nacionales.

j) Asegurar la eliminación de las barreras físicas, comunicacionales, tecnológicas y actitudinales que impiden el acceso de los estudiantes con discapacidad en todos los niveles de la educación. 

k) Promover la formación y la capacitación continua y especializada en educación inclusiva a docentes de todos los niveles educativos y de otros profesionales que favorezcan la formulación y el desarrollo de las políticas de educación inclusiva, con énfasis en el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales. 

l) Garantizar el acceso a las tecnologías de la información y las comunicaciones a los estudiantes con discapacidad, en el sistema educativo.

5. Trabajo y empleo
a) Garantizar a las personas con discapacidad el derecho a un empleo decente y elegido de forma autónoma e independiente en entornos laborales abiertos, inclusivos y accesibles, de acuerdo con sus capacidades y competencias, con todas las garantías de ley, las posibilidades de ascenso y promoción e igualdad salarial con los demás, respetando sus derechos laborales y sindicales.

b) Fortalecer la inclusión laboral de las personas con discapacidad y las acciones afirmativas en el desarrollo de la normativa, políticas públicas, planes y programas en materia de empleo y desarrollo económico.

c) Implementar servicios nacionales de empleo que permitan la formación, capacitación, intermediación, selección, adaptación del puesto, implementación de ajustes razonables, permanencia y evaluación de las personas con discapacidad en el mercado de trabajo.

d) Promover la creación de trabajos domiciliarios o a distancia (teletrabajo) utilizando las tecnologías de la información y las comunicaciones como medio para facilitar mayores oportunidades en los mercados laborales para las personas con discapacidad.

e) Promover la contratación de personas con discapacidad en el sector privado mediante políticas de acción afirmativa, incentivos fiscales, subsidios o financiamientos especiales, entre otras acciones similares.

f) Incentivar oportunidades empresariales para personas con discapacidad, el trabajo independiente, la constitución de cooperativas y la creación de micro y pequeñas empresas, así como el fortalecimiento de las ya existentes.
g) Estimular a las entidades públicas y privadas para la adquisición y contratación de bienes y servicios ofertados por las micro y pequeñas empresas de personas con discapacidad.

h) Apoyar a las personas con discapacidad en el desarrollo de proyectos productivos y la promoción de los productos de micro y pequeñas empresas, considerando la creación de fondos y líneas de crédito flexibles para tales fines. 

i) Adoptar medidas para garantizar que los trabajadores con discapacidad que laboren de manera permanente o eventual como jornaleros agrícolas o en la construcción, gocen de la protección que les confiera la legislación y las prácticas nacionales con respecto a otros trabajadores de los mismos sectores, en el marco de seguridad y salud en el trabajo, en particular a personas con discapacidad pertenecientes a otros grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados.

j) Promover esfuerzos para asegurar que las acciones tendientes al reconocimiento de la capacidad laboral de los trabajadores con discapacidad sean tomadas en consideración en los acuerdos colectivos de los sindicatos. 

k) Implementar políticas efectivas de apoyo al trabajo familiar o comunitario de las personas con discapacidad.

l) Toda la información sobre oferta de empleo y/o concurso a cargos públicos; de educación, formación y capacitación para el trabajo; desarrollo económico, fomento y creación de pequeñas y medianas empresas y del sector solidario deberá ser presentada en modos, medios, formas y formatos accesibles para cada tipo de discapacidad. Las plataformas y sitios web deberán ser accesibles y garantizar la interacción de las personas con discapacidad.

6. Accesibilidad

a) Garantizar el cumplimiento de las normas técnicas de acceso al medio físico, al transporte, a las comunicaciones y a las tecnologías de la información y las comunicaciones, incorporando a las legislaciones nacionales y a las políticas públicas entre otras, estándares internacionales, en concordancia con la Observación General No. 2 (2014) respecto al Artículo 9 sobre accesibilidad, del Comité de Seguimiento de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas.

b) Impulsar la adopción y/o fortalecimiento de medidas legislativas que sean necesarias para:

1. Garantizar la accesibilidad a las personas con discapacidad de todos los bienes y servicios que adquieran las instituciones públicas, garantizando su fácil uso e interacción.

2. Garantizar la accesibilidad a las personas con discapacidad de todos los bienes y servicios que se cofinancien con recursos públicos o de cooperación, garantizando su fácil uso e interacción.

3. Garantizar a las personas con discapacidad, el acceso pleno a la información, comunicación y gestión de servicios de interés público que se ofrecen a través de la red o por medios electrónicos.

4. Garantizar a las personas con discapacidad la accesibilidad en el uso y manejo de los sistemas de pago de forma personal y electrónica, de manera autónoma.

5. Garantizar a las personas con discapacidad el acceso a la información incorporada en los distintos productos de consumo.

c) Garantizar la plena participación de las personas con discapacidad, en el diseño, ajuste, implementación y seguimiento a la legislación, a las políticas públicas y a las decisiones administrativas, en materia de acceso al medio físico, al transporte y las tecnologías de la información y comunicación.

d) Promover la eliminación de las barreras urbanísticas y arquitectónicas existentes en toda entidad pública.

e) Tomar medidas para asegurar que toda construcción o servicios e instalaciones de uso público contemplen accesibilidad universal, y fomentar dicha práctica en el sector privado.

f) Promover la eliminación de las barreras existentes en todos los medios de transporte para facilitar el acceso de las personas con discapacidad, buscando garantizar que la información relacionada con los sistemas de transporte considere el uso de formas de transmisión de información tales como el lenguaje escrito, la lengua de señas, el Sistema de Lecto-escritura Braille, la información auditiva, la información gráfica y en alto relieve, el lenguaje sencillo y otros medios alternativos y aumentativos de comunicación.

g) Garantizar el acceso autónomo e independiente de las personas con discapacidad a las TIC, a los portales virtuales, a las páginas web, a los contenidos multimedia, a los libros independientemente de su formato original, a internet y a las redes sociales. Para ello, los Estados podrán considerar, según sea el caso, la posibilidad de conceder subsidios, la exención de cualquier tipo de impuesto y el acceso a planes de financiamiento destinados a la adquisición de estos nuevos sistemas y tecnologías, de acuerdo con las necesidades de la persona con discapacidad.

h) Garantizar los servicios de interpretación y traducción en lengua de señas y de guías intérpretes para personas sordas, sordociegas y grupos lingüísticamente minoritarios con discapacidad, impulsando la profesionalización y la certificación necesaria de personas intérpretes, traductores y guías intérpretes.

i) Garantizar instalaciones y servicios accesibles para personas con discapacidad desplazadas por conflictos armados, desastres y emergencias, migración forzada o cualquier otra razón que implique su desplazamiento.

j) Garantizar la disponibilidad y usabilidad de tecnologías adecuadas a un precio asequible que garanticen el acceso independiente, autónomo e igualitario de las personas con discapacidad a la información y las comunicaciones. Las mismas podrán comprender dispositivos alternativos y aumentativos, subtitulados, lectores y magnificadores de pantalla, así como otros sistemas de apoyo personal.

7. 
Participación ciudadana, política y social
a) Asegurar el ejercicio de los derechos y deberes ciudadanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad armonizando cualquier normativa, política o práctica que impida o dificulte su participación en el ámbito ciudadano, político y social.

b) Garantizar, en igualdad de condiciones con los demás, la plena participación de las personas con discapacidad en el acto del sufragio ya sea como elector o como candidato, considerando los mecanismos de accesibilidad necesarios, incluyendo la modalidad del voto asistido por una persona de su propia elección, el voto electrónico y el voto a distancia, entre otros, adecuando los sistemas electorales para tal fin.

c) Promover el acceso de las personas con discapacidad, en condiciones de igualdad, a cargos y funciones públicas de su país. 

d) Consultar, de manera abierta y amplia, a las personas con discapacidad sobre el diseño, elaboración, implementación y monitoreo de la legislación, decisiones administrativas y políticas públicas, especialmente aquellas relacionadas con la participación política, ciudadana y social, así como todas las decisiones que les afecten de manera directa, incluyendo a las personas con discapacidad pertenecientes a los grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados.

e) Promover la participación y conformación de organizaciones de personas con discapacidad, así como la coordinación entre las mismas, con el fin de fortalecer su participación en el debate de las políticas públicas en todos los niveles, y afianzar la defensa de sus intereses. Asimismo, promover la creación de un mecanismo de financiamiento que permita a las organizaciones de las personas con discapacidad, con representación de grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados, para fortalecer su gestión.

f) Promover políticas de formación y capacitación orientadas a las organizaciones que representan a las personas con discapacidad, a fin de desarrollar sus habilidades en la dirección de los asuntos públicos. 

g) Toda la información sobre derechos humanos y libertades fundamentales; derecho internacional humanitario y participación política, electoral y ciudadana, deberá ser presentada en modos, medios, formas y formatos accesibles para cada tipo de discapacidad.

h) Promover la participación de organizaciones representativas de personas con discapacidad para que incidan en los partidos políticos, de manera que incluyan en sus campañas y plataformas propuestas sobre el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad.

7. Participación en actividades culturales, artísticas, deportivas y recreativas
a) Garantizar, por medio de planes de acción nacionales, la inclusión de las personas con discapacidad en las actividades culturales, artísticas, deportivas y recreativas, así como asegurar su participación y la de sus organizaciones deportivas y culturales en el diseño, adecuación, implementación y seguimiento de la legislación, las decisiones administrativas y las políticas públicas del deporte, la recreación, el entretenimiento y la cultura.

b) Destinar recursos para el fomento de las actividades culturales, tradicionales, artísticas, deportivas y recreativas de las personas con discapacidad. 

c) Fomentar la práctica deportiva de las personas con discapacidad en las modalidades de alto rendimiento, recreativa, esparcimiento y bienestar, involucrando a las entidades nacionales responsables de estos temas.

d) Promover la creación y sostenibilidad de entidades de deporte asociado de alto rendimiento para personas con discapacidad, garantizando que cuenten con la estructura institucional y el equipamiento correspondientes.

e) Fortalecer técnica, administrativa y financieramente a las organizaciones deportivas de personas con discapacidad.

f) Garantizar el acceso y uso de instalaciones deportivas, materiales e implementos accesibles para la práctica deportiva de las personas con discapacidad.
g) Promover condiciones de accesibilidad para el turismo, servicios recreativos y de esparcimiento, espectáculos culturales, eventos deportivos y demás eventos públicos. 

h) Promover la capacitación de las personas con discapacidad para que trabajen en las áreas del turismo, cultura, deporte y esparcimiento. 

i) Fomentar la capacitación de los operadores de la infraestructura turística con respecto al trato adecuado de las personas con discapacidad para evitar actitudes subvalorativas que conlleven a la discriminación, restringiendo su acceso, uso y disfrute. 

j) Garantizar a las personas con discapacidad el acceso a todos los bienes y productos culturales, independientemente de sus modos, medios, formas y formatos, como textos impresos, danza, teatro y productos audiovisuales.

k) Estimular la formación y la profesionalización de las personas con discapacidad en las áreas artísticas, y diseñar programas que fomenten la producción cultural de las personas con discapacidad y la comunicación, divulgación y difusión de sus obras y productos culturales.

l) Garantizar a los niños y las niñas con discapacidad el acceso, en igualdad de condiciones con las demás, a instalaciones, planes, programas y servicios de recreación, entretenimiento, cultura y deporte.

8. Desarrollo, bienestar e inclusión social
a) Asegurar la participación de las personas con discapacidad en el desarrollo social y económico, a través del fortalecimiento de sus capacidades y del fomento de sus actividades productivas, sostenibles y sustentables.

b) Garantizar el acceso de las personas con discapacidad, en particular las pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados a los programas de asistencia social y estrategias de reducción de la pobreza, considerando debidamente los gastos adicionales causados o agravados por la condición de discapacidad, considerando entre otras variantes el tipo de discapacidad. 

c) Asegurar el acceso, en condiciones de igualdad, de las personas con discapacidad y sus familias a los programas de seguridad alimentaria, agua potable, saneamiento básico y vivienda, implementando a tales efectos acciones afirmativas que aseguren su efectivo acceso y disfrute de derechos.

d) Diseñar mecanismos de equiparación de oportunidades que permitan amortiguar los costos de los apoyos y las tecnologías que garanticen la autonomía, la independencia y la seguridad de las personas con discapacidad para el disfrute de una vida independiente. 
e) Toda la información de planes, programas, proyectos sociales, de bienestar, nutrición, seguridad alimentaria, agua potable, saneamiento ambiental y vivienda, deberá ser presentada en modos, medios, formas y formatos accesibles para cada tipo de discapacidad. Las plataformas y sitios web deberán ser accesibles y deberán garantizar la interacción de las personas con discapacidad.

f) Generar programas de desarrollo y asistencia para las familias de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad para asegurar que la pobreza no sea un impedimento para su inclusión.

9. Ejercicio de la capacidad jurídica
a) Erradicar el modelo de sustitución de la voluntad de las personas con discapacidad y desarrollar las acciones pertinentes para proporcionar acceso al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica tales personas, así como en la toma de decisiones.

b) Proporcionar las salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos y asegurar el respeto de los derechos, la voluntad y las preferencias de las personas con discapacidad.

c) Diseñar e implementar un Programa de Capacitación Continua dirigido a todos los operadores de justicia, en coordinación con instituciones especializadas en temas referidos al reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad.

d) Garantizar a las personas con discapacidad el acceso a la información mediante sistemas y servicios de apoyo y ajustes razonables para la toma directa de decisiones, a fin de garantizar su libre ejercicio de la capacidad jurídica, empleando visualización de textos, Sistema de Lecto-escritura Braille, comunicación táctil, Macrotipo, dispositivos multimedia de fácil acceso, lenguaje escrito, sistemas auditivos, subtitulación, intérpretes y traductores de lengua de señas, nativas y guías intérpretes, materiales en lenguaje sencillo y pictogramas, entre otras.

e) Convocar a las dependencias y entidades involucradas, así como a organizaciones que representan a las personas con discapacidad y sus familias, para diseñar, crear e implementar servicios de apoyo para las personas con discapacidad para el ejercicio de su capacidad jurídica.

10. Autonomía personal y vida independiente
a) Garantizar el derecho de las personas con discapacidad a vivir en la comunidad, velando porque tengan la oportunidad de elegir su lugar de residencia y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás.

b) Promover que las personas con discapacidad tengan acceso a servicios de asistencia domiciliaria y otros servicios de apoyo de la comunidad para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad y evitar su aislamiento.

c) Los Estados facilitarán por medio de programas públicos e incentivos fiscales el acceso y usabilidad de tecnologías y equipamientos de apoyo para la vida independiente; promoviendo mecanismos para la producción de éstas, a bajo costo.
11. Acceso a la justicia
a) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás.

b) Garantizar la existencia de normativa que facilite y posibilite la realización de adecuaciones procedimentales cuando en un proceso judicial participe una persona con discapacidad, en todas las etapas del mismo. Tales medidas deberán considerar aspectos relativos a la accesibilidad, a la pertenencia a otros grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados, modalidad de discapacidad, entre otras.

c) Garantizar el acceso a la justicia mediante la formación y capacitación adecuada a quienes trabajan en la administración de justicia, lo que incluye a los funcionarios judiciales, personal de seguridad y penitenciario.

d) Implementar medidas efectivas para monitorear las condiciones en que se encuentran las personas con discapacidad privadas de libertad en establecimientos penitenciarios, con el fin de asegurar que la situación de discapacidad no sea un agravante de la pena, en función de mayores restricciones a sus derechos o una mayor limitación en las actividades que puedan desarrollar las demás personas privadas de libertad. Se asegurarán los ajustes razonables y el derecho a la rehabilitación, así como la eliminación de todas las formas de discriminación. 

12. Situaciones de emergencia, catástrofe y desastres
a) Incluir en todos los planes y programas de prevención del riesgo y atención de emergencias, catástrofes y desastres la perspectiva transversal de la discapacidad, prestando especial atención a los grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados.

b) Asegurar que todas las campañas masivas de difusión y prevención se presenten en modos, medios, formas y formatos accesibles para cada tipo de discapacidad.

c) Asegurar la capacitación en la temática a los agentes públicos y cuerpos de respuesta ante las emergencias.
d) Asegurar que, en la realización de simulacros, elaboración de protocolos de atención, guías y manuales se considere la participación de las personas con discapacidad.

e) Asegurar que en los planes de contingencia nacionales y locales se incorporen e identifiquen centros de atención y evacuación que sean accesibles para el acceso y uso por personas con discapacidad.
f) Promover la implementación de un registro voluntario de personas con discapacidad que facilite su identificación en casos de emergencia, catástrofe o desastres.

g) Promover que los canales de ayuda humanitaria incluyan equipamiento, productos y elementos que consideren la atención de personas con discapacidad.

h) Incluir la perspectiva de la discapacidad en los procesos de reconstrucción posteriores a emergencias, catástrofes y desastres, aplicando principios de accesibilidad y diseño universal, prestando atención a las necesidades específicas de las personas con discapacidad.

13. Vida libre de violencia

a) Asegurar que todas las instituciones públicas y privadas que se encargan de la prevención, protección, defensa y reparación debida a la explotación, violencia y abuso de los grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados incluyan en todas sus políticas, programas, planes, proyectos, acciones, garantías para la protección, defensa, reparación, asistencia y servicios de calidad accesibles a las personas con discapacidad.

b) Implementar medidas para prevenir, erradicar y sancionar toda forma de violencia producida en el ámbito público o privado contra las personas con discapacidad, en particular la violencia obstétrica hacia las mujeres con discapacidad.

c) Establecer mecanismos, medidas y políticas integrales de atención y protección de las víctimas con discapacidad, así como para la reparación del daño causado.

d) Incorporar la negación de los ajustes razonables en cualquier ámbito de la vida de las personas con discapacidad, como un acto discriminatorio. 

e) Realizar campañas de difusión, en modos, medios, formas y formatos accesibles, que visibilicen la situación de mayor vulnerabilidad y riesgo de violencia en que se encuentran las personas con discapacidad, en especial los grupos en situación de vulnerabilidad y /o históricamente discriminados.

f) Promover, coordinar y fortalecer redes y mecanismos de articulación a nivel intergubernamental, intersectorial, de organizaciones de personas con discapacidad y del sector privado, para la atención y prevención de todo tipo de violencia hacia las personas con discapacidad.
g) Incluir modos, medios, formas y formatos accesibles en las campañas generales de concientización acerca de los diferentes tipos de violencia, así como de la prevención, denuncia y sanción de la misma.

h) Diseñar, implementar, ejecutar y monitorear los planes, programas y proyectos de los mecanismos nacionales de protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, para la educación, concientización y prevención de todas las formas de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes contra las personas con discapacidad, enfatizando las medidas de acción en las personas con discapacidad institucionalizadas o residentes en instituciones de acogida o afines.

i) Prevenir, prohibir y sancionar el maltrato, el abuso sexual y la explotación de las personas con discapacidad, especialmente en el ámbito intrafamiliar e institucional, en particular los grupos en situación de vulnerabilidad y/o históricamente discriminados con discapacidad, en el marco de las normativas nacionales.

14. Cooperación internacional
a) Promover, desde el marco de la OEA y en el ámbito internacional, programas y proyectos de intercambio de experiencias e información, formación, creación de capacidad y fortalecimiento institucional entre los Estados, organizaciones multilaterales, el sector privado, organizaciones de la sociedad civil y las organizaciones que representan a las personas con discapacidad.

b) Promover y fomentar otras iniciativas de cooperación entre los Estados Miembros de la OEA, como mecanismo genuino de solidaridad americana, para diseñar y ejecutar programas y proyectos que faciliten el intercambio de experiencias e información, fortaleciendo la capacidad humana e institucional, con la colaboración y participación de las organizaciones multilaterales y organizaciones de personas con discapacidad.

c) Promover la formación de un fondo de contribuciones voluntarias que permita la participación de las personas con discapacidad en foros en la materia, para fortalecer sus capacidades.

d) Encomendar a los órganos, organismos y entidades de la OEA, así como otros organismos interamericanos, que colaboren con la Secretaría General en todos los aspectos de planificación e implementación en materia de discapacidad.

e) Alentar a las organizaciones de y para personas con discapacidad especializadas en la materia a apoyar a la Secretaría y a los Estados miembros, en la implementación del Programa de Acción, de conformidad con las Directrices para la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA, así como su seguimiento y valoración general y específica de los avances de los Estados, amparadas en el inciso tercero del Art. 33 de la CDPD. 
f) Asegurar que todos los proyectos de cooperación internacional impulsados, promovidos, financiados o cofinanciados con recursos del Sistema Interamericano o de los organismos multilaterales, garanticen el desarrollo inclusivo y sustentable de las personas con discapacidad.

g) Impulsar, promover y crear mecanismos que aseguren el intercambio transfronterizo de bienes y productos culturales y tecnológicos accesibles para las personas con discapacidad.

h) Toda la información relacionada con proyectos y programas de cooperación internacional deberá ser presentada en modos, medios, formas y formatos accesibles para cada tipo de discapacidad. Las plataformas y sitios web deberán ser accesibles y deberán garantizar la interacción de las personas con discapacidad.

V. 
ESTRATEGIAS
1. Los Estados asumen el compromiso político de poner en práctica este Programa de Acción, incorporándolo a los correspondientes planes nacionales, para lo cual asignarán los recursos necesarios y asegurarán su oportuna y debida ejecución, seguimiento y evaluación.

2. Sin perjuicio de adoptar las medidas nacionales necesarias, los Estados revisarán, armonizarán, actualizarán y mejorarán su legislación con el fin de adecuarla con una visión continental para hacer efectivo este Programa de Acción y compatible con los instrumentos internacionales de derechos humanos.

3. En la preparación, desarrollo e implementación de las normas legislativas correspondientes, los Estados trabajarán en estrecha colaboración con las personas con discapacidad y con organizaciones de y para personas con discapacidad.

4. Los Estados impulsarán el fortalecimiento de las organizaciones de personas con discapacidad, con el propósito de generar capacidad de acción para fortalecer las iniciativas estatales y crear condiciones óptimas para la generación de políticas públicas que garanticen el cumplimiento de los derechos y el respeto a la dignidad inherente de las personas con discapacidad.
5. Los Estados promoverán la formación o fortalecimiento de organismos gubernamentales de coordinación y aplicación de los tratados internacionales y del presente Programa de Acción, en cumplimiento de las obligaciones internacionales y los Objetivos de Desarrollo Sostenible vinculantes a las personas con discapacidad.

6. Promoción de la formación o el fortalecimiento de organismos gubernamentales que cumplan con los Principios de París para la protección de los Derechos de las Personas con Discapacidad.

7. Promoción de la armonización regional de las normas y metodologías de recolección de información y estadísticas desagregadas, así como la utilización de una clasificación estandarizada de las clases, tipos y subtipos de discapacidades, teniendo en cuenta las clasificaciones formuladas por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y el Grupo de Washington sobre la Medición de la Discapacidad (WG), para contar con bases de datos nacionales comparables y estandarización de la información estadística, con indicadores de la calidad de vida de las personas con discapacidad que coadyuven a la formulación de políticas públicas efectivas, así como en la comparabilidad en la región. 

8. Fortalecimiento de los mecanismos de acceso de información gubernamental al público, transparencia y rendición de cuentas que faciliten los procesos de seguimiento y evaluación de la aplicación de políticas públicas a favor de las personas con discapacidad.

9. Garantizar el respeto de la confidencialidad y el debido uso de la información estadística, la cual nunca podrá ser utilizada en contra de los derechos de las personas con discapacidad.

10. Asignación del acompañamiento, monitoreo y seguimiento del presente Programa de Acción, a un mecanismo independiente con participación de los Estados y las organizaciones de y para personas con discapacidad, cuyo propósito será realizar la planificación de actividades conducentes al logro de sus objetivos y acciones concretas, así como brindar apoyo técnico a los Estados Miembros y la Secretaría Técnica.

11. Establecer, a partir del presente Programa de Acción del Decenio, metas e indicadores para cada objetivo y sus correspondientes acciones concretas, con el fin de asegurar una mejor ejecución e impacto favorable en el mejoramiento de las condiciones de vida de las personas con discapacidad de las Américas.

12. Se requerirán informes periódicos y realizarán diálogos interactivos con los Estados partes, en coordinación y en la medida que sea pertinente, con el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS).

NOTAS A PIE DE PÁGINA

1. …con los derechos humanos internacionales universalmente acordados.
2.
…firmemente comprometida con la promoción y preservación del Estado de derecho, la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales de todos los pueblos, según están consagrados en la Constitución de Trinidad y Tobago.
3.
…Además, la lectura que hace de esta sección de la resolución no da a entender que los Estados deban unirse o adquirir obligaciones conforme a instrumentos internacionales de los que no son Parte.


5.
…para justificar el incumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos por parte de un Estado.
6.
…preceptuado en el Título II “De los Derechos, de los Deberes y las Garantías”; Capítulo III “De la Igualdad” y Capítulo IV “De los derechos de la familia” de su Constitución Nacional y concordantes. Por consiguiente, expresa su reserva sobre el texto del numeral xii “Derechos humanos y prevención de la discriminación y la violencia contra las personas LGTBI”. Asimismo, la referencia a “identidad o expresión de género” contenida en los párrafos de esta resolución será interpretada conforme a su ordenamiento jurídico interno. 
7.
…de lo contemplado en la Constitución Política de la República de Guatemala y no discrimina por ningún motivo. Asimismo, considera que el no reconocimiento legal del matrimonio entre personas del mismo sexo no constituye una práctica discriminatoria. También Guatemala se desasocia de aquellas partes incompatibles que contravengan la legislación nacional vigente y se reserva la interpretación de los términos del punto xii.
8.
…y que sigue sin estar definida en el derecho internacional, en convenios internacionales y en resoluciones de las que es signatario Santa Lucía. Santa Lucía reitera enérgicamente su apego a su Constitución, que promueve y protege los derechos humanos de todos, la no discriminación, las libertades fundamentales de todas las personas y la preservación del Estado de derecho. Santa Lucía está comprometida con la protección de la familia como unidad fundamental de la sociedad, en concordancia con la Declaración Universal de Derechos Humanos.

9.
…y la Constitución del país. Sin embargo, Jamaica hace patente sus reservas sobre la terminología empleada, como es el caso de “identidad de género” y “expresión de género”, que no están definidas en las leyes de Jamaica y no han alcanzado aceptación en el ámbito internacional.

10.
…en el territorio de Suriname tienen el mismo derecho de pedir la protección de su persona y su propiedad. La Constitución de la República de Suriname estipula que “nadie será discriminado por motivos de nacimiento, sexo, raza, idioma, religión, educación, opinión política, posición económica o cualquier otra condición”.

Como sociedad multicultural, el tema de la orientación sexual e identidad de género requiere todavía un amplio proceso de consulta en el ámbito nacional, en el que participen todos los sectores de la sociedad, incluida la sociedad civil. Si bien este proceso nacional de consulta ya se ha iniciado, hasta el momento no se ha alcanzado ningún acuerdo final sobre muchos principios expresados en esta resolución, así como sobre ciertas acciones que se requieren con respecto a las correspondientes políticas públicas.

La República de Suriname estaría dispuesta a unirse a la aprobación de esta resolución pero deja constancia de que solo estará en posición de reconocer algunos de los elementos y principios que se abordan en ésta cuando haya concluido el proceso nacional de consulta y se haya alcanzado un consenso sobre estos asuntos. El Gobierno de Suriname sigue estando comprometido con los derechos humanos y libertades fundamentales acordadas entre Gobiernos, según están consagrados en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos.

11.
…la igualdad de todos los seres humanos, tal como está consagrada en su Constitución. Cabe destacar que algunos de los términos plasmados en esta resolución no están definidos en la legislación interna de San Vicente y las Granadinas ni en instrumentos internacionales. Por lo tanto, San Vicente y las Granadinas se disocia de estos términos que son incompatibles y contrarios a su legislación nacional, y se reserva el derecho de interpretar los términos de esta resolución.

12.
…Por tal motivo, Barbados no está en posición de satisfacer estos requisitos. Sin embargo, el Gobierno de Barbados persiste en su firme voluntad de proteger los derechos de todo individuo de todo daño y violencia, conforme al Estado de derecho y las disposiciones de su Constitución. 

14.
...de las que hay constancia desde 2007 y que se detallan en su pie de página a la resolución de la Asamblea General AG/RES. 2888 (XLVI-O/16), del 15 de junio de 2016. En particular, reiteramos nuestra opinión en el sentido de que los Estados Miembros de la OEA deberían centrarse más bien en la implementación de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas.

15.
…en el ámbito del próximo período extraordinario de sesiones de la Asamblea General.

16.
…No obstante, el Gobierno de Estados Unidos permanece firmemente comprometido en prevenir, castigar y erradicar la violencia contra la mujer y, en particular, el enjuiciamiento de sus perpetradores. Además, Estados Unidos cree que el término “salud sexual y reproductiva” está abierto a muchas interpretaciones; y, por lo tanto, Estados Unidos no se vincula con esta sección.

17.
…así como la Declaración de San Pedro Sula, que acordó la creación del MIRPS, debido a que Nicaragua no ha suscrito estas declaraciones y por lo tanto sus efectos no son vinculantes para el Gobierno nicaragüense.

18.
…hacemos hincapié en que lo que entendemos es que ninguna de las disposiciones de esta sección de la resolución crea o afecta los derechos u obligaciones de los Estados conforme al derecho internacional.

AG/RES. 2929 (XLVIII-O/18)

RESOLUCIÓN SOBRE LA SITUACIÓN EN VENEZUELA
/
/
/

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 5 de junio de 2018)

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos reconoce que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región y que uno de los propósitos de la OEA es promover y consolidar la democracia representativa;

REAFIRMANDO el derecho de los pueblos de las Américas a la democracia y la obligación de los gobiernos de promoverla y defenderla;

TENIENDO EN CUENTA que el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales, el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho, la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo, el régimen plural de partidos y organizaciones políticas, y la separación e independencia de los poderes públicos son, entre otros, elementos esenciales de la democracia representativa; 

TOMANDO NOTA del informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos “Institucionalidad democrática, Estado de derecho y derechos humanos en Venezuela”, publicado el 12 de febrero de 2018, que da cuenta de la crisis política, económica, social y humanitaria en ese país;

RECORDANDO que, mediante su resolución CP/RES. 1095 (2145/18) del 23 de febrero de 2018, el Consejo Permanente solicitó al Gobierno de Venezuela reconsiderar la convocatoria a elecciones presidenciales e implementar las medidas necesarias para evitar el agravamiento de la situación humanitaria, incluida la aceptación de la asistencia ofrecida por la comunidad internacional;

CONSIDERANDO que el agravamiento de la crisis política, económica, social y humanitaria que ha causado un deterioro en la calidad de vida en ese país está generando una emigración cada vez mayor de ciudadanos venezolanos y está teniendo efectos en la capacidad de algunos países del Hemisferio para atender las distintas necesidades, incluidas las de seguridad, como quedó en evidencia en la sesión del Consejo Permanente celebrada el 30 de abril de 2018;

RECORDANDO que la resolución CP/RES. 1078 (2108/17) del 3 de abril de 2017 declaró que había ocurrido una alteración inconstitucional del orden constitucional de la República Bolivariana de Venezuela; y
DESTACANDO que las iniciativas diplomáticas ofrecidas por el Consejo Permanente y emprendidas por varios Estados Miembros han sido rechazadas por el Gobierno venezolano o han fracasado hasta ahora,
RESUELVE:

1. Declarar que el proceso electoral desarrollado en Venezuela, que concluyó el 20 de mayo de 2018, carece de legitimidad por no cumplir con los estándares internacionales, por no haber contado con la participación de todos los actores políticos venezolanos y haberse desarrollado sin las garantías necesarias para un proceso libre, justo, transparente y democrático. 

2. Reafirmar que solo a través de un diálogo nacional con la participación de todos los actores políticos y otros actores interesados venezolanos se podrá alcanzar la reconciliación nacional y acordar las condiciones indispensables para celebrar un nuevo proceso electoral que refleje realmente la voluntad de los ciudadanos venezolanos y resuelva de manera pacífica la actual crisis en ese país. 
3. Reiterar que ha ocurrido una alteración inconstitucional del orden constitucional de la República Bolivariana de Venezuela, como fue declarado en la resolución CP/RES. 1078 (2108/17) del 3 de abril de 2017.

4. Urgir al Gobierno de Venezuela a que dé pasos para garantizar la separación e independencia de los poderes constitucionales y restaurar la plena autoridad de la Asamblea Nacional, el Estado de derecho y las garantías y libertades de la población.

5. Urgir al Gobierno de Venezuela a que permita el ingreso de ayuda humanitaria, así como a que implemente las medidas de vigilancia epidemiológica en su país para evitar el agravamiento de la crisis humanitaria y de salud pública, en particular frente a la reaparición de enfermedades como sarampión, malaria y difteria.

6. Instar a los Estados Miembros a que implementen medidas para atender la emergencia epidemiológica, incluso que suministren medicamentos, así como que consideren hacer contribuciones a organismos internacionales competentes para fortalecer las capacidades institucionales de los países receptores.

7. Instruir al Consejo Permanente para que, en coordinación con las instituciones interamericanas e internacionales competentes, identifique las medidas apropiadas para apoyar a los Estados Miembros que están recibiendo un creciente número de migrantes y refugiados venezolanos.

8. Hacer un llamamiento a los Estados Miembros y observadores permanentes a que implementen, de conformidad con sus respectivos marcos legales y el derecho internacional aplicable, las medidas que estimen convenientes a nivel político, económico y financiero para coadyuvar al restablecimiento del orden democrático en Venezuela. 

9. Mantenerse atenta al desarrollo de la situación en Venezuela con objeto de apoyar medidas y acciones diplomáticas adicionales que faciliten la restauración de la institucionalidad democrática y de la paz social, y promuevan el respeto absoluto a los derechos humanos y la plena vigencia del Estado de derecho, en el marco constitucional de Venezuela y de manera consistente con sus obligaciones y compromisos internacionales.

10. Aplicar, en estricto apego al texto y espíritu de la Carta Democrática Interamericana, los mecanismos para la preservación y la defensa de la democracia representativa previstos en sus artículos 20 y 21. 

NOTAS A PIE DE PÁGINA

1. …y esté no le fue presentado sino hasta la tarde antes de que la aprobara la Asamblea General. No obstante, Antigua y Barbuda propuso texto alternativo que habría contribuido a tener una resolución sólida y constructiva; y lamenta profundamente que sus propuestas no hayan sido consideradas por la Comisión General.

Asimismo, Antigua y Barbuda objeta que se haya excluido de las deliberaciones al Estado Miembro al cual se refiere esta resolución, y reitera el principio de no intervención en los asuntos internos de los Estados Miembros, como lo consagra la Carta de la Organización de los Estados Americanos.

Antigua y Barbuda rechaza todas las referencias que se hacen en esta resolución a la sesión del Consejo Permanente que se celebró ilegalmente el 3 de abril de 2017, así como la resolución emanada de ésta. 

Antigua y Barbuda no considera que esta resolución sobre la situación en Venezuela haya logrado un consenso entre los Estados Miembros, y como tal no constituye una base jurídica para futura referencia o acción.
2. …y está al margen de la normativa de la Organización.

3. …este acto forzado se niega el principio de no intervención en los asuntos de otro Estado y se busca justificar la imposición de medidas coercitivas unilaterales.


Esta agresión desconoce el derecho del pueblo venezolano ejercido el 20 de mayo de 2018 a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga. En Venezuela decidimos las y los venezolanos.


Se pretende justificar una intervención, incluida la militar, utilizando como excusa razones humanitarias. Si bajo los principios que rigen la cooperación internacional quieren apoyar al pueblo venezolano, levanten las medidas coercitivas unilaterales de carácter económico y financiero. Desbloqueen los fondos de Venezuela.


Se intenta validar una situación fáctica e ilegal al invocar una resolución fraudulenta resultante de una reunión espuria del Consejo Permanente realizada el 3 de abril de 2017 que de manera flagrante violó las reglas que rigen la OEA y el derecho internacional.


Es lamentable que esta agresión a un Estado Miembro de esta Organización, coincida con la celebración de sus 70 años y que sea la Doctrina Monroe la que oriente la OEA del futuro. Venezuela es para las y los venezolanos.


El Gobierno del Presidente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela, Nicolás Maduro Moros, reitera su compromiso con la promoción y fortalecimiento de la democracia, el respeto a todos los derechos humanos, dentro del principio de no intervención y reafirma su voluntad de mantener relaciones bilaterales y multilaterales basadas en el respeto al principio de igualdad soberana de todos los Estados y en la libre determinación de los pueblos como elementos esenciales para mantener América como una zona de paz.


De manera que, en nombre del pueblo venezolano, se rechaza absolutamente las decisiones que se han tomado el día de hoy, por parte de 19 países.  El pueblo está enfrentado con dignidad las dificultades, y entre los venezolanos se van a resolver los desafíos, sin que el injerencismo e intervencionismo hagan mella en nuestro país.

Venezuela es libre y soberana, que viva la Patria Grande Latinoamericana y que Viva la Patria venezolana.

DECISIÓN DE LA ASAMBLEA GENERAL SOBRE LA REFORMA AL ESTATUTO DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE LA OEA

La Asamblea General decidió asignar al Consejo Permanente la continuación de las deliberaciones sobre la propuesta de reforma al Estatuto del Tribunal Administrativo de la OEA para que, a través de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios, finalice el estudio correspondiente.


LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
La Organización de los Estados Americanos (OEA) es la organización regional más antigua del mundo, ya que se remonta a la Primera Conferencia Internacional de Estados Americanos, celebrada en Washington, D.C., de octubre de 1889 a abril de 1890. En esta reunión se aprobó la creación de la Unión Internacional de Repúblicas Americanas. La Carta de la OEA se suscribió en Bogotá en 1948 y entró en vigencia en diciembre de 1951. Posteriormente la Carta fue enmendada por el Protocolo de Buenos Aires, suscrito en 1967, el cual entró en vigencia en febrero de 1970; por el Protocolo de Cartagena de Indias, suscrito en 1985, el cual entró en vigencia en noviembre de 1988; por el Protocolo de Managua, suscrito en 1993, el cual entró en vigencia el 29 de enero de 1996; y por el Protocolo de Washington, suscrito en 1992, el cual entró en vigor el 25 de septiembre de 1997. En la actualidad la OEA tiene 35 Estados Miembros. Además, la Organización ha otorgado categoría de Observador Permanente a 72 Estados, así como a la Unión Europea.

Los propósitos esenciales de la OEA son los siguientes: afianzar la paz y la seguridad del Continente; promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al principio de no intervención; prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución pacífica de las controversias que surjan entre los Estados Miembros; organizar la acción solidaria de éstos en caso de agresión; procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos que se susciten entre ellos; promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo económico, social y cultural, y alcanzar una efectiva limitación de armamentos convencionales que permita dedicar el mayor número de recursos al desarrollo económico y social de los Estados Miembros.

La OEA realiza sus fines por medio de los siguientes órganos: la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, los Consejos (el Consejo Permanente y el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral), el Comité Jurídico Interamericano, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Secretaría General, las Conferencias Especializadas, los Organismos Especializados, y otras entidades establecidas por la Asamblea General.

La Asamblea General celebra períodos ordinarios de sesiones una vez por año. En circunstancias especiales se reúne en períodos extraordinarios de sesiones. La Reunión de Consulta se convoca con el fin de considerar asuntos de carácter urgente y de interés común, y para servir de Órgano de Consulta en la aplicación del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR), que es el principal instrumento para la acción solidaria en caso de agresión. El Consejo Permanente conoce de los asuntos que le encomienda la Asamblea General o la Reunión de Consulta y ejecuta las decisiones de ambas cuando su cumplimiento no haya sido encomendado a otra entidad, vela por el mantenimiento de las relaciones de amistad entre los Estados Miembros así como por la observancia de las normas que regulan el funcionamiento de la Secretaría General y, además, actúa provisionalmente como Órgano de Consulta para la aplicación del TIAR. La Secretaría General es el órgano central y permanente de la OEA. La sede tanto del Consejo Permanente como de la Secretaría General está ubicada en Washington, D.C.

ESTADOS MIEMBROS: Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas (Commonwealth de las), Barbados, Belize, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica (Commonwealth de), Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Grenada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela.
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	�.	El Gobierno de la República de Nicaragua ha venido dejando su expresa reserva a los mandatos e iniciativas planteadas en la Quinta, Sexta y Séptima Cumbres de las Américas,…


	�.	El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela reitera las reservas formuladas en la Declaración y el Plan de Acción de Quebec, adoptadas en la Tercera Cumbre de las Américas…


	�.	El Gobierno de Chile, en este texto y de acuerdo con el lenguaje previamente acordado en otros instrumentos internacionales de Naciones Unidas y de la Organización de los Estados Americanos...


	�.	En lo que respecta a la VIII Cumbre de las Américas, la República de Nicaragua no aprueba el Compromiso de Lima “Gobernabilidad Democrática frente a la Corrupción”,…


	�.	La República Bolivariana de Venezuela no reconoce el “Compromiso de Lima” acordado por los “Estados participantes” en la Octava Cumbre de las Américas; asimismo, reitera…


	�.	Los Estados Unidos han decidido dejar de participar en el proceso de la ONU para elaborar un Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular.  Además,… 


	�.	Los Estados Unidos han decidido dejar de participar en el proceso de la ONU para elaborar un Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular.  Además,…


	�.	La Misión Permanente del Ecuador ante la OEA reitera la tradicional posición de la República del Ecuador de rechazar la criminalización de la migración, la que pone…


	�.	Los Estados Unidos han decidido dejar de participar en el proceso de la ONU para elaborar un Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular.  Además,…


�.	CITEL/RES.88 (VII-18)


�.	CITEL/RES.88 (VII-18)


	�.	El Gobierno de la República de Nicaragua ha venido dejando su expresa reserva a los mandatos e iniciativas planteadas en la V y VII  Cumbre de las Américas, ya que durante el desarrollo …


�.	El Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela reitera el contenido de sus reservas al ALCA formuladas en las Declaraciones y Planes de Acción… 


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua ha venido dejando su expresa reserva a los mandatos e iniciativas planteadas…


�.	La República Bolivariana de Venezuela no reconoce el “Compromiso de Lima” acordado por los “Estados participantes” en la Octava Cumbre de las Américas…


�.	La República de Nicaragua no aprueba el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”…


�.	Véase nota a pie de página 3.


�.	Ídem.


�.	Estados Unidos se disocia de esta resolución que inserta, de manera inadecuada, a la OEA en las decisiones internas de donantes bilaterales, instituciones financieras internacionales… 


�.	Canadá alienta los esfuerzos enfocados a aplicar una óptica multidimensional para el entendimiento de la pobreza. Canadá ha resaltado repetidas veces la necesidad de garantizar la credibilidad… ‬


�.	“Declaración sobre Fortalecimiento Institucional para el Desarrollo Sostenible en las Américas [AG/DEC. 81 (XLVI-O/16)]. Aprobada en Santo Domingo, en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 15 de junio de 2016.


	�.	Primer párrafo de la Agenda 2030.


�.	AG/RES. 2907 (XLVII-O/17), “Promoción de la seguridad hemisférica: Un enfoque multidimensional”.


�.	Reuniones realizadas: Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-VI), San Pedro Sula, Honduras (10 y 11 de octubre de 2017); sexagésima segunda reunión...


�.	El Gobierno de Nicaragua no puede acompañar la redacción de los párrafos 12 y 13 relativos a la Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas ya que los objetivos planteados…


�.	Estados Unidos no apoya este texto pues pone en duda los regímenes de tratados existentes como el Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares, la Convención sobre…


�. 	Estados Unidos no apoya y no firmará el Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares.  Ningún Estado que posea armas nucleares o que dependa de tales armas para su seguridad…


�.	El Gobierno de Nicaragua no está de acuerdo en que se establezca una unidad de apoyo policial  dentro de la estructura de la SSM ya que implicaría una duplicación de esfuerzos y…


�.	La República Bolivariana de Venezuela cuestiona la existencia y aplicabilidad del Acuerdo Marco de Cooperación suscrito entre la Secretaría General de la OEA y la Comunidad de Policías…


�.	El Estado Plurinacional de Bolivia no reconoce como mandatos los acuerdos y/o convenios suscritos por la Secretaría General en consideración a que los Estados Miembros reunidos en los…


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua no puede acompañar  la redacción de los párrafos 48 y 49  de la Sección Implicaciones del Cambio Climático de la Resolución Omnibus de la Comisión…


�.	Estados Unidos manifiesta su preocupación por la inclusión de varios mandatos y solicitudes coincidentes para la Comisión de Seguridad Hemisférica y otras entidades…


�.	Estados Unidos es el principal contribuyente de asistencia para el desminado humanitario, tanto en el mundo como en el Hemisferio. Hemos contribuido más de $2.800 millones para la destrucción…


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua reconoce en las medidas de fomento de la confianza y la seguridad un instrumento que contribuye al fomento de un clima internacional…


�.	El Gobierno de Nicaragua está comprometido con la prevención, combate y la erradicación  del tráfico ilícito de armas. Y en atención a su compromiso con la paz y la seguridad ciudadana,…


�.	La República Bolivariana de Venezuela está plenamente comprometida con la prevención, el combate y la erradicación del tráfico ilícito de armas de fuego y siempre ha considerado que la mejor …


�. 	El Gobierno de Nicaragua, está comprometido con la prevención, combate y la erradicación del tráfico ilícito de armas. Y en razón de su compromiso por la paz y la seguridad ciudadana, … 


�.	El Gobierno del Ecuador, en aplicación del artículo 4, numeral 4.4 del Estatuto de la Junta Interamericana de Defensa (JID), notificó su retiro definitivo de la JID el 20 de febrero de 2014 y,…


�.	El Gobierno de Nicaragua considera  que el contexto histórico que posibilitó el surgimiento de la Junta Interamericana de Defensa no se corresponde con las realidades…


�.	El Estado Plurinacional de Bolivia no es parte de la Junta Interamericana de Defensa (JID), por lo tanto, no se acoge a los acuerdos ni compromisos en lo que a esta sección se refiere…


�.	La República Bolivariana de Venezuela cuestiona la vigencia de la Junta Interamericana de Defensa (JID) en razón de sus orígenes, naturaleza, alcance, objetivos y desempeño…


�.	Listado provisional de reuniones.


�.	Estados Unidos manifiesta que su posición es que ni el derecho internacional consuetudinario ni los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos adicionales imponen una obligación a los Estados...


�.	Bolivia: Los convenios interinstitucionales suscritos por la Secretaría General, deben responder a los mandatos de los Estados y regirse estrictamente por las normas de la Organización,…


�.	La República de Nicaragua no aprueba el Compromiso de Lima: “Gobernabilidad democrática frente a la corrupción”, ni otros documentos, declaraciones, comunicados…


�.	La República Bolivariana de Venezuela no reconoce el “Compromiso de Lima” acordado por los “Estados participantes” en la Octava Cumbre de las Américas…


�.	Véase nota de pie de página 2.


�.	Véase nota de pie de página 3.


�.	Véase nota de pie de página 2.


�.	Véase nota de pie de página 3.


�.	La República Bolivariana de Venezuela reitera que en los casos en que la Secretaría General funja como Secretaría Técnica de las Reuniones Interamericanas de Autoridades Electorales,…


�.	Véase nota de pie de página 2.


�.	Véase nota de pie de página 3.


�.	Guatemala reafirma que tiene el derecho soberano de aplicar su Constitución Política y sus leyes internas, tomando en cuenta sus prioridades y planes de desarrollo, y de forma compatible… 


�.	Trinidad y Tobago no está en capacidad de unirse al consenso sobre este documento dado que algunos fragmentos son contrarios a la legislación nacional. Trinidad y Tobago no deja de estar…


�.	Estados Unidos entiende que las resoluciones de la OEA no cambian el estado actual del derecho internacional consuetudinario o convencional ni imponen obligaciones jurídicas a los Estados…


�.	Estados Unidos reafirma que entiende que las resoluciones de la OEA no cambian el estado actual del derecho internacional consuetudinario o convencional ni impone obligaciones jurídicas a los Estados.


�.	Estados Unidos reconoce que, aunque la inclusión social y el respeto por los derechos humanos pueden reforzarse mutuamente, no puede invocarse la falta de inclusión social…


�.	La República de Paraguay reitera su compromiso con los principios de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y convenciones internacionales suscritos sobre la materia, reafirmando lo…


�.	El Estado de Guatemala declara que promueve y defiende todos los derechos humanos. Respecto a las disposiciones del presente punto, reafirma la igualdad de todos los seres humanos al amparo...


�.	Santa Lucía no puede aceptar esta sección pues no se ajusta a su legislación nacional. Además, esta sección contiene terminología que todavía no es aceptada en el ámbito internacional...


�.	El Gobierno de Jamaica está plenamente comprometido con la protección de los derechos humanos de sus ciudadanos, incluso de cualquier forma de violencia, conforme al Estado de derecho…


	�.	El Gobierno de Suriname sigue estando comprometido con la promoción y defensa de los derechos humanos para todos; y, conforme al principio de igualdad, todos aquellos que están…


�.	San Vicente y las Granadinas no puede unirse al consenso para aprobar esta sección de la resolución. San Vicente y las Granadinas promueve y defiende los derechos humanos y reafirma…


�.	El Gobierno de Barbados afirma que esta sección de esta resolución contiene varios temas y términos que no están contemplados en sus leyes nacionales ni son objeto de un consenso nacional…


�.	Honduras declara su compromiso con los derechos humanos y respecto a algún​ contenido de los párrafos de la presente resolución expresa su reserva en aquello que fuere contrario a su ​Constitución.


�.	Estados Unidos no se une al consenso sobre la presente resolución en concordancia con sus reiteradas objeciones a la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas,... 


�.	Brasil reconoce y apoya los trabajos de la CIM pero entiende que las asignaciones de recursos presupuestarios deben ser examinadas… 


�.	Estados Unidos no puede vincularse con esta sección de la resolución porque no es parte de la Convención de Belém do Pará...


�.	El Gobierno de la República de Nicaragua no puede acompañar la referencia a la Declaración de Acción de San José, adoptada el 7 de julio de 2016,...


�.	Si bien Estados Unidos apoya los esfuerzos regionales para aumentar la distribución de la carga y la protección de los refugiados,... 


�.	Antigua y Barbuda deja constancia de su objeción a esta resolución y no se considera obligada por sus disposiciones. Antigua y Barbuda fue excluida de la redacción y debate sobre el texto original,…


	�.	Bolivia: La presente resolución al incorporar referencias a resoluciones que fueron originadas en la ilegalidad, se invalida por sí misma, ya que la resolución del 3 de abril de 2017 no cumplió con el debido proceso…


�.	La República Bolivariana de Venezuela desconoce este acto violatorio de la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la OEA y del derecho internacional. Es inexistente, írrito y nulo. Mediante…






